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  Prólogo


  En el lenguaje del oficio de historiador, cuestionar un conocimiento también significa formularse, respecto del mismo, preguntas susceptibles de generar inquietudes investigativas cuyo sentido consistiría en someter ese conocimiento a un proceso de comprobación. Del rigor crítico con que se enfoque este proceso, y de la metódica realización de este, resultará lo que es asunto primordial para el historiador: el fortalecimiento científico del conocimiento propuesto. Es decir, y aunque pueda parecerle al lego un tanto contradictorio, confirmándolo, enmendándolo o desechándolo.


  Si bien es obvio que el proceso comprobatorio nace de la percepción de algún signo de incomodidad interpretativa respecto del conocimiento que habrá de ser sometido a crítica, el fin de la investigación que de ello pueda desprenderse deberá estar siempre guiado por el propósito de honrar el carácter científico que el conocimiento histórico procura, mediante el ejercicio del espíritu crítico y la observancia de los preceptos metódicos en el ámbito del sentido histórico.


  En tal ha consistido la motivación profesional del autor de los breves trabajos aquí recogidos. Ella ha prevalecido respecto de una inquietud que no vacilo en hacerla constar. Identificado, durante toda mi vida de historiador profesional, con la Escuela de Historia de la Facultad de Humanidades y Educación de la Universidad Central de Venezuela, no pude ver con indiferencia el hecho de que esa institución, que ha sobresalido en el desarrollo de los estudios históricos, venezolanos y latinoamericanos, parecía estar resuelta a quedar ausente del debate historiográfico sobre el denominado, publicitariamente, Bicentenario de la Independencia. Me propuse atenuar, siquiera, esta injustificable abstención de mi Escuela.


  Correlacionados el propósito y la inquietud expresados con mi determinación demostrada de enfrentar la conjuración en marcha contra la conciencia histórica del venezolano, conjuración dirigida a cegar la que sigue siendo fuente primordial de los fundamentos sociopolíticos de la república liberal democrática, en proceso sociohistórico de instauración, me atrevo a decir que cumplo, de esta manera, con el deber social del historiador.


  El lector apreciará que en este volumen se agrupan dos géneros de textos. Unos, que lo abren, son esquemas de charlas y conferencias comentadas. Fueron pronunciadas asumiendo el autor, motu proprio, la representación científica de su Escuela de Historia; siguiendo el procedimiento pedagógico de distribuir previamente los esquemas y enriquecer su desarrollo con complementos expositivos y discusión. Los otros textos son producto de comparecencias académicas en las cuales expuso algunos resultados de su prolongada reflexión sobre el complejo de cuestiones en el cual se inscribe la globalmente denominada Independencia de Venezuela; como declaración, como objetivo social, como logro y como instauración institucionalizada. Los incluyo porque me ha parecido razonable que el lector pueda advertir la fundamentación científica y crítica de lo asomado en los primeros escritos; al igual que comprobar la circunstancia de ser todos los textos, aquí agrupados, resultado del cumplimiento de compromisos de la más alta significación en el desempeño de mi oficio de historiador.


  Caracas, julio de 2013


  Introducción

  Sobre momento histórico y conciencia histórica


  Con ocasión de la conmemoración del Bicentenario del 5 de Julio de 1811, fecha consagrada como la del Día de la Declaración de la Independencia; y viendo cernirse sombrías nubes henchidas de patrioterismo oficial, me pareció oportuno, y hasta necesario, intentar cumplir con el precepto de la responsabilidad social del historiador, proponiéndole a la vapuleada conciencia histórica del venezolano de nuestros difíciles tiempos algunas dosis de posible antídoto crítico.


  ¿Había llegado el momento histórico de hacer ciertas puntualizaciones acerca de conceptos que, dada su habitual aceptación, parecían no requerirlas? ¿Pero, quizás, así lo parezca porque en función de esos conceptos se llama a conmemorar los doscientos años de la Independencia, según la fórmula divulgada por la propaganda oficial, ensañada en confundir la conciencia histórica de los venezolanos? Parece cosa lograda que esta última, asediada por el nominalismo de la propaganda oficial, que en todos los terrenos da por hecho lo tan solo dicho, tiende a admitir lo que fue declarado, el 5 de julio de 1811, como la fecha de la Independencia.


  I. Momento histórico y tiempo histórico


  Demarcar, en el continuado acontecer histórico de una sociedad, un momento particularmente representativo, por su historicidad, significaría diferenciarlo —y, en cierta medida, separarlo— de los demás momentos que se hilvanan en ese acontecer. Pero ocurre que el sentido histórico nos advierte sobre la imposibilidad de hacer un corte en el acontecer histórico; dada la alta probabilidad de que una suerte de secuencia fotográfica de tal acontecer revelaría la naturaleza esencialmente fluida del mismo. Por consiguiente, sería necesario observar el resultado de semejante corte en función de la noción de tiempo histórico; es decir, de una dimensión específica en la cual tienden a diluirse los hitos cronológicos. No es que se establezca un equilibrio entre estos; tampoco una mecánica sucesión. ¿El tiempo histórico resultaría, de una incesante dialéctica entre el haber sido y el llegar a ser, como la manifestación válida del ser histórico, entendido este, a su vez, como el estar siendo?


  ¿Sucede esto con la Independencia declarada el 5 de julio de 1811? Me temo que sí, por quedar enclavada esa declaratoria entre los acontecimientos de 1797, en el puerto de La Guaira, sintetizados en las denominadas Ordenanzas de Gual y España; y los también sintetizados en la denominada Declaración de Angostura, de 20 de noviembre de 1818. Se trata de tres acontecimientos que pueden reivindicar la condición de ser momentos históricos. Obviamente, cada uno de esos momentos debe su condición de histórico a significativas circunstancias y fundadas razones; lo que deja planteada la tarea de justificar la preferencia concedida a alguno de ellos. ¿Estableciéndose una suerte de escalafón, como lo han hecho las historiografías patria y nacional, reunidas en la historiografía oficial, en beneficio de la declaración fechada el 5 de julio de 1811? Para estos fines han calificado de precursor lo propuesto en La Guaira y han disminuido, tácitamente, la trascendencia de la postura asumida en Angostura.


  Mas las reconsideraciones histórico-críticas que cabe suscitar acerca de la Declaración de la Independencia habrían de conducir, necesariamente, a darle igual tratamiento a la terminación del proceso así desencadenado. Quiere la historiografía oficial que tal haya ocurrido, en lo que respecta a Venezuela, como resultado de la batalla de Carabobo, librada el 24 de junio de 1821. Las consecuencias de esta que se pretende evidente conclusión, generalmente admitida, son materia de algunos de los textos reunidos en este volumen. Ellas se fundan en la que constituye una arbitraria amputación de la Historia de Venezuela, determinada por la necesidad, extrapolada, de desconocer la creación de la República de Colombia como instancia primordial del logro de la independencia de Venezuela. El reconocimiento de esta nuestra grandiosa obra obligaría a completar la historia de Venezuela enriqueciéndola con la prodigiosa campaña del Sur, y haciendo de la batalla de Ayacucho, librada el 9 de diciembre de 1824, la instancia definitiva de la independencia de Venezuela, solo que envuelta en la consolidación de la independencia de la República de Colombia, llevando a su más alta significación la contribución de los venezolanos que se fueron con Bolívar, en el empeño de hacer independientes también a los que no lo acompañaron.


  a.- Evolución de la sociedad republicana venezolana


  No se pretende tratar, con lo propuesto, solo de disquisiciones historiográficas. Ni siquiera preferentemente de tales. En este juego conceptual se halla comprometida, de manera esencial, la correlación entre la evolución formativa de la sociedad y el proceso de brote, conformación y maduración de su conciencia histórica. A tal cosa pretendió corresponder la diferenciación entre Historia patria e Historia nacional, a lo que se añadió la circunstancia de que ambas historias confluyeran en la hoy Historia oficial, que ha sido compuesto historiográfico particularmente complaciente con los circunstanciales requerimientos ideológicos del poder público.


  La incipiente nacionalidad republicana venezolana halló, en la Historia patria, bálsamo heroico para restañar las profundas y enconadas heridas por la sociedad padecidas a lo largo de una frenética contienda armada; heridas que, además de permanecer ancladas en la memoria colectiva, recrudecían avivadas por los hechos de las subsiguientes secuelas de esa contienda, denominadas –aunque sobre todo para diferenciarlas, degradándolas para no contaminar el consagrado heroísmo– las guerras civiles. Una vez entrada esa sociedad en proceso de recuperación, a fines del siglo XIX, halló en la Historia nacional estímulo y aliento para perseverar en el empeño –y compartirlo, aunque subordinada, con el poder público autocrático– de hacerse nación. De esta desigual cooperación devino la Historia oficial, que al conjugar las dos historiografías precedentes dotó al poder público de un instrumento muy eficaz para conducir la sociedad, valiéndose de los medios diseñados para cultivar la opinión pública; particularmente del sistema educativo.


  b.- Evolución política de la sociedad republicana venezolana


  Tal fue el andamiaje historicista que permitió conducir una sociedad tutelada hacia las prácticas del poder público que conformaron la república liberal autocrática, vigente desde 1830 hasta finalizar el siglo XIX; y la subsiguiente fase degenerativa de esa misma república que, convertida en la dictadura liberal regionalista, imperó hasta 1946, cuando se dio inicio a la genuina instauración de la república moderna liberal democrática. Vale decir que la evolución sociopolítica de la sociedad republicana venezolana ha transcurrido entre la autocracia y la democracia, corriendo entre ambos extremos las secuelas, tenaces y nada desdeñables, de la monarquía colonial originaria; secuelas conformadas por la eficaz combinación funcional entre el sometimiento, producto del despotismo primario y la subordinación, producto de la rémora de la conciencia monárquica. ¿Cabía pensar que tal evolución sociopolítica no se expresase también en la conciencia histórica de la que buscaba dotarse la surgente sociedad republicana venezolana, oficializando el cultivo de la historiografía a partir del decreto orgánico de la creación de la Academia Nacional de la Historia, dictado por el presidente Dr. J. P. Rojas Paúl el 28 de octubre de 1888?


  c.- Evolución ideológica republicana de la sociedad venezolana


  Los fundamentos de la ideología republicana moderna liberal, primera y primaria en su formación, consolidación y desarrollo, como requerida justificación de la costosísima ruptura del nexo colonial y de la abolición legal de la monarquía colonial originaria, fueron aportados, de manera rudimentaria, en una primera instancia por la Historia patria; centrada en el auténtico heroísmo representado por el hecho bélico; erigido en fundamento obvio del mito del orden y la eficiencia militares, demostrados de manera incuestionable por el resultado final del hecho bélico originario, interpretado simbólicamente y extrapolado ahistóricamente. Nada holgado fue reivindicar, en medio del estruendo de la Venezuela heroica, la contribución civil a la formulación y promoción del Proyecto nacional. Culminación de este esfuerzo último fue la Historia nacional, en virtud de la cual han podido, militares y civiles, forcejear en la atribución respectiva de los méritos fundacionales de la república; sobre todo al ser integradas esas historias en una Historia oficial, tendenciosamente inclinada a presentar el acontecer histórico de la Venezuela republicana como un escenario en el cual el coro, formado por los próceres civiles, ha seguido la eficaz y ordenada dirección impartida por corifeos militares.


  Esta conjugación de historias dotó al poder público, autocrático y dictatorial, de las ventajas derivadas del uso y abuso de la Historia, para los fines de manipular la conciencia histórica de una sociedad que por su atribuida e insuperable condición de embrionaria habría de permanecer tutelada.


  II.- Conciencia histórica del venezolano


  Entiendo por tal el complejo de conocimientos primarios y de creencias, historiográficos, que rige la percepción de su ser histórico por la generalidad de la sociedad. Es resultado de la acción formativa de la memoria colectiva, de la educación y de todos los demás medios de preservación y difusión de esos conocimientos primarios y creencias. Pero también es resultado, y con no menor efecto, de la eficaz y simultánea poda de esa memoria colectiva, limpiándola de significados que puedan parecer incómodos y/o controversiales por los servidores ideológicos del régimen sociopolítico vigente. Considerada en otro nivel, cabría entender como conciencia histórica la imagen de sí misma que se forma una sociedad plantada ante su historia. Por esta última razón, es determinante de la conciencia histórica la calidad crítica del conocimiento histórico ante el cual la sociedad se vea llamada a comparecer.


  Cediendo a la necesidad de sintetizar, sugiero que se tomen como indicativos de la evolución de la conciencia histórica de la sociedad republicana venezolana el primer considerando y el artículo 2.º del Decreto n.º 216, dictado por la Junta Revolucionaria de Gobierno de los Estados Unidos de Venezuela, mediante el cual se promulgó el Estatuto para la elección de representantes a la Asamblea Nacional Constituyente. Reza el primer considerando: «Que la consulta electoral sincera a la ciudadanía venezolana, restituyéndosele al pueblo la soberanía que le usurparon anteriores regímenes, debe estar regulada por un estatuto que garantice plenamente la pureza y la universalidad del sufragio». Y reza el artículo 2.º: «Son electores todos los venezolanos mayores de dieciocho años, sin distinción de sexo y sin más excepciones que los entredichos y los que cumplan condena penal, por sentencia firme que lleve consigo la inhabilitación política». Desde ese momento arranca la lucha de la sociedad republicana venezolana, así plenamente integrada y proclamada su soberanía, por ser el agente directo de su acontecer histórico; y por lo mismo la llamada a ser gestor y guardián responsable de su conciencia histórica. ¿Sería, por consiguiente, razonable postular la existencia de una correlación entre la soberanía popular y el vigor de la conciencia histórica?


  Me permito añadir: ¿no fue esta aspiración la esencia conceptual de la república popular representativa, proclamada por el Congreso Constituyente de la República de Colombia, mediante la Ley fundamental de la unión de los pueblos de Colombia, aprobada y promulgada en la Villa del Rosario de Cúcuta, el 18 de julio de 1821, ley que ratificó y enriqueció la Ley Fundamental de Colombia, aprobada y promulgada en Angostura el 17 de diciembre de 1819? Recuérdese que la ley colombiana reza, en su art. 1.º: «Los pueblos de la Nueva Granada y Venezuela quedan reunidos en un solo cuerpo de nación, bajo el pacto expreso de que su gobierno será ahora y siempre popular representativo». Es decir, se quiso hacer una misma nación la que fuera concebida en Angostura como una unión de repúblicas: «artículo 1.º: Las Repúblicas de Venezuela y la Nueva Granada quedan desde este día reunidas en una sola bajo el título glorioso de República de Colombia».


  a.- Conocimiento histórico y evolución de la conciencia histórica


  Aunque no siempre resulte claramente perceptible, existe una estrecha correlación funcional entre el desarrollo del conocimiento histórico y la evolución de la conciencia histórica. En esa correlación cabe observar la presencia, que suele ser determinante, de dos factores condicionantes. Un factor es la lentitud que se advierte en el descenso del conocimiento histórico formado en función de la investigación crítica de la Historia, hasta el nivel del conocimiento histórico común; es decir el conformado, de manera más acumulativa que integrada críticamente, por proposiciones primarias de conocimiento histórico vueltas creencias; y por lo mismo no necesitadas de explicación ni de ser sometidas a crítica. El otro factor consiste en el tenaz arraigo de las creencias ya integradas en el saber histórico común; arraigo propiciado por el cultivo escolar rutinario de que el conocimiento histórico es objeto.


  Buenos ejemplos de esta situación lo ofrecen, en Venezuela, las seudodoctrinas centradas en el desmesurado concepto de el héroe necesario, en lo concerniente a la fase bélica de la Historia patria; en la de el hombre necesario, en lo concerniente a la fase de la república liberal autocrática; y en la de el gendarme necesario, en lo concerniente a la fase de la dictadura liberal regionalista. En suma, una historiografía exultante de un heroísmo militar genérico, inmune ante los vicios civiles.


  Pasar de allí a la conciencia histórica fundada en el ejercicio de la soberanía popular ha requerido la siembra, el cultivo, la consolidación y el desarrollo de la democracia como régimen sociopolítico, proceso necesariamente prolongado y accidentado en toda sociedad que ha procedido directamente de la monarquía absoluta; es decir sin la mediación efectiva de su regulación constitucional, la que tardía y remedialmente fue intentada mediante la promulgación de la Constitución Política de la Monarquía Española, en 1812.


  Pero no se trataría, en este caso, de la substitución de formas de conciencia histórica superadas por efectos de la evolución sociopolítica, sino de la reubicación de esas formas en el ámbito de una conciencia histórica más comprehensiva. Apta, por lo mismo, para reconocerles, a los valores implícitos en las instancias de la conciencia histórica reemplazadas o necesitadas de reemplazo, la participación que les ha correspondido en la evolución de la sociedad; y por lo mismo en la conformación de la conciencia histórica concomitante.


  Con esta última consideración toco lo concerniente a la operación historiográfica e ideológica que denomino la poda de la conciencia histórica de una sociedad. En el caso de la venezolana también es posible, pese a la brevedad de su curso histórico republicano, diferenciar atendiendo a grado y trascendencia. Así, estimo difícil exagerar el grado de la distorsión de la conciencia histórica del venezolano por haber sido podado su hacer histórico de la creación de la República de Colombia; y del hecho altamente significativo de que fue Simón Bolívar el primer colombiano, en un escenario parcelado entre venezolanos y neogranadinos hasta 1819 y 1821, de acuerdo con la promulgación de las respectivas leyes fundamentales de la República de Colombia. Poda llevada al exceso de pasar también a una especie de limbo convencional la gran proeza político-militar que culminó con la victoria alcanzada por el ejército de la República de Colombia, comandado por el general colombiano, también nacido venezolano, Antonio José de Sucre, en la batalla de Ayacucho, el 9 de diciembre de 1824.


  En esta poda de la conciencia histórica del venezolano han revestido especial importancia la ruptura de la República de Colombia por los criollos caraqueños que no se fueron con Bolívar y la miope estimación de las consecuencias históricas de ese acto de fuerza. Si algún tema de la Historia de Venezuela que se procuraba elaborar para fundamentar la república resultaba espinoso, tal era el de esa ruptura. Ello fue así hasta el punto de que el historiador cumanés Marco Antonio Saluzzo, en el Discurso de Orden pronunciado en la inauguración pública de la Academia Nacional de la Historia, el 8 de noviembre de 1889 –es decir 60 años después de que un grupo de próceres civiles azuzaran los resentimientos de militares que no habían participado directamente en los magnos momentos de la lucha que culminó en la batalla de Ayacucho–, pagó tributo a la necesidad de justificarse e incurrió, por ello, en una notoria contradicción. El historiador Saluzzo, nacido en 1834, afirmó, como se correspondía con la historiografía nacional, en cuya institucionalización fue partícipe destacado, que:


  
    «La disolución de la antigua Colombia, que lejos de ser retroceso o crimen como ha querido calificarla la imaginación calenturienta de algunos políticos empíricos, fue, por el contario, manifestación enérgica de virtud civil. Época gloriosa aquella, señores, en la cual, contra los terribles vaticinios de los más calificados de nuestros próceres y sobre las promiscuas ruinas de la anarquía y del despotismo, surge la República cívica de 1830, y con ella renace, aunque no en toda su plenitud, el derecho federal de 1811, y se ponen los fundamentos de la República democrática (sic).»

  


  Pero, avanzando en su disertación, el historiador hubo de atender a sus propias recomendaciones historiográficas, expuestas en el mismo discurso y recogidas más adelante en el presente texto, incurriendo en una reveladora contradicción. Admitió que todavía seis décadas después de la ruptura de la República de Colombia, el advenimiento de la de Venezuela podía ser concebida como marcha hacia la tierra prometida:


  
    «Y si es verdad que alguna vez nos hemos visto cercanos a la tierra prometida de la República por que tanto anhelamos y combatimos, hoy casi podemos decir que la poseemos, ya que los partidos deponen los odios y se avienen, cediendo algo, es verdad, pero también reapareciendo en la arena tales como tienen derecho a ser, es decir: con autoridad incontestable, con legítimas aspiraciones.»

  


  Y como una suerte de presagio, que no de visión prospectiva, cerró el tema con una sacudidora exclamación: «¡Dios salve la República!».


  b.- Uso y abuso de la Historia


  Particular efecto perturbador de la correlación entre el desarrollo del conocimiento histórico y la evolución de la conciencia histórica lo tiene la práctica ideológico-política caracterizada como uso y abuso de la Historia. Consiste en apelar a las creencias que sustentan el saber histórico común, utilizándolas como vectores para transmitir directrices y orientaciones, capaces de inducir a la adopción de actitudes sociopolíticas acordes con propósitos generalmente vinculados con credos ideológicos o programas políticos.


  Cabe observar que esta última aserción obliga a reconocer que en ocasiones se trata de un uso ejemplarizante, por lo general fundado en el heroísmo y el sacrificio colectivos, necesarios para realizar empresas sociopolíticas de gran envergadura; y en no pocas ocasiones acordes, también, con el interés colectivo. Pero es más frecuente que se utilice este recurso para enajenar la opinión pública, induciéndola a favorecer propósitos y prácticas segregacionistas, de oposición al cambio social o político, o de desorientación de la conciencia pública. En el siglo XX casi se agotó el repertorio de esta artería ideológica.


  El uso y abuso de la Historia ha sido, en diversas sociedades, sobre todo motor y expresión de actitudes fundamentalistas; y por lo mismo bastión de una credulidad reacia a toda renovación crítica del conocimiento histórico. En la venezolana, el perdurable y desmesurado culto rendido a Simón Bolívar, convertido en política de Estado, ejemplifica esta situación en el más alto grado. Llevados al extremo por esta irresistible tentación en la que han caído incluso regímenes sociopolíticos que se han considerado democráticos y aun revolucionarios –en el sentido de pretender marcar el despertar de una nueva era– se han hecho elaborar una historia a la medida, para lo cual comenzaron por entorpecer y hasta vetar el cultivo de la historiografía crítica.


  De esta pretensión ha dado ejemplo la dinastía militar de los Castro; y lo está dando el remedo de ella que actualmente padecemos los venezolanos; empeñadas ambas dinastías militares en borrar el medio siglo de historia inmediatamente precedente; procurando valerse de este expediente para erradicar la democracia demoliendo la república, al despojar esta última de su fundamento histórico. Privada de su fundamento, aportado por la conciencia histórica, la república queda reducida a un cascarón, vacío de validez histórica pero muy difícil de llenar con un contenido independiente del que prevalezca al amparo de la perversión del poder público. tal como sucedió con las denominadas repúblicas socialistas soviéticas, cuyo tenor autocrático nada tuvo que envidiar al del más crudo zarismo.


  III.- Sobre conexiones e interacciones entre conocimiento histórico y conciencia histórica


  Entre el conocimiento histórico y las modalidades de conciencia por él nutridas operan conexiones e interacciones que rigen la conciencia individual, enmarcada de manera directamente correspondiente en la conciencia social. Lo hacen en formas que pueden ser consideradas determinantes de actitudes individuales y, por extensión, de conductas sociales que se proyectan en el acontecer histórico, convirtiéndose, por consiguiente, en afluentes de las modalidades de la conciencia histórica que generan y mueven tales conexiones e interacciones.


  Quizás por ello sea posible afirmar que la conciencia histórica puede funcionar en sentidos que resulten esencialmente contrapuestos, depurándose o fortaleciéndose en sus extravíos. El siglo XX, con sus grandes y por lo general nefastas construcciones ideológico-políticas pretendidamente revolucionarias –¿puede ser genuinamente revolucionario un régimen sociopolítico que falsee la conciencia histórica?– ofreció dolorosos ejemplos de la confrontación entre las dos grandes vertientes de la conciencia histórica, de signo opuesto, reunidas en el Gran frente de la democracia contra el fascismo, durante la Segunda Guerra Mundial; y en la Lucha contra el imperialismo y por la independencia nacional, durante la Guerra Fría.


  Para estos efectos ha operado la cadena causal conformada por la conciencia histórica, como fundamento de la conciencia nacional; de esta última como fundamento de la conciencia social; y de esta última, a su vez, como fundamento de la conciencia política. La potencialidad de esta cadena causal quizás sea solo comparable a la de los poderosos explosivos, utilizables alternativamente con fines constructivos y con fines destructivos. Lo han comprendido así los manipuladores de pueblos. Para estos casos, últimos, han prestado su eficaz concurso vectores aparentemente inocuos, tomados de leyendas; mitos y simples prejuicios, erigidos en auspiciosos signos de superioridad social, cultural, política y aun racial. En no pocas ocasiones ha bastado con el elemental patriotismo, trocado en patrioterismo; alucinación temible esta, por sus efectos generalmente perversos.


  a.- Conciencia histórica


  Como todos los conceptos densos, multifacéticos y de vasto alcance, este rehúye el trance de la definición. Me atendré a que ella representa, sintéticamente, la asunción socioindividual de la conformación histórica de la sociedad. Tal asunción se basa en la identificación de rasgos supuestamente propios –si no pretendidamente exclusivos– que caracterizarían a esa sociedad; y que la recomendarían para poner por obra actitudes, conductas y procedimientos que suelen culminar confundiendo grandeza con predominio. O, como ha ocurrido en el caso de la sociedad venezolana, para hacerla cautiva de una creencia, que se expresa como la convicción inducida de que seremos, porque hemos sido; refiriendo para ello las conductas sociales, impuestas o recomendadas del presente a la visión heroica de la fase bélica de la disputa de la independencia; y tomando esa visión cual garantía de un porvenir luminoso, asumido como una variante de la censurada doctrina de el destino manifiesto.


  b.- Conciencia nacional


  Al tomarse el camino de la edificación de la república, fue necesario sustituir la ancestral condición objetiva de súbdito del rey por la novedosa de ciudadano de una abstracción denominada nación. Para ello fue formulado un concepto que permitiese superar el muy elemental contraste entre el uno –valía decir el rey– y el todos –valía decir los súbditos–. Mas ese todos, luego virtualmente compelido a asumir la figuración de ciudadanos enmarcados en la república, estaba igualmente regido por una escala de rangos y privilegios, traducida en una definición legal de la ciudadanía. Pero si bien esta operación ideológico-política podía expresar el cambio de naturaleza del poder público, no alcanzaba a legitimarlo en cuanto a su procedencia. Acudió en su auxilio la noción de conciencia nacional, mediante la cual el ciudadano puede lograr, con solo ser parte nominal de la nación, ganar conciencia de ello y, cumplidos requisitos constitucionales, convertirse en fuente originaria del poder público, dando con ello origen y fundamento a la noción de soberanía popular; sustitutiva, para esos efectos, de la voluntad divina, que amparaba al rey.


  c.- Conciencia social


  No obstante, esta proyección de la condición de ciudadano también representaba el hallarse vinculado con una abstracción: la nación. Tal vínculo ganaría concreción en la medida en que el ciudadano fuese partícipe en la formulación de actitudes sociales rectoras del conjunto. Igualmente, en la medida en que esas actitudes resultasen de obligante observancia por quienes estuviesen en capacidad de aportar a su formación, mediante el cumplimiento de una suerte de derecho-deber, regido por imperativos en los cuales se combinan lo legal y lo ético; contribuyentes, con su solo acatamiento, a la vigencia colectiva de lo establecido con su participación libre; que como tal fuese o no efectiva. Las ubicaciones intermedias, de grupo y de clase social, quedarían supeditadas a la más amplia y genérica derivada de la nación. El saber común dictaminaría que ser un ciudadano consciente, significaría asumir libremente un complejo de derechos y deberes que redefinirían, con base en el concepto de igualdad ante la ley, la ancestral noción de súbdito, cuyo originario tenor de igualdad consistía en poder ampararse bajo la gracia del rey.


  d.- Conciencia política


  Mas no basta con ser parte de una entidad abstracta, la nación; ni es suficiente contribuir a su concreción. Esta contribución debe resultar de una determinación en la cual se exprese –al menos como principio– un ejercicio de libre albedrío que habrá de conducir al acatamiento y cumplimiento de lo socialmente resuelto. Solo que la eficacia social del ejercicio del libre albedrío requiere la concurrencia de sus expresiones individuales en corrientes de actitudes sociales, más o menos organizadas, capaces de aportar eficacia a lo que de otra manera quedaría circunscrito al desiderátum socioindividual. La satisfacción de este requisito pone en funcionamiento toda la cadena causal de la cual la conciencia histórica es fundamento inicial y la conciencia política instancia culminante. Esta última representa, tanto por obra de la identificación como por la de la diferenciación, y mediante el ejercicio socioindividual de la soberanía popular, la articulación funcional de la conciencia histórica con el ejercicio de la ciudadanía.


  IV.- Claves de las conexiones e interacciones entre conocimiento histórico y conciencia histórica


  Dado que la cadena causal, ya sumariamente descrita y caracterizada, funciona en la medida en que ella se corresponda con las aspiraciones socioindividuales, es necesario siquiera apuntar las conexiones, entre el individuo y la sociedad, que hacen posible esa correspondencia. Esto, en el entendido de la conducta bidireccional de esas conexiones; hasta el punto de que toca a la psicología social estudiar su organicidad. Parece estar razonablemente establecido, sin embargo, que esas conexiones son básicas para el equilibrio de la personalidad del ciudadano, en sus vivencias materiales, intelectuales y espirituales; y que por lo mismo son fundamento y resultado, a la vez, de sus aspiraciones socioindividuales; sustentadas y avaladas, básicamente, por su conciencia histórica. Las conexiones en referencia se manifiestan como la noción de procedencia, la noción de pertenencia y la noción de permanencia.


  a.- La noción de procedencia


  Dejando en su sitial la conciencia religiosa, como referente esencialmente espiritual, parece comprobada la necesidad que siente el individuo de ubicarse en el tiempo, primero familiar y luego social y espacial; y, en sucesiva etapa, global. Es la escalada desde la familia al pueblo, a la región, a la nación y a la humanidad. Como resultado de esta progresión, el ser deviene en el provenir de; y de ello se deriva seguridad espiritual y aun intelectual, volviéndose el individuo portador de valores que comprometen su responsabilidad, ya sea esta consciente, ya sea meramente emotiva. El hecho de verse a sí mismo como portador de una representación originaria, cuya inminencia no es necesariamente física ni próxima, pero respecto de la cual estar separado por un imperativo inapelable puede llevar a la desolación espiritual y hasta el desvarío mental, es lo que hace del exilio la más dura y cruenta de las penas, pues induce a quien la sobrelleva a sentir que su ánimo se debata entre el haber sido y el dejar de ser.


  b.- La noción de pertenencia


  El ser de implica pertenencia, trátese de la familia, del pueblo, de la región, de la nación, de la humanidad; pero sobre todo, y aunque sugiera paradoja, previene o salva del alejamiento de sí mismo. Conjugados, los niveles de la pertenencia se sintetizan en la noción primaria de patria; y conducen, modernamente, a la de nacionalidad. Si bien cada nivel de pertenencia conlleva deberes y derechos, el correspondiente a la nación reviste la particular significación de que con ella se concreta la participación en decisiones colectivas; al mismo tiempo que generaliza tal concreción volviéndola una especie de abstracción concreta, si así pudiera decirse, atendiendo al hecho de que es predicada su primacía, aunque intangible, sobre cualquiera otra pertenencia. ¿No está regida la existencia del hombre, desde su ingreso al mundo natural exterior, por la preposición de? ¿No es la expresión mi madre la más absoluta proclamación de pertenencia recíproca? ¿No ha sido consagrada la nación, histórica y jurídicamente, como la madre del ciudadano?


  c.- La noción de permanencia


  Al igual que la de procedencia no se limita a la ascendencia, ni la de pertenencia lo hace al contexto familiar, tampoco la permanencia se limita a la descendencia biológica. La necesidad de perdurar, como expresión de la aspiración de permanencia, se manifiesta en diversos ámbitos de la existencia individual. Estos abarcan desde el nombre dado a los hijos hasta la obra realizada y el deber cumplido, pasando por la herencia; pero su nivel más alto concierne a la perduración de la entidad de la que se procede y a la cual se pertenece. A los jóvenes aptos se les incita, llegado el caso, a morir por la patria; vale decir a realizar las nociones de procedencia y pertenencia ascendiendo a la absoluta perduración en el recuerdo, ya sea espiritual, ya sea de piedra, ya sea de bronce. ¿Sería tal el apogeo de la conciencia histórica?


  V.- Extravíos, aberraciones y amonestaciones soportados por la conciencia histórica


  Sí, lo que sigue es un perogrullada: la historicidad del hombre es un arma de doble filo. Por un lado provee los esenciales factores de estabilidad social, intelectual, y aun espiritual, aquí comentados sumariamente. Por el otro, genera vulnerabilidad del individuo social ante la manipulación de la conciencia histórica por instancias sociales y del poder público. En el primer caso, puede abrirle al portador de esa conciencia las puertas de lo heroico o del banal sacrificio. En el segundo caso, puede ser puerta abierta a la actualización de vestigios de barbarie, ya se halle esta última asociada a la ignorancia, ya lo esté a la simple estupidez. Quizás venga al caso meditar un poco, al respecto, sobre el aserto del historiador cumanés Marco Antonio Saluzzo, en la ocasión, ya mencionada, de su discurso pronunciado en la inauguración pública de la Academia Nacional de la Historia, el 8 de noviembre de 1889:


  
    «Suprimid la historia y habréis suprimido la humanidad, pues tal no podría llamarse la grey que dividiera con el bruto naturales y groseros instintos; que fuese idéntica en el tiempo y consiguientemente extraña al progreso; y por último que no dejase a su paso sobre la faz de la tierra sino ruinas y osamentas. Sin la historia podría existir el hombre, pero de ninguna manera el ser colectivo que se llama humanidad [Subrayado por G.C.D.]. Y para que midáis la trascendencia de tal circunstancia, meditad, siquiera por cortos instantes, en que el hombre es el único ser histórico; es decir: el único ser que tiene historia; y que cuando el bruto solo posee la locomoción del espacio en la vida animal, posee el hombre la locomoción del tiempo en la vida histórica.»

  


  Para los fines de esta breve meditación sugerida conviene recordar que tal llamada de atención se hizo cuando la sociedad venezolana procuraba ofrecerse la requerida fundamentación historiográfica de la república. ¿Con el propósito de engrosar el haber en el cruento balance de la ruptura del nexo colonial, denominado independencia? Lo que explicaría las orientaciones –globales y quizás con atención puesta en la intensa y rica brevedad de la hasta entonces vida republicana– sobre el posible bien historiar, que siguieron al aserto:


  
    «¿Y que viene a ser la historia?


    »Materialmente, el atributo distintivo del género humano: atributo que varía con los tiempos y que en cada una de sus variaciones deja constancia de las distintas fases del progreso.


    »Moralmente, la perpetuidad de las sociedades, su sabiduría experimental e inductiva, el itinerario del progreso, el dictado científico de la civilización.


    »La historia es el testamento de las edades pasadas, y no como quiera, sino filosóficamente concienzudo; la expresión razonada de lo presente; el presentimiento lógico de lo porvenir.


    »Y dicho está con esto que si en la mayor parte de las obras literarias nos satisface la perfección relativa, en las históricas nos es indispensable la perfección absoluta.»

  


  Emociona el hallar en tan breves líneas las semillas de conceptos básicos del historiar: el de la responsabilidad social del historiador, el de la continuidad del tiempo histórico y el de la prospectiva histórica; culminando con la recomendación de pulcritud y celo metódicos.


  a.- Historicidad de la conciencia histórica


  No creo posible demarcar los límites de la proyección de la conciencia histórica. Podría pensarse que ella se extiende desde el morir por la patria hasta el oprimir y aun matar por la patria. En el medio acechan el patrioterismo, la xenofobia y el racismo. El resultado, generalmente trágico, de estas perversiones de la conciencia histórica es el de pueblos que se han sentido elegidos por la Historia –¿por Dios?– para predominar sobre otros pueblos. Pero también la conciencia histórica ha servido de base sustentable a la aspiración de libertad y al desarrollo de la civilización, una vez que se produjo la más trascendental de las revoluciones, como lo fue el descubrimiento y la creciente asunción del concepto de humanidad; en vías de ser reconocida como la suprema verdad de un nuevo credo ético-jurídico orientado a volver al hombre inseparable y responsable de su humanidad.


  b.-Historia oficial y conciencia histórica


  La inagotable fuerza creadora concentrada en la conciencia histórica, que se manifiesta en su capacidad de nutrir actitudes socioindividuales e impulsar movimientos sociales, ha abierto la posibilidad de que la manipulación de la conciencia histórica pueda servir tanto a las más altas como a las más bajas de las pretensiones. Hasta el punto de que no sería erróneo concluir que todas las guerras se han librado, pretendidamente, en aras de la necesidad histórica de la paz. Promotores de la democracia y del bienestar de los pueblos han apelado a la conciencia histórica de estos para llevarlos a la lucha. Déspotas y dictadores han hecho lo mismo para consolidar y preservar esquemas de opresión. No obstante, debe reconocerse que si bien la conciencia histórica no es culpable ni inocente, sí pueden correr esa suerte quienes incumplan con el deber social del historiador sirviendo a la perversión de la conciencia histórica.


  Conclusión


  La conciencia histórica sintetiza la manera como el individuo-sociedad se percibe a sí mismo al comparecer ante su acontecer histórico, en búsqueda de satisfacción para sus necesidades espirituales e intelectuales de procedencia, pertenencia y permanencia; sentidas en el más alto nivel. La imagen que pueda percibir y sentir tal individuo, al cabo de esa comparecencia, constituye un factor de orientación, o de desorientación, en la medida en que comparezca ante una Historia crítica, vale decir metódicamente elaborada; o ante una Historia acrítica, vale decir conceptualmente distorsionada.


  De allí la posible relevancia de las cuestiones que se tocan en los textos que integran el presente volumen, todos concernientes a la formación histórica del concepto de nación, adornado con los atributos de una república libre e independiente; y, en el caso de la nación venezolana actual, también con los atributos republicanos de liberal y democrática. A contribuir al esclarecimiento de esta cuestión aspira, sobre todo, el texto de cierre del presente volumen.


  Caracas, mayo-junio de 2014


  Textos relativos a la conmemoración de los doscientos años de ¿la Declaración?, ¿de Independencia?


  ¿Monarquía, república o abolición selectiva de la monarquía?


  Mis palabras[1], que serán breves, aspiran a despertar alguna inquietud, críticamente fundada, en medio del amodorramiento del sentido crítico resultante de la conciencia histórica inducida en los venezolanos de hoy.


  Parece ser obvio que la comprensión histórica de lo sucedido en Caracas, el 19 de abril de 1810, requiere que se le ubique en el largo período de la historia de Venezuela republicana. Atendiendo a este criterio, estimo que la cuestión central, que motivó esos acontecimientos, fue la urgencia de preservar la estructura de poder interna de la sociedad colonial. Este ordenamiento social era expresión del poder colonial, en el cual se combinaban, de manera simbiótica, el poder político metropolitano, representado por nuestra Corona; y el poder social, representado por los estamentos más altos –terratenientes «cosecheros» y comerciantes– de la sociedad implantada colonial. Con el propósito de preservar la estructura de poder interna de la sociedad monárquica colonial, en la entonces Gobernación y Capitanía General de Venezuela, se atendía a tres fuentes de preocupaciones:


  I. Unas preocupaciones brotaban de conflictos endógenos de la sociedad implantada monárquica colonial


  Cabe discernir, sin desmedro de sus interconexiones, las siguientes muestras sobresalientes del tenso ambiente social que desembocó en una pretensión autonomista vuelta pronto crisis política del nexo colonial:


  -Conflictos con sectores de pardos; sobre todo con los que ejercían oficios de relativa significación social y económica. Aspiraban a penetrar áreas de igualdad social respecto de quienes ejercían el monopolio del control y dirección de la sociedad. En este empeño, chocaban con el sistema jurídico-social de la estructura de poder interna de la sociedad, cuyos fundamentos primordiales eran la propiedad excluyente de la tierra económicamente rentable y la vigencia de la bien preservada, y celosamente vigilada, discriminación social y racial.


  -Conflictos con los esclavos en lucha por su libertad; situación inherente a toda sociedad en la cual la esclavitud desempeñase papel significativo en el funcionamiento de la sociedad y como componente del capital productivo. Aunque se les mantenía envueltos en una trama de medidas preventivas, opresivas y, llegado el caso, ejemplarmente represivas, era constante el temor a las revueltas de esclavos. Para los fines de la preservación del ordenamiento social, la sola eventualidad de tales revueltas era exhibida como amenaza fundamental al todo social.


  -Conflictos a los que se añadía la condición de virtual servidumbre impuesta a los aborígenes tributarios, aunque libres. La huella de la inicial dominación y la marginación social y aun espacial se expresaba como rechazo de todo lo aborigen, visto como factor genérico de atraso insuperable.


  -Conflictos generados por la relegación social de los denominados blancos de orilla, por lo general dedicados al comercio al pormenor, la artesanía y oficios como herrería, carpintería, etc. En suma, dedicados a trabajos considerados viles por ser manuales.


  -Conflictos generados por la segregación social de que eran objeto los denominados canarios, enclaustrados en una suerte de limbo entre los peninsulares y los blancos criollos. Fue notable el señalamiento de su papel en la represión de la rebeldía criolla.


  De manera general, los conflictos con los pardos, ventilados en el plano institucional; y las esporádicas manifestaciones de rebeldía de los esclavos, magnificadas por las autoridades represoras; al igual que la suerte de los aborígenes tributarios, habían sido objeto, en los artículos 32, 33, 34 y 35 de las Ordenanzas compuestas por los conjurados de La Guaira, en 1797, de un tratamiento basado en la igualdad, la abolición de la esclavitud y disfrute de la libertad; tratamiento llevado al extremo de proclamarlos «nuevos ciudadanos», lo que bastaría para comprender ¿y justificarlo históricamente? el fervor demostrado por los fieles súbditos coloniales de Su Majestad en la defensa de la institucionalidad colonial.


  II. Acentuación de esta dinámica de preocupaciones acerca de la estabilidad de la estructura de poder interna de la sociedad implantada monárquica colonial


  Las preocupaciones generadas por estas amenazas a la estabilidad de la estructura de poder interna de la sociedad implantada monárquica colonial, brotadas de su seno, que se vieron así potenciadas por los objetivos programáticos fijados en las mencionadas Ordenanzas, resultaron acentuadas por la Proclamación de Francisco de Miranda, dada en Coro el 2 de agosto de 1806, al prometer:


  
    «QUE los buenos é inocentes Yndios, así como los bizarros Pardos, y morenos libres [lo que significaba, sin embargo, que no sería abolida la esclavitud] crean firmemente, que somos todos Conciudadanos, y que los Premios pertenecen exclusivamente al mérito, y á la Virtud-en cuya suposición obtendran en adelante infaliblemente, las recompensas militares y Civiles, por su mérito solamente». A lo que se añadió: «PARA llevar este Plan á su debido efecto, con seguridad y eficacia, serán obligados los Ciudadanos sin distinción de Clases, estado ni Color [...] de conformarse estrictamente a los Artículos siguientes.»

  


  No parece posible documentar la difusión alcanzada por el contenido de ambos documentos. Pero bien cabe suponer que de ello se encargarían el rumor y el nerviosismo de quienes se sentían así amenazados en sus intereses y privilegios socioeconómicos; amenaza muy bien sintetizada en la expresión «sin distinción de Clases, estado ni Color», que implicaba, cabe subrayarlo, la demolición del mencionado andamiaje discriminatorio hecho de propiedad excluyente de la tierra económicamente rentable y de segregación social y racial, implícito en el poder social, ejercido por el criollo en simbiosis con el poder político metropolitano, en el resultante poder colonial. No parece que fuera posible catástrofe mayor, pues se veía puesto en riesgo el «pacto con los descubridores, conquistadores y pobladores de América» que, según lo argumentó Simón Bolívar en su llamada Carta de Jamaica, fechada el 6 de septiembre de 1815, «formó» con ellos Carlos V; pacto por el cual al rey «no tocaba otra jurisdicción que la del alto dominio, siendo una especie de propiedad feudal la que allí tenían los conquistadores para sí y sus descendientes».


  III. Creciente inhabilidad del Poder político metropolita no para contribuir a la legalidad y la legitimidad, simbióticas, del Poder colonial


  En esas condiciones, es comprensible que se perdiese confianza en que el poder político metropolitano, presa de una crisis que llegó a ser pronosticada como insuperable, pudiera seguir contribuyendo a la preservación y al confiable funcionamiento simbiótico del sistema jurídico-social de la estructura de poder interna de la sociedad monárquica colonial, como factor determinante de su legalidad legitimidad.


  Estas preocupaciones inspiraron decisiones tales como la adopción circunstancial de medidas de emergencia, como lo fueron: la fórmula del cabildo ampliado, admitiendo la incorporación de una representación del denominado gremio de pardos; el dictado por la Junta Suprema Conservadora de los Derechos de Fernando VII, del decreto de prohibición de la trata, para refrenar el crecimiento de la población esclava; y luego la formulación de una Ordenanzas de Llanos, dirigida a establecer una suerte de régimen de trabajo forzado en los Llanos. Es decir, como correspondía, todas medidas dirigidas a preservar y guardar la estructura de poder interna de la sociedad monárquica colonial.


  Las preocupaciones, así agudizadas, por la pérdida de confianza en la continuidad y la eficacia del poder político metropolitano, indujeron a una aspiración autonomista que la historiografía patria ha querido calificar, desde su inicio, como independentista, y como solo orientada hacia la instauración de un régimen sociopolítico de libertad. La realización de esa aspiración autonomista llevó a la formación de la mencionada Junta Suprema Conservadora de los Derechos de Fernando VII; vale decir de nuestra Corona. Esta aspiración autonomista conservadora dio lugar al hecho de que el Congreso, observa Carole Leal Curiel en reciente publicación, se juramentase, el 2 de marzo de 1811 «como cuerpo conservador de los derechos de Fernando VII», es decir, vale subrayarlo, de nuestra Corona.


  IV. La Corona, como materialización de la voluntad Divina, era la suprema fuente de legalidad y legitimidad del simbiótico Poder colonial


  Cabe tener presente que si bien la estructura de poder interna de la sociedad implantada monárquica colonial fundaba su eficacia en la integración simbiótica del poder político metropolitano y el poder social colonial, su legitimidad derivaba del acatamiento de la voluntad divina, constituida en nuestra Corona. En esa integración era clave la aptitud del poder político metropolitano para llenar su cometido. Comprometida esa aptitud por el abandono de nuestra Corona, la sociedad implantada monárquica colonial entraba en estado de orfandad –como fue señalado en su momento– al verse privada de la protección hasta entonces eficaz en el manejo de los mencionados conflictos sociales. Esta situación resultó agravada por la cesión de la Corona a Napoleón I, quien era visto como portador de los principios, socialmente disolventes, y ostentosamente impíos, de la denominada Revolución francesa. ¿Buscaron, entonces, los criollos socialmente dominantes, justamente alarmados, libertad e independencia; o procuraron seguridad mediante la preservación de la estructura de poder interna de la todavía recién institucionalizada sociedad implantada monárquica colonial? Los ecos de los acontecimientos de Santo Domingo, que derivaron en una cruenta guerra social-racial, hacían fundadamente temibles las repercusiones políticas, ideológicas, sociales y espirituales de tal revolución.


  V. La resultante de la conjunción de la conciencia cristiana católica y la monarquía fue condicionante fundamental del brote y el estallido de la disputa de la independencia


  La república surgió como uno de los términos de la alternativa suscitada por la determinación de independencia. El otro término era, obviamente, la monarquía independiente, fuese absoluta, fuese constitucional. Aunque la persistencia de la monarquía absoluta, aun independiente, chocaba con el creciente rechazo del despotismo colonial, proclamado por el reducido grupo independentista, cuando ella fue restablecida por José Tomás Boves en 1814, y consolidada por Pablo Morillo durante el siguiente año, no suscitó rechazos sociopolíticos significativos conocidos; pues satisfizo, de hecho y de derecho, los requerimientos socioeconómicos básicos cuya satisfacción había conducido a los acontecimientos autonómicos de 1810. En cambio, la instauración de la república, dado que significó, si bien implícitamente, la abolición de la monarquía, encendió la guerra civil que caracterizó la disputa de la independencia. El arrollador ímpetu demostrado por tal disputa permitió concluir, según testimonio de Simón Bolívar en el denominado Manifiesto de Carúpano, fechado el 7 de septiembre de 1814, que era cristianamente monárquica la masa de la sociedad. Las consecuencias de esta evolución no pudieron ser más contradictorias respecto de los propósitos iniciales que animaron la crisis política del poder monárquico colonial, al resultar severamente trastornada la estructura de poder interna de la sociedad, que se había intentado preservar en 1810-1811.


  VI. La determinante significación sociopolítica de la creación de la República de Colombia, fundada en Angostura por Ley de 17 de diciembre de 1819


  Si bien la abolición expresa y absoluta de la monarquía presidió la constitución de la así creada República de Colombia, su abolición selectiva rigió el ordenamiento y el funcionamiento legal y administrativo de la república moderna y liberal diseñada para sucederla. Quienes emprendieron esa tarea, compleja y necesariamente creativa, comprendieron, realista y lúcidamente, que lo que se proponían edificar requería el previo restablecimiento de la estructura de poder interna de una sociedad monárquica colonial ahora empujada a ser republicana. ¿Rescatando, con esto, la aspiración de los caraqueños del 19 de abril de 1810 y de los constitucionalistas de 1811 o corrigiendo la subestimación en que habían incurrido de la condición religiosamente monárquica de la sociedad? ¿Los caraqueños que huyeron hacia oriente en 1814 lo hicieron por sustraerse del restablecimiento del nexo colonial o, sobre todo, espantados por el rumor, bien cultivado por los ya declarados republicanos, de que el primer caudillo venezolano, José Tomás Boves, proclamaba y practicaba el exterminio de los blancos? ¿O, pura y simplemente, fueron empujados por un estado social de ánimo que se correspondía con el temor, expresado por el conde de Tovar en carta a su esposa, de que el país podría caer en manos de los negros?


  La solución colombiana de tan compleja cuestión, que he caracterizado como meter al rey en la república, perduró en Venezuela una vez que rompimos la República de Colombia y entramos a conformar e instaurar, a partir de la creación del Estado de Venezuela, en 1830, la república liberal autocrática. Esta primera versión de la república ya solo venezolana estuvo siempre, pese a su estructura institucional republicana liberal, más cercana de la monarquía absoluta que de la constitucional; y menos aún de lo que pudo estarlo, en razón de la guerra todavía en curso, la República de Colombia bajo la figura de los casi constantes poderes extraordinarios otorgados al general presidente en campaña.


  Esta modalidad republicana, que fue la solución eficaz a la alternativa que planteó Simón Rodríguez cuando incitaba, a los americanos recién emancipados, a decidir si querían una república monárquica o una monarquía republicana, perduró en Venezuela hasta 1946, cuando se dio el inicial gran paso institucional en la que denomino la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia, disponiéndose la instauración de la república liberal democrática, hoy asediada por los reivindicadores del absolutismo, aunque ideológica y conceptualmente andrajoso.


  Caracas, abril de 2011


  Peripecia histórica de la Declaración de Independencia


  Advertencia


  Comprendo que el título de esta charla ampliada[2] causará cierta sorpresa. Nuestra conciencia histórica republicana ha sido erigida sobre la piedra fundamental de un documento denominado «Acta de la Independencia» o «Acta de la Declaración de Independencia», suscrita por los padres de la república, en Caracas, el 5 de julio de 1811. Pero examinemos la cosa un poco más de cerca.


  Sin embargo de lo antedicho, creo correcto denominar peripecia la suerte corrida, históricamente, por lo proclamado en tan venerable y venerado documento. Quizás esto se deba a la circunstancia de que se ha puesto más énfasis en explicar el curso de nuestra historia republicana partiendo del contenido del documento que en explicar ese contenido y el documento mismo ubicándolos críticamente en las circunstancias, sociopolíticas e ideológicas, que lo rodearon.


  I.- Los conjurados de La Guaira, de julio de 1797, elaboraron unas Ordenanzas cuyo artículo 17 no solo da por sentada la independencia, sino que, en cierta forma, esboza la que hoy denominaríamos la hoja de ruta luego seguida. Pauta que las autoridades revolucionarias, por establecerse, «tomaran quantas providencias juzguen de luego convenientes para asegurar mas y mas el acto de la Yndependencia que será declarada en la ciudad de N, para cuyo efecto [...] se comboca y combida á todas las Povincias, Comandancias, Corregimientos &-á qe [...] envíen sus Diputados con amplios poderes para la declaracion de la Yndependencia». ¿Habría podido ser esa la primera versión de la denominada Acta de la Independencia o Acta de la Declaración de Independencia?


  II.- El testigo pretendidamente incuestionable, pero universalmente reconocido como primordial, de nuestra independencia, Simón Bolívar, afirmó el 19 de abril de 1820: «¡Soldados! ¡El 19 de abril nació Colombia!», argumentando que ese día de 1811 fue el primero de nuestra libertad. ¿Quiso significar, también, el de nuestra independencia? Así lo refrendó la Academia Nacional de la Historia, por unanimidad, el 7 de mayo de 1909. De ser así las cosas, la denominada Acta del 19 de abril, de 1810, suscrita por un grupo de ilustres patriotas, sin embargo encabezados por el capitán general Vicente de Emparan, sería el documento inicial de nuestra existencia republicana, y por lo mismo de nuestra independencia, puesto que la República de Venezuela fue consagrada, definitivamente, en el ámbito legal de la República de Colombia, fundada en Angostura el 17 de diciembre de 1819, y constituida, en el seno de esa misma república, en la Villa del Rosario de Cúcuta, mediante promulgación el 6 de octubre de 1821.


  III.- Mas, si por una vez desacatamos la autoridad testimonial del Libertador –que cabe suponer algo sabía de la independencia– el documento inicial sería el Acta de la Independencia, suscrita el 5 de julio de 1811 por los copistas de los códigos constitucionales «que han formado ciertos visionarios que, imaginándose repúblicas aéreas» labraron el infortunio de la naciente república –según sentenció el mismo Simón Bolívar en el denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias el 15 de diciembre de 1812. Los firmantes del que así fuera considerado tan poco venturoso documento, encabezados por «Isidoro Antonio López Méndez, diputado de la ciudad de Caracas», lo suscribieron luego de dejar constancia de que lo hacían «a cinco días del mes de julio del año de 1811, el primero de nuestra independencia». Si cotejamos las dos actas: la en cierto sentido descalificada por el Libertador y la que según él debió ser –es decir el acta suscrita el 19 de abril de 1810–, cabría sacar conclusiones que dejo a la audacia crítica de ustedes.


  IV.- Las historiografías patria y nacional no han gustado mucho de fijar su atención en la que podría ser considerada una tercera Declaración de Independencia, denominada convenientemente Declaración de Angostura. Fue formulada una vez: «Reunidos en junta nacional el consejo de Estado, la alta corte de justicia, el gobernador, el vicario general de este obispado sede vacante, el estado mayor general y todas las autoridades civiles y militares». En ese documento, promulgado por «S.E. el Jefe Supremo Simón Bolívar», el 20 de noviembre de 1818, se reafirmaron «los sentimientos y decisión de Venezuela», que «se han manifestado en la República desde el 5 de julio de 1811»; y se subrayó la determinación de rechazar todo intento de reconciliación con la que seguía siendo, jurídicamente, nuestra Corona. ¿El añadir esa coletilla, referida a lo actuado el 5 de julio de 1811, no significaba enmendar la declaración original, hasta el punto de transformarla en la que según el ahora jefe supremo debió ser? ¿Por qué no bastó con invocar el acta suscrita el 5 de julio de 1811? El hecho de considerar necesario ratificar categóricamente la independencia, ¿no significaba restarle vigencia a lo proclamado el 5 de julio de 1811?


  V.- La Ley Fundamental de Colombia, promulgada por «Su Excelencia el Presidente de la República», Simón Bolívar, el 17 de diciembre de 1819, no declara explícitamente la independencia de la nueva república, existente «desde este día». Pero sí lo hizo la Ley Fundamental de la Unión de los Pueblos de Colombia, promulgada en la Villa del Rosario de Cúcuta el 18 de julio de 1821. En ella se lee: «Art. 3.º La nación Colombiana es para siempre é irrevocablemente libre é independiente de la monarquía española [¿no lo era nuestra?] y de cualquiera otra potencia o dominacion extrangera. Tampoco es, ni será nunca el patrimonio de ninguna familia ni persona», lo que fue ratificado, textualmente, en el artículo 1.º de la Constitución de la República de Colombia, promulgada también por Simón Bolívar el 6 de octubre de 1821. ¿Mediante este hecho fue declarada, de nuevo, la independencia de Venezuela?


  VI.- Sin embargo, los constituyentes que elaboraron la Constitución del Estado de Venezuela, promulgada por el Gral. José Antonio Páez el 24 de septiembre de 1830, reprodujeron en el artículo 2.º el artículo 1.º de la Constitución de la República de Colombia; si bien suprimiendo la mención de «la monarquía española» y cambiando la mención de la «nación colombiana» por la de la «nación venezolana». Por consiguiente, ¿fue la aprobada en el marco de la Constitución de la República de Colombia nuestra definitiva Declaración de la Independencia? ¿Por qué se consideró, en 1830, necesario formular una nueva Declaración de la Independencia, y con ese fin se adoptó la proclamada para la República de Colombia?


  VII.- Después de estas reiteradas declaraciones de la independencia, faltaba por cumplir un requisito respecto de cuya formulación documental cabe preguntarse si se diferencia, en lo esencial, de una Declaración de la Independencia. El 30 de marzo de 1845 fue suscrito, en Madrid, el Tratado de Paz y Reconocimiento. Aprobado, a su vez, por el Poder legislativo y ratificado por el Ejecutivo en ese mismo año, fue canjeado el 22 de junio de 1846. Reza el tratado:


  
    «Art. 1.º. S.M.C., usando de la facultad que le compete por decreto de las Cortes generales del Reino de 4 de diciembre de 1836, renuncia por sí, sus herederos y sucesores, la soberanía, derechos y acciones que le corresponden sobre el territorio americano, conocido bajo el antiguo nombre de Capitanía General de Venezuela, hoy República de Venezuela.»

  


  Vale preguntarse si, tratándose de una Corona, renunciar a ella no significaba abdicar. De ser así, ¿dónde quedaban: el art. 3.º de la Ley fundamental de la Unión de los pueblos de Colombia; el art. 1.º de la Constitución de la República de Colombia, ambos de 1821; y el art. 2.º de la Constitución del Estado de Venezuela, de tenor semejante, de 1830? No parece que sea del todo descabellado preguntarse sobre si lo actuado en Madrid no significaba, también, que habíamos reconocido de nuevo nuestra Corona; aunque fuese como requisito para que se perfeccionase jurídicamente nuestra reiterada declaración unilateral de independencia. ¿No significaba esto, igualmente, que de nuestra parte admitíamos el haber sido hasta ese momento súbditos rebeldes? Mal podía la reina Isabel II haber abdicado a una soberanía que ya no poseía; a menos que la admisión de su abdicación, por parte de la República de Venezuela, significara que ella había recuperado, por la naturaleza misma de ese acto, la soberanía de la que creíamos haberla despojado por la gloria de las ideas y la fuerza de las armas. No deja de suscitar cierta incomodidad la posibilidad de que, según esa virtual declaración de independencia, esta pudiese lucir como resultado de una gracia real. ¿Sería contra este riesgo que quiso prevenir Simón Rodríguez, al alertar sobre «el peligro que corren las Repúblicas, en tratar de su reconocimiento con los REYES» (Luces y virtudes sociales. Concepción, 1834, p. 30).


  VIII.- Pero el asunto no terminó allí: los cortesanos del Gral. Juan Vicente Gómez Chacón saludaron como la verdadera independencia de Venezuela el pago de la deuda externa. ¿Un acto administrativo como Declaración de la Independencia?


  IX.- Rómulo Betancourt, luego de formular la doctrina de las tres independencias –nacional, política y económica–, consagró la Ley de Reforma Agraria, suscrita en el Campo de Carabobo el 5 de marzo de 1960, con estas palabras:


  
    «Conciudadanos: No puedo ocultar cómo ha sido trance singular de mi vida este de hoy, en que en calidad de Jefe de Estado libremente electo por el pueblo, he estampado mi firma en un documento para ser leído por los nietos de nuestros nietos como una segunda Acta de la Independencia de Venezuela.»

  


  X.- A partir de la tercera década del siglo XX, los venezolanos comenzamos a ver en el dominio del petróleo, por las grandes empresas norteamericanas y angloholandesas, la pérdida de nuestra independencia nacional. Hasta el punto de que Rómulo Betancourt, en ejercicio de su esencial antiimperialismo, afirmó, el 31 de agosto de 1936, que «todos están interesados, en fin, en que se logre algún día nacionalizar esas enormes riquezas de nuestro subsuelo, aun cuando para ello sea necesario librar un nuevo Ayacucho [la batalla de] y obtener de ese modo que Venezuela sea para los venezolanos». Pensaba que se pondría así en marcha la independencia económica, que sería base de la genuina y plena independencia nacional. ¿Podría significar esto que el decreto de nacionalización de la industria petrolera, dictado por el presidente Carlos Andrés Pérez el 1.º de enero de 1976, equivaldría también a una Declaración de Independencia? Decir esto puede sonar como un exabrupto, pues algunos economistas de débil sentido histórico sostienen hoy que tal nacionalización fue un mal negocio. ¿Quienes tal cosa dicen ignoran que muchos venezolanos, y aun historiadores, vista la ejecutoria de la república liberal autocrática durante nuestro terrible siglo XIX, también llegaron a dudar de que la disputa de independencia hubiese sido buen negocio, puesto que de ella hacían derivar la pobreza y el atraso sociopolítico, que parecían insuperables?


  XI.- Según el opresivo régimen militar-militarista, ¿hoy día la Declaración de Independencia sería el acta de patriotero mal gusto denominado Juramento ante el Samán de Güere?


  XII.- ¿O lo será la que consagrará el habernos independizado, separándonos de ese engendro de la geopolítica denominado Cubazuela; y/o librándonos de la dominación del capital extranjero, al cual hemos sido ahora hipotecados, nosotros, nuestros hijos y nuestros nietos, cuando menos?


  XIII.- Dejo a ustedes la consideración de estas dos últimas interrogantes. Me limitaré a decir que, para mí, la más significativa Declaración de la Independencia será la que registre y proclame el habernos independizado del despotismo, recurrente, contra el que luchamos desde 1797.


  XIV.- Aunque quizás deba felicitarlos y felicitarme por una circunstancia de la que seguramente algunos de Uds. no están conscientes. Tal parece que nos hallamos en las vísperas de la definitiva Declaración de Independencia, a juzgar por la historiografía seudosocialista dirigida a corromper la conciencia histórica del venezolano.


  XV.- En lo que me concierne directamente hoy, parece que se me ha aclarado súbita, si no portentosamente, una duda. Es la siguiente: la desestimación de la Declaración de Independencia formulada por los conjurados de La Guaira, en 1797, ha sido justificada por la inclusión de sus actores en los denominados precursores de la Independencia, compartiendo honores con personajes semejantes a ellos, según el considerando del decreto n.º 7375 del presidente Hugo Chávez Frías, que reza:


  
    «Que el pensamiento universal de Simón Bolívar «El Libertador» y del «Generalísimo» Francisco de Miranda, precursores de nuestra Independencia [cursivas por G.C.D.], representan la base ideológica de la Revolución Bolivariana, y en consecuencia su archivo contiene la documentación fundamental de su legado revolucionario y liberador para los pueblos de Nuestra América y el Mundo». (Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. Caracas, 13 de abril de 2010, n.º 39402).»

  


  ¿Estaremos, por consiguiente, en vísperas de la definitiva Declaración de Independencia?


  Ustedes dirán.


  Caracas, abril-mayo de 2011


  ¿La definitiva Declaración de Independencia?


  Comprendo que les pido un esfuerzo al obligarlos a analizar críticamente textos constitucionales y hechos históricos[3]. Me anima a hacerlo la convicción de que ustedes no me han invitado a que venga a echarles de nuevo el cuento. Y si lo creyeron, cúlpense ustedes a mismos.


  Veamos los textos constitucionales que propongo que comparemos:


  1.- El primer texto constitucional reza: «La nación venezolana es para siempre é irrevocablemente libre é independiente de toda potencia ó dominación extrangera, y no es ni será nunca el patrimonio de ninguna familia ni persona». Así lo proclama el artículo 2.º de la «Constitución del Estado de Venezuela, formada por los diputados de las provincias de Cumaná, Barcelona, Margarita, Caracas, Carabobo, Coro, Maracaibo, Mérida, Barínas, Apure y Guayana»; aprobada en Valencia el 22 de septiembre de 1830; promulgada por el «Presidente del Estado», José Antonio Páez, en el inmediato 24; y refrendada por «El secretario interino del despacho del interior, Antonio Leocadio Guzmán y por el secretario de Estado en los despachos de guerra y marina, Santiago Mariño».


  2.- Este primer texto constitucional sucedía a dos textos constitucionales de la República de Colombia. Reza el primero: «La Nacion Colombiana es para siempre é irrevocablemente libre é independiente de la monarquía española, y de cualquiera otra potencia ó dominación extrangera. Tampoco es, ni será nunca patrimonio de ninguna familia ni persona». Tal proclama el artículo 3.º de la Ley fundamental de la Unión de los pueblos de Colombia», aprobada en la Villa del Rosario de Cúcuta, el 12 de julio de 1821; y promulgada el inmediato 18.


  3.- Reza el segundo texto constitucional: «La Nacion Colombiana es para siempre é irrevocablemente, libre é independiente de la monarquía española, y de cualquiera otra potencia ó dominación extrangera: y no es, ni será nunca el patrimonio de ninguna familia ni persona». Así lo proclama el artículo 1.º de la Constitución de la República de Colombia, aprobada en la Villa del Rosario de Cúcuta, el 30 de agosto de 1821, y promulgada el 6 de octubre del mismo año por Simón Bolívar.


  4.- Incidentalmente, apunto que en el art. 2 de la Constitución Política de la Monarquía Española, promulgada en Cádiz, el 19 de marzo de 1812, también se halla el precepto clave que rigió la abolición de la monarquía en la República de Colombia: «La nación española es libre e independiente, y no es, ni puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona». ¿Era esta declaración conciliable con la conservación de la monarquía? Así se desprende del art. 3 constitucional, que reza: «La soberanía reside esencialmente en la nación, y por lo mismo pertenece á esta exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales». ¿Fue la nación española la que resolvió adoptar la monarquía constitucional? ¿No habría sido lógico que los venezolanos, declarados entonces, por esa Constitución, españoles de América, optaran por lo mismo? Pareciera que para estos la cuestión no radicaba, inicialmente, en la monarquía como régimen sociopolítico, sino en la naturaleza simbiótica del poder colonial y en la crisis del componente del mismo representado por el poder político metropolitano, componente clave que legalizaba y legitimaba, también, la porción social criolla del poder monárquico colonial.


  Observaciones


  1.- Lo primero que llama la atención es el hecho de que se considerara necesario, en 1830, hacer una Declaración de Independencia. Caben dos preguntas: primera: ¿Por qué no afirmar, pura y simplemente, que Venezuela era independiente desde el 5 de julio de 1811? Segunda: ¿se quería proclamar que Venezuela se independizaba de una República de Colombia que había sido fundada mediante la Ley fundamental de Colombia, aprobada por el Congreso de Venezuela, reunido en Angostura, el 17 de diciembre de 1819; y promulgada por Simón Bolívar en el mismo día? Recuérdese el artículo 1.º de dicha ley: «Las Repúblicas de Venezuela y la Nueva Granada quedan desde este día reunidas en una sola bajo el título glorioso de República de Colombia». De ser respondida afirmativamente esta segunda pregunta, resultaría que el Estado de Venezuela se estaba declarando «libre e independiente» de la obra de su Libertador, ¿considerada para el caso como una despótica dominación extranjera? Creo que, ante la sola posibilidad de esta comprobación, cualquier patriota bolivariano exclamaría: ¡Blasfemia!


  2.- Lo segundo que llama la atención es que los constituyentes colombianos declararon la independencia de su nación respecto de la monarquía española. Lo que suscita dos preguntas. La primera: ¿no era la monarquía española nuestra monarquía? La segunda: de no haber sido parte integrante de la monarquía española, ¿éramos ya, en su seno, república? No parece fácil escapar de esta disyuntiva.


  3.- En tercer lugar, llama la atención el hecho de que los constituyentes de 1830 declararon a Venezuela independiente de la monarquía española; y, de hecho y al mismo tiempo, también de la República de Colombia. Esto último parece desprenderse del fechado del Manifiesto titulado «El Congreso Constituyente de Venezuela a los pueblos sus comitentes»: «Valencia Octubre 7 de 1830, año 1.º de la ley y 20º de la independencia [de la metrópoli]». En cambio la promulgación de la Constitución está fechada: «Valencia á 22 de Setiembre del año del Señor 1830, 20º de la independencia». Obviamente, al tomarse como referencia la Declaración de la Independencia formulada el 5 de julio de 1811 se ignoró la implícita en la Constitución de la República de Colombia. Pero la mención «1.º de la ley» ¿Se refería a la aprobación de la Constitución o al haberse independizado de la República de Colombia? El hecho es que la aprobación de la reformulación de esta Constitución, como la Constitución de los Estados Unidos de Venezuela, fue fechada en Caracas, el 28 marzo de 1864, 1.º de la Ley y 6.º de la Federación. A su vez, como la reformulación de esta última fue aprobada el 4 de abril de 1881, año 18.º de la Ley y 23.º de la Federación, ¿la mención estaría referida a la Constitución de 1864 y no a la de 1830? No parece fácil captar la recóndita explicación de estos cambios.


  4.-En todo caso: ¿por qué, luego de las Declaraciones de la Independencia formuladas hasta 1830, era necesario el reconocimiento de nuestra independencia? ¿No contábamos ya, como consta en la aprobación de la Constitución del Estado de Venezuela, el 22 de setiembre de 1830, con veinte años de independencia? Pero ¿contados a partir de cuándo? Si nos atenemos al Decreto de reorganización del Gobierno, dado por el Gral. José Antonio Páez, el 13 de enero de 1830, nos encontramos con los siguientes considerandos: «1º. Que por el pronunciamiento de los pueblos de Venezuela, ha recobrado su soberanía» Y el «3.º. Que siendo Venezuela un Estado soberano», añádase que por estar fechado este decreto el «13 de enero de 1830, 20.-1º», ¿también deberíamos interpretarlo como una reiteración, por partida doble –respecto de la monarquía española y respecto de la República de Colombia– de la Declaración de Independencia? Es decir: ¿otra Declaración de Independencia?


  5.- En todo caso: ¿por qué, luego de tantas Declaraciones de Independencia, era necesario su reconocimiento? Se comprende que el reconocimiento de la independencia era un requisito a satisfacer para desenvolverse en un escenario internacional donde prevalecía entonces la monarquía. El Tratado de Paz y Reconocimiento, firmado en Madrid el 30 de marzo de 1845 y ratificado por el Ejecutivo venezolano el 2 de mayo, reza en su artículo 1.º: «S.M.C. usando de la facultad que le compete por decreto de las Cortes generales del Reino de 4 de diciembre de 1836, renuncia por sí, sus herederos y sucesores, la soberanía, derechos y acciones que le corresponden sobre el territorio americano, conocido bajo el antiguo nombre de Capitanía General de Venezuela, hoy República de Venezuela». Valen dos preguntas: ¿en virtud de ese artículo, hasta ese momento seguíamos siendo súbditos rebeldes?; y ¿para recibir la gracia del reconocimiento por la Corona no era imprescindible el haberla reconocido, a nuestra vez y siquiera por instantes, como detentadora de una soberanía que reiteradamente habíamos declarado nuestra? A su vez, el artículo 2.º del tratado reza: «A consecuencia de esta renuncia y cesión, S.M.C. reconoce como nación libre, soberana e independiente la República de Venezuela». ¿Significaría esto que el reconocimiento de la independencia de Venezuela fue admitido como un acto de soberanía de nuestra Corona, y no como la admisión del hecho de nuestra soberanía y de la consiguiente abolición de la monarquía? Mas quizás no eran tiempos para fijarse en estas cosas.


  6.- Comparemos, aunque fuere someramente, el texto del Tratado de Paz y Reconocimiento, fechado en Madrid el 30 de marzo de 1845, y el del Tratado de París, comenzado a negociar el 30 de noviembre de 1782 y concluido el 3 de septiembre de 1783, mediante el cual Jorge III, de Gran Bretaña, reconoció la independencia de los Estados Unidos de América, declarada el 4 de julio de 1776. No parece improbable que este último pudiera haber servido de modelo para el primero. Pero comparemos los términos, antes acotados, del tratado concerniente a la República de Venezuela con los del concerniente a los Estados Unidos de América: «Su majestad británica reconoce a los mencionados Estados Unidos [los enuncia] como estados libres, soberanos e independientes, y trata con ellos como tales, y por sí y por sus herederos y sucesores renuncia a toda pretensión [claims] sobre gobierno, propiedad y derechos territoriales sobre ellos y todas sus partes».


  7.- Si bien en ambos tratados se prestó particular atención a los contenciosos jurídicos relativos a deudas y confiscaciones de propiedades, estas materias aparecen consideradas más detalladamente en el caso del tratado suscrito con Venezuela. Sin embargo, mi colega y amigo, el destacado historiador venezolanista John V. Lombardi, me apunta: «Yo creo que el compromiso de pagar las deudas internacionales y mantener un comercio bastante libre con el resto del mundo fueran elementos esenciales en la formación de la nación nuestra. Estos factores eran tan importantes para el éxito del gobierno dentro de los EE.UU. como las relaciones internacionales». Pareciera tener fundamento la comprobación de que los aspectos contenciosos relacionados con la propiedad, las deudas y las confiscaciones revelan la materialidad del nexo colonial; y manifiesto el cómo esta materialidad podía sobreponerse a la trascendencia de la contienda política y militar; y aun a las proyecciones ideológicas y espirituales de esta.


  8.- Vale preguntarse si la negociación del reconocimiento de la independencia de Venezuela se desarrolló tomando en consideración el hecho de que desde la exitosa invasión de la Nueva Granada, previa a los efectos legitimadores de la Ley Fundamental de Colombia, promulgada el 17 de diciembre de 1819, se habían dado las condiciones políticas y militares para que cambiara el carácter de la contienda, tanto en lo militar como en lo político. Así lo interpretó Caracciolo Parra Pérez: «Guerra civil, social, o como quiera llamársela, guerra entre venezolanos, cobijados unos con la bandera de la Patria, otros con la del Rey, y que no vendrá a tomar cariz internacional, sino cuando los españoles entren a tratar de un armisticio, reconociendo con ello la beligerancia del ejército colombiano». (Mariño y la Independencia de Venezuela, vol. 1, p. 255). Efectivamente, el 25 de noviembre de 1820 fue firmado el Tratado de Armisticio, que se abre en significativos términos conciliadores: «Deseando los Gobiernos de Colombia y de España transigir las discordias que existen entre ambos pueblos; y considerando que el primero y más importante paso para llegar a tan feliz término es suspender recíprocamente las armas para poderse entender y explicar [...]». A este tratado lo acompañó el denominado de regularización de la guerra, cuyo extraordinario alcance humanitario es al mismo tiempo un crudo reconocimiento de la pasada barbarie:


  
    «Deseando los Gobiernos de Colombia y de España manifestar al mundo el horror con que ven la guerra de exterminio que ha devastado hasta ahora estos territorios convirtiéndolos en un teatro de sangre; y deseando aprovechar el primer momento de calma que se presenta para regularizar la guerra que existe entre ambos Gobiernos, conforme a las leyes de las naciones cultas y a los principios más liberales y filantrópicos, han convenido... art. 1.º La guerra entre Colombia y España se hará como la hacen los pueblos civilizados...»

  


  Tuve ocasión de conversar con el Dr. Caracciolo Parra Pérez sobre su interpretación de estos tratados, sometiendo a su consideración la posibilidad de que pudiesen ser interpretados como una suerte de reconocimiento previo de la independencia, puesto que no cabía tratar con súbditos rebeldes en otros términos que no fuesen el sometimiento a la autoridad real y la apelación a la gracia del rey (por lo mismo, nuestro rey).


  9.- Debo felicitarlos, y felicitarme, por una circunstancia de la que seguramente ustedes no están conscientes. Tal parece que nos hallamos en vísperas de la definitiva Declaración de Independencia, a juzgar por la seudohistoriografía seudosocialista. Me ha sido disipada súbita, si no portentosamente, toda duda. La desestimación de la Declaración de Independencia formulada por los conjurados de La Guaira, en 1797, se ha justificado, me permito recordarlo, mediante la inclusión de estos en los denominados precursores de la Independencia; compartiendo honores con personajes semejantes a ellos, según reza el considerando del Decreto presidencial n.º 7375: «Que el pensamiento universal de Simón Bolívar ‘El Libertador’ y del ‘Generalísimo’ Francisco de Miranda, precursores de nuestra Independencia [subrayado por G.C.D.], representan la base ideológica de la Revolución Bolivariana, y en consecuencia su archivo contiene la documentación fundamental de su legado revolucionario y liberador para los pueblos de Nuestra América y el Mundo» (Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. Caracas, 13 de abril de 2010, n.º 39402). ¿Estamos, por consiguiente, en vísperas de la definitiva Declaración de Independencia? Ustedes dirán.


  10.- Terminaré afirmando que la directa y expresa Declaración de nuestra Independencia está asociada con la constitución de una realidad histórica que las historiografías patria y nacional venezolana desdeñan, si no pretenden ignorarla: la República de Colombia. Es decir, nuestra más trascendental creación geopolítica, que fue clave para el logro y la consolidación de nuestra independencia. ¿Por qué? Dejo la respuesta a ustedes.


  Conclusión


  Pareciera que, al menos en alguna ocasión, más valdría dejar tranquila a la Historia.


  Hacia una efectiva Declaración de Independencia

  (Para una valoración histórico-crítica del denominado Decreto de Guerra a muerte)[4]


  I.- Advertencias


  Advertencia conceptual: Lo que sigue es solo un examen crítico de un trajinado documento histórico realizado con arreglo a dos criterios políticos y militares, de carácter táctico-estratégico y político-ideológico, extraídos del mismo documento y de otros directamente correlacionados. Uno de esos criterios consistió en el ofrecimiento de una amnistía; el otro, en la prometida aplicación, indiferenciada, de la pena de muerte a quienes, no siendo americanos, no se acogieran a los términos de tal amnistía. Envolviendo esta combinación conceptual, se advierte la aplicación del principio de la solidaridad criminal; entendida esta última como el establecimiento de un vínculo, rector insoslayable, entre los participantes de una causa. Con el propósito de desalentar –mediante la circunstancia de implicar a sus miembros y/o seguidores en un grave delito, cometido de manera colectiva– todo signo de desacato o de lenidad en el ejercicio de las posturas y compromisos, asumidos o contraídos también colectivamente –o impuestos por un poder de carácter absoluto–, como mandato de ineludible cumplimiento.


  Si bien el concepto de solidaridad criminal no parece que exista como figura jurídica tipificada, ella es diferenciable –y la supera en su rigor–, respecto de la elemental complicidad y aun de la relación regular mando-obediencia. Estaría dirigida a generar una situación inapelable y de no retorno. Valga al respecto la declaratoria de Simón Bolívar, en carta a S.E. el general Francisco de Paula Santander, fechada en Pamplona, el 1.º de noviembre de 1819: «Las grandes medidas, para sostener una empresa sin recursos, son indispensables aunque terribles. Recuerde Vd. los violentos resortes que he tenido que mover para lograr los pocos sucesos que nos tienen con vida. Para comprometer cuatro guerrillas, que han contribuido a libertarnos, fue necesario declarar la guerra a muerte» (p. 145).


  Advertencia metódica: Las citas de página puestas entre paréntesis corresponden a mi obra Simón Bolívar fundamental[5].


  II.- Circunstancias que condicionaron el dictado del denominado Decreto de guerra a muerte


  A.- La circunstancia de haber sido dictado el denominado Decreto de Guerra a Muerte luego del desastre del conato de república instituido en 1811-1812, determina la necesidad de interpretarlo críticamente, ubicándolo entre este acontecimiento y las repercusiones y resultados de la aplicación de tal decreto.


  a.- La crítica de la capitulación suscrita en San Mateo, el 25 de julio de 1812, le permitió a Simón Bolívar sintetizar y calificar la situación sociopolítica de Venezuela como el resultado de la inconveniencia de la concepción federal del naciente Estado republicano; y de las debilidades del dictador comisorio Francisco de Miranda. Intentó, con ello, fundar su propia convicción sobre la necesidad de un Estado centralizado y de un Gobierno fuerte; por lo mismo capaces de regir eficazmente los trabajos de la independencia y de la consiguiente instauración del nuevo régimen sociopolítico.


  b.- El denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias, el 15 de diciembre de 1813, recogió el resultado del temprano –y en mucho circunstancial– procesamiento político, histórico y teórico-jurídico de la situación; y dictó una sentencia condenatoria de los próceres civiles que las historiografías, patria, nacional y oficial, han vuelto inapelable; y puesto al servicio de la corriente política militarista; integrada, desde su formulación inicial, por militares y sus consabidos asesores y orientadores civiles.


  B.- Tenida cuenta de estas circunstancias, el estudio histórico-crítico del denominado Decreto de Guerra a Muerte, fechado en el Cuartel General de Trujillo, el 15 de junio de 1813 –cuyo alcance ha sido generalmente reducido al último párrafo– debe ser enfocado, también, como un decreto de amnistía; si bien de cuestionable juridicidad, debido al irregular estatus jurídico de la autoridad que lo dictó. Efectivamente, en el discurso pronunciado en la Asamblea celebrada en el Convento de San Jacinto, el 2 de enero de 1814, expresó Simón Bolívar su «gratitud por la espontánea aclamación que habéis hecho titulándome vuestro dictador [¿comisorio?]» (p. 42); convalidándose de esta manera irregular la autoridad de facto que ejercía cuando dictó el decreto, en la fecha mencionada. A estos efectos intentaré satisfacer, de manera explícita, dos de las instancias de la investigación documental aplicada a la Historia: el resumen analítico y el análisis crítico.


  a.- Resumen analítico.


  -Identificación del documento estudiado: Decreto, fechado en el Cuartel General de Trujillo, el 15 de junio de 1813, con la mención 3.º de la Independencia. Suscrito por «Simón Bolívar, Brigadier de la Unión. General en Jefe del Ejército del Norte. Libertador de Venezuela».


  -Destinatarios: «A sus conciudadanos: Venezolanos».


  -Legitimación de la autoridad ejercida: «Un ejército de hermanos, enviado por el soberano Congreso de la Nueva Granada, ha venido a libertaros, y ya lo tenéis en medio de vosotros» (p. 22).


  -Objetivos y facultades del «ejército de hermanos»: «nuestra misión, solo se dirige a romper las cadenas de la servidumbre, que agobian todavía a algunos de nuestros pueblos, sin pretender dar leyes, ni ejercer actos de dominación, a que el derecho de la guerra podría autorizarnos» (p. 23). Es decir, los objetivos y facultades propios del ejercicio de una dictadura comisoria.


  Objetivos expresos: «somos enviados [...] a destruir a los españoles [...] a proteger a los americanos [...] y a restablecer los gobiernos republicanos que formaban la Confederación de Venezuela» (pp. 22-23). ¿Ratificando con ello, como correspondía, la abolición tácita de la monarquía?


  -Pero, igualmente: «A pesar de nuestros justos resentimientos contra los inicuos españoles [...] abrirles por la última vez una vía a la conciliación y a la amistad; todavía se les invita a vivir pacíficamente entre nosotros, si detestando sus crímenes, y convirtiéndose de buena fe, cooperan con nosotros a la destrucción del gobierno intruso de la España, y al restablecimiento de la República de Venezuela» (p. 23).


  -Caracterización y calificación del régimen colonial restablecido: «Tocado de vuestros infortunios, no hemos podido ver con indiferencia las aflicciones que os hacían experimentar los bárbaros españoles, que os han aniquilado con la rapiña y os han destruido con la muerte; que han violado los derechos sagrados de las gentes; que han infringido las capitulaciones y los tratados más solemnes; y en fin han cometido todos los crímenes, reduciendo la República de Venezuela a la más espantosa desolación. Así pues, la justicia exige la vindicta, y la necesidad nos obliga a tomarla» (p. 23).


  -Subsistiendo la posibilidad de una conciliación, condicionada: «A pesar de nuestros justos resentimientos contra los inicuos españoles, nuestro magnánimo corazón se digna aún, abrirles por la última vez una vía a la conciliación y a la amistad; todavía se les invita a vivir pacíficamente entre nosotros, si detestando sus crímenes, y convirtiéndose de buena fe, cooperan con nosotros a la destrucción del gobierno intruso de la España, y al restablecimiento de la República de Venezuela» (p. 23). Se enuncian los términos de la todavía posible conciliación: «Todo español que no conspire contra la tiranía a favor de la justa causa, por los medios más activos y eficaces, será tenido por enemigo, y castigado como traidor a la patria, y por consecuencia será irremisiblemente pasado por las armas» (p. 23). ¿A cuál patria? ¿Podía ser considerado traidor a la patria un súbdito español, en virtud de un decreto emanado de súbditos rebeldes, el 15 de junio de 1813, cuando regía la Constitución Política de la Monarquía Española, promulgada el 19 de marzo de 1812 y vigente hasta su derogación, el 4 de mayo de 1814?


  -Se premiarían la deserción y la participación en la nueva causa: «Por el contrario, se concede un indulto general y absoluto a los que pasen a nuestros ejércitos con sus armas o sin ellas: a los que presten sus auxilios a los buenos ciudadanos que se están esforzando por sacudir el yugo de la tiranía. Se conservarán en sus empleos y destinos a los oficiales de guerra, y magistrados civiles que proclamen el gobierno de Venezuela: en una palabra, los españoles que hagan señalados servicios al estado, serán reputados y tratados como americanos» (pp. 23-24). Por consiguiente, ¿se volverían patriotas al cambiar de patria?


  -Pero aun en casos extremos se privilegia a los americanos, exculpándolos: «Y vosotros, Americanos, que el error o la perfidia os ha extraviado de la senda de la justicia, sabed que vuestros hermanos os perdonan y lamentan sinceramente vuestros descarríos, en la íntima persuasión de que vosotros no podéis ser culpables, y que solo la ceguedad, e ignorancia en que os han tenido hasta el presente, los autores de vuestros crímenes, han podido induciros a ellos. No temáis la espada que viene a vengaros, y a cortar los lazos ignominiosos con que os ligan a su suerte vuestros verdugos. Contad con una inmunidad absoluta en vuestro honor, vida y propiedades: el solo título de Americano será vuestra garantía, y salvaguardia. Nuestras armas han venido a protegeros, y no se emplearán jamás contra uno solo de nuestros hermanos» (p. 24).


  -Se califica el decreto como de amnistía, amplia o plena: «Esta amnistía se extiende hasta los mismos traidores que más recientemente hayan cometido actos de felonía: y será tan religiosamente cumplida, que ninguna razón, causa o pretexto será suficiente para obligarnos a quebrantar nuestra oferta, por grandes y extraordinarios que sean los motivos que nos déis para excitar nuestra animadversión» (p. 24).


  -Al mismo tiempo se sintetizan el sentido y el alcance, condicionados, del decreto: «Españoles y Canarios, contad con la muerte, aun siendo indiferentes, si no obráis activamente en obsequio de la libertad de la América. Americanos, contad con la vida, aun cuando séais culpables» (p. 24).


  b.- Análisis crítico.


  Naturaleza de la pieza documental: No es solo un Decreto de Guerra a Muerte. Es también una Declaración de amnistía; según se desprende del resumen analítico. Aunque de origen irregular, puesto que no podía ser una ley, por tratarse del ejercicio de una dictadura comisoria, el documento reúne los contenidos básicos de la que habría podido ser una Ley de Amnistía, si emanada regularmente de una instancia competente:


  Tipifica los delitos cuya eventual sanción fue objeto del ofrecimiento de amnistía. Brinda una última posibilidad de conciliación, pero sin especificar sobre una eventual sanción legal; si bien, al referirse en el llamado Manifiesto a las Naciones del Mundo, fechado en el Cuartel General de Valencia, el 20 de setiembre de 1813, a la capitulación que dio paso a la ocupación de Caracas, se alega que: «les concedimos las vidas y bienes con absoluto olvido de lo pasado» (p. 32). A la par que define y caracteriza a los incursos en tales delitos y a sus cómplices, voluntarios o forzados, abre los caminos que, de ser tomados, podrían permitir acogerse a la ofrecida amnistía. Simultáneamente plantea un ultimátum: dirigido a contumaces y reincidentes. Puntualiza el alcance de la oferta de amnistía: si bien en términos que acaban opacando el sentido y el propósito primordiales del Decreto, en tanto declaración de amnistía.


  Posible conclusión general del análisis crítico: Dada la ubicación, cronológica y política, del denominado Decreto de Guerra a Muerte, entre el llamado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias, el 15 de diciembre de 1812; y el denominado Manifiesto a las Naciones del Mundo, fechado en el Cuartel General de Valencia, el 20 de septiembre de 1813, es posible considerar que el primer manifiesto recoge el diagnóstico de la situación; y el segundo representa, a un tiempo, la ratificación de ese diagnóstico y la prescripción de una suerte de terapia de choque.


  III.- Precedentes y repercusiones del denominado Decreto de guerra a muerte


  Satisfacer ambos aspectos impone la necesidad de que el estudio valorativo histórico-crítico sea realizado ubicándolo en la percepción, por el mismo autor del decreto, de la evolución estimada del escenario sociopolítico en el cual habrían estado llamados a incidir su intervención y participación orientadora. Vale decir que en dicho escenario se expresaron reparos, condicionamientos y hasta desengaños, a la par de algún toque de desaliento.


  A.- Precedentes del denominado Decreto de Guerra a Muerte:


  a.- Ante la reacción restauradora del nexo colonial, Simón Bolívar no estimó con acierto el grado de arraigo de la conciencia monárquica en la sociedad implantada colonial; traducido ese alto nivel de conciencia en la genuina vivencia social y política del nexo colonial. Centró su atención en la crítica institucional y conceptual de la modalidad de régimen republicano adoptada; y de su fundamentación teórico-filosófica; en función del diagnóstico por él formulado en el denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias, el 15 de diciembre de 1812; cuyos propósitos cabría sintetizar; si bien quizás valdría considerar, a este respecto, mi breve artículo titulado «Los ingenuos patricios del 19 de Abril».[6]


  b.-El decreto procura objetivos en los cuales se combinan planteamientos de carácter político de rango conceptual con apenas disimulados propósitos de consolidar la recomendación de puntos de vista de orden sociopolítico, planteados por su autor en el denominado Manifiesto de Cartagena. Entre estos últimos cabe destacar los siguientes:


  -Recomendarse el autor como: «siempre fiel al sistema liberal, y justo que proclamó mi patria» (p. 12).


  -Esclarecer: «a los pueblos estúpidos que desconocen el valor de sus derechos» [Vale observar que en la época era calificado de estúpido quien no conociera sus derechos].


  -Desenmascarar a «nuestros natos, e implacables enemigos, los españoles europeos, que maliciosamente [!] se habían quedado en nuestro país» (p. 13).


  -Desprestigiar, por blando, al primer gobierno republicano; y reivindicar un gobierno fuerte: «Es preciso que el gobierno se identifique, por decirlo así, al carácter de las circunstancias, de los tiempos y de los hombres que lo rodean. Si estos son prósperos, y serenos, él debe ser dulce, y protector; pero si son calamitosos y turbulentos, él debe mostrarse terrible,
y armarse de una firmeza igual a los peligros, sin atender a leyes, ni constituciones, ínterin no se restablecen la felicidad y la paz» [¿La aplicación de estos criterios, propios de la dictadura comisoria, era el propósito originario del decreto?] (p. 16).


  -Extinguir: «el fuego de la guerra civil en Valencia, que nunca se logró apagar» (p. 15); guerra civil promovida por: «la influencia eclesiástica» (p. 18).


  -Impedir el desarrollo de lo que denomino en mi obra «la disputa de la independencia»: manifiesta como «las facciones internas que en realidad fueron el mortal veneno que hicieron descender la patria al sepulcro» (p. 18).


  -Desprestigiar el federalismo: «Pero lo que debilitó más el Gobierno de Venezuela, fue la forma federal que adoptó» (p. 16).


  -Desarmar los factores del sostenimiento del nexo colonial, además de la disidencia de Coro y Maracaibo: «el oro, y la cooperación de nuestros eternos contrarios los europeos que viven con nosotros; el partido clerical, siempre adicto a su apoyo y compañero, el despotismo; y sobre todo, la opinión inveterada de cuantos ignorantes y supersticiosos contienen los límites de nuestros estados», ¿no valía esto admitir lo reducido del sector social independentista?


  -Prevenir la reconquista colonial de la América del Sur, extirpando su bastión: la Venezuela monárquica: «Porque poseyendo la España el territorio de Venezuela, podrá con facilidad sacarle hombres, y municiones de boca y guerra, para que bajo la dirección de jefes experimentados contra los grandes maestros de la guerra, los franceses, penetren desde las provincias de Barinas y Maracaibo hasta los últimos confines de la América meridional» (p. 19).


  -Contrarrestar la mala influencia clerical: «La influencia religiosa, el imperio de la dominación civil y militar, y cuantos prestigios puedan obrar sobre el espíritu humano, serán otros tantos instrumentos de que se valdrán para someter estas regiones» (p. 20). Véase, en el llamado Manifiesto a las Naciones del Mundo: «un terremoto que más que sus estragos, le hicieron espantoso la ignorancia y la superstición» (p. 25).


  -Justificar la operación militar por emprender, condenando la guerra defensiva: «toda guerra defensiva es perjudicial y ruinosa para el que la sostiene» (p. 21).


  -Sobre esta base conceptual, formuló Simón Bolívar la estrategia que desembocó en el fracaso de la república fuerte, que intentaría montar:


  
    «Debemos considerar también el estado actual del enemigo, que se halla en una posición muy crítica, habiéndoseles desertado la mayor parte de sus soldados criollos; y teniendo al mismo tiempo que guarnecer las patrióticas ciudades de Caracas, Puerto Cabello, La Guaira, Barcelona, Cumaná, y Margarita, en donde existen sus depósitos, sin que se atrevan a desamparar estas plazas por temor de una insurrección general en el acto de separarse de ellas. De modo que no sería imposible que llegasen nuestras tropas hasta las puertas de Caracas, sin haber dado una batalla campal. [...] Además de considerar [...] una cosa positiva, que en cuanto nos presentemos en Venezuela, se nos agregan millares de valerosos patriotas [...] en defensa de la libertad (p. 21). ¿Explicaría esta optimista evaluación de la realidad el ofrecimiento de amnistía, en los términos del denominado Decreto de Guerra a Muerte?»

  


  -¿El objetivo global?: «marchar a Venezuela; libertar la cuna de la independencia colombiana» (p. 22). [¿El futuro general colombiano nacido venezolano, Simón Bolívar, se adelantaba de esta manera a la que fuera su obra magna, la República de Colombia, fundada en Angostura, el 17 de diciembre de 1819? ¿O solo procuraba ganar la comprensión de las autoridades neogranadinas recordando las primarias gestiones de alianza?


  c.- En función y como complemento del diagnóstico sociopolítico formulado en el denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias, el 15 de diciembre de 1812, debe ser evaluada la Carta al Secretario de Estado del Gobierno de la Unión, dirigida por Simón Bolívar, fechada en el Cuartel General de Cúcuta, el 8 de abril de 1813.


  -Se discuten y refutan plausibles reparos y objeciones a la incursión: «Quedo convencido de las razones que vs. expone en el oficio del 29 del pasado» [...] «en que manifiesta la necesidad de calcular, antes de precipitarnos en una empresa desesperada, las fuerzas del enemigo y las que yo tengo a mi mando, los recursos con que él cuenta y los que no puedo esperar internado en Venezuela: indicando vs. muy sabiamente, que debemos examinar el estado de la opinión pública en aquellos países, y hasta qué punto se puede confiar en ella: ver con qué se mantiene este ejército, con qué armas y con qué gente hayamos de reparar sus pérdidas, y en fin, como quede cubierta la retaguardia o asegurada la retirada de tan pequeño cuerpo, si por desgracia sufre reveses que están siempre en el orden de la guerra. No es Monteverde, añade Vs., un enemigo como el que he derrotado aquí: aquel es un soldado intrépido y aguerrido que ha subyugado en cuatro meses a toda Venezuela, y ha batido las tropas numerosas que se le presentaron en cuantos encuentros tuvo con ellas». (p. 67).


  -Dice no subestimar a Monteverde, pero explica la realidad de su éxito: «vs. ha decidido la cuestión, y yo estoy enteramente de acuerdo en la estimación [...] «que hace del mérito de Monteverde» [...] «Efectivamente Monteverde a la cabeza de un puñado de hombres obtuvo los más brillantes sucesos, porque supo aprovechar las favorables coyunturas que se le presentaron por consecuencia del descontento de algunos europeos, de no muchos sacerdotes, y de la consternación que produjo en una parte del vulgo» (p. 68). Mas la situación habría cambiado dramáticamente:


  
    «... Esta consternación en la actualidad es incomparablemente mayor en el ánimo, no solo del bajo pueblo, sino de los hombres sensatos y pudientes que mueven siempre la multitud, causada por las persecuciones que ejercen todos los europeos o isleños en una especie de anarquía contra los naturales del país [...] Este es un segundo terremoto [...] para el partido enemigo: y si el primero derribó las ciudades, este ha destruido la opinión, que el fanatismo o la preocupación había hecho concebir en favor de los tiranos; y es un testimonio bien auténtico de esta verdad, la reciente sublevación de Cumaná y la conspiración de Caracas, cuyos hechos son ciertos y solo puede ponerse en duda en la mayor o menor extensión de sus resultados [...] por manera que con justa razón se me deberá culpar [...] por no haber penetrado hasta Caracas, estando las puertas abiertas, los espíritus dispuestos a acogerme favorablemente, y hallándome a la cabeza de más de 1.000 fusileros, con su correspondiente tren de artillería, y la caballería que querramos levantar.


    »Tras esto dicho, sentenció: «yo debo ser un imbécil si no liberto a Venezuela con un ejército respetable y victorioso» (pp. 68-69).


    »-Por consiguiente, llegó a reemplazar la razón con la vehemencia:


    »Monteverde es aplaudido, sin más que por haber mostrado audacia y arrojo en emprender una obra superior a sus fuerzas y a sus talentos: pero que ayudado por el imperio de las circunstancias y de las cosas, logró resultados que estaban fuera del cálculo de la probabilidad. ¿Qué razón, pues, habrá en favor de este aventurero, sin más virtudes que las de un simple soldado, con menos auxilios que nosotros, sosteniendo un odioso partido, y en una situación más difícil que la nuestra, con fuerzas inferiores a las que poseemos? ¿Qué razón, digo, habrá para que se le conceptúe capaz de obtener ventajas tan extraordinarias, en tanto que se nos niega la posibilidad de lo que está en el orden de los sucesos? (p. 69).


    »-Devela y desvirtúa, como solo aparentes, los triunfos de Monteverde:


    »... Ni los triunfos de Monteverde han sido tan constantes y sucesivos, como vs. asegura: pues de diez acciones que se dieron en Venezuela, solo las cuatro primeras le fueron favorables, habiendo perdido las seis últimas, y quedando en tres de ellas completamente derrotado. Porque es preciso convenir en que las capitulaciones vergonzosas de Miranda, no fueron obra de Monteverde, sino de las circunstancias, y de la cobardía del general del ejército de Venezuela (p. 69).»

  


  ¿Reunidas en igualdad de términos y de alcance las circunstancias y la cobardía?


  B.- Motivos y expresiones de reacción ante el Gobierno fuerte así establecido:


  Dejando de lado, pero sin desestimarlas, las acusaciones formuladas por el adversario –y aún por observadores no directamente comprometidos en la contienda– acerca de los excesos cometidos por uno y otro bando, no es escasa la fuerza de testimonios indirectamente perceptibles en la correspondencia del instaurador del Gobierno fuerte, por él recomendado en términos tan absolutos como perentorios.


  a.- Carta al Arzobispo de la Arquidiócesis de Caracas: fechada en Caracas, el 10 de agosto de1813, cumplidamente dirigida al Ilmo. Señor Arzobispo de esta Arquidiócesis. Este elocuente y revelador documento abre con:


  -Una intimidatoria rememoración acusatoria:


  
    «La marcha alevosa y destructora del intruso gobierno español ha reducido un país floreciente (y que el Ser Supremo no ha condenado a una eterna dependencia de la España) a un exterminio lamentable y desconocido, que el deber y la autoridad del jefe de Venezuela [!] tratan de reparar por las más eficaces y enérgicas providencias. Instruido por una experiencia cruel he descubierto que las contemporizaciones y la impunidad en tiempo de la primera junta suprema y de los poderes ejecutivos dieron audacia a los conspiradores y a los enemigos y lo que es más asombroso aquellas autoridades toleraron sin sofocarlos los incentivos que en el confesionario se suministraron a la guerra sorda que al fin aniquiló nuestra independencia (pp. 70-71).»

  


  -Seguida de una advertencia represiva:


  
    «El general en jefe [!] después de haber restablecido la república ha empleado y sostendrá en sus resoluciones aquél carácter fuerte que aterre a tan pérfidos maquinadores, que mantenga en el respeto debido a todos los súbditos [?] del gobierno y que infunda en las demás naciones la decorosa consideración a que es acreedor el pabellón de una república civilizada y triunfante. ¿Jefe de Venezuela o General en Jefe, enviado a «restablecer los gobiernos republicanos»?»

  


  -Advertencia también portadora de una global orden perentoria que invadió, ¿resuelta o desaprensivamente? los predios de la impiedad:


  
    «No es ya el tiempo de burlar las disposiciones gubernativas, y todo el peso de la ley caerá sobre los infractores. En consecuencia animando a las órdenes de V.S. Ilma. el mismo espíritu, intime V.S Ilma. bajo las penas del resorte de su autoridad a todos los párrocos, predicadores y confesores de la arquidiócesis expliquen semanalmente los justos principios de la emancipación americana, persuadan la obligación de abrazarla y defenderla al precio de los intereses y de la vida, precavan a los sencillos contra la seducción y los conatos de los perturbadores, y que sobre todo presten cuantos existen bajo la protección del gobierno, la correspondiente cooperación a sus miras ¿Valdría esto haberse atrevido a disponer, llanamente, que fuese desacatada, por el más alto pontífice, la Voluntad divina, constituida en La Corona?].»

  


  -Mas aún, no se retuvo de impartir una orden personal y directa:


  
    «El confesionario que está sustraído por su sigilo a las inquisiciones públicas es el que principalmente debe ocupar las reformas de V.S Ilma., y parece que con la mayor eficacia impediría el abusar de este sagrado ministerio que V.S Ilma. dispusiese, que aquél que en semejante acto tratase de extraviar la opinión política que sostiene el presente gobierno, por el mismo hecho se considere suspenso de sus funciones (p. 71).»

  


  b.- Carta a Manuel Antonio Pulido, gobernador de Barinas, fechada en Caracas, el 12 de agosto de 1813. Cumplidamente dirigida al gobernador de Barinas:


  -Abre con una solemne declaratoria de patrióticos desinterés y compromiso:


  
    «A nada menos quisiera prestar materia que a las sospechas de los celosos amantes del federalismo que pueden atribuir a miras de propia elevación las providencias indispensables para la salvación de mi país; pero cuando pende de ello la existencia y fortuna de un millón de habitantes, y aun la emancipación de América entera, toda consideración debe ceder a objeto tan interesante y primero (p. 72).»

  


  -A la que le sigue una reprimenda didáctica:


  
    «Lamento ciertamente que en el oficio de V.S de 27 de julio se reproduzcan las viciosas ideas políticas que entregaron a un débil enemigo una República entera, incomparablemente más poderosa en proporción. Recorra V.S la presente campaña y hallará que un sistema muy opuesto ha restablecido la libertad. Malograríamos todos los esfuerzos y sacrificios hechos si volviésemos a las embarazosas y complicadas formas de la administración que nos perdió. Vea S.V. cómo no son naciones poderosas y respetadas sino las que tienen un gobierno central y enérgico. La Francia y la Inglaterra disponen hoy del mundo, nada más que por la fuerza de su gobierno, porque un jefe sin embarazos, sin dilaciones, puede hacer cooperar millones de hombres a la defensa pública (p. 72).»

  


  -Aduce su experiencia y acredita su capacidad remedial:


  
    «En la Nueva Granada la lucha de pretensiones semejantes a las de V.S degeneró en una abominable guerra civil que hizo correr la sangre americana, e iba a fenecer la independencia de aquella vasta región, sin mis esfuerzos para mediar una conciliación y el reconocimiento de una suprema autoridad...»

  


  -Formula un principio y afirma su determinación de respetarlo, pese a que pueda suscitar sospechas:


  
    «... Jamás la división del poder ha establecido y perpetuado gobiernos, solo su concentración ha infundido respeto, y yo [!] no he libertado a Venezuela sino para realizar este mismo sistema. ¡Ojalá hubiera llegado el momento de que pasara mi autoridad a otras manos! Pero mientras dure el actual e inminente peligro, en despecho de toda oposición, llevaré adelante el plan enérgico que tan buenos sucesos me ha proporcionado.»

  


  -Ilustra sobre lo engorroso del gobierno no centralizado y culmina formulando la base conceptual de la autocracia:


  
    «Observa V.S. que no teniendo en sus manos el Poder soberano sobre esa Provincia, se entorpece el curso de los negocios y no atiende V.S. a los embarazos que añade a la expedición de ellos la necesidad de que intervengan las disposiciones de muchos hombres a efecto de que se haga una sola cosa. Para intimar mis órdenes debo entenderlas, comunicarlas y archivarlas. Esto que por sí tiene sus lentitudes, debía ser lo único y suficiente; mas si es necesario que una y otra autoridad delibere sobre lo mismo, interprete y practique las mas formalidades, se atrasan los momentos y no se ejecutan debidamente, o más bien jamás, las disposiciones necesarias a toda la nación, pues una de dos cosas: o deben obedecer las órdenes supremas y entonces otro soberano no es más que un rodeo, inconducente y lento, o puede desobedecerlas y modificarlas, y está destruida la cooperación o disuelto el Estado (p. 73).»

  


  -Invoca un principio cientificista de la mecánica, aplicándolo a la administración pública autocrática:


  
    «Mientras más resortes haya que mover en una máquina, tanto más lenta será su acción; mas si no hay sino un solo resorte, giran con rapidez y son más sus efectos. Simplifiquemos, pues, los elementos del Gobierno, reduzcámosles a un resorte, si es posible, y habrá en menos tiempo más utilidades que los perjuicios reales que con muchos resortes haría por dilatado tiempo...»

  


  -Delega parcialmente poder, si bien reafirmando su criterio maestro autocrático:


  
    «... En conclusión, para que no quede lugar alguno a la calumnia y para que haya en V.S. una suma de autoridad semejante a la soberana [...] Es menester sacrificar en obsequio del orden y del vigor de nuestra administración, las pretensiones interesadas; y mis innovaciones, que en nada exceden las prácticas del más libre gobierno del mundo, serán sostenidas a toda costa por exigirlo mi deber y mi responsabilidad (pp. 73-74).»

  


  c.- Implacable comunicación a José Leandro Palacios, fechada en el Cuartel General Libertador de Valencia, el 8 de febrero de 1814; debidamente dirigida al señor comandante de La Guaira, ciudadano Leandro Palacios:


  
    «Por el oficio de US. de 4 del actual, que acabo de recibir, me impongo de las críticas circunstancias en que se encuentra esa plaza con poca guarnición y un crecido número de presos. En su consecuencia ordeno a US. que inmediatamente se pasen por las armas todos los españoles presos en esas bóvedas y en el hospital, sin excepción alguna. Cuartel General Libertador en Valencia, 8 de febrero de 1814. 2.º, a las 8 de la noche (pp. 74-75).»

  


  d.- Carta al arzobispo de Caracas, Narciso Coll y Prat, fechada en Valencia, el 8 de febrero de 1814; cumplidamente dirigida al Ilmo. señor arzobispo D. Narciso Coll y Prat.


  -Rechaza de manera argumentada una solicitud de clemencia:


  
    «Acabo de leer la reservada de V.S. Ilma. en que interpone su mediación muy poderosa para mí, por los españoles que he dispuesto se pasen por las armas. No menos que V.S. Ilma. me es doloroso este sacrificio. La salud de mi patria que lo exige tan imperiosamente podría solo obligarme a esta determinación. Si yo no viera que en este caso la indulgencia aumentaría el número de las víctimas, y frustraría los mismos sentimientos de piedad que mueven a V.S. Ilma. a interceder yo me apresuraría a darle en esta ocasión un testimonio de mi deseo de complacerle (p. 75).»

  


  -Declara padecer el trágico ejercicio de las represalias:


  
    «... Mas vea V.S. Ilma. la dura necesidad en que nos ponen nuestros crueles enemigos. En el anterior sitio de Puerto Cabello expusieron a ser víctimas inevitables de nuestros fuegos a nuestros prisioneros. La misma abominación repitieron ahora, y por haber usado de las represalias poniendo delante de sus fuegos a los prisioneros españoles, pasaron en el momento por las armas a cuatro de los que nos tienen en su poder. ¿Qué utilidad hemos sacado hasta ahora de conservar a sus prisioneros y aun de dar libertad a una gran parte de ellos? Se ha conseguido que ayer en el Tinaquillo hayan entrado y asesinado veinte y cinco hombres que le guarnecían, sin perdonar uno solo: que Boves no haya dado todavía cuartel ni a uno de los prisioneros que nos ha hecho. Asómbrese más V.S. Ilma. al saber que Boves sacrifica indistintamente hombres y mujeres (pp. 75-76).»

  


  -Magnifica la cuestión de principios y de deberes:


  
    «No solo por vengar a mi patria, sino por contener el torrente de sus destructores, estoy obligado a la severa medida que V.S. Ilma. ha sabido. Uno menos que exista de tales monstruos es uno menos que ha inmolado e inmolará centenares de víctimas. El enemigo viéndonos inexorables a lo menos sabrá que pagará irremisiblemente sus atrocidades y no tendrá la impunidad que le aliente. [...] Nada me sería más grato que entrar en esta ocasión en las miras de V.S. Ilma. y ceder a mis propios sentimientos de humanidad. Pero la salud de mi patria me impone la imperiosa ley de adoptar medidas opuestas, y crea V.S. Ilma. que la piedad misma las exige; pues pequeños sacrificios ahora evitarán mayores en lo sucesivo. [...] Suplico a V.S. Ilma. se sirva disponer de mi decidida voluntad a servirle en cuanto lo permita la salud pública, de que soy responsable (p. 76).»

  


  C.- Ante la inmediata reacción de la opinión pública, nacional e internacional: la repercusión de la declaración de Guerra a muerte, y en particular la de la matanza, realizada en frío, de los prisioneros y heridos españoles en La Guaira; ordenada directamente por Simón Bolívar, hizo necesario ofrecer explicaciones, que llegaron a ser enjundiosas.


  a.- La situación así creada motivó el llamado Manifiesto a las Naciones del Mundo, suscrito por Simón Bolívar, en el Cuartel General de Valencia, el 20 de setiembre de 1813. El contenido informativo y el sentido interpretativo de este documento, que podría ser calificado de prolijo, respecto de lo primero; y de apologético, respecto de lo segundo, resultan ser, a la vez, el necesario complemento del denominado Decreto de Guerra a Muerte; y el marco en el cual ganan sentido medidas remediales de diferente naturaleza, también contribuyentes a la comprensión del alcance efectivo del decreto:


  -Justificación de lo actuado y solicitación de solidaridad: «es de nuestro interés y obligación anticiparos en bosquejo, y sucintamente [...] las razones que justifican nuestra presente conducta, y que os ponen en la necesidad de aborrecer y detestar la de nuestros opresores, persiguiéndolos como a enemigos del género humano, y autores de crímenes lo más horroroso contra la justicia y el derecho de gentes... (p. 25).


  -Circunstancias que propiciaron el fugaz éxito de Domingo de Monteverde:


  
    «... los pueblos consternados y seducidos [...] La única fuerza que le contenía estaba por desgracia mandada por un jefe [Francisco de Miranda] que, preocupado de ambición y de violentas pasiones, o no conocía el riesgo, o quería sacrificar a ellas la libertad de su patria: déspota y arbitrario hasta el exceso, no solo descontentó a los militares, sino que desconcertando todos los ramos de la administración pública, puso la provincia, o la parte que quedaba de ella en absoluta nulidad. [...] la revolución de los negros, libres y esclavos, provocada, auxiliada y sostenida por los emisarios de Monteverde. Esta gente inhumana y atroz [...] cometieron [...] los más horrendos asesinatos, robos, violencias y devastaciones... (p. 26).»

  


  -Minimiza su propia responsabilidad en caída de la República: «Monteverde, animado con el suceso de Puerto Cabello...».


  -La violación de la capitulación:


  
    «El principal artículo de la capitulación firmada en San Mateo, a 25 de julio de 1812 fue, que no se tocaría la vida y bienes de los vecinos: que a nadie se formaría proceso por opiniones políticas anteriores a la capitulación: que no se incomodaría a ninguno: y que habría un general olvido de todo lo pasado (p. 27) [...] el 14 del mismo mes [julio], destacadas por la ciudad [Caracas] y los campos partidas de isleños, catalanes y otros europeos y dirigidas las órdenes a los satélites del interior de la provincia, comenzaron las prisiones de los americanos [...] atados a las colas de los caballos de los tenderos, bodegueros, y gente la más soez: conducidos con ignominia a las cárceles [...] y entregados a la inhumana vigilancia de hombres feroces, muchos de ellos perseguidos en el tiempo de la revolución [¿Qué lo habían sido bajo un gobierno acusado por él de blando?] [...] (p. 28). «Hiciéronse estos hombres dueños de todo: ocuparon las haciendas y casa de los vecinos; y destrozaban, o inutilizaban lo que no podían poseer (p. 29).»

  


  -Bien arreglada explicación de su propia actuación salvadora:


  
    «... cinco o seis personas solamente lograron que Monteverde les diese pasaporte para salir de la Provincia. La estupidez del tirano que en sus decretos no tenía otra regla que la arbitrariedad, o el contentamiento de algún favorito, hizo que yo también lo obtuviese [...] al fuego que me devoraba por dar la libertad a mi patria, y a virtud de mis insinuaciones, y mis loables y santos deseos me vi colocado al frente de unas tropas (pp. 29-30).»

  


  -Circunstanciada justificación, como forzada respuesta estratégica, del denominado Decreto de Guerra a Muerte:


  
    «Este entusiasmo se aumentaba, y encendía con mayor fuerza al paso que introduciéndonos en la provincia, se nos hacían evidentes los horrorosos desastres que causaban los españoles y canarios. (p. 30). [...] Hasta entonces fue nuestro ánimo, y también nuestra conducta hacer la guerra como se hace entre naciones cultas; pero instruidos de que el enemigo quitaba la vida a los prisioneros sin otro delito que ser defensores de la libertad, y darles el epíteto de insurgentes: confirmada esta verdad [...] resolvimos llevar la guerra a muerte perdonando solamente a los americanos, pues de otro modo era insuperable la ventaja de nuestros enemigos [¿Inadvertido reconocimiento de la naturaleza civil de la disputa de la independencia? Subrayado por G.C.D.] que a pretexto de titularnos insurgentes mataban a nuestros prisioneros, cuando nosotros los tratábamos con la decencia propia de nuestro carácter, y con todas las consideraciones debidas a la humanidad. [...] Las consecuencias han acreditado y mostrado la justicia y necesidad de esta conducta, pues destituidos los españoles y canarios de la ventaja con que lidiaban, y asegurados de que su suerte era igual entre nosotros, a la nuestra entre ellos; dejaron de considerarse como amos, y comenzaron a temernos como hombres [...] Nosotros hemos visto a estos valientes que en otro tiempo, haciendo el papel de fieras acometían a los vecinos indefensos [...] huir de un puñado de los nuestros que acometían a sus tropas formadas en número superior. [Ídem] Desde Cúcuta hasta Caracas solo se dejaron ver siete veces para ser inmediatamente derrotados, y su terror ha sido tanto que el famoso Monteverde [...] abandonó Valencia [...] para encerrarse en Puerto Cabello (p. 31) [...] Sin embargo ya cerca de Caracas se nos presentan varios emisarios de su gobernador con el objeto de capitular, y aunque no podían defenderse, ni oponerse, les concedimos las vidas y bienes con absoluto olvido de lo pasado [¿Con arreglo a la amnistía estipulada en el denominado Decreto de Guerra a Muerte?]. Pero [...] se fueron los malvados [...] y dejaron a los españoles y canarios expuestos a nuestra justa venganza. [...] Era tal el desorden y confusión con que marchaban hacia el puerto vecino, que algunos abandonaban las armas, otros tiraban sus ropas para correr con más velocidad, creyendo al enemigo a sus espaldas (pp. 31-32).»

  


  -Vigencia y violación de la Capitulación de San Mateo y de la Constitución Política de la Monarquía Española:


  
    «... Las Cortes y la Regencia de Cádiz no solo vieron con indiferencia la insubordinación de Monteverde a su general Miyares, sino que aprobaron el despojo que a este hizo aquél de su autoridad, y le revistieron con el carácter de capitán general de Caracas. No solo vieron con indiferencia la escandalosa infracción de la capitulación de San Mateo [...] sino que se discute en las Cortes si debe o no cumplirse la capitulación (pp. 32-33). [...] Pero hay un hecho que comprueba mejor que ninguno la criminalidad y complicidad del gobierno de Cádiz. Forman las Cortes la constitución del reino, obra por cierto de la ilustración, conocimiento y experiencia de los que la compusieron. La tuvo guardada Monteverde como cosa que no importaba, o como opuesta a sus ideas y las de sus consejeros. Al fin resuelve publicarla en Caracas [...] o solo para burlarse de ella, sino para insultarla, y contradecirla con hechos enteramente contrarios [...] y la Audiencia territorial de acuerdo con Monteverde estableció un modo de proceder, y una conducta diametralmente opuesta al espíritu y letra de la constitución (pp. 33-34).»

  


  -Autodefensa de su conducta por Simón Bolívar: ¿habrá quien tache la resolución y conducta del brigadier Simón Bolívar y de sus compatriotas, y compañeros de armas, emprendiendo sacar a sus hermanos, amigos y parientes de las cárceles, calabozos, bóvedas, y encierros en que yacían oprimidos, vejados y ultrajados? (p. 34).


  -Reafirma su inquebrantable determinación:


  
    «Esta es, Naciones del Mundo, la idea sucinta que puedo daros ahora de mi conducta en la empresa que concebí de libertar a Caracas del tirano Monteverde [...] Aun estoy con las armas en las manos, y no las soltaré hasta dejar absolutamente libres de españoles a las provincias de Venezuela [...] Yo llenaré con gloria la carrera que he emprendido por la salud de mi patria, la felicidad de mis conciudadanos, o moriré en la demanda manifestando al orbe entero, que no se desprecia, y vilipendia impunemente a los americanos (pp. 34-35).»

  


  -Ofrece una sintética justificación de la lucha de los independentistas, en sus términos:


  
    «... Prescindimos aquí de los fundamentos con que Venezuela proclamó su libertad, e independencia: únicamente nos hemos hecho cargo de las razones que tuvimos para emprender, romper el yugo de sus actuales opresores, justificando nuestra conducta con un bosquejo imperfecto y diminuto de los insultos, atrocidades y crímenes de Monteverde, y sus cómplices, particularmente sus paisanos los canarios [...] ellos pueden reducirse a pocos artículos: la escandalosa infracción de la capitulación de San Mateo; las muertes perpetradas en toda la provincia en prisioneros de guerra, en rendidos, desarmados, labradores, vecinos pacíficos, y en aprisionados en las cárceles: el trato inhumano, ignominioso y cruel y grosero dado a personas notables y condecorados: la ocupación de las haciendas y bienes: robos consentidos y autorizados: despojo de los empleos que ocupaban los americanos sin causa ni proceso: sufrimiento de tantas familias desoladas: desamparo, tristeza y llanto de las mujeres más principales de los pueblos, que vagaban por las calles expuestas a la deshonesta insolencia, y bárbaro tratamiento de los canarios, curros, marineros y soldados (p. 34).»

  


  -Declara la limitación del alcance y de la vigencia del denominado Decreto de Guerra a Muerte: «Caracas no solo ha convidado, sino que desea ver entrar por sus puertos a todos los hombre útiles que vengan a buscar un asilo entre nosotros, y a ayudarnos con su industria y sus conocimientos, sin inquirir cuál sea la parte del mundo que les haya dado la vida (p. 35).


  b.- Las anunciadas declaraciones remediales, que se corresponden con el denominado Manifiesto a las Naciones del Mundo, fueron: 1.- Discurso en la Asamblea celebrada en el Convento de San Jacinto el 2 de enero de 1814; 2.-«Manifiesto que hace el Secretario de Estado C. Antonio Muñoz Tébar por orden de S. E. el Libertador de Venezuela. Quartel-General de San-Mateo Febrero 24 de 1814»; 3.-Parte de la Batalla de La Puerta, 15 de junio de 1814; 4.- Ley Marcial, de 17 de junio de 1814; 5.-Instrucciones para el comisionado de Venezuela cerca de S. E. El Comandante en Jefe de las fuerzas de tierra de S.M.B, y el Almirante de la Estación de Barbados, de 19 de junio de 1814.


  1.- En la Asamblea celebrada en el Convento de San Jacinto, el 2 de enero de 1814, Simón Bolívar apuntó las cuestiones suscitadas, y las posibles dudas resultantes, de medio año de gobierno fuerte:


  -Exalta su condición de Libertador, y confunde la de dictador comisorio: «Yo no os he dado la libertad. Vosotros la debéis a mis compañeros de armas [...] Yo he tenido la gloria de dirigir su virtud militar».


  -Justifica su aceptación y desempeño de la dictadura:


  
    «... No ha sido el orgullo, ni la ambición del poder el que me ha inspirado esta empresa. La libertad encendió en mi seno este fuego sagrado [...] Para salvaros de la anarquía y destruir los enemigos que intentaron sostener el partido de la opresión, fue que admití y conservé el poder soberano. Os he dado leyes [para hacerlo habría tenido que reinstalar el Congreso; no podía un dictador comisorio legislar]; os he organizado una administración de justicia y de rentas. En fin os he dado un Gobierno (p. 36).»

  


  -Puntualiza correctamente la naturaleza de su poder, y ratifica la instauración de la república:


  
    «Ciudadanos: yo no soy el soberano. Vuestros representantes deben hacer vuestras leyes; la hacienda nacional no es de quien os gobierna [...] Juzgad con imparcialidad si he dirigido los elementos del poder a mi propia elevación, o si he hecho el sacrificio de mi vida, de mis sentimientos, de todos mis instantes por constituiros en nación [...] Anhelo por el momento de transmitir este poder a los representantes que debéis nombrar, y espero, ciudadanos que me eximiréis de un destino que alguno de vosotros podrá llenar dignamente, permitiéndome el honor a que únicamente aspiro, que es el de continuar combatiendo a vuestros enemigos (pp. 36-37). [...] Decidid si vuestro honor se ha repuesto, si vuestras cadenas han sido despedazadas: si he exterminado vuestros enemigos: si os he administrado justicia: y si he organizado el erario de la República (p. 37). [...] si vuestros enemigos han sido destruidos tantas cuantas veces se han presentado contra los ejércitos de la República [...] y aún en medio de los campos de batalla, y en el calor de los combates he pensado en vosotros, y en echar los cimientos del edificio que os constituya una nación libre, feliz y respetable. Pronunciad en fin si los planes adoptados podrán hacer se eleve la República a la gloria y a la felicidad (pp. 37-38).»

  


  -Formula un llamado al restablecimiento de la institucionalidad republicana:


  
    «... Elegid vuestros representantes, vuestros magistrados, un gobierno justo; y contad con que las armas que han salvado la República, protegerán siempre la libertad y la gloria nacional de Venezuela (p. 41). [...] Vosotros me tituláis el Libertador de la República, yo nunca seré el opresor. Mis sentimientos han estado en la más terrible lucha con mi autoridad (pp. 41-42). [...] ¡Compatriotas! He hecho todo por la gloria de mi patria. Permitidme haga algo por la mía. No abandonaré, sin embargo, el timón del Estado, sino cuando la paz reine en la República (p. 42).»

  


  -Ofrece una explicación sicosocial de la pérdida de la república y de
su propia conducta:


  
    «Luego que la demencia o la cobardía os entregaron a los tiranos, traté de alejarme de este país desgraciado. Yo ví al pérfido que os atraía a sus lazos, para dejaros prendidos en las cadenas. Fui testigo de los primeros sacrificios que dieron la alarma general. En mi indignación resolví perecer antes de despecho o de miseria en el último rincón del globo, que presenciar las violencias del déspota. Huí de la tiranía, no para salvar mi vida, ni esconderla en la oscuridad, sino para exponerla en el campo de batalla, en busca de la gloria y de la Libertad (p. 38).»

  


  -Ofrece una justificación de haber recurrido a la solidaridad criminal:


  
    «... Mis solicitudes al fin obtuvieron algunos soldados, y el permiso de poder hacer frente al poder de Monteverde. Marché entonces a la cabeza de ellos, y mis primeros pasos me hubieran desalentado, si yo no hubiese preferido vuestra salud a la mía. La deserción fue continua, y mis tropas habían quedado reducidas a muy corto número, cuando obtuve los primeros triunfos en el territorio de Venezuela (p. 39). [¿Desalentar la probable deserción, como motivo? Subrayado por G.C.D.]»

  


  -Exalta la soberanía del pueblo enfrentado al despotismo militar:


  
    «No usurparé una autoridad que no me toca: yo os declaro, pueblos ¡que ninguno pueda poseer vuestra soberanía sino violenta e ilegítimamente! [...] (p. 41). [...] No es el despotismo militar el que puede hacer la felicidad de un pueblo, ni el mando que obtengo puede convenir jamás sino temporalmente a la República (pp. 40-41).»

  


  2.- «Manifiesto que hace el Secretario de Estado C. Antonio Muñoz Tébar por órden de S. E. el Libertador de Venezuela. Quartel-General de San-Mateo Febrero 24 de 1814»[7]:


  -Sitúa la matanza de los prisioneros y heridos, realizada en La Guaira, al amparo de la más elevada justificación: «Al verterse la sangre de los Españoles prisioneros en la Guayra, aquella parte del mundo instruida de nuestros sucesos aplaudirá una medida, que imperiosamente exigian despues de algún tiempo la justicia y el interes de casi una mitad del Universo». (p. 310).


  De esta manera se inicia la exaltada argumentación que condujo a la composición de un cuadro de terror en el cual se combinaron la justificación de la matanza preventiva de prisioneros, ejecutada en La Guaira, con referencias claras al sentido y contenido del denominado Manifiesto de Cartagena y al fantasma de la pérdida de la Plaza de Puerto Cabello en 1812. Es, además, una fuente de indicios para apreciar los contenidos y los modos de la retórica propagandista de los emancipadores.


  -Señalamiento historicista de quienes debían ser considerados sus verdaderos responsables:


  
    «... El quadro de nuestra situacion, dibuxado al lado de la historia de los acontecimientos, dirá á los que no han sabido nuestros sufrimientos y la generosidad que los aumentó, la necesidad de la sentencia que contra su característica humanidad ha pronunciado al fin el supremo Gefe de la Republica. No hablemos de los tres siglos de ilexitima usurpacion, en que el Gobierno Español derramo el oprobio y la calamidad sobre los numerosos Pueblos de la pacifica América. En los muros sangrientos de Quito fue donde la España, la primera despedazó los derechos de la naturaleza y de las Naciones. Desde aquel momento de los años de 1810 en que corrió la sangre de Quirogas, Salinas, &c., nos armaron con la espada de las represalias para vengar aquella sobre todos los Españoles. El lazo de las gentes estaba cortado por ellos; y por este solo primer atentado, la culpa de los crímenes y las desgracias que han seguido, debe recaer sobre los primeros infractores (pp. 310-311).»

  


  -El contraste establecido con la benevolencia de la naciente república:


  
    «Los anales de la generosidad conservarán la del Gobierno de Caracas en la revolución del 19 de Abril de aquel año [1810]. En vano un pueblo resentido pide la muerte de los autores de los males públicos: la firme resistencia de aquel los salva. Si expulsa á Emparan, Gobernador nacido del seno de una revolución en otro continente: si á los miembros de la Audiencia, á Anca, Basadre, Garcia, Magistrados Españoles detestados por sus maldades, se llena de consideración para sus personas en estos procedimientos, gruesas cantidades de dinero se les subministran para su auxilio...»

  


  -Reitera la acusación de lenidad, formulada en el Manifiesto de Cartagena, contra los fundadores y gobernantes de la república:


  
    «... Los nuevos Directores de los destinos de un Pueblo libre, parecen mas bien ocuparse de la suerte de los tiranos, que de asegurar por una energía propia de las circunstancias, la naciente libertad. Indiferentes sobre las tramas de los conspiradores, se contentan con dar á algunos un pasaporte, comprando sus propiedades á los que les servían de embarazo para ir á otras regiones a disfrutar de la impunidad (p. 311).»

  


  -Esta debilidad política propició la reincidencia conspirativa de los prisioneros ejecutados en La Guaira:


  
    «... Aunque ligados con los mas solemnes juramentos para no volver contra nosotros sus armas, despreciando tanto la Religión, como la humanidad y el derecho de las gentes, son esos mismos que tomados en la actual guerra han sido castigados por la espada de las leyes que los condenan, y han expiado sus perjurios, traiciones y asesinatos. [... ] Innumerables que fueron elevados á las primeras Magistraturas: muchos que fueron los mas distinguidos Gefes de la República, Llamosas, Pasqual Martinez, Marti, Groyra, Budia, Isidoro Quintero, han sido nuestros perseguidores mas encarnizados. Quintero que no había recibido mas que honores del pueblo y del Gobierno: que obtuvo enviar al país enemigo de Coro cantidades de metalico para sus parientes, no siendo quizás mas que un pretexto para auxiliar á aquel Gobierno en la irrupción que luego subyugó á Venezuela.»

  


  -El infortunio de la naciente república se debió a la conjunción del terremoto, la credulidad religiosa y la violencia represiva de los españoles:


  
    «En efecto, espantados nuestros soldados con los fenómenos de la naturaleza en el memorable terremoto del 26 de marzo de 1812: enagenados por la superstición, por la predicación de algunos artificiosos fanáticos, dexaron penetrar en el Occidente la expedición mandada por Monteverde. Envueltos por todas partes en ruinas, veíamos al mismo tiempo el inhumano sacrificio de nuestros mas inocentes hermanos. Antoñanzas y Boves entrando a Calabozo y en San Juan de los Morros, asesinan por sus propias manos casi sin excepción a los habitantes del primero, apacentadores de ganados; y á los del segundo, cultivadores de la tierra: al anciano que agobiado de años y de males ignora en su lecho de muerte las revoluciones de los gobiernos: al labrador que no habiendo tomado nunca las armas, no conoce otra autoridad que la del Cura á quien venera. Sus troncos divididos de las cabezas, vertirán su sangre inmortal para nuestra posteridad. Sabrá que el sanguinario Boves y Antoñanzas hacían morder á algunos las bocas de los fusiles para dispararlos en sus gargantas: que otros aun vivos servían para blancos de sus punterías, para ensayar sus solados en tirar lanzazos y sablazos. Dos años han pasado y se ven aun en las empalizadas de San Juan de los Morros suspensos los esqueletos humanos (pp. 311-313).»

  


  -La impericia de un jefe, la violación de los tratados y la vesania del represor, reunidas:


  
    «Un Gefe incauto {Francisco de Miranda] cree rindiéndose aplacar la zaña de los invasores: por una capitulación se lisongea asegurar la vida, el reposo, las propiedades de los Venezolanos. Apenas á su sombra el tirano logra avasallar unos pueblos donde no recibe sino testimonios de docilidad, quando despedaza el inviolable y santo contrato que se habia elevado entre él y nosotros como una barrera insuperable á su furor: contrato que ha encadenado el ímpetu de los mas bárbaros pueblos, sometiendo la ambicion, la codicia y la venganza á promesas recíprocas y solemnes. Para no dexar duda sobre el crimen, para darle por decir asi mas brillo, confirma sus ofertas por sus proclamas, que mas pronto son violadas que publicadas.»

  


  -Venezuela fue sumida en el terror de la persecución y el crimen generalizado:


  
    «Súbitamente se muda Venezuela. Los edificios que resistieron á las convulsiones del terremoto, apenas bastan en Caracas y en otras ciudades para recibir las personas que de otras partes se traen aprisionadas. Las casas se transforman en cárceles: los hombres en presos. El corto número que hay de Canarios y Españoles: los soldados del déspota, las mugeres y los recién nacidos son los únicos que se eximen. Los demás ó se esconden en las mas impenetrables selvas, ó los sepultan en pestilentes masmorras, donde un arte criminal no permite entrada ni á luz, ni al ayre: ó los amontonan en aquellas mismas habitaciones, en que antes llenaban los deberes de la vida social, encontraban la alegría baxo los auspicios de la inocencia, y gozaban las comodidades adquiridas por sus sudores. Ahora afligidos con grillos, despojados de sus propiedades, acaban por la indigencia, la peste, la sufocación, el Sacerdote y el soldado, el ciudadano y el rústico, el rico y el miserable, el septuagenario y el infante aun no llegado á la edad de la razon. Los que habían estado investidos por el pueblo de la magestad soberana, fueron ungidos á cepos en el mas público de todos los lugares: los mas respetables personages atados de pies y manos, puestos sobre bestias de albarda, que despedazaron á algunos contra los riscos, peregrinaban en este estado de unas á otras prisiones: ancianos y moribundos amarrados duramente, aparcados con veinte ó treinta, pasaban un dia entero sin comida, bebida, ni descanso en trepar por inaccesibles sendas (pp. 313-314).»

  


  -Un panorama de desolación y muerte:


  
    «La agricultura, la industria, y el movimiento del comercio no se percibían mas, en un país muerto baxo la esclavitud. Las máquinas era inutilizadas, los almacenes pillados: quedaban solo vestigios de la antigua grandeza. En las ciudades casi desiertas, no se veian mas que algunos brutos pastando: no se oia sino el llanto de las esposas, los insultos brutales del soldado, los lamentos desmayados de la mujer, del niño, del anciano, que expiran de la hambre (p. 314). [...] Aragua [de Barcelona] en el Oriente es el nuevo teatro de las atrocidades. Suazola es el jefe de los verdugos: hombre detestable, si la especie de sus iniquidades puede hacerle contar entre nuestros semejantes. Todo cae baxo sus golpes: y no han vuelto á encontrarse los que habitaban á Aragua. Jamás se executó carnicería mas espantosa [...] El feto encerrado en el seno maternal era tan delinqüente al juicio del Español Suazola y sus compañeros, como las mujeres, los ancianos y los demas habitantes de Aragua. La localidad de este pueblo en lo interior de los Llanos, muy distante de las Capitales, no le hizo tomar parte alguna activa en las innovaciones politicas. Sin embargo su población fue aniquilada horriblemente: se recreaban los Españoles en considerar los tormentos: los variaban; pero en todo dilataban por el arte mas perverso los sufrimientos de la naturaleza [...] á todos, antes ó después de muertos, cortaban las orejas. Algunos catalanes de Cumaná las compraban á precio de dinero para adorno de sus casas: regalarse en su vista: acostumbrar sus esposas é hijos á la rabia de sus sentimientos (pp. 315-316). [...] En Mérida, en Barinas y Caracas apenas hay una ciudad o pueblo que no haya experimentado la desolación (p. 318).»

  


  -La de los españoles ha sido y es una crueldad sin precedente:


  
    «La historia nos habia hablado de las proscripciones que la ambicion de los tiranos, el temor ó el odio habían dictado: el vil regocijo de otros, contemplando multitud de cadáveres de los que habían hecho morir sus órdenes; pero eran sus enemigos: creían estos los medios seguros de afirmar sus usurpaciones. Romper el vientre que lleva el germen de un nuevo ser: dar martirios infinitos á infantes, á vírgenes, estaba solo reservado á nuestros tiranos. La España únicamente ha desplegado este resorte; y nosotros los funestos exemplos, que le han hecho conocer (p. 316). [...] Ningun auxilio de religión les han proporcionado aquellos, que convierten en cenizas los Templos del Altísimo y los Simulacros sagrados (p. 318).»

  


  -Proclama la intervención salvadora de las que identifica como «las huestes granadinas»:


  
    «Estos espectáculos nos hubieran presentado todos los días, si las huestes granadinas, vencedoras ya en los campos de Cúcuta y Carache, no hubieran volado á libertarnos (p. 316).»

  


  -Despliega una conducta contrastante con la de los españoles, aplicando discrecionalmente el denominado Decreto de Guerra a Muerte:


  
    «Ni la constante superioridad de las armas libertadoras, ni el orgullo que inspira la victoria, ni el recuerdo reciente de tantos ultrajes alteran en los Gefes vencedores la generosidad de principios, que tanto nos separa de nuestros enemigos. La clemencia del conquistador (sic) accede á la capitulación propuesta por el Gobernador Fierro, quando era un delite (sic) solicitarla; y si antes nos asombraron las crueldades que cometieron contra el pueblo Venezolano, ahora no se concebirá, como las volvieron contra la clase mas comprometida de ellos mismos, abandonándola á nuestros resentimientos, y haciendo nula la capitulación que la protegia. Todos los prisioneros españoles quedaron a discreción. Monteverde por sí mismo no dudó en expresarlo. Rehusó sancionar las capitulaciones concedidas a Budiá, y Mármol; y declaró á la faz del Mundo, que no tuvieron autoridad para hacerlas. Debian pagar con sus cabezas, la magnanimidad los salvó. Aun mas extremados nosotros en la generosidad que ellos en la traición, se propuso al Gefe de Puerto-Cabello, hacerla extensiva á aquella Plaza, intimándole en caso de no ceder á la razón y á la necesidad, que serian exterminados todos los individuos perteneciente a la Nacion Española (pp. 316-317). [...] Desde el primer asedio de Puerto-Cabello los Españoles exponen inevitablemente a nuestros fuegos á los prisioneros de los pontones, esas antiguas víctimas del engaño cerca de dos años arrastrando las cadenas ó feneciendo por la falta de alimento ó por fatigas penosísimas. Nuestra venganza es promover un cange á favor de sus prisioneros, proposicion seis ó siete veces hecha por nosotros, y otras tantas repulsada. No obstante que las últimas significaban la resolución de terminar la vida de los prisioneros, si no se aceptaban conforme á los usos de la guerra. Aquella abominación se repitió en estos días: era preciso usar ya de las represalias; y por haber colocado de igual suerte a los prisioneros españoles, quatro de los infelices que oprimian fueron al punto fusilados. Ellos mismos nos instruyeron de sus nombres (p. 319).»

  


  -Ha quedado demostrado que la lenidad resulta contraproducente:


  
    «Su denegación no fue bastante á hacernos cumplir las amenazas, y muchos de los que gozaban una plena libertad, correspondieron con pasar á los Valles del Tuy y Tácata, al baxo Llano y al Occidente, donde encendieron esas insurrecciones las mas llenas de crímenes, cuyos tristes resultados se harán sentir por muchos años, ascendiendo á mas de diez mil el número de los que han privado de la existencia desde el mes de Septiembre de 1813, en que arribó á nuestras costas la expedicion de España (p. 317).»

  


  -Circunstanciadas y enjundiosas explicaciones y justificación de la matanza de los prisioneros de La Guaira:


  
    «A tantos motivos de indignación se añadió el descubrimiento de una conspiración de los prisioneros de la Guayra, después de nuestra derrota del 10 de Noviembre de 1813 en Barquisimeto, conspiración justificada plenamente, aun con pruebas reales halladas en las armas que nos ocultaban, en la limadura de los cerrojos de las prisiones, y de los grillos de los que los tenían. Un perdón concedido prescindiendo de la vindicta pública, se empleó como el noble medio de disuadirlos para siempre de sus intentos, confundida su delirante audacia con la severidad descargada sobre diez de los principales corifeos (pp. 318-319). [...] Se reiteraron las proposiciones de cange [de prisioneros]: fueron igualmente desechadas. Casi todos los parlamentarios, que sobre la fé ofrecida por ellos mismos fueron los conductores, el venerable Presbitero Garcia de Ortigosa entre ellos, han sido detenidos violentamente encarcelados, algunos azotados y destinados a los trabajos públicos. ¿Que raza de monstruos serán los Españoles, cuya sed de sangre no exceptua á sus mismos cómplices? No hay especie de atentado, no hay violacion, no hay alevosía que no hayan cometido por todas partes, para empeñarnos sin duda á tomar las represalias sobre sus compatriotas aprisionados. Mas ha podido nuestra paciencia que sus provocaciones, hasta que la seguridad pública vacilante ha exigido sacrificarlos para afianzarla.


    »De acuerdo los prisioneros de la Guayra con Boves, Yañes, y Rosete, las combinaciones de la sedicion habrían preponderado, si la providencia no hubiera puesto en nuestras manos la luz que nos ha guiado en las tinieblas del crimen. Yañes por Barinas, Boves por la Villa de Cura, Rosete por Ocumare nos acometen. El complot de los prisioneros se revela entonces contra el Gobierno y uniéndose al convencimiento de él, los clamores mas vehementes que nunca del pueblo, se dispuso su decapitación. Al mismo tiempo Rosete, llevando á efecto por su parte la liga celebrada, da horrible fin a los hijos de Ocumare. Unos son mutilados sin diferencia de sexo, ni edad: tres en el Templo y sobre los Altares: trescientos troncos de nuestros hermanos están esparcidos en las calles y cercanias del pequeño pueblo: en las ventanas y en las puertas clavan aquellas partes de sus cuerpos que el pudor prohibe nombrar. Esta noticia hace volar nuestras armas en defensa de la humanidad, quando Rosete distante de Caracas solo el tránsito de siete horas, se aproximaba con la confianza, de que hubieran verificado su rompimiento los que ya habían sido executados; pero el infame huyendo tan cobardemente como era cruel, nos abandona hasta sus papeles. Vemos ratificada en ellos la conspiración de los prisioneros españoles. Por sus planes, sorprendiendo las guardias que los vigilaban, y apoderándose del Puerto, debían por allí cooperar á la disolución de nuestras fuerzas. La suerte del pueblo de Ocumare, iba á ser la de todos los pueblos de Venezuela. Algunos pocos á quienes hubieran conservado, quizá para su servicio, debían ser marcados en el rostro con una P para su perpetua afrenta. Despues que la luz de la verdad nos hizo entrar en el secreto de sus maquinaciones, abrigarlos por mas tiempo en nuestro seno, era abrigar las vivoras, que nos soplaban su aliento emponzoñado: era asociarse á sus crímenes: era dexar subsistir su tramas: era aventurar manifiestamente el destino de la República, cuya pérdida anterior la causó la sublevación de los prisioneros Españoles en el Castillo de Puerto-Cabello, que dominándolo el primero de julio de 1812, hicieron sucumbir en el instante el resto de Venezuela [Merece atención crítica esta magnificación de las consecuencias de la pérdida del Castillo de Puerto Cabello]. La justicia y la humanidad debían triunfar de sus negros proyectos. Yañes fue desquartizado en Ospino en el ardor del combate: Boves fue vencido en la Victoria: las quadrillas de Rosete disipadas en Ocumare, y los prisioneros castigados con la última péna. Las fuerzas que se distraían en la custodia de estos, han podido con seguridad salir al Campo á batir al enemigo.


    »Mucho tiempo habló en vano por ellos la generosidad: mucho tiempo el Gobierno se hizo sordo á las voces del pueblo: se preparaba aun á deportarlos para hacerlos gozar en otras regiones la libertad. Una serie continuada de atentados se había disimulado de nuestra parte: proposiciones de cange se hicieron para salvarlos. Hemos tenido que arrepentirnos de tanta indulgencia: los que nos debian la vida han urdido contra la nuestra. Nuevos crímenes, nuevas perfidias han producido en los dias de la libertad alrededor y en medio de nosotros, males mas grandes que los anteriores.


    »Los prisioneros españoles han sido pasados por las armas, quando su impunidad esforzaba el encono de sus compañeros; quando sus conspiraciones en el centro mismo de los calabozos, apenas desbaratadas, quando resucitadas nos han impuesto la dura medida á que nos había autorizado, mucho tiempo ha, el derecho de las represalias. Para contener el torrente de las devastaciones, para estancar esa inundacion de sangre humana, de que la autoridad suprema es responsable ente [sic] la divina, ha dado un exemplo que escarmiente á los demas, apoyados hasta ahora en la benignidad, que habia sido el escudo de aquellos, defenderia á ellos mismos (pp. 319-322).»

  


  -Vehemente denuncia de los auténticos motivos de la conducta de los españoles:


  
    «¿Qual ha sido el blanco de tantas traiciones, crueldades, perfidias, transgresiones repetidas de las leyes, de los pactos, del derecho de las Naciones, y de esa devastacion de Venezuela, que nunca la pluma podrá describir? No aspiran á establecer un imperio: es su objeto arruinarlo todo. La tirania misma para que pueda existir, está obligada á conservar. Las plantaciones, los ganados, las obras del arte, las preciosidades del luxo, la opulencia de las ciudades son el incentivo de los conquistadores. Los Españoles no son ni estos conquistadores: son las bandas de tártaros que quieren borrar los rasgos de la civilizacion, echar por tierra con su hacha salvage los monumentos de las artes, sufocar la industria, las mismas materias de primera necesidad. Su deseo no es mas que una perseverancia de crueldad, un instinto de maleficencia que les hace exercer su barbaridad contra sí mismos.»

  


  -Exhortación correctiva dirigida a los venezolanos:


  
    «... Ved pues, Venezolanos, las ventajas que os brindan esos gefes, que veíais aun antes de la revolucion como á facinerosos. Vosotros incautos que seguís sus banderas! Reflexionad sobre el premio que vais á recibir: ser envueltos en un exterminio absoluto. Quando el germen de las generaciones estuviera anonadado: quando las ciudades fueran escombros, estubiera aniquilada la misma naturaleza; entónces dexando á Venezuela para guarida de los animales, satisfechas las miras de los Españoles, irían á esas otras regiones de la rica América á consumar la destrucción del Nuevo Mundo. El origen de esta evidente empresa se desenvuelve en Venezuela, México y Buenos-Ayres para cubrir al fin los puntos intermedios. Pueblos de la América! Leed en los acontecimientos de esta guerra las intenciones españolas: meditad sobre el destino que se os prepara. Para no desaparecer, decidid que partido os queda. Naciones de la tierra! que no quereis ciertamente que sea extinguida una mitad del Mundo: conoced á vuestros enemigos: vais a inferir la inevitable alternativa de que ellos ó nosotros han de ser inmolados. Sereis justos: un corto numero de advenedizos no debe prevalecer sobre millones y millones de hombres civilizados. Vosotros aplaudis ya nuestra última indispensable sentencia, y el sufragio del Universo es lo que mas la justifica». «Quartel-General de San Mateo Febrero 24 de 1814; 4º y 2.º. Antonio Muñoz Tébar» (pp. 322-324).»

  


  3.- Parte de la Batalla de La Puerta, fechado el 15 de junio de 1814:


  
    «El enemigo debe animarse y aumentarse con este triunfo, y así es preciso agotar todos los recursos para salvar la República de la presente situación [...] si todos los ciudadanos no contribuyen con sus bestias, armas, dinero y aun con los sirvientes y esclavos, si fuere necesario, deben prepararse a sufrir la esclavitud y la muerte del más abominable de todos los monstruos, cuya audacia y actividad debemos temer, si con la mayor celeridad no levantamos un ejército que pueda destruirlo (p. 43).»

  


  4.- Ley Marcial, de 17 de junio de 1814:


  Por cuanto las circunstancias actuales exigen grandes sacrificios para consolidar la libertad de Venezuela, vengo en declarar y programar la ley marcial, a que estarán sujetos todos los individuos de la República, exceptuando solamente el Clero».


  -«Todos los ciudadanos se presentarán antes de tres horas cumplidas después de esta publicación, con sus armas y todas las bestias y monturas que posean, en la Plaza Mayor, donde se les dará destino».


  -«Los que contraviniesen en algo el tenor de los anteriores artículos serán juzgados y sentenciados como traidores a la Patria, tres horas después de comprobado el delito, debiendo ejecutar y hacer el anterior mandato en los pueblos donde no haya Comandante Militar, los políticos (p. 44).


  5. -«Instrucciones para el comisionado de Venezuela cerca de S. E. El Comandante en Jefe de las fuerzas de tierra de S. M. B, y el Almirante de la Estación de Barbados», fechadas el 19 de junio de 1814:


  
    «1.º- Para contener los excesos de las facciones intestinas fomentadas del modo más escandaloso por nuestros enemigos, el comisionado solicitará el auxilio de algunos fusiles hasta el número de dos mil con su correspondiente repuesto de municiones de guerra y dos juegos completos de instrumentos quirúrgicos [...] «3.º- El Gobierno de Venezuela no empleará de modo alguno estos socorros contra los españoles sino contra los bandidos, y esclavos fugitivos que llevan el pillaje, la muerte y la desolación por muchas de nuestras más bellas poblaciones y haciendas. - «4º.- Para garantizar a los jefes de S.M.B. el buen uso que este Gobierno desea hacer de estos socorros militares, admitirá en su territorio hasta mil hombres de tropas inglesas y un destacamento de ciento o menos, hombres de artillería con sus competentes piezas de campaña que observen su conducta en esta parte.- «5º.-»Siendo igualmente provechoso a los americanos y a los españoles por quienes últimamente la suerte de la guerra decida la actual disputa y mucho más al comercio británico, la conservación y fomento de estos estados, el Comisionado solicitará que las tropas de S.M.B. cooperen también con las nuestras a destruir los bandidos y reducir a los esclavos a su deber (p. 45). - «6.º.-En caso de que la suerte de la guerra dicte proponer armisticio por una u otra parte, las tropas de S.M.B. contribuirán a hacerlo respetar y observar inviolablemente desde que las partes contendoras hayan convenido en ello» (pp. 45-46) [...] -«10º.- Las tropas de S.M.B. evacuarán el territorio de Venezuela luego que este Gobierno conceptúe no ser necesarias para los objetos antedichos (p. 46).»

  


  c.- Simón Bolívar corrigió y acentuó su enfoque de la que resultó, para él, inesperada situación sociopolítica, en el denominado Manifiesto de Carúpano, fechado el 7 de septiembre de 1814. Lo hizo al rendir cuentas del fracaso de la precaria –legal, política y militarmente– república fuerte –denominada por la historiografía oficial la Segunda República– por él proclamada en el denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias el 15 de diciembre de 1812; y reforzada por el denominado Decreto de Guerra a Muerte, fechado en el Cuartel General de Trujillo, el 15 de junio de 1813.


  El sobrecogedor documento producido en Carúpano, en el cual su autor canta la palinodia, compromete a que sea visto con especial cuidado. No resulta aventurado pensar que tuvo por objeto cerrar el capítulo de la fulminante censura abierto en Cartagena; pero exonerando de sospechas, de malicia o de mal desempeño, a su autor; y endosando la responsabilidad de los sucesos a los pueblos, extraviados por el arraigo de ciegas e inmateriales potencias.


  -Elocuente, a la par que oportunamente, declara haber sido poco menos que juguete del destino:


  
    «Ciudadanos. Yo he sido elegido por la suerte de las armas para quebrantar vuestras cadenas, como también he sido, digámoslo así, el instrumento de que se ha valido la Providencia para colmar la medida de vuestras aflicciones. Sí, yo os he traído la paz y la libertad, pero en pos de estos inestimables bienes han venido conmigo la guerra y la esclavitud. La victoria conducida por la justicia fue siempre nuestra guía (p. 47).»

  


  ¿Con lo cual quedaría, de paso, convalidado el denominado Decreto de Guerra a Muerte, como un acto de justicia?


  -Atribuye a demencia de los pueblos la responsabilidad por el fracaso de su república:


  
    «Si el destino inconstante hizo alternar la victoria entre los enemigos y nosotros, fue solo en favor de pueblos americanos que una inconcebible demencia hizo tomar las armas para destruir a sus libertadores y restituir el cetro a sus tiranos. Así parece que el cielo para nuestra humillación y nuestra gloria ha permitido que nuestros vencedores sean nuestros hermanos y que nuestros hermanos únicamente triunfen de nosotros. El ejército libertador exterminó las bandas enemigas, pero no ha podido ni debido exterminar unos pueblos por cuya dicha ha lidiado en centenares de combates (pp. 47-48).»

  


  -¿Transfirió la responsabilidad por el nuevo fracaso de la república, en el llamado Manifiesto de Cartagena, de 1812, atribuido a un grupo de noveles patricios, a los pueblos atacados de demencia; para culminar exculpando a estos últimos y justificando su propio fracaso?


  
    «Vuestros hermanos y no los españoles han desgarrado vuestro seno, derramado vuestra sangre, incendiado vuestros hogares y os han condenado a la expatriación. Vuestros clamores deben dirigirse contra esos ciegos esclavos que pretenden ligaros a las cadenas que ellos mismos arrastran [...] Que vuestros tormentos no os enagenen, ciudadanos, hasta el punto de considerar a vuestros protectores y amigos como a cómplices de crímenes imaginarios, de intención, o de omisión. Los directores de vuestros destinos no menos que sus cooperadores, no han tenido otro designio, que el de adquirir una perpetua felicidad para vosotros, fuese para ellos una gloria inmortal [...] Mas, si los sucesos no han correspondido a sus miras, y si desastres sin ejemplo han frustrado empresa tan laudable, no ha sido por efecto de ineptitud o cobardía, ha sido, sí, la inevitable consecuencia de un proyecto agigantado superior a todas las fuerzas humanas.»

  


  ¿Rebatió así el rechazo de que fue objeto el denominado Decreto de Guerra a Muerte? ¿Fueron exculpados, por consiguiente, los pueblos, al igual que la Junta que, según los términos del denominado Manifiesto de Cartagena, fundó «su política en los principios de humanidad mal entendida que no autorizan a ningún gobierno, para hacer por la fuerza, libres a los pueblos estúpidos que desconocen el valor de sus derechos»?


  -Formula preceptos ¿histórica y éticamente incuestionables?:


  
    «... No es justo destruir los hombres que no quieren ser libres, ni es libertad la que se goza bajo el imperio de las armas contra la opinión de seres fanáticos cuya depravación de espíritu les hace amar las cadenas como los vínculos sociales» (p. 48). [¿Valdría decir que no sería justo destruir las creaturas del Mal para procurar el advenimiento del Bien?] [...] La destrucción de un gobierno, cuyo origen se pierde en la obscuridad de los tiempos: la subversión de principios establecidos: la mutación de costumbres: el trastorno de la opinión, y el establecimiento en fin de la libertad en un país de esclavos, es una obra imposible de ejecutar súbitamente, que está fuera del alcance de todo poder humano, por manera que nuestra excusa de no haber obtenido lo que hemos deseado, es inherente a la causa que seguimos. Porque así como la justicia justifica la audacia de haberla emprendido, la imposibilidad de su adquisición califica la insuficiencia de los medios [...] (pp. 48-49). [Aunque luzca paradójico, volando a esta altura el heroico manifestante derrotado cayó de su remontada acusatoria de Cartagena y pisó tierra firme].»

  


  -En síntesis, advierte que se libraba una cruenta lucha entre el desatado fanatismo religioso y la simple teoría de la filosofía política:


  
    «... Un corto número de sucesos por parte de nuestros contrarios, ha desplomado el edificio de nuestra gloria, estando la masa de los pueblos descarriada, por el fanatismo religioso, y seducida por el incentivo de la anarquía devoradora. A la antorcha de la libertad [...] han opuesto nuestros enemigos el hacha incendiaria de [...] los hombres envilecidos por el yugo de la servidumbre y embrutecidos por la doctrina de la superstición [...] ¿Cómo podría preponderar la simple teoría de la filosofía política sin otros apoyos que la verdad y la naturaleza, contra el vicio armado con el desenfreno de la licencia, sin más límites que su alcance y convertido de repente por un prestigio religioso en virtud política y caridad cristiana? (p. 49). [¿Fueron, en su aplicación, el denominado Decreto de Guerra a Muerte y la Ley Marcial, «simple teoría de la filosofía política?]. [...] No, no son los hombres vulgares los que pueden calcular el eminente valor del reino de la libertad, para que lo prefieran a la ciega ambición y a la vil codicia. De la decisión de esta importante cuestión ha dependido nuestra suerte: ella estaba en manos de nuestros compatriotas que pervertidos han fallado contra nosotros: de resto todo lo demás ha sido consiguiente a una determinación más deshonrosa que fatal, y que debe ser más lamentable por su esencia que por sus resultados (pp. 49-50).»

  


  En suma, justicia y razón habían visto embotarse su filo al ser empleados contra la obnubilación y la perversión de los mismos cuyo bien se procuraba haciéndolas valer.


  -Tiende una apologética ¿y viciada de circunstancial? cortina de respetables preceptos éticos y morales, ¿para encubrir responsabilidades políticas y militares?:


  
    «Es una estupidez maligna atribuir a los hombres públicos las vicisitudes que el orden de las cosas produce en los estados, no estando en la esfera de las facultades de un general o magistrado contener en un momento de turbulencia, de choque, y de divergencia de opiniones el torrente de las pasiones humanas, que agitadas por el movimiento de las revoluciones se aumentan en razón de la fuerza que la resiste [...] El hombre es el débil juguete de la fortuna, sobre la cual suele calcular con fundamento muchas veces, sin poder contar con ella jamás, porque nuestra esfera no está en contacto con la suya de un orden superior a la nuestra [...] Pretender que la política y la guerra marchen al grado de nuestros proyectos, obrando a tientas con solo las fuerzas de nuestras intenciones, y auxiliados por los limitados medios que están a nuestro arbitrio, es querer lograr los efectos de un poder divino por resortes humanos (p. 50).»

  


  ¿Podría el hombre-héroe intentar ser como Dios? Pero, ¿no había invadido los predios exclusivos de la Divinidad el disponer la muerte en los términos del decreto?


  -Culmina sometiendo su conducta a juicio; a la vez que formulando un vaticinio esperanzador y haciendo una recomendación redentora:


  
    «Yo, muy distante de tener la loca presunción de conceptuarme inculpable de la catástrofe de mi patria, sufro al contrario, el profundo pesar de creerme el instrumento infausto de sus espantosas miserias; pero soy inocente por que mi conciencia no ha participado nunca del error voluntario o de la malicia, aunque por otra parte haya obrado mal y sin acierto [¿El desacierto bien intencionado eximiría de culpa a quien concibió la empresa que condujo al fracaso, comandándola como jefe absoluto?] [...] He aquí la causa porque desdeñando responder a cada una de las acusaciones que de buena o mala fe se me puedan hacer, reservo este acto de justicia, que mi propia vindicta exige, para ejecutarla ante un tribunal de sabios, que juzgarán con rectitud y ciencia de mi conducta en mi misión a Venezuela. Del Supremo Congreso de la Nueva Granada hablo, de este augusto cuerpo que me ha enviado con sus tropas a auxiliaros como lo han hecho heroicamente hasta expirar todas en el campo del honor. Es justo y necesario que mi vida pública se examine con esmero, y se juzgue con imparcialidad (pp. 50-51). [...] Esperad compatriotas al noble, al virtuoso pueblo granadino que volará ansioso a recoger nuevos trofeos, a prestaros nuevos auxilios, y a traeros de nuevo la libertad, si antes vuestro valor no la adquiere [¿Intuía el aporte, que resultó ser decisivo, de la por él fundada República de Colombia?] [...] Sí, si vuestras virtudes solas son capaces de combatir con suceso contra esa multitud de frenéticos que desconocen su propio interés y honor; pues jamás la libertad ha sido subyugada por la tiranía. No comparéis vuestras fuerzas físicas con las enemigas, porque no es comparable el espíritu con la materia. Vosotros sois hombres, ellos son bestias, vosotros sois libres, ellos esclavos. Combatid, pues, y venceréis. Dios concede la victoria a la constancia (pp. 50-51).»

  


  Remató, de esta manera, su mea culpa, con un impactante despliegue de sentido político, consistente en mantener abierta la convicción-esperanza que estimó solo transitoriamente derrotada.


  D.- Vigencia y aplicación del denominado Decreto de Guerra a Muerte:


  Como cabía esperarlo, la vigencia y la aplicación del denominado Decreto de Guerra a Muerte, fechado en el Cuartel General de Trujillo, el 15 de junio de 1813, revela la necesidad de discernir –enmarcadas en una sostenida justificación conceptual– varias instancias; unas de estricta aplicación punitiva y otras de adaptación a situaciones específicas. La circunstancias de que rasgos de ambas clases de instancias suelan hallarse vinculadas entre sí, en un mismo documento, obligan a considerarlos de manera unitaria.


  a.- «Resolución sobre la turbación del orden y la pena de muerte», dada en el Cuartel General de Puerto Cabello, el 6 de septiembre de 1813:


  -Reafirmación de la vigencia del Decreto de Guerra a Muerte:


  
    «Desde el mismo momento que en el cuartel general de Trujillo autoricé con mi firma la proclama del 15 de junio último, quedó sancionado todo su contenido como Ley fundamental de la República de Venezuela, hasta la reconquista del poder tirano que usurpaba la libertad.»

  


  Un jefe expedicionario, aun consagrado dictador comisorio, no tenía facultad para legislar. Esta era de la exclusiva competencia de un cuerpo legislativo, y particularmente del que otorgara la comisión; al cual le correspondería ratificar o no las disposiciones tomadas por el dictador comisorio en el desempeño de su mandato. En el caso que nos ocupa, se emplean como sinónimos los términos decreto, ley, ley fundamental y proclama, revelándose imprecisión jurídico-conceptual.


  -Explicita el alcance del denominado Decreto de Guerra a Muerte:


  
    «Por ella [la Ley fundamental] manifesté entre otras cosas, por una parte, que yo y el ejército de mis hermanos que tenía la gloria de mandar, éramos enviados a destruir los españoles, proteger los americanos y establecer los gobiernos que formaban la confederación de Venezuela [...] Y por otra dirigiéndome a los americanos que el error o la seducción había extraviado de la senda de la justicia, les hice entender: que yo y sus demás hermanos les perdonábamos sinceramente y lamentábamos sus descarríos, en la íntima persuasión de que no podían ser culpables, y que solo la ceguedad e ignorancia en que los habían tenido hasta entonces los autores de sus culpas, pudieron inducirlos a ellas; que no temiesen la espada que venía a vengarlos y a cortar los lazos ignominiosos con que los ligaban a su suerte los verdugos: que tendrían una inmunidad absoluta en su honor, vida y propiedades: que solo el título de americanos era su garantía y salvaguardia.»

  


  -Reitera el ofrecimiento de una amnistía amplia y respetada:


  
    «... que esta amnistía se extendía hasta los mismos traidores, que más recientemente hubiesen cometido actos de felonía; y que sería tan religiosamente cumplida, que ninguna razón, causa o pretexto bastaría para quebrantar esa oferta, por grandes y extraordinarios que fuesen los motivos que se diesen para excitar la animadversión (p. 161).»

  


  -Estricto cumplimiento del Decreto:


  
    «Todo ha sido cumplido tan exactamente como lo exigía mi palabra y el honor del ejército comprometido y el carácter de ley fundamental promulgada impresa y circulada; de manera que no habrá un americano siquiera, que con verdad se queje de su infracción, a pesar de los repetidos clamores que contra muchos se han hecho, por sus torpes y enormes crímenes contra sus hermanos, su patria y posteridad [...] Reposaba tranquilo y lleno de la mayor confianza en la gloriosa lucha contra los últimos restos de nuestros comunes enemigos, cuando en el campo de batalla que forma el sitio a que se ven reducidos en una pequeña parte de la población de Puerto Cabello, he sido informado que algunos de aquellos americanos que con tanta generosidad ha tratado el Ejército Libertador, olvidando sus crímenes, se esfuerzan en subvertir el orden, formando conventículos y protegiendo conmociones populares al favor que les dispensa la buena fe y sinceridad con que, creyéndoles capaces de gratitud y reconocimiento, se dejaron las cosas en el mismo estado que estaban.»

  


  -Los infractores serán severamente castigados:


  
    «Teman, pues, el castigo y escarmiento que sufrirán con la última severidad. Hasta aquí he cumplido yo y mi victorioso ejército, la ley que voluntariamente nos impusimos en obsequio de ellos; por consiguiente toda ciudad, villa o lugar en que se hayan tremolado nuestras banderas y esté bajo la dominación del Ejército Libertador, serán tratados sus habitantes como dignos ciudadanos de estos estados, si cumpliesen, como son obligados, con el sagrado deber que les impuso la naturaleza y prescribe el interés de una sociedad civil, pero han de estar perfectamente convencidos, que todo el que faltase a estos incuestionables principios y directa o indirectamente contribuyesen a turbar el orden, paz y tranquilidad será castigado con la pena ordinaria de muerte, sin que le favorezca el sagrado de la ley cumplida ya en todas sus partes [... ] pero con la diferencia que para aquellos que antes han sido traidores a su patria y a sus conciudadanos y reincidiesen en ello, bastarán sospechas vehementes para ser ejecutados (pp. 162-163).»

  


  b.- «Extiéndase el alcance del indulto prometido el 7 de diciembre (de 1813)»; disposición dictada en el Cuartel General de Puerto Cabello, el 28 de enero de 1814:


  -Vigencia y alcance del indulto según la naturaleza de la falta cometida:


  
    «En 7 de diciembre pasado expedí un indulto en favor de los incautos, que
engañados por los europeos, o guiados por sus propias desordenadas pasiones,
tomaron las armas juntos o separadamente contra el sistema de independencia,
y para su presentación prefijé un mes de término (pp. 165-166).»

  


  -Extensión del plazo y ampliación del alcance del indulto:


  
    «... mas ahora no solo extiendo el referido indulto y perdón general a los bandidos, y otros individuos americanos, españoles y canarios que por cualquier pretexto hayan hecho armas contra la República, igualmente que a los desertores, sea cual fuere la fecha de deserción, con tal que todos se presenten con sus armas, o sin ellas, a sus jefes y magistrados, sino también hago ilimitado el dicho perdón, para que en todo tiempo puedan presentarse los que hayan sido y sean, o se crean delincuentes (p. 166).»

  


  -Dispone, de manera condicionada, sobre la aplicación de la pena de muerte:


  
    «Por tanto, mando a todos los Jefes militares, civiles, y políticos, que en ninguna manera pasen por las armas ni castiguen con dicha pena de muerte, ni menos arbitrariamente, a ningún individuo de los que voluntariamente se presenten, sea cual fuere su origen, estado y condición, apercibidos del cumplimiento de esta disposición, como igualmente lo serán de la librada anteriormente para pasar por las armas irremediablemente a todos los individuos que sean aprehendidos con las armas en la mano o en conspiración (p. 166).»

  


  c.- «Sobre la destrucción de un cortijo por renuencia de sus habitantes al servicio militar», dado en el Cuartel General de Carúpano, el 24 de junio de 1816:


  -Fundamentación y alcance de la severa disposición:


  
    «Notándose la renuencia de los habitantes de Carúpano-arriba para servir a la República: y que, lejos de contribuir al restablecimiento de la libertad en su país, se alistan voluntariamente en las banderas de los tiranos españoles, y cooperan de un modo el más activo a nuestra destrucción, sin que hasta ahora ninguno haya tomado las armas bajo las nuestras, a pesar de las muchas convocatorias con que han sido llamados por espacio de 21 días, he venido en decretar como por la presente decreto: Artº 1º -Por última vez se invita a los habitantes de Carúpano arriba para que se restituyan a sus casas, presentándose en este Cuartel General dentro del término preciso de 24 horas, que se darán por cumplidas mañana a las dos de la tarde. «Artº 2.º - El cortijo (o guarida) de Carúpano-arriba será quemado y destruido absolutamente, con cuanto pertenezca a sus habitantes (que perjudique al servicio público), dos horas después de cumplido el término que se señala, salvando la vida de los que allí se hallen, sin que jamás pueda ser reedificado si no cumplieren con el tenor de este decreto (pp. 168-169).»

  


  d.- «Se concede amnistía a todos los americanos que han servido en las filas españolas». «A los habitantes del país libre de la República, y a los que aun siguen el partido español». Decreto dictado en el Cuartel General de El Sombrero, el 17 de febrero de 1818:


  -Quedan exculpados «los hijos de la América», al amparo de supuestos benévolos:


  
    «Satisfecho de que solo por error involuntario, o por las engañosas seducciones de nuestros enemigos, pueden los hijos de la América seguir el odioso partido de sus crueles opresores los españoles, y que desengañados al fin desean todos abrazar la causa de la patria, y vengar los ultrajes, ignominias y desprecio que han recibido, por única recompensa de sus ingratos tiranos, he venido en decretar y decreto lo siguiente:»

  


  -Ofrecimiento de amnistía y olvido general, condicionados:


  
    «Artículo 1.º - Se concede una amnistía y olvido general de todo lo pasado a todos los americanos, cualquiera que sea el lugar de su nacimiento, siempre que rindan las armas, o se presenten voluntariamente al Ejército Libertador, o al Comandante o Justicia del pueblo de su domicilio, para ser alistados al término de tres días después que el presente bando haya sido publicado en él.


    »-Podrán acogerse al armisticio tanto militares como civiles:


    »Artículo 2.º - Los que se pasen del campo enemigo al nuestro, siendo oficiales serán conservados en sus empleos, o premiados con otro mayor si trajeren tropa o hubieren hecho algún servicio importante a la República antes de desertar del enemigo. – Artículo 3.º - Las gracias concedidas en el artículo antecedente a los militares, se entenderán también respecto de los empleados civiles que huyan del país enemigo, vengan al que ocupan nuestras armas, o pongan en insurrección el pueblo donde residan.


    »-Los desertores serán bien acogidos:


    »Artículo 4.º - Por grandes y extraordinarios que sean los servicios que un criollo haya prestado a nuestros enemigos, quedan olvidados desde el momento en que desertando de sus banderas vengan a acogerse a las de la República. -Artículo 5º - Las mismas gracias se conceden a los oficiales y soldados españoles europeos que se nos pasen con sus armas o sin ellas (pp. 180-181).»

  


  ¿Con lo que cesaba oficialmente la vigencia del denominado Decreto de Guerra a Muerte?


  IV.- ¿Se libró, realmente, una guerra a muerte?


  A.- Hechos ciertos que cabría dar por sentados:


  a.- En el curso de la guerra civil librada en el marco de la disputa de la independencia se cometieron, de parte y parte, atrocidades de todo género, magnitud y grado de ensañamiento.


  b.- El 13 de junio de 1813 fue dictado por Simón Bolívar, en Trujillo, el denominado Decreto de Guerra a Muerte.


  c.- En el mismo Trujillo fue suscrito, en el 26 de noviembre de 1820, el denominado Tratado de Regularización de la Guerra en virtud del cual:


  
    «Deseando los Gobiernos de Colombia y de España manifestar al mundo el horror con que ven la guerra de exterminio que ha devastado hasta ahora estos territorios convirtiéndolos en un teatro de sangre; y deseando aprovechar el primer momento de calma que se presenta para regularizar la guerra que existe entre ambos Gobiernos, conforme a las leyes de la naciones cultas y a los principios más liberales y filantrópicos, han convenido...»

  


  ¿Lo que significaría que si bien reconocieron que habían venido librando una guerra de exterminio, lo hacían en los términos del Decreto de Guerra a Muerte? Simón Bolívar empleó ese término –y no el de guerra a muerte– en la denominada Carta de Jamaica, fechada en Kingston el 6 de septiembre de 1815.


  B.- Pero hay, también, documentos cercanos a los acontecimientos, igualmente suscritos por Simón Bolívar, que importa tomar en consideración para valorar críticamente los hechos en el sentido antes indicado. Cabe mencionar:


  a.- Cartas dirigidas por Simón Bolívar: a Juan Jurado, suscritas en Campo de Techo, el 8 y el 9 de diciembre de 1814; b.- a Pedro Gual, fechada en Mompox, el 9 de febrero de 1815; c.- a Maxwell Hyslop, fechadas en Kingston, el 19 de mayo y 19 de junio de 1815; d.- a sir Ricardo Wellesley, fechada en Kingston, el 27 de mayo de 1815; y e.- «Contestación de un americano meridional a un caballero de esta isla», llamada Carta de Jamaica, fechada en Kingston, Jamaica, el 6 de septiembre de 1815.


  b.- Cartas dirigidas por Simón Bolívar a Juan Jurado.


  La carta fechada en Campo de Techo, el 8 de diciembre de 1814, constituye una suerte de justificación de la conducta del remitente, que adquiere carácter de intimidatoria en la suscrita en el día siguiente.


  -Como propósito, explicar su actuación: me tomo la libertad de dirigirle esta carta, para que no se deje alucinar con mentiras y patrañas sobre mi conducta y la de mis tropas. Tenga Vd. un poco de paciencia y oirá en cuatro palabras mi historia (pp. 76-77).


  -Relación de casos de práctica de la Guerra a Muerte, en contraste con los ejecutados por los españoles:


  
    «Fui nombrado comandante de Puerto Cabello, y teniendo muchos reos que conspiraban contra el castillo y la plaza, como lo lograron después, no los pasé por las armas según debía para salvar mi país y no perderlo, como sucedió. Vine a libertar el Magdalena, y tomé más de 200 prisioneros, la mayor parte españoles del regimiento de Albuera; no los pasé por las armas». «De resto, todo el mundo fue perdonado»«Tizcar nos toma diez y seis oficiales y hombres decentes y los pasa por las armas en Barinas. Zuazola destruye pueblos enteros al mismo tiempo en Cumaná por ser patriotas. Antoñanzas degüella 300 prisioneros nuestros en San Juan de los Morros en la campaña anterior. Boves en los llanos hace prodigios de crueldad, estando yo en Mérida.»

  


  ¿Una justificación extemporánea de lo ocurrido en Puerto Cabello; o lo allí sucedido como no menos extemporánea justificación de lo recientemente acontecido?


  -Declarar la Guerra a Muerte fue justa retaliación:


  
    «... ¿Sería justo sufrir la guerra a muerte, y no hacerla? La declaro y la llevo a efecto; pero no con el rigor con que lo debía. Llego a La Victoria y concedo allí una capitulación, que no podían esperar los españoles. Huye el que debía ratificarla: la envío a Monteverde para que la ratificase, y responde que no debieron ni pudieron capitular conmigo. Mientras tanto él pone en pontones y en bóvedas a todos los patriotas de Puerto Cabello: yo tomo la represalia, y hago lo mismo con los españoles: ofrezco canjear 400 por 200 patriotas, protestando pasarlos por las armas si se sacrifica a los nuestros. No se admite mi oferta y se pasa por las armas a nuestros prisioneros al tiempo que Boves se acerca a la capital, degollando todos los pueblos del tránsito, sin exceptuar niños ni mujeres. ¿Qué debía yo hacer sin guarnición en La Guaira y con cerca de 1.000 españoles en las bóvedas y castillos? Esperaría yo la misma suerte infausta del Castillo de Puerto Cabello? Amigo, póngase Vd. en mi lugar y póngase todo español, y como no lo haga mejor que yo, digo que no son hombres ni españoles. He aquí mis decantadas crueldades, mi irreligión y todo lo demás que me han hecho el favor de atribuirme los señores que no me conocen, o me conocen mal (pp. 77-78).»

  


  La reiterada referencia a los acontecimientos de Puerto Cabello, al igual que los vocablos utilizados al efecto, permiten pensar que, dado el momento y las circunstancias, lo allí sucedido solicitaba un explicación nada fácil de proporcionar.


  -La situación es diferente en Nueva Granada:


  
    «... Contrayéndome ahora al Estado actual de Vmds. digo y protesto bajo mi palabra de honor, que ni el gobierno ha declarado la guerra a muerte, ni yo lo he hecho, ni la haré nunca en este país pacífico donde los españoles se han portado de un modo muy diferente que en Venezuela [...] Imagínese que siendo mi objeto venir a buscar auxilios de este país, no había de ser yo tan necio, que quisiera chocar con su gobierno, y disgustar la opinión pública, que aborrece la guerra a muerte.»

  


  -Como garantía, da fe de su temperamento:


  
    «... Además Vd. me conoce y sabe que soy más generoso que nadie con mis amigos, y con los que no me hacen daño; y también sabe que soy terrible con aquéllos que me ofenden. Mi objeto es ahorrar la sangre humana y para eso deseo que Vmds. entren en negociaciones que pongan a cubierto a esos habitantes de los horrores de un sitio y de un asalto que dentro de poco tendré que dar (p. 78).»

  


  -A lo que sigue la advertencia de una respuesta implacable ante toda resistencia:


  
    «... Todavía es tiempo de salvarse. Yo soy religioso en mis promesas y mi gloria la fundo en cumplirlas porque mi ambición se limita a libertar mi país y a ser estimado como hombre de bien, por mis coetáneos. Pero si por el contario mis tropas y oficiales padecen algunas pérdidas por la ciega y loca obstinación de esos habitantes, soldados y gobierno, yo temo mucho que Santa Fé sufra una catástrofe espantosa [...] No dude Vd. que la vida o la muerte de los que ahí existen depende de la determinación que tomen sobre admitir todo lo que ofrecemos o perder todo lo que nos rehúsan» «Como amo la libertad tengo sentimientos nobles y liberales, y si suelo ser severo, es solamente con aquellos que pretenden destruirnos (p. 79).»

  


  A su vez, la carta fechada en Campo de Techo, el 9 de diciembre de 1814, exhibe, como ultimátum, las más intimidatorias amenazas; cuya eventual ocurrencia sería responsabilidad de quienes hubieran desoído sus recomendaciones:


  -Afirma que no temería dar razón a quienes le llaman Nerón:


  
    «He recibido la de Vd. con sumo dolor, porque veo por ella que Vds. se obstinan en perecer a manos de nuestros soldados, que tienen orden de asaltar la ciudad y de no dejar por la espalda un solo habitante de cuantos puedan asesinarlos alevosamente por las calles, casas y ventanas, pues según se me ha informado, hasta los clérigos y las mujeres tienen armas arrojadizas para destruirnos. Santafé va a presentar un espectáculo espantoso de desolación y muerte: las casas serán reducidas a cenizas, si por ellas se nos ofende.»

  


  -Ultimátum:


  
    «En fin, envío la última intimación; si es aceptada, yo soy el mejor amigo de ese país; si la rehúsan ¡infelices cómplices! que cómplices de un crimen tan horrendo son los autores del desplomo de esa bella ciudad y de la muerte de sus hijos. Vd. puede hacer variar este decreto, y si no, es la segunda víctima después del presidente. Adiós, hasta que me vea como su libertador o su juez (p. 80).»

  


  c.- La carta dirigida al doctor Pedro Gual, fechada en Mompox, el 9 de febrero de 1815, se presta a ser interpretada como un alegato pro domo sua, relacionado con las críticas y ataques en su contra, corrientes en la opinión pública neogranadina; quizás no tanto por el fracaso de su campaña como por haber esta significado el sacrificio inútil de jóvenes, algunos de ellos socialmente destacados.


  -Define la perspectiva y la ocasión adecuadas para emitir juicio político:


  
    «... veo con la mayor satisfacción, que el ciego espíritu de guerra civil no ha extraviado a Vd. de la amistad con que siempre me ha favorecido, y que desea ser el instrumento de una cordial conciliación. También he sido instruido, por los portadores de estas cartas, de la conducta que Vd. ha observado en medio de las turbulencias que agitaron esa ciudad en todo el mes pasado, la cual, según parece, ha sido conforme a las circunstancias que alternativamente favorecieron a ambos partidos. Mi opinión es que, en tales casos, el error o la fuerza de las pasiones no deja acertar a los hombres a tomar el partido más recto; sino que por el contrario, en las agitaciones ninguno conserva el puesto que le pertenece y, menos aun el todo de su carácter propio.»

  


  -Lo que le lleva a sentenciar, ¿con visible intención exculpatoria?:


  
    «... Para juzgar de las revoluciones y de sus actores, es menester observarlos muy de cerca, y juzgarlos de muy lejos: extremos que no pueden conciliarse ni por el corto período de tiempo que ha transcurrido, ni por los personajes que han representado la escena en cuestión. El juicio no puede ser imparcial, y así todo lo que ahora se juzgue debe ser inexacto (pp. 81-82). No necesito encarecer en Vd. el candor de mi carácter y la franqueza de estos sentimientos, que si no los abrigase mi corazón, ni los expresaría, porque soy demasiado fuerte, para degradarme a engañar. [...] En las guerras civiles es política ser generosos, porque la venganza progresivamente se aumenta. Tenga presente Vd. Gual esta máxima (p. 83). [¡Magistral retórica!].»

  


  d.- La carta dirigida Maxwell Hyslop, fechada en Kingston, el 19 de mayo de 1815, versa, en lo esencial, sobre la posible proyección de los acontecimientos en los cuales el autor de la carta había sido actor principal.


  -Califica el alcance de su visión:


  
    «... ligera visión de los últimos sucesos de la Nueva Granada y del estado actual de la Costa Firme. No me lisonjeo de tener la exactitud que requiere la importancia de los acontecimientos (p. 84). [...] el estado de la Nueva Granada y Venezuela no me presentaba esperanzas fundadas de triunfos, y me hacían temer muchos sucesos que deshonrarían nuestras armas y sacrificarían al país, sucesos que me serían después atribuidos, sin que tuviese en ellos más parte que la de ser la primera víctima (p. 85).»

  


  ¿No contrarían estas afirmaciones lo dicho en la mencionada Carta al Secretario de Estado del Gobierno de la Unión, fechada el 8 de abril de 1813?.


  -Sobre la condición políticamente atrasada de los recursos populares americanos de que pueden disponer los españoles:


  
    «... Esta expedición española [comandada por el Gral. Pablo Morillo] puede aumentarse, en lugar de disminuirse, en sus propias marchas. Ya se dice que en Venezuela han tomado tres mil hombres del país. Si no es cierto, es muy fácil, porque los pueblos, acostumbrados al antiguo dominio, obedecen sin repugnancia a estos tiranos inhumanos. Es verdad que el clima disminuirá las tropas europeas, pero el país les dará reemplazos con ventajas; pues no debemos alucinarnos: la opinión de la América no está aun bien fijada, y aunque los seres que piensan son todos, todos independientes, la masa general ignora todavía sus derechos y desconoce sus intereses (pp. 86-87).»

  


  Sorprende ver cómo todavía, y después de la catástrofe de la República fuerte por obra de ese pueblo, Simón Bolívar parecía no comprender la autenticidad de la conciencia monárquica, simbiótica con la cristiana católica. Este reconocimiento de la incorporación de americanos a las fuerzas coloniales ¿no testimoniaría del fracaso del ofrecimiento de amnistía como medio disuasivo respecto de tal incorporación?


  -La carta a Maxwell Hyslop, fechada en Kingston, el 19 de junio de 1815, versa sobre una solicitud personal:


  -Solicita un préstamo para sobrevivir y poder gestionar el patrocinio británico:


  
    «La suerte de mi país ha envuelto mi fortuna, mi honor y mi suerte en la suya: he perdido la primera, y no sé como podré sostener el carácter que me han dado las circunstancias sin la ayuda de las almas liberales, que como Ud., saben apreciar el valor de la libertad y de la gloria. Yo deseo continuar sirviendo a mi patria, para el bien de la humanidad y el aumento del comercio británico. Pienso marchar a Inglaterra en el próximo convoy, que debe partir de aquí dentro de pocos días. Para efectuar este viaje necesito de los auxilios más indispensables para permanecer en Londres, mientas obtengo algún resultado favorable (pp. 92-93).»

  


  e.- La carta dirigida por Simón Bolívar a sir Ricardo Wellesley, fechada en Kingston, el 27 de mayo de 1815, ofrece una perspectiva americana y mundial de los asuntos de América, considerando «que ya era tiempo de participarle los más importantes de nuestros terribles y gloriosos sucesos» (p. 89). Esta asociación de calificativos, en ese momento, suscitaría dudas respecto de lo pertinente del último, de no ser por el fervor del combatiente que lo empleó.


  -Ofrece una explicación de los sucesos de la América española:


  
    «La filosofía del siglo, la política inglesa, la ambición de Francia y la estupidez de España, redujeron súbitamente a la América a una absoluta orfandad, y la constituyeron indirectamente en un estado de anarquía pasiva. Las luces de algunos aconsejaron la independencia, esperando fundadamente su protección en la nación británica, porque la causa es justa. La masa general de los pueblos fue dócil al principio y siguió la senda del bien. Pero vueltos los españoles de su primera sorpresa, porque la Inglaterra les volvió la esperanza, dirigió su atención a no (sic) recobrar su antiguo dominio ni a conquistar para poseer: con el fuego y la espada en la mano, su proyecto es reducir, segunda vez, a soledad esta mitad del mundo que su impotencia no puede conservar (p. 89). [...] Las pasiones se han excitado por todos los estímulos, el fanatismo ha volcanizado las cabezas, y el exterminio será el resultado de estos elementos desorganizadores. [... ] Yo vi, amigo y señor mío, la llama devoradora que consume rápidamente a mi desgraciado país. No pudiéndola apagar, después de haber hecho inauditos e innumerables esfuerzos, me he salido a dar la alarma al mundo, a implorar auxilios, a anunciar a la Gran Bretaña y a la humanidad toda, que una gran parte de su especie va a fenecer, y que la más bella mitad de la tierra será desolada (90).»

  


  -Reconoce la imposibilidad de la independencia sin ayuda, pero reafirma su determinación de procurarla hasta morir:


  
    «Si me hubiese quedado un solo rayo de esperanza de que la América pudiese triunfar por sí sola, ninguno habría ambicionado más que yo el honor de servir a mi país, sin degradarlo a la humillación de solicitar una protección extraña. Esta es la causa de mi separación de Costa Firme. Vengo a procurar auxilios: iré en su búsqueda a esa soberbia capital {Londres]; si fuese preciso marcharé hasta el polo, y si todos son insensibles a la voz de la humanidad, habré llenado mi deber aunque inútilmente y volveré a morir combatiendo en mi patria (p. 90).»

  


  f.- La «Contestación de un americano meridional a un caballero de esta isla», llamada Carta de Jamaica, suscrita en Kingston, Jamaica, el 6 de septiembre de 1815, conforma una suerte de ensayo de interpretación de los avatares del proceso de independencia de la América hispana.


  -Sintetiza la situación en Venezuela:


  
    «En cuanto a la heroica y desdichada Venezuela, sus acontecimientos han sido tan rápidos, y sus devastaciones tales, que casi la han reducido a una absoluta indigencia y a una soledad espantosa [...] Sus tiranos gobiernan un desierto; y solo oprimen a tristes restos que, escapados de la muerte, alimentan una precaria existencia [...] Cerca de un millón de habitantes se contaba en Venezuela; y, sin exageración, se puede asegurar que una cuarta parte ha sido sacrificada por la tierra, la espada, el hambre, la peste, las peregrinaciones; excepto el terremoto, todo resultado de la guerra (pp. 95-96).»

  


  -«Guerra de exterminio» y guerra a muerte: - Adversas circunstancias impiden saber con certeza el monto de la población americana: «Esto sin hacer mención de la guerra de exterminio que ya ha segado cerca de un octavo de la población (pp. 99-100).


  -Única mención de la Guerra a Muerte: Referida a México: allí fueron desatendidas por los españoles las proposiciones de los insurgentes para regularizar la guerra, formuladas «en marzo de 1812 [...] y la guerra de exterminio continuó por parte de los españoles con su furor acostumbrado, mientras que los mejicanos y las otras naciones americanas no la hacían ni aun a muerte con los prisioneros de guerra que fuesen españoles (p. 105).


  -Carácter prematuro de la independencia:


  
    «De cuanto he referido será fácil colegir que la América no estaba preparada para desprenderse de la metrópoli, como súbitamente sucedió, por el efecto de las ilegítimas cesiones de Bayona [...] entonces quedamos en la orfandad [...] inciertos sobre nuestro destino futuro, y amenazados por la anarquía, a falta de un gobierno legítimo, justo y liberal, nos precipitamos en el caos de la revolución (p. 103).»

  


  -Necesidad de gobiernos fuertes: «Los estados americanos han menester de los cuidados de gobiernos paternales que curen las llagas y las heridas del despotismo y la guerra (p. 107). ¿Preveía los regímenes liberales autocráticos que coparon el siguiente siglo?


  V.- Consideraciones generales


  Este estudio, todavía sumario, de las cuestiones suscitadas por un enfoque histórico-crítico del denominado Decreto de Guerra a Muerte, dado por Simón Bolívar en el Cuartel General de Trujillo, el 15 de junio de 1813, podría permitir formular algunas consideraciones generales –que de ninguna manera podrían pretender ser conclusiones metódicamente producidas– acerca del sentido y las consecuencias que tuvieron la proclamación de la guerra a muerte; y de su inmediata puesta en práctica, en el curso del proceso independentista. Esta cuestión figura entre las más debatidas de las concernientes al prolongado y complejo conflicto ideológico-político que denomino la disputa de la independencia.


  A.- Propósitos estratégicos y tácticos, expresos ¿y tácitos?, necesariamente combinado


  a.- Propósitos estratégicos:


  1.- Acreditar la determinación de reanudar la lucha por la independencia, superando los errores conceptuales denunciados como determinantes del fracaso de la república instaurada en 1811-1812; atendiendo para ello a nuevos criterios simbolizados por la República fuerte.


  2.- Contrarrestar las ventajas del enemigo, ocupante del terreno, victorioso, con mayor poder militar y probado y reconocido respaldo de opinión pública, retándolo a que librara una lucha sin cuartel, con visos de desesperación. En la denominada Carta de Jamaica, fechada el 6 de septiembre de 1815, escribió Simón Bolívar: «la América combate con despecho; y rara vez la desesperación no ha arrastrado tras sí la victoria» (p. 94). ¿Estimó que este desafío podría contribuir a desmoralizar a las fuerzas del enemigo? Hay testimonios de que tuvo efecto en la formación y la hoja de ruta de las fuerzas expedicionarias comandadas por el Gral. Pablo Morillo; pero, según Caracciolo Parra Pérez, aun en estas fuerzas el contingente venezolano llegó a representar un alto porcentaje.


  3.- Comprometer al componente no venezolano de esa fuerza en una lucha que no podría conducir a un armisticio, como el suscrito el 25 de junio de 1812; ni a una incondicional amnistía; lucha que abarcaría a los no beligerantes que no se sumasen activamente a la causa de los todavía súbditos rebeldes.


  4.- Incitar a los americanos que, por alguna razón o circunstancia, hubiesen sido incorporados a las fuerzas enemigas, a que desertasen, acogiéndose a una amnistía condicionada.


  b. Propósitos tácticos:


  1.- Hacer regir y operar el mecanismo psicológico de la solidaridad criminal, entre los comprometidos en una lucha a todas luces desigual. La eficacia de esta medida debió ser estimulada por la ejecución de los prisioneros por el enemigo; y por su rechazo de las proposiciones de canje de prisioneros.


  2.- Prevenir la deserción en las filas independentistas, que podía ser estimulada por la evidente desigualdad entre las fuerzas combatientes, las dificultades de abastecimiento y la renuencia y la resistencia de la población a su incorporación a la causa republicana.


  3.- Fortalecer la moral de los combatientes independentistas, haciéndolos tomar conciencia de que participaban de una empresa heroica, que habría de ser llevada hasta el extremo de retar la muerte.


  B.- Propósitos políticos e ideológicos, expresos y tácito


  a.- Propósitos políticos:


  1.- Legitimar el diagnóstico póstumo, y el sentido político, de la república, formulados en el denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias, el 15 de diciembre de 1812, mediante una empresa presentada como dirigida a restablecer la república, pero sobre más firmes bases.


  2.- Poner por obra la determinación de instituir una república dotada de un gobierno fuerte, ¿de tinte monárquico?, como el recomendado como eficaz en la Carta a Manuel Antonio Pulido, gobernador de Barinas, fechada en Caracas, el 12 de agosto de 1813; y reconocido como necesario en la denominada Carta de Jamaica.


  3.- Canalizar la disputa de la independencia deslindando drásticamente los campos y haciendo con ello imposible una reconciliación con quienes no fueran americanos, salvo que se sumaran activamente a la causa republicana.


  4.- Reponer y promover el prestigio personal de Simón Bolívar, malogrado en los acontecimientos de 1812; permitiéndole proyectarse como líder político-militar. Hay fundamento para pensar que esta sería la explicación de las reiteradas referencias a lo ocurrido con los presos españoles del Castillo de Puerto Cabello. ¿Para justificar no solo la ejecución preventiva de prisioneros sino también la declaración misma de guerra a muerte?


  b.- Propósitos ideológicos:


  1.- Erigir una barrera, poco menos que infranqueable, que refutara la constitucional unificación de españoles europeos y españoles americanos.


  2.- Combatir la mentalidad monárquico-religiosa arraigada en la sociedad colonial, al desacatar la voluntad divina violando ostensiblemente el quinto mandamiento.


  3.- Contraponer, de manera absoluta, los valores monárquicos y los republicanos, en función de la insuperable antítesis entre dominación colonial y libertad.


  C.- Factores que condicionaron los resultados


  a.- La inexperiencia política y militar, y el resentimiento personal del estratega, derivados de su actuación en los acontecimientos de 1812.


  b.- Demostración de excesivo principismo del estratega y, por consiguiente, escasa objetividad en la valoración de la opinión pública. ¿Por elemental inexperiencia política, por insuficiencia de medios de información, o por un acceso de vehemencia?


  c.- Subestimación del arraigo y el vigor, en la sociedad colonial venezolana, de la conciencia monárquica cristiano-católica.


  D.- En suma


  Se advierten indicios para interpretar los resultados de esta operación político-militar a la luz de la rebatida Carta al Secretario de Estado del Gobierno de la Unión, aquí analizada, como un propósito heroico, mal fundado estratégicamente y adelantado poniéndolo al servicio de una corta experiencia político-militar, que se saldó con la estampa de un expatriado que solicitó la protección de una gran potencia, mediante el ofrecimiento de ventajas de la mayor importancia comercial y estratégica.


  a.- En 1878 se efectuó en Caracas un certamen sobre el tema «si el decreto de guerra á muerte expedido por el Libertador el 15 de junio de 1813, fue ó no necesario para llevar a cabo la independencia de la patria» (Germán Carrera Damas, Historia de la Historiografía venezolana, Textos para su estudio, 1961, p. 451).


  b.- Felipe Tejera, quien fuera numerario fundador de la Academia Nacional de la Historia, en su Manual de Historia de Venezuela para el uso de escuelas y colegios, publicado en Caracas, en la Imprenta Federal, en 1875, capítulo IX, titulado «Guerra a muerte - 1813», recoge el debate en curso sobre la cuestión, basándose en testimonios historiográficos. Intitulándolo «1 Desacordes andan sobre tan grave materia los historiadores», concluye: «9. Condenemos, pues, el celebre decreto de Trujillo como una calamidad de aquellos tiempos, fruto de grandes pasiones. La causa de la libertad no quiere que la sirvan así, ha dicho Juan Vicente González, y nosotros somos en ello de su dictamen. 10. Por otra parte, el curso de los acontecimientos nos va á demostrar el error de los historiadores, pues la atroz medida, lejos de salvar á Venezuela, contribuirá á perderla; la Regularización de la guerra vendrá después á salvarla» (Ibídem, 1997, vol. III, p. 292).


  Conclusiones metódicas tentativas


  Es notable la disminución de la atención prestada al denominado Decreto de Guerra a Muerte por su autor, como lo revela su insistencia en alegar la por él poca y circunstanciada aplicación de sus pautas; con excepción del caso de los prisioneros y heridos de La Guaira. ¿Refleja esto un alto grado de conciencia acerca de su fracaso, en cuanto a los propósitos del decreto, y al fugaz y solo aparente logro de sus objetivos?


  ¿Es este el caso de un documento cuya proyección histórica se ha visto reducida por ser objeto de un enfoque de corto plazo; subordinado este enfoque, además, a los requerimientos de el culto a Bolívar?


  Así ubicado históricamente, el denominado Decreto de Guerra a Muerte, si bien pudo tener algún efecto disuasivo inmediato, pronto se reveló como poco eficaz respecto de sus objetivos tácticos y estratégicos, tanto expresos como tácitos.


  ¿Cabría indagar, en cambio, sobre los indicios, suficientes, para atribuirle al decreto y su circunstancia una significación con mucho de crucial en la decantación del pensamiento político de Simón Bolívar?


  La riqueza de los valores éticos, y aun morales, comprometidos en estos acontecimientos es tal que su estudio exigiría una muy afinada interpretación histórico-crítica; una que obligaría a descartar los juicios fundados en la razón común o que estén cargados de preceptos morales ordinarios.


  Probablemente, tal estudio llevaría a preguntarse que, si como alego, la razón de la Historia no es la razón de la Razón, ¿también valdría tal precepto para la Ética y la Moral; con el fin de no enredarnos tratando de compaginar el Derechos y la Justicia; y cuidándonos de desembocar en el contrasentido histórico, incurriendo en el vicio de modernismo refiriendo lo ocurrido a la moderna noción de genocidio?


  Caracas, octubre de 2013


  Sobre las repercusiones políticas de la batalla de Ayacucho en la suerte de la República de Colombia y en la consolidación de la independencia del «mediodía de América»


  Introducción


  El 9 de diciembre de 1824, en la llanura de Ayacucho, tuvo lugar la batalla con la cual culminó una operación estratégica que ha sido registrada con los más altos calificativos por la historiografía especializada. Una fuerza expedicionaria, autorizada por el Congreso de la República de Colombia, en cooperación con fuerzas multinacionales, y comandada por el general colombiano nacido venezolano, al mando del Ejército de la República de Colombia, Antonio José de Sucre, puso término a las expectativas de restablecimiento del nexo colonial en el ámbito del hasta hacía poco monolítico imperio hispanoamericano en el «mediodía de América», para decirlo a la usanza de Simón Rodríguez.


  Mucho ha sido dicho sobre ese histórico hecho de armas; quizás más que sobre sus repercusiones políticas, inmediatas y relativamente prolongadas. Estas, por excepcionales –y sobre todo por resultar polémicas y no poco incómodas para las respectivas historiografías nacionales–, han quedado enquistadas en concepciones extremas, que cabría sintetizar en dos juicios. Uno sostiene que con esa batalla se selló la independencia de América del Sur. El otro, que gracias a ella fue libertado el Perú del yugo colonial español. Estimo que ambos juicios, por simplistas, resultan un tanto gruesos para el sentido histórico crítico.


  En lo que me concierne, me ha interesado el problema al elaborar un estudio titulado Colombia, 1821-1827: Aprender a edificar una república moderna liberal. (Demolición selectiva de la monarquía, instauración de la República y reanudación política de la disputa de la independencia)[8].


  La ponencia que presentaré, en homenaje a mi querido y admirado amigo y colega Franklin Pease, colaboradores ambos en la Historia general de América Latina, patrocinada por Unesco, busca someter a la consideración de ustedes mi propósito de ampliar la exploración de algunas inquietudes, esbozadas en la obra mencionada, sobre el significado político, inmediato y prospectivo, para la recién nacida República de Colombia, de la campaña que culminó en la batalla de Ayacucho.


  Parte I.- Valoración de estos acontecimientos en el curso de la disputa de la independencia de Venezuela


  Al ubicar la disputa de la independencia de Venezuela –atendiendo a su complejidad ideológica, política y militar– en el proceso de concepción, instauración y organización de la República de Colombia, tal enfoque de la cuestión autorizaría a hacer una mejor valoración de la proyección internacional de esa disputa; al igual que induciría a reconsiderar asertos de la historiografía venezolana respecto de semejante complejo de factores.


  A.- No se buscó, primordialmente, difundir la independencia; menos aún la libertad, sino consolidar la República de Colombia; y por ende la independencia de Venezuela.


  La internacionalización de la disputa de la independencia de Venezuela no obedeció al propósito primordial de difundir la independencia, ni de instaurar la libertad. Respondió a la necesidad político-estratégica de consolidar la todavía precaria independencia de la República de Colombia –fundada en Angostura el 17 de diciembre de 1819 y constituida en la Villa del Rosario de Cúcuta, el 30 de agosto de 1821– volviendo imposible una eventual reconquista que, alentada, estimulada y desarrollada a partir del bastión, probadamente eficaz, del poder colonial representado por el Virreinato del Perú, se combinase con una reacción –muy temida por considerársela más que latente–, de los defensores de la monarquía, inherente al nexo colonial, presentes y activos en el seno de la República de Colombia. Esta posibilidad pesaba de manera considerable en el cuadro de precariedad general de la naciente república.


  El proceso político-legislativo de gestación de la República de Colombia, incluida la incorporación, más que algo forzada, de Quito, fue una manifestación de voluntad política que presenta, al análisis, dos vertientes correlacionadas por el propósito de consolidar y garantizar la independencia de la República de Colombia. El general colombiano, nacido venezolano, Antonio José de Sucre, demostró tener conciencia de esta estrategia cuando en su arenga «al ejército antes de la batalla de Ayacucho», se dirigió al Batallón N.º 2, en estos claros términos: «¡Me acompañásteis en Quito, vencísteis en Pichincha, y dísteis libertad a Colombia: y hoy me acompañáis en Ayacucho, también venceréis y daréis libertad al Perú asegurando para siempre la independencia de América! (Archivo de Sucre, t. IV, 1823-1824, p. 476)[9].


  a.- Invasión y desmembramiento del Virreinato del Perú


  Una vertiente correspondió al propósito estratégico de prevenir la muy temida reacción militar del Virreinato del Perú, salvaguardándose con ello la todavía frágil independencia de la naciente República de Colombia. La otra nació de las áreas de similitud de los procesos sociales y políticos que desembocaron, en las sociedades que integraron esa república, en la ruptura del nexo colonial y la abolición selectiva de la monarquía.


  La importancia estratégica y política de la denominada «Campaña del Sur» fue sintetizada por el general Antonio José de Sucre en el parte del «Ejército unido libertador del Perú», dirigido «Al Exmo. señor Simón Bolívar, Libertador de Colombia, Dictador del Perú, &. &. &», fechado en el «Cuartel General de Ayacucho, 9 de diciembre de 1824»: «los últimos restos del poder español en América han expirado el 9 de diciembre en este campo afortunado» (Ibídem, p. 479). Mas, como veremos, lo así logrado era una etapa, si bien principal, de una concepción estratégica más amplia, si no total: ¿se amenazó, realmente, con llevar la guerra al territorio de la metrópoli?


  Las diferencias de escenario, e incluso de actores, por notables que hayan sido; y dado el curso particular que en parte tomaron los acontecimientos en los diversos teatros, no invalidan la similitud, sobre todo apreciada esta en sus grandes líneas, que posibilitaron la acción militar y política, unificadora de aspiraciones y propósitos, durante la fase primaria de la disputa de la independencia.


  No parece exagerado afirmar, por consiguiente, que la República de Colombia se formó en los hechos y acontecimientos más que en el pensamiento y en las leyes. En otras palabras, fue producto de un momento histórico compartido por componentes sociopolíticos que habían tenido curso histórico propio, si no totalmente independiente, y que pasado el momento de confluencia retomaron su curso histórico.


  b.- La invasión de la isla de Cuba


  El sentido primordial de la fase peruana de la estrategia global tendiente a la consolidación de la independencia de la República de Colombia se ve refrendado por el hecho de que, al parecer ya logrado este objetivo, fue posible desechar la proyectada expedición para invadir la isla de Cuba, último reducto temible del componente metropolitano del poder colonial hispanoamericano.


  El 20 de mayo de 1825 escribió Simón Bolívar al Gral. Francisco de Paula Santander, desde Arequipa, a propósito de la convocatoria del que sería denominado Congreso de Panamá:


  
    «No se olvide Vd. jamás de las tres advertencias políticas que me he atrevido a hacerle: primera, que no nos conviene admitir en la liga al Río de la Plata; segunda, a los Estados Unidos de América, y tercera no libertar a la Habana. Estos tres puntos me parecen de la mayor importancia, pues creo que nuestra liga puede mantenerse perfectamente sin tocar a los extremos del Sur y del Norte: y sin el establecimiento de una nueva República de Haití» [...] Y añadió, respecto de la Habana: «nos conviene decir a España, que si no hace la paz, pronto estará privada de sus dos grandes islas. Ya he dicho a Vd. antes esto mismo; y lo repito por si acaso no ha llegado a manos de Vd. mi carta. El general Sucre tiene muchas ganas de que se verifique la expedición; pero yo no he podido verlo aún para explicarle mis ideas» (Simón Bolívar fundamental, t. I, p. 329)[10].»

  


  Simón Bolívar se refería a los reiterados planteamientos del ya Gran Mariscal de Ayacucho, Antonio José de Sucre. El 12 de mayo de 1825 había expuesto a Simón Bolívar líneas estratégicas en las que se conjugan la amenaza representada por la Santa Alianza con los resultados de la «Campaña del Sur»: «En precaución, yo opinaría enviar algunas tropas para Colombia, si es que no se piensa en alguna expedición a La Habana, o que algunas miras políticas nos detengan» (Archivo de Sucre, t. VI, mayo-agosto de 1825, p. 87)[11]. Tocó de nuevo la cuestión en carta a Simón Bolívar, fechada en La Paz, el 28 de julio de 1825: «Mucho celebro que Méjico se empeñe en la expedición a la Habana; pero yo he pensado que Vd. ha desistido de ella, puesto que solo trata de mandar nuestras tropas para Venezuela. En fin, pronto me dirá Vd. qué hay de esta bella y deseada expedición» (Ibídem, t. VI, p. 455)[12]. Más explícito, respecto de lo esperado de la expedición, lo fue en carta fechada en La Paz, el 1.º de agosto de 1825:


  
    «Ayer ha llegado aquí el batallón de Pichincha [...] todos los cuerpos están pues ya reunidos para que Vd. resuelva de ellos lo que guste; se hallan los cuerpos en muy buen pie; yo creo que puestos en la Habana darían a Colombia y a la América un día de tanta gloria como el nueve de diciembre, y la posesión de una bella isla.»

  


  A lo que añadió una prevención, en vista de la decisión de embarcar las tropas:


  
    «Vd. habrá tomado, supongo, sus medidas anticipadas; porque Panamá consumirá pronto muchos serranos si se dejan allí algún tiempo, y más después de una navegación (Ibídem, t. VI, p. 465)[13].»

  


  Como culminación de esta insistencia, el 13 de agosto de 1825 escribió desde La Paz esta engalanada exaltación:


  
    «El sábado es el día de Junín, y el domingo de Boyacá, en ambos tendremos alguna función; siento que Vd. no esté aquí para que con sus hijos queridos celebremos sus glorias y sus triunfos; pienso dar una proclama al ejército e indicarle que falta al brillo de sus armas la redención de una bella isla que dominan los españoles en América (Ibídem, t. VI. pp. 472-473)[14].»

  


  No obstante su temor por lo que podría acarrear la invasión de Cuba, el 13 de octubre de 1825 escribió Simón Bolívar a Hipólito J. Unanue, desde Potosí: «He visto todo lo que Ud. me comunica por la Secretaría sobre la expedición a la Habana: en consecuencia doy orden al General Salom para que inmediatamente que se rinda el Callao, remita al Istmo las tropas, que le tengo ordenadas» (Obras científicas y literarias del doctor D.J. Hipólito Unanue, t. II, p. 418)[15]. Este desplazamiento de las tropas en cuestión tendería a evitar un riesgo también apuntado por el mariscal Antonio José de Sucre en la carta fechada en Chuquisaca el 12 de mayo de 1825, ya citada. Consciente de lo que podría significar un acuartelamiento prolongado para su ejército, se atrevió a invocar lo obvio: «si quedamos en guarniciones destruimos los cuadros y nuestra tropa vieja que sirve para guardar y conservar la nueva destinada» (Archivo de Sucre, t. VI, mayo-agosto de 1825, p. 87)[16].


  Para la mejor inteligencia de estos testimonios conviene acercarlos a lo contenido, a este respecto, en el Mensaje de Simón Bolívar que acompañó su «Proyecto de Constitución para Bolivia», fechado el 25 de mayo de 1826. Al recomendar la adopción de la Presidencia vitalicia, observó:


  
    «La isla de Haití [...] se hallaba en insurrección permanente: después de haber experimentado el imperio, el reino, la república, todos los gobiernos conocidos y algunos más, se vió forzada a recurrir al ilustre Petión [Anne Alexandre Sabés] para que la salvase. Confiaron en él, y los destinos de Haití no vacilaron más. Nombrado Petión Presidente vitalicio con facultades para elegir el sucesor, ni la muerte de este grande hombre, ni la sucesión del nuevo Presidente, han causado el menor peligro en el Estado: todo ha marchado bajo el digno Boyer [Jean Pierre], en la calma de un reino legítimo. Prueba triunfante de que un Presidente vitalicio, con derecho para elegir el sucesor, es la inspiración más sublime en el orden republicano (Simón Bolívar fundamental, t. II, p. 116)[17].»

  


  Quizás la inteligencia de estos testimonios, que son reveladores de la complejidad de la cuestión, ganaría al observarse que Simón Bolívar no podía menos que recordar con aprensión la conducta de los negros, esclavos y libres, durante la disputa de la independencia en Venezuela, sobre todo durante su primera fase bélica (1812-1814).


  B.- La vulnerabilidad de los nuevos Estados, invasores del Virreinato del Perú.


  En esta visión estratégica coincidieron Simón Bolívar y José de San Martín, responsables ambos de las dos porciones más vulnerables del otrora imperio hispanoamericano, por ser las más accesibles a la acción de la metrópoli; y por lo mismo las menos capaces de resistir a la reconquista virreinal, como lo reconoció Simón Bolívar. Si los manejos de la Santa Alianza representaban una amenaza, más o menos remota; la virreinal era inmediata; y la combinación de ambas alentaba a los calificados de enemigos de la independencia y de la libertad, porque luchaban por su Corona acatando la voluntad divina.


  En suma, la prolongada maduración política y el meticuloso procedimiento legislativo parecían adecuados para augurarle a la naciente República de Colombia una existencia firme y prolongada. Sin embargo, había nacido bajo el signo de la precariedad. Esta condición se debió, en gran parte, a que el nuevo orden político republicano creó impostergables obligaciones estratégicas, de la naturaleza de la referida a Quito. En síntesis, la necesidad de garantizar la independencia de la República de Colombia determinó el acelerado ensanchamiento del proyecto colombiano de Simón Bolívar.


  Alcanzar ese objetivo estratégico primordial, asestando, mediante la invasión y el desmembramiento del Virreinato del Perú, el golpe definitivo a las esperanzas de restablecer el nexo colonial, suponía no solo un enorme esfuerzo militar –y una carga financiera muy superior a la capacidad ordinaria de la república– sino también prevenirse, enfrentando grandes riesgos internos, de la esperada y nada inverosímil reconquista absolutista auspiciada por la Santa Alianza. Como correspondía, el alto costo de la empresa militar y los bien fundados temores a los riesgos internos que ella podría estimular no dejaron de suscitar oposición y crítica en diversos niveles. Es reveladora de esta dificultad la carta dirigida por Simón Bolívar al general vicepresidente Francisco de Paula Santander, desde Cuenca, en el 29 de septiembre de 1822:


  
    «Yo no sé porqué Vd. se ha imaginado que el único ejército español que hay en el continente de América, mandado por excelentes jefes debe ser despreciado, y darle preferencia a unas noticias que pueden ser vagas. Y dado caso que no lo fueren, deberíamos atender inmediatamente al que está obrando para atender después al que ha de venir. Vd. ve las cosas del Sur con muy poco interés, porque no palpa los peligros que pueden amenazarlo. Yo le digo a Vd. con franqueza que el ejército real del Perú puede neutralizar todos nuestros sucesos, y renovar la lucha con el mismo peligro que antes». (Simón Bolívar fundamental, t. I, p. 227)[18].»

  


  La eventualidad de una intervención de la Santa Alianza también fue considerada, y en cierto modo rebatida, por el mariscal Antonio José de Sucre, arriesgándose a entrar en predios que no les eran habituales:


  
    «Hablemos de los franceses. No puedo persuadirme que estos señores quieran molestarnos y declararnos la guerra por puro gusto. Parece que sin entrar en ningunas relaciones ni explicaciones, no es dable esperar un rompimiento, no obstante que la Francia tiene hombres para todos los principios, y en su nueva política pudiera encontrar quien justificara una invasión de esta especie; pero como ella no puede obrar por sí sola sino contando con la conducta que observe la Inglaterra en el particular, debemos creer que sin precedentes avisos, y sin que ella antes procure una negociación, no tendremos hostilidades.»

  


  A lo que añadió osadas consideraciones sobre la impracticabilidad de una expedición europea de reconquista; partiendo, muy significativamente, de la victoria de Ayacucho, que a su juicio habría convertido la hasta entonces más temida amenaza contra la independencia de la República de Colombia en la captación de su disuasivo aliado: «Después de la batalla de Ayacucho en que se considera por resultado, que Colombia tiene su ejército disponible para defenderse, y que por consecuencia se vea que el Perú nos ha de auxiliar, no querrá ninguna potencia europea entrar en la contienda de España (Archivo de Sucre, t. VI, mayo-agosto de 1825, p. 87)[19].


  Parte II.- Sobre las implicaciones políticas de la internacionalización de la guerra


  La invasión del Virreinato del Perú –que lo fue, pese a la invocación de algunas incitaciones patrióticas– y su radical desmembramiento, consolidando la anexión de Quito a la República de Colombia y auspiciando el separatismo que generó la inicialmente bautizada República Bolívar, fue una acción bélica ocurrida entre Estados declarados independientes, cuyo claro significado fue que la guerra se volvió de modo predominante, internacional[20].


  A.- La internacionalización de la guerra de la Independencia


  Mucho debieron pesar el prestigio y la autoridad del Libertador Presidente para que fuese superada la oposición, a sus planes estratégicos, de parte de quienes ante ellos asumían actitudes y posiciones que iban desde el escepticismo hasta la desconfianza; o se plantaban todos en el temor a las eventuales consecuencias de la que veían, y no andaban escasos de razones, como una aventura poco menos que descabellada. Quizás por esto el Decreto legislativo de 5 de junio de 1823, «Dejando al arbitrio del Libertador Presidente que marche al Perú á dirigir personalmente la guerra en defensa de la libertad é independencia de aquel Estado», recoge las razones en que se fundaba la concepción estratégica de Simón Bolívar; al mismo tiempo que hace recaer en él, directa y terminantemente –pero no sin algo de reticencia– toda la responsabilidad por la arriesgada y ambiciosa empresa de asegurar la independencia de Colombia; y de contribuir con ello, decisivamente, a la independencia del Perú y a liberalizar sus instituciones. Por estas razones importan mucho los términos empleados por el Congreso en pleno:


  
    «Oido el mensage que ha dirigido á la Cámara del Senado por el Poder Ejecutivo de la República con fecha 10 del próximo pasado Mayo sobre los sucesos militares y políticos que han acontecido en el Estado del Perú, y consiguientes disposiciones que ha tomado el Libertador Presidente para auxiliar á nuestros hermanos de aquel pais, y poner á cubierto de toda irrupcion el territorio de Colombia, así como tambien los encarecidos ruegos que hace el Gobierno del Perú al Libertador Presidente para que marche á dirigir personalmente al ejército que defiende la libertad de la América del Sur en el suelo de los Incas; y teniendo en consideracion: 1.º Que el mismo Libertador Presidente, por conducto del Gobierno, solicita para ello, conforme a la constitucion, el acuerdo y consentimiento del Congreso.- 2.º Que si la República de Colombia se halla en la necesidad de dar al mundo el sublime ejemplo de proteger y asegurar la libertad é independencia de sus hermanos del Perú; está igualmente en la de procurar en su propio suelo la consolidacion firme y estable de sus instituciones liberales, sin lo cual en vano habrian sido los heroicos esfuerzos que han hecho sus hijos para el logro de los bienes que han de producirles las mismas instituciones liberales.- Y 3.º Que nadie está mejor impuesto de las circunstancias políticas y militares del estado del Perú, ni de las peculiares de la República de Colombia que el Libertador Presidente, de cuya prudencia y zelo por el bien de esta Nacion agradecida tiene el Congreso la mas ilimitada confianza[21].»

  


  Dando por sentado, de esta manera, que la suerte de Colombia quedó confiada a la determinación y el juicio de quien no solo estaba mejor enterado que nadie de la situación, sino también que actuaba movido por altísimos sentimientos y fundadas precauciones, el Congreso decretó en términos que claramente prevenían nuevos ensanchamientos del que podría tender a conformarse, por la fuerza de los hechos, como el proyecto americano de Simón Bolívar; si bien parece que la posibilidad de tal ensanchamiento miraba hacia el sur, sin que haya encontrado indicios de que podría abarcar a Cuba:


  
    «Está en arbitrio del Libertador Presidente marchar al Perú con el objeto de dirigir personalmente la guerra, que sostiene el ejército unido, para defender la libertad é independencia de aquel Estado, siempre que, atendidas todas las circunstancias políticas y militares de las dos naciones lo crea oportuno y necesario á la conservacion de sus derechos y libertades; y bajo la condicion de que su ausencia no ha de prolongarse por mas tiempo que el absolutamente preciso para la consecucion de la seguridad de la República peruana; y de que no pueda salir de su territorio para el de otro Estado, sin el previo consentimiento del Congreso.»

  


  Siempre poniendo por delante la responsabilidad directa y exclusiva del Libertador Presidente en campaña, a la par que refrenando su ímpetu, el Decreto legislativo de 11 de mayo de 1824, «Sobre auxiliar á la República del Perú», amplió el compromiso contraído en términos claramente contractuales, susceptibles de acallar las quejas de quienes entonces veían, en la estrategia bolivariana, sobre todo la posibilidad de incurrir en un mal negocio, tanto para la seguridad de Colombia como para su salud hacendística:


  
    «Considerando: 1.º Que por las comunicaciones del Libertador Presidente en fecha de 23 de diciembre de 1823 y 9 de febrero de 1824, se conoce que es de la mayor importancia, para terminar felizmente la guerra que sostiene la República del Perú, emplear en ella algunas mas tropas colombianas, contra los opresores de aquel Estado, amigo y aliado de la República de Colombia.- 2.º Que sin embargo de que la República de Colombia, de su parte ha cumplido exactamente la obligacion que se impuso por el tratado de Lima, su fecha 6 de julio de 1822, y aun ha excedido los límites de aquella obligación; la identidad de principios que defienden una y otra República y el vivo interes que tiene la de Colombia por la seguridad y bienestar de la del Perú, le imponen el deber de adelantar sus esfuerzos en favor de sus hermanos atacados por los enemigos de la libertad de la América del Sur» [... ] decreta: Art. 1º El Poder Ejecutivo consultando el estado político y militar de la República del Perú, y sin perjuicio de la seguridad de la de Colombia, pondrá á disposicion del Libertador Presidente, hasta el número de tropas que ha pedido en sus comunicaciones [... ] para auxiliar la independencia de aquel Estado [... ] Art. 2º El Poder Ejecutivo remitirá al Libertador Presidente, las municiones y demas elementos de guerra que juzgue precisos [... ] Art. 3º El Poder Ejecutivo hará llevar una cuenta de los gastos que causen á la República estos auxilios para presentarla en tiempo oportuno al gobierno de la Nacion peruana que es obligada á satisfacerlos.»

  


  La ostensible reticencia del Congreso de la República de Colombia respecto de la «Campaña del Sur» respondía al temor de que un descalabro, considerado posible dada la magnitud y la complejidad de la empresa, podría comprometer la existencia de la República de Colombia. No parece razonable suponer que Simón Bolívar dejase de considerar esa eventualidad. Y esta suposición quizás ayude a comprender el hecho de que designase al general Antonio José de Sucre para mandar en jefe el Ejército unido. Se correspondía con la perspicacia y la experiencia de Simón Bolívar, en cuanto a la valoración de sus tenientes, el haber percibido en el joven general su condición de ser el más genuino y acabado talento militar del ahora Ejército de la República de Colombia; pero quizás valga añadir otras consideraciones, basadas en los términos de un despacho dirigido «Al señor general en jefe Antonio José de Sucre, fechado en Sañaica, el 6 de octubre de 1824:


  
    «Teniendo el Libertador que marchar a la costa, donde lo llaman asuntos importantes del servicio, S.E. al dejar a V.S. a la cabeza del ejército unido, me manda decirle: que el objeto de V.S. es hacer la guerra a los enemigos con todo el suceso posible. En este artículo están reducidas las instrucciones que S.E. ha creído conveniente extender a V.S. En consecuencia, V.S. está amplia e ilimitadamente facultado para obrar como lo dicten las circunstancias: continuar las operaciones activas que dirigía S.E., o acantonar el ejército; todo dependerá de las mismas circunstancias de que he hecho mérito. T. de Heres.»

  


  No sería razonable dejar de ponderar el cálculo estratégico y político de que, en caso de un descalabro militar, solo Simón Bolívar habría sido capaz de levantar otro ejército, dados su prestigio y su tenacidad comprobados. La decisión de Simón Bolívar se vio limpia de toda suspicacia por el otorgamiento, al general en jefe Antonio José de Sucre, por despacho fechado en Lima el 27 de diciembre de 1824, del ascenso al grado de «Gran Mariscal, con el sobre nombre de ‘General Libertador del Perú’» (Archivo de Sucre, t. IV, mayo-agosto de 1825, pp. 597-598)[22].


  Una vez completada esta hazaña militar, cumplida en medio de la enmarañada situación política y social local, la triunfal versión oficial de ella, dada por el Congreso de la República de Colombia en decreto fechado el 22 de febrero de 1826, «Aceptando la guirnalda de oro y piedras preciosas presentada al Congreso por el general en gefe Antonio José de Sucre», proclama que «el ejército colombiano libertador del Perú, despues de haber dado á Colombia nuevos dias de gloria, en los campos de Junin y Ayacucho, y ostentado allí su valor, su heroismo y todas las virtudes militares, manifiesta ahora sus virtudes cívicas con el obsequio que hace al Congreso, denotando el amor á la República, á sus instituciones, y el respeto a la representacion nacional». Quedaban así olvidadas, al menos transitoriamente, las muestras de reticencia y las dudas apenas soterradas acerca de los resultados, suscitadas en los legisladores por la ahora gloriosa campaña.


  B.- Sobre las proyecciones políticas de la batalla de Ayacucho


  Anulada, como proyección político-estratégica de la batalla de Ayacucho, la amenaza de una reconquista a partir del Virreinato del Perú; y tendiente a disiparse la representada por la Santa Alianza –dada la imposibilidad de superar la renuencia de la Corona británica–, en la República de Colombia se desencadenó lo que denomino la reanudación política de la disputa de la independencia; a la que se le había puesto sordina desde la instalación del Congreso de la República de Venezuela, reunido en Angostura, una vez liquidada ejemplarmente la disidencia de los jefes militares del oriente venezolano, en relación con la concentración del poder político y del mando militar en Simón Bolívar.


  La decisión estratégica de invadir el Virreinato del Perú, para asegurar la independencia de la República de Colombia, había sido la causa más directa e inmediata de la precariedad de esa república, tanto por el riesgo que implicaba, dada la eventualidad de un descalabro militar que revitalizara la todavía activa resistencia interna, alimentando la expectativa de una reconquista colonial, como por el gran esfuerzo hacendístico que demandaba. Esta eventualidad fue tácitamente reconocida por el Congreso de 1823. Al aprobar la Ley de 4 de Julio, «Autorizando al Poder Ejecutivo para que conserve, aumente ó disminuya, según lo exijan las circunstancias, el ejército», y «para que provea á los gastos de su conservacion».


  Pero esta causa, inmediata y directa, de la precariedad de Colombia, se inscribía en otra, más general, aunque no menos temible, que era el tenido por inminente intento de reconquista promovido y realizado por la Corona y sus aliados europeos, una vez superada la tormenta napoleónica y restablecido el absolutismo en la metrópoli. Así lo reconoció expresamente el Congreso al dictar el decreto de 11 [6] de mayo de 1824, «Sobre aumentar la fuerza armada de la República». Tenida cuenta del mensaje del Poder Ejecutivo sobre el estado militar de la república, y considerando:


  
    «1º Que la paz no ha coronado todavia los esfuerzos de nuestras armas, á pesar de que ellas han podido alejar al enemigo de todo el territorio de la República.- 2.º Que el restablecimiento de un gobierno, absoluto en España, no permite esperar que reconozca por ahora la independencia de las naciones que fueron sus colonias.- 3.º Que los principios proclamados por los gabinetes europeos, ligados bajo el nombre de santa alianza, deben reanimar el zelo y patriotismo de las naciones libres del nuevo mundo, como que proscriben las bases en que estas han fundado su derecho para la independencia, sus instituciones y gobiernos.- 4º En fin: que la República de Colombia debe presentarse siempre á los ojos del mundo, amiga de la paz y prevenida para la guerra, confiando su seguridad en los brazos de sus ciudadanos, como que son sus zelosos defensores.»

  


  Obviamente, las repercusiones de esta medida en las ya descalabradas finanzas de la República de Colombia habrían de ser crecidas. En consecuencia, el 19 de mayo de 1824 fue dictado un Decreto legislativo «Sobre asignación de fondos para el equipo y subsistencia de la fuerza armada», en virtud del cual se dispone que el Poder Ejecutivo «hará los gastos de leva, equipo, armamento y subsistencia de todas las tropas mandadas levantar [...] primero, con el producto de las rentas públicas, y segundo con letras de cambio que podrá negociar sobre el empréstito de treinta millones decretado el 1.º de julio del año 13».


  Se expresaba en estas dificultades, y los consiguientes apremios, la lógica de la consolidación de la independencia de la República de Colombia, que se correspondía con el desarrollo de la fase bélica primaria de la disputa de la independencia. La Independencia de la República de Colombia, alcanzada en la batalla de Carabobo, el 24 de junio de 1821, consolidó la de la futura República de Venezuela, entonces enmarcada en la de Colombia, en virtud de la «Ley Fundamental de Colombia» –aprobada por el Soberano Congreso de Venezuela, en Angostura, el 17 de diciembre de 1819– y ratificada por decisión del Congreso General o Constituyente de la República de Colombia, instalado en Cúcuta el 6 de mayo de 1821; y como quedó establecido en el Decreto legislativo de 20 de julio de 1821, «Sobre gracias y honores a los vencedores de la batalla de Carabobo», que fue dictado luego de aprobada, el 18 del mismo mes, la «Ley Fundamental de la Unión de los Pueblos de Colombia». En síntesis, la invasión y el desmembramiento del Virreinato del Perú fueron necesarios para consolidar la independencia de la Republica de Colombia, y por ende la de la que sería la República de Venezuela, una vez superado, luego de 1830, su trance como Estado de Venezuela.


  C.- La seguridad de la República de Colombia: resultado fundamental


  No obstante, la victoriosa eufemísticamente denominada «Campaña del Sur» no puso término a las amenazas contra la República de Colombia. Estas habrían de perdurar mientras lo hiciesen los manejos de la que aún era nuestra Corona ante la Santa Alianza; manejos favorecidos por la difícil inserción de una nueva república, proclamada liberal, la de Colombia, en un orden internacional marcado por la actualización de la añoranza del absolutismo monárquico. En todo caso, se vivía un estado de zozobra respecto del posible arribo de una expedición, encargada de restaurar el nexo colonial. El 9 de setiembre de 1828 el Gral. Mariano Montilla, comandante general del Magdalena, tranquilizó al coronel Conde de Adlercreutz, destinado en la Provincia de Mompox, en estos términos: «Si hubiera aparecido algo de expedición enemiga yo lo habría dicho a U. de oficio inmediatamente. No es solo ahí que se figuran Barcos sobre nuestras costas, en otras partes hay la misma manía, y esto no se puede evitar» (La Cartera del coronel conde de Adlercreutz, p. 46)[23].


  Para apreciar críticamente cuánto pudo haber representado la República de Colombia para la salvaguarda de la independencia de Venezuela, quizás venga al caso considerar la explicación-justificación que ofreció, en 1870, el Gral. José Antonio Páez, uno de los principales actores en la ruptura de esa república. Razonó en estos términos:


  
    «... se presenta en La Guaira o en cualquier otro puerto de Venezuela un ejército invasor. Si en la hipótesis en que hablamos fuese pequeño, no necesitamos recursos de fuera para destruirlo; si por el contrario, fuese respetable, nos contentaremos con retirarnos en buen orden a los llanos, y en tal caso es más que probable que los invasores llegasen al Táchira cuando nuestros asociados estuviesen dando las órdenes para reunir las milicias (Autobiografía del General José Antonio Páez. Cap. I. Causas que movieron a Venezuela a separarse de la Unión Colombiana, t. II, p. 11).[24]»

  


  Solo me ocuparé de otras derivaciones de la «Campaña del Sur» para dejar constancias de ellas. Me valdré de un testimonio, dado en 1829, recomendable por su contemporaneidad con los hechos y procesos de que trata. Descartando la euforia del triunfo y los elogios desmesurados, a Simón Bolívar, que «trastornaron su cabeza», el autor argumenta: «nos atrevemos a afirmar que no fue precisamente su viaje al Perú el que produjo la transformación que lamentamos, sino la innecesaria prolongación de su residencia en Lima después de la batalla de Ayacucho». Tras lo cual se lamentó: «¿cómo podremos excusar al Congreso de Bogotá el que cerrando los ojos a los deseos de Bolívar no le hubiese llamado decididamente en 1825 o 1826, cuando las cuestiones de las elecciones empezaban a agitar a Colombia? Puede ser que no se hubiera atajado el mal que la acometía porque Bolívar hubiese rehusado venir a su patria resistiendo su negativa de cuantas razones le suministrara su fecundo ingenio». Y concluyó: «para nosotros es evidente que en el Perú tuvo origen la desavenencia de Bolívar y Santander, y desde allí se arrojó la manzana de la discordia, que no solo debía desamistarlos, sino dividir a Colombia, a Bolivia y al mismo Perú» («Memoria sobre el origen, causas y progresos de las desavenencias entre el Presidente de la República, Simón Bolívar, y el vicepresidente de la misma, Francisco de Paula Santander, escritos por un colombiano en 1829». Francisco de Paula Santander. Escritos políticos. Selección y prólogo de Jorge Orlando Melo, pp. 69-70).


  Parte IV.- La paz de Ayacucho y la reanudación de la disputa de la independencia


  En los hechos, la paz resultante de la exitosa «Campaña del Sur» repercutió en el seno de la República de Colombia estimulando el resurgir político e ideológico de la disputa de la independencia. No cabe subestimar la eficacia de la tregua establecida por Simón Bolívar en el denso discurso pronunciado el 15 de febrero de 1819, en la instalación del Congreso de Venezuela, en Angostura, magistralmente sintetizada en una corta oración: «Cuanto más admiro la excelencia de la Constitución Federal de Venezuela de 1811 [que él criticara tan duramente en 1812], tanto más me persuado de la imposibilidad de su aplicación a nuestro estado».


  A.- La reformulación del pasado como requisito para la tregua procurada


  A la mano así tendida a sus adversarios ideológicos, por él tan severamente juzgados, le precedió una suerte de expiación:


  
    «No ha sido la época de la República que he presidido [¿A partir de haber asumido una suerte de dictadura comisoria, en 1814?], una mera tempestad política, ni una guerra sangrienta, ni una anarquía popular, ha sido, sí, el desarrollo de todos los elementos desorganizadores: ha sido la inundación de un torrente infernal que ha sumergido la tierra de Venezuela. Un hombre ¡y un hombre como yo! ¿qué diques podría oponer al ímpetu de estas devastaciones? En medio de este piélago de angustias no he sido más que un vil juguete del huracán revolucionario que me arrebataba como una débil paja. Yo no he podido hacer ni bien ni mal.»

  


  En estos términos reforzó la argumentación que con igual sentido había expuesto en el denominado Manifiesto de Carúpano, fechado el 7 de setiembre de 1814, en patéticos términos:


  
    «Es una estupidez maligna atribuir a los hombres públicos las vicisitudes que el orden de las cosas produce en los estados, no estando en la esfera de las facultades de un general o magistrado contener en un momento de turbulencia, de choque, y de divergencia de opiniones el torrente de las pasiones humanas, que agitadas por el movimiento de las revoluciones se aumentan en razón de la fuerza que las resiste.»

  


  Políticamente olvidados quedaban así los conceptos contenidos en el denominado Manifiesto de Cartagena, fechado en Cartagena de Indias el 15 de diciembre de 1812: «entre las causas que han producido la caída de Venezuela, debe colocarse en primer lugar la naturaleza de su Constitución; que repito, era tan contraria a sus intereses, como favorable a la de sus contrarios. En segundo lugar, el espíritu de filantropía que se apoderó de nuestros gobernantes»; en suma, de los hombres cuya impericia generó la situación que los devoró. Mas no importó que hubiese la posibilidad de contrastar sus palabras de concordia con los términos de su terrible Manifiesto declarando fuera de la Ley al General Manuel Piar, fechado en el Cuartel General de Guayana, el 5 de agosto de 1817, en el cual elevó a su más alto nivel la capacidad de un solo hombre para causar el daño a toda una sociedad:


  
    «¡Con qué horror, pues, no oiréis que este hombre favorecido de la fortuna haya pretendido sumergirnos en el piélago espantoso de la anarquía! Sí, venezolanos, el general Piar ha formado una conjuración destructora del sistema de igualdad, libertad e independencia. Pero no os admiréis de esta monstruosidad de parte de un hombre cuya vida ha sido un tejido de conspiraciones, crímenes y violencias. Nacido en un país extraño, de una madre que tampoco es venezolana y de un padre canario, ningún sentimiento de amor ha podido recibir al nacer, menos aún en el curso de su educación.»

  


  Requisitoria seguida de la más severa condena que cabía dictar: «El general Piar ha infringido las leyes, ha conspirado contra el sistema, ha desobedecido al gobierno, ha resistido la fuerza, ha desertado del ejército y ha huido como un cobarde: así pues él se ha puesto fuera de la ley: su destrucción es un deber y su destructor un bienhechor». En suma, expulsado de la sociedad quedaba a la merced de quien quisiera ultimarlo. ¿Intimidatoria advertencia dirigida a los posibles disidentes?


  B.- La evolución hacia la república liberal autocrática


  Dejando de lado estos antecedentes de la tregua, la Paz de Ayacucho abrió la puerta, en el entonces Departamento de Venezuela, para que se reanudase políticamente la que denomino la disputa de la independencia; en cuyo acelerado desarrollo se generaron dos patrones históricos de muy prolongadas y determinantes consecuencias: la evolución hacia la república liberal autocrática y la perversa confusión entre independencia y libertad.


  La república liberal autocrática representó la intermediación entre la monarquía absoluta y la república liberal, orientada hacia la restauración de la estructura de poder interna de la sociedad implantada colonial y centrada en la valoración privilegiada de la independencia como hecho militar; desplazando, como meta, la institucionalidad funcional de la República de Colombia, genuinamente liberal. No me detendré a desarrollar este aspecto de la cuestión, porque me alejaría del tema central de esta ponencia. Pero creo oportuno asomar, siquiera, la evolución que se iniciaba. El 2 de julio de 1828, el general P. Rodríguez, jefe de Estado Mayor del Gral. Mariano Montilla, comandante general del Magdalena, se dirigió al coronel conde Federico Adlercreutz, destinado en la Provincia de Mompox, refiriéndose a:


  
    «... lo que se hizo en Bogotá [Es decir la asunción por Simón Bolívar de una jurídicamente cuestionable Dictadura comisoria]: «Mas, si por desgracia continuamos en la manía de que los pueblos, o la opinión pública, sea el agente y sostenedor de las reformas, volveremos a probar que este medio es por ahora entre nosotros ineficaz y aun pernicioso, y las revoluciones se sucederán con la misma facilidad que hemos hecho esta. Es menester confesar, aunque con pena, que nuestros pueblos no están en el caso de deliberar, sino de obedecer. Es muy singular entre nosotros la bella combinación de los derechos y de los deberes del ciudadano, y más singular aun la buena fe en negocios de Gobierno. ¡Cuántas y cuán repetidas pruebas tenemos de estas verdades! En fin, veremos lo que dispone el Libertador.»

  


  A su vez, el propio Gral. Mariano Montilla había recomendado, respecto del acta aprobatoria de lo actuado en Bogotá: «No demore tampoco el acta que debe ser obra de 24 horas; no los deje U. pensar mucho» (Ibídem, pp. 41-42 y 39, respectivamente).


  Lo que estuvo en juego fue el rechazo del naciente régimen republicano moderno liberal de la República de Colombia por quienes el 19 de abril de 1810 se propusieron preservar la estructura de poder interna de la sociedad implantada colonial, mediante la reforma del poder colonial; ampliando para ello el peso del poder social criollo como componente de ese poder, en conjunción con un poder político metropolitano considerado incapaz de asegurar el cumplimiento de su genésico papel legitimador del conjunto.


  C.- La perversa confusión entre independencia y libertad


  La perversa confusión entre independencia y libertad condujo a que se ignorase el precepto colombiano en esta materia, y a que se dotase a la república autocrática de un seudoprincipio legitimador, consistente en defender la libertad [la independencia] de pueblos oprimidos, invocando las acechanzas, reales y supuestas, del imperialismo anglosajón; y desembocando en la falaz reivindicación, por los autócratas, de la libertad de no ser libre el pueblo, encerrado en una jaula de independencia confundida con libertad.


  Los gobernantes de una república, la de Colombia –comenzando por su Padre Libertador–, que se proclamaba libre por sus leyes e independiente por sus armas, dándole con ello a la independencia su alto significado como factor de la libertad, al igual que los gobernantes sus porciones ya separadas, se ampararon en la necesidad de restablecer la estructura de poder interna de las respectivas sociedades para subyugar la libertad en nombre de la independencia. Esta postura sociopolítica, si bien pudo ser fundada en sus inicios, pronto se convirtió en argucia del despotismo todavía en uso.


  Dando testimonio de la persistencia de esta conducta política, el encargado de negocios del Reino de Suecia ente el Gobierno de la República de Venezuela, al informar sobre el estado de esta, el 15 de octubre de 1842, apuntó, refiriéndose a un poco viable intento de reanudar la concertación de «una Liga de las diferentes repúblicas del Continente americano»: «Esto a pesar de que no faltan, ciertamente, personas inclinadas a la adopción de un plan de coalición, como un medio de oponerse a los proyectos que se imaginan existen en algunas potencias europeas sobre estos países» (Ibídem, p. 145).


  Consideración sumaria


  La suerte de la República de Colombia representó, de manera notable y extrema, el proceso aquí sumariamente presentado; hasta el punto de que parece razonable concluir que la batalla de Ayacucho marcó la consolidación de la independencia de la República de Colombia y del mediodía de América; y con ello, aunque luzca paradójico, el fin de la República de Colombia, al extinguirse aceleradamente su función de heroico y eficaz artificio político-estratégico.


  Caracas, 25 de octubre de 2009


  «El militarismo ha creado una confusión entre independencia y libertad»[25]


  Germán Carrera Damas ingresó el 22 de noviembre [de 2011] a la Academia Colombiana de Historia bajo la categoría de académico correspondiente extranjero. Ese día leyó un discurso, en Bogotá, cuyo solo título ya despierta interés: «Al rescate de la República de Colombia para la historiografía venezolana». Carrera Damas analiza desde una perspectiva muy crítica qué significado tiene esa república creada por Bolívar, la Gran Colombia, como se le conoce comúnmente y por qué ha sido relegada por los historiadores.


  En 2010, ya había entregado un adelanto de este polémico tema. Se trata del libro Colombia, 1821-1827: aprender a edificar una república moderna, una monumental obra de casi 700 páginas. No es la primera vez que Carrera Damas, nada dado a complacer a la audiencia,pisa tierras movedizas. Hace más de cuarenta años, cuando salió a la luz El culto a Bolívar, debió soportar la artillería pesada de quienes lo tachaban de enemigo de la patria. Pero no. Carrera Damas lo advierte: «No es tremendismo. Lo que yo hago es cumplir con lo que llamo el deber social del historiador».


  —¿Qué debemos entender por República de Colombia?


  —Desde los inicios del proceso de independencia hubo conciencia de que ni la Nueva Granada ni la entonces Capitanía General de Venezuela podrían conseguir y asegurar su independencia por sí solas. Era necesario establecer entre ellas una relación muy estrecha. Esto lo pensaron varios hombres ilustres desde 1810-1811. Pero el que toma esta idea y la lleva a su más alto nivel fue Bolívar, que opta por trasladar la guerra a Nueva Granada. Y es la famosa campaña de travesía de los Andes, que culmina en Boyacá. Este hecho privó a Morillo de los recursos fundamentales para mantener el control de las dos regiones. Luego, Bolívar consolida este logro fundando, en Angostura, el 17 de diciembre de 1819, la República de Colombia. Hay una ley, que se llama Ley Fundamental de Colombia, en la cual se establece que la República de Venezuela y de la Nueva Granada formarían una sola y única república que llevaría el nombre de República de Colombia. De tal manera que la República de Colombia se funda en Angostura. Y desde ese momento todos aquellos hombres que luchaban por la independencia pasaban a ser jurídicamente colombianos.


  Se establece allí que un Congreso que se reuniría en Cúcuta adoptaría la Constitución correspondiente. Y así se hizo: en la Villa del Rosario de Cúcuta se aprueba, en 1821, la Constitución de la República de Colombia, que toma lo actuado en Angostura, lo lleva a un nivel de desarrollo en una ley que se llama la Ley de la Unión de los Pueblos de Colombia y formula la Constitución. Cuando yo digo República de Colombia, me refiero a esa república.


  —¿Cuál ha sido el error en el que ha incurrido la historiografía?


  —Inventó el término de Gran Colombia para diferenciarla de la Colombia que, una vez dividida esa República de Colombia, conservó el nombre: es la Colombia actual.


  Pero históricamente era una sola. Cuando el Libertador dice su última proclama, se dirige a «colombianos». Bolívar muere siendo colombiano. La batalla de Carabobo fue librada por el Ejército de la República de Colombia bajo el mando de un general colombiano, nacido venezolano, llamado Simón Bolívar, pero él pelea como general colombiano. Aquella obra magnífica y extraordinaria, la República de Colombia, significó la posibilidad de lograr y consolidar la independencia de Venezuela. No solo eso: la invasión del Virreinato de Perú, por el Ejército de la República de Colombia, significó la consolidación de la independencia de toda América del Sur. Nuestra interpretación más común de este hecho histórico se ha ido por dos vías: la de los pleitos entre los líderes (Santander y Páez), de interés secundario, y la de que no se ha penetrado en el fondo de las diferencias que había en la República de Colombia.


  —¿Qué diferencias había?


  —Los hombres que montaron la República de Colombia entendieron que la única manera de consolidar la independencia era fundando la república liberal moderna. Moderna en cuanto a que la formación del poder se basa en el ejercicio de la soberanía popular por la vía de la representación. Es moderna, igualmente, porque se funda en principios que en ese momento significaban lo más avanzado de la concepción política. Colombia nace como una república regida por esta secuencia de valores: la libertad; la seguridad, es decir, el Estado de Derecho, que era el garante de la libertad; la propiedad, cosa que algunos historiadores han omitido; y la igualdad. La propiedad es la bisagra porque es lo que garantiza la libertad y la seguridad y, al mismo tiempo, es lo que abre la puerta a la igualdad. En principio la riqueza, la propiedad, es la clave de todo el edificio. Eso es nuevo en ese momento. Es un signo de modernidad. Pero no bastaba con que esa economía retomara impulso bajo el patrón colonial. Era necesaria una nueva economía: la capitalista. Por eso se protege la propiedad y se procura el ingreso en el país de dos factores fundamentales: brazos (inmigración) y capitales (inversión extranjera). Para que esto pudiera operarse era necesario liberalizar las leyes que regían la actividad económica y la vida social.


  —¿Qué tipo de leyes?


  —Por ejemplo, ese capital y esos brazos debían proceder fundamentalmente de las sociedades entonces más desarrolladas, que eran básicamente protestantes; no eran católicas. ¿Y cómo iban a operar en una sociedad católica en la cual no se aceptaba ningún otro credo que no fuera la religión cristiana, católica, romana? Bueno, la Constitución no legisla sobre religión. Aquellos hombres que legislan en Colombia tienen la vista puesta en lo más avanzado de su tiempo para que aquellas sociedades que estaban como ancladas en un pasado colonial, monárquico, primario, pudieran desarrollarse. Pero había un problema: una sociedad libre con esclavos era un contrasentido. Pero una sociedad que no reconociera al esclavo como propiedad también estaba violando un principio fundamental, que era la propiedad. Y se tenía el temor de que una vez que se revisara la Constitución de Colombia, a los diez años de su vigencia, se adoptara la de Bolivia. Esta situación influyó determinantemente en la reacción del sector de criollos venezolanos más importante ante la República de Colombia.


  —¿Por qué esa república liberal moderna ha sido relegada?


  —Por un lado, había que justificar históricamente el proyecto nacional venezolano. Es decir, aquello que nos singularizaba, que nace desde la Constitución de 1811. Y lo de Colombia aparecía como una interrupción.


  Y por eso muchas de las críticas que se hacen a la Constitución de Colombia se hacen en nombre de los principios de la Constitución venezolana de 1811. Uno de esos principios fundamentales es que esa Constitución –de esto tampoco se habla– dice que el primer deber del Estado es velar por la religión cristiana católica y que no permitirá ningún otro culto.


  ¿Y qué hace Cúcuta? No legisla sobre la religión. Además, esa especie de vacío historiográfico que se ha producido con respecto a Colombia ha permitido que el militarismo venezolano se exhiba como autor de la independencia y haya creado una confusión interesada entre independencia y libertad.


  Colombia se presenta ante el mundo como una nación independiente por sus armas y libre por sus leyes. Diferencia muy bien los dos elementos: las armas hacen la independencia; las leyes, la libertad. En consecuencia, se puede ser independiente y no libre. Y se puede ser libre y no independiente. Allí hay un juego de valores: los militares, al presentarse como los autores de la independencia y de la libertad, han logrado algo que es muy importante, que es calar en la conciencia histórica del venezolano como la fuerza creadora de la nacionalidad; y para ellos la posibilidad de que haya sido el Ejército de la República de Colombia, comandada por nacidos venezolanos, el que nos diera la independencia, significa privarlos de esa coartada para usufructuar el poder.


  —Y por eso Colombia queda fuera...


  —Tenemos que afrontar nuestra historia de pueblo con ese sentido de deber social y no presentarle un falso espejo al pueblo. El balance, visto desde hoy, no puede ser más positivo. Tenemos una sociedad en la cual ya la democracia no baja de las instancias de la política ni del poder, sino que sube de la sociedad. Porque la que es democrática ahora en Venezuela es la sociedad.


  No es el régimen político, no es el Gobierno. Y la prueba es que este gobierno no ha logrado desarmar a la sociedad de su determinación democrática.


  Aquí toman como fundador de la nacionalidad a Páez porque, una vez que ocurre la separación de Colombia, es adoptada la Constitución del Estado de Venezuela. Pero cuando uno compara esa Constitución con la de Colombia, es la misma con ciertas enmiendas. Mientras la de Colombia procuraba establecer una república liberal moderna, aquí se establece una república liberal autocrática, que es la que perduró hasta 1946. ¿Por qué cree usted que rechazan el llamado Trienio? Porque eso significó un cambio histórico radical. Venezuela fue una hasta 1946 y otra a partir de ese año.


  —¿No teme que lo tachen de procolombiano?


  —Hace cuarenta años publiqué El culto a Bolívar. Allí advertía del riesgo que suponía seguir utilizando el pensamiento de Bolívar en una forma aviesa. Ese libro casi me costó mi expulsión de la universidad y una suerte de exilio de diez años. Pero era parte de mi deber social: situar las cosas de tal manera que el venezolano madure en su conciencia histórica. Un hombre más seguro de sí mismo y no viviendo de relumbrones y de mentiras que lo hacen vulnerable a salvadores de la patria.


  Ahora, el cómo se interprete lo que digo no es que no me importe: es un riesgo que asumo. Decir que no me importa sería una insensatez. Me considero un venezolano genuino y decididamente patriota. Y por eso cumplo con mi deber social de historiador. Tengo una concepción científica de la Historia. Para mí, el conocimiento de la Historia nunca está acabado.


  Textos complementarios de los relativos a la conmemoración de los doscientos años de ¿la Declaración?, ¿de Independencia?


  Conciencia histórica y acción política[26]


  Presentación


  He sido invitado a tratar de una cuestión de la que he venido ocupándome desde hace largo tiempo. No me ha movido a hacerlo un interés puramente académico. Con este anduvo siempre mi preocupación de ciudadano que, a partir de 1958, al regresar a Venezuela después de una década de exilio, advirtió cómo la empresa de la reinstauración de la república liberal democrática corría el riesgo de verse envuelta en el tradicional historicismo dictatorial. Consideré, por consiguiente, que mi labor de historiador-investigador –a la par de mi desempeño como historiador-docente– debía orientarse hacia contribuir al fomento de una conciencia histórica fundada en la formación del sentido histórico y el ejercicio del espíritu crítico; combinación de aptitudes que habría de servir al desarrollo democrático de la conciencia histórica de los ciudadanos llamados a edificar una sociedad libre y democrática.


  Introducción


  Para acreditar lo dicho, creo oportuno probar que tal cuestión ha sido objeto de mi atención desde antes de la aparición, en 1970, de mi obra titulada El culto Bolívar. Esbozo para un estudio de la historia de las ideas en Venezuela, de la cual acaba de entrar en circulación la séptima edición. Esta obra es, textualmente, la tesis doctoral que presenté en la Universidad Central de Venezuela; lo que me permite afirmar que fue precedida de un nada breve proceso de gestación y elaboración, proceso que no se ha detenido desde entonces y que ha estado caracterizado por un interrogarme incesantemente sobre la naturaleza de la conciencia histórica del venezolano y la función de esta en la formación de la conciencia ciudadana. Aduzco, como prueba de este aserto, algunos de los breves textos, publicados desde fines de 1959, recogidos en un pequeño volumen, titulado Crítica histórica, publicado por la Universidad Central de Venezuela en 1960. En la correspondiente «Advertencia» se enuncia como propósito de los trabajos, el de:


  
    «... participar en la discusión que tiene lugar entre los historiadores venezolanos, con motivo del reexamen de los criterios que han predominado en la llamada Historiografía tradicional [...] se trata de la actualización crítica de una dolencia que desde hace ya largo tiempo aqueja nuestra historiografía. [...] En la cátedra, en las publicaciones, en las conversaciones privadas, se hace presente la urgencia de reconsiderar «verdades inmutables» y «resultados inobjetables», como condición previa a la construcción de un conocimiento histórico acorde con las normas de la historiografía científica. Nada hay de gratuito en esta urgencia. Ella responde, en el fondo, a una característica del conocimiento histórico, cual es la periódica revisión determinada por la necesidad de comprender cabalmente procesos cuyas más recientes expresiones cuentan entre las tareas que como pueblo tenemos planteadas (pp. II-III).»

  


  Mas la empresa así planteada en términos reivindicatorios de una historiografía científica, en el sentido de que fuese ajustada a la observancia de preceptos metódicos y de ejercicio de la crítica, habría de arroparse en una más amplia justificación. Así intenté expresarlo en una nota aparecida en el primer número de la revista Crítica Contemporánea (Caracas, mayo-junio de 1960), titulado «Historia y Libertad de pensamiento»:


  
    «... la Historia no ha sido casi nunca entre nosotros un objeto de conocimiento, sino una práctica religiosa. Postrados ante su propia historia, se ha querido tener y conservar a pueblos que a un pasado mal conocido y bien adulterado, unen un presente que no reconoce más signo que el de la combativa creación de su derecho a justificar ese pasado tan enaltecido, y ello en términos de libertad e independencia. [...] Forma religiosa antes que científica, la historia oficial cumple a la par tanto funciones de creadora de olimpos para uso de la religión civil, como de celosa guardiana de los dogmas por ella creados. Y no son pocos los recursos a su alcance para montar una guardia eficiente. [...] Desde el control de las instituciones dedicadas específicamente a ese culto, hasta la advertencia, amonestación o sugerencia amistosa en el campo del ejercicio pedagógico, todos son medios de hacer presente la vigilancia y la sanción.


    »¿Qué pretenden quienes se levantan airados contra todo acto de reelaboración crítica de nuestra historiografía? Poblar nuestro pasado de intocables, sembrarlo de «verdades incontrovertibles», a eso aspiran. Creaciones endebles, al fin y al cabo, puesto que no se bastan a sí mismas para enfrentar la crítica, sino que precisan de recursos extra-historiográficos [sic] para sobrevivirla. De allí que debamos presenciar con pena, con pena de pueblo, las ridículas admoniciones contra las obras de cualquier género «que falsean nuestro pasado histórico», centrando esas admoniciones no en las características o posibilidades de la obra misma, sino en el auxilio de potestades ambiguas, fabricadas, polivalentes, que se ha dado en tomar por conciencia nacional. [...] Estas prácticas nos han abocado a la tarea urgente y vital de liberarnos del peso agobiador de un pasado histórico que acogota buena porción de nuestra fuerza creadora, y esto no solo en el campo de la Historiografía.


    »... Aniversario tras aniversario de momentos significativos de nuestro pasado, darán ocasión al despliegue de actos conmemorativos orquestados por la historia oficial. ¿Con qué objeto? ¿Se pretende solo robustecer la segunda religión del pueblo? De ser así, el único saldo sería el reforzamiento de la férula que aquella mantiene sobre nuestra conciencia histórica, y no habremos avanzado ni un paso hacia la inteligencia del pasado [...] Más hace avanzar la ciencia histórica una «irreverencia» parcialmente injusta que cien tomos de apologética tradicionalista. La primera despierta, enerva el pensamiento creador, vivifica el ser fosilizado de la historiografía oficial. Los segundos asfixian, oprimen, obscurecen. En suma, actos que en su época fueron de insurgencia, de rebeldía, de revisión de cánones establecidos, se ven desvirtuados a la hora de expresar sus más prolongados beneficios, a la hora de ver trocados en realidad actuante lo más preciado de su legado, que consiste en mantener alerta la conciencia de un pueblo necesitado de una clara comprensión de su pasado en tiempos de azaroso presente.»

  


  Adelantando en la dirección así trazada, el 26 de mayo de 1960 publiqué el breve ensayo titulado Los ingenuos patricios del 19 de Abril y el testimonio de Bolívar. El meollo de tan breve texto desencadenó un desmesurado debate condenatorio; también de su autor, quien había osado sostener que:


  
    «Como parte de la tarea espinosa y nada tranquila de someter a reelaboración crítica nuestra historiografía sobre la emancipación, debemos considerar la intención que nos anima en estas líneas: la de contribuir a liberar la Historia de Venezuela del peso inmenso y glorioso, pero gravoso para la inteligibilidad de nuestro pasado histórico, representado por la figura del Libertador. Liberarnos del Libertador, aunque parezca inconsulta irreverencia, es condición para despejar el sentido de nuestro acontecer histórico con arreglo a criterios más acordes con la concepción científica de la Historia.»

  


  A lo que me atreví a añadir, casi a manera de agravante, que el alcance de la operación crítica propuesta desbordaba lo metódico e impregnaba la conciencia histórica hasta en sus expresiones políticas elementales:


  
    «... nos llevaría a comprender y a poner de evidencia el trágico saldo que en el orden de la estructuración de la república a lo largo del siglo XIX, arroja esa inicial condena bolivariana de los hombres de 1810-1812, cuando, por obra de ideólogos comprometidos con causas aviesas, y gracias a una historiografía, bélica, militarista y heroica, se convirtió en base de teorías orientadas a desvirtuar las posibilidades del orden republicano civil, en provecho de formas dictatoriales militares, cuyo resultado histórico ha gravitado tan dolorosamente en la vida de nuestro pueblo.»

  


  Lo sostenido e intenso de la reacción, mediática e institucional, ante semejante blasfemia historiográfica, me obligó a responder, si bien escogí hacerlo de manera alusiva. Para estos efector publiqué un breve texto titulado «La segunda religión», en el diario El Nacional, de Caracas, el 16 de junio de 1960, del cual transcribo algunos fragmentos:


  
    «Bien puede el historiador comprobar objetiva y desapasionadamente el grado de desarrollo cultural de una sociedad en el pasado. Los documentos le revelan entonces una realidad a cuyo estudio se entrega movido por fines específicos en los cuales pueden intervenir, pero no necesariamente, factores emocionales [...] De naturaleza muy diferente es el efecto que siente el historiador cuando prolonga su análisis hasta el propio tiempo, y llevado por el impulso de su indagación compara, concluye. Así, experimentar, en el sentido de tener una vivencia inmediata, del grado de desarrollo cultural de la sociedad de su tiempo, puede causarle ingratas sorpresas. Aunque, a decir verdad, en el caso que nos ocupa mal puede hablarse de sorpresas. Valdría mejor hablar de una realidad cuya existencia era conocida, pero que se ha mostrado de pronto, brutalmente, en un nivel de intensidad superior al que se le suponía.


    »Varias veces hemos hablado de los recursos de la anti-ciencia en el campo de la Historia, Nos hemos referido, también, a la suerte de segunda religión creada y conservada por la historia oficial, expresada preferentemente en el culto a los héroes. Asimismo, hemos puesto de relieve el peso de la conciencia histórica de nuestro pueblo en la cultura nacional, y hemos subrayado cómo esa hipertrofiada capacidad de vibrar bajo el estímulo de la evocación histórica le ha hecho buena pasta para manejos de indudable intención anti-popular. He allí, sin embargo, los elementos del problema que deseamos plantear.


    »La anti-ciencia, y entendemos por tal en historia la densa maraña de superstición, dogmatismo, ignorancia, intereses, etc., que entorpece, combate y hasta impide el desarrollo del conocimiento histórico con arreglo a las normas de la investigación científica, echa mano de todo género de armas para preservar y extender sus dominios. Ante nada retrocede. Se sabe a sí misma fuerte de las armas que su propia práctica crea: el oscurantismo y su séquito de alimañas.


    »Manifestado en terrenos de la segunda religión, la heroica, este oscurantismo no difiere mucho del practicado en los de la otra religión. Entiende guardar de la luz, defender de la razón, negar de la inteligencia, su botín histórico: el culto a los héroes. No discute ideas; anatematiza autores. Nada más extraño a sus fines que los propios del conocimiento histórico.


    »Efecto y causa, al mismo tiempo, de esa religión heroica, es en buena parte la conciencia histórica del pueblo venezolano. Infortunadamente, no se trata de una conciencia histórica sana, bien orientada, forjada al calor del estudio científico de los hechos del pasado de ese mismo pueblo. Se trata, en cambio, de una abigarrada y confusa elaboración que se mantiene en pie gracias a un simplismo que florece en la ignorancia: el culto a los héroes, cuya acción desvirtuadora se ha pretendido justificar alegando que el pueblo, que la conciencia nacional, necesitan símbolos representativos del afán de superación moral y ciudadana que nos hará un pueblo grande. Ante ese argumento, ingenuo sería creerlo siempre animado por la buena fe. Pero ni aún cometiendo pecado de ingenuidad militante logra sostenerse semejante artificio. ¿Qué crean de esa manera? Una falsa conciencia, un espejismo, una sarta de mitos. El pueblo es su propio símbolo, y su doctrina está en el hacer, en el construir paso a paso y todos los días su propia historia. Es esa la conciencia que debemos robustecer e informar: la de un pueblo que realiza sus posibilidades históricas y que vive el pasado como un balance superado de ese hacer. Pero no, la conciencia histórica que le ha sido formada al venezolano por obra de los sacerdotes cruzados de la segunda religión, utilizando el vehículo de la escuela primaria, las publicaciones, las «efemérides patrias», etc., es una conciencia inhibidora de sus impulsos, de sus esfuerzos. Es un lastre. Ni ayuda a mejor comprender nuestro pasado, ni contribuye a fortalecer nuestra conciencia nacional. Ese es el triste saldo de una empresa tan larga como dañosa.


    »Grave simpleza sería pensar que empresa tan celosamente adelantada obedece únicamente a consideraciones culturales. Son inagotables las demostraciones del uso que se le ha dado para abonar causas por completo ajenas a los intereses del pueblo venezolano, contradictorias con sus intereses democráticos. Puesta al servicio de regímenes dictatoriales, la segunda religión ha servido muchas veces de diversión encubridora de designios antinacionales, aún frescos en la memoria de todos los venezolanos. Bástenos recordar las Semanas de la Patria.»

  


  Parte I


  Desde entonces no ha cesado mi esfuerzo por contribuir al enderezamiento científico de la conciencia histórica del venezolano. El siguiente artículo, titulado «El sueño tantas veces acariciado», publicado en el diario El Nacional, de Caracas, el 15 de abril de 1996, da prueba de la persistencia de mi interés por la cuestión que nos ocupa:


  
    «No estoy seguro de que el poseerla y ejercitarla sea una ventaja; tampoco de que sea fuente de solo desilusión. Creo que, bien vista, es sobre todo un instrumento eficaz para la verificación de la auténtica innovación. Me refiero a la conciencia histórica.


    »Es cierto que en ocasiones su intervención nos priva del placer de gozar de la emoción de confrontar lo nunca antes visto. Pero no es menos cierto que con más frecuencia nos salva de caer en falsos encantamientos. Me refiero, por supuesto, a la conciencia histórica.


    »La dificultad comienza, realmente, cuando nos adentramos en el sentido profundo de la conciencia histórica y desembocamos en un estado de desconcierto. Tal cosa sucede porque la noción de cambio es uno de los componentes esenciales de la conciencia histórica. Esa noción nos advierte que lo que es no siempre ha sido; ni lo que ha sido será siempre; y, correlativamente, también nos lleva a comprender que lo existente es a un tiempo lo que ha sido, lo que dejará de ser y lo que será. Con este precioso acertijo lógico, la conciencia histórica nos entrega la clave del alcance real de lo nuevo, y por lo mismo el de las posibilidades de innovación.


    »Cada cierto tiempo asedia nuestra capacidad de comprensión la proposición de una nueva clave para la comprensión de lo real. Se desgastan y se van incorporando a esa panoplia de armas en desuso que es la historia de las ideas. Pero, armas al fin, basta que un ingenio acucioso se ponga a manipularlas para que recobren su letal capacidad de funcionamiento. Por esto más de uno ha perdido la vida, arrebatada por un arma que ella misma parecía muerta.


    »Ahora bien, ningún arma se compara con las ideas en su capacidad de hacer mal. Esto lo saben los verdaderos intelectuales. Por eso no juegan con las ideas, como alguien prudente enseña a no jugar con las armas. Es más, lo que realmente distingue al intelectual es su profundo respeto por las ideas. Saben de su insuperable potencia para dar la vida como para quitarla. En el primer caso es lo mismo que guiar a un pueblo, en el segundo es lo mismo que ilusionarlo.


    »Solo que el ejercicio de la conciencia histórica implica correr un riesgo. Es el de encallar en el escepticismo; ese cuya esencia ha sido recogida con tanta sencillez como acierto en el proverbio que nos previene contra la candidez de creer que alguna vez el sol ilumina algo nuevo. Pero hay un grado superior en la escala del escepticismo. Consiste en la convicción, históricamente fundada, de que el fondo de las ideas manejadas por la humanidad tiende a agotarse, si no lo ha hecho ya; y que estamos entrando en una fase de la hasta ahora considerada incesante progresión del intelecto, en la cual se nos dan como nuevas ideas apenas recicladas, e incluso tosca o torpemente recicladas. Alguna veces el reciclaje se limita a colocarles un prefijo: neo, post, contra, incluso anti. Basta con ello para que luzca como nuevo lo gastado y aun agotado.


    »Acostumbro decir, ante la pregunta de si he leído una obra, de las llamadas ideológicas, en boga, que la leeré si sobrevive diez años. Suena a pedantería, y probablemente lo sea, pero ello me ha permitido ahorrarme a Marcuse y Althusser, entre otros. Pero el trance en que me pone la pregunta vuelve una y otra vez.


    »Valga un ejemplo. Mis amigos economistas, y algunos que han sacado patente de corso para incursionar en ese mar abierto, me proponen una y otra vez el concepto, al parecer nuevecito, de la globalización, como el rasgo distintivo de nuestro tiempo. Y pobre del que no lo entienda y admita así, porque condenado estaría a quedar enclaustrado en un particularismo sin porvenir.


    »Pero, al escuchar estos nuevos cantos de sirena me aferro al mástil de mi conciencia histórica. Para ello recuerdo, entre otros testimonios, las visiones prospectivas de la historia compuestas por «Herr August Camphausen», personaje de Enrique Bernardo Núñez en su obra La galera de Tiberio, escrita en 1931-1932. Luego de vaticinar que el siglo XX tendría como su hecho fundamental «el de las nuevas ideas económicas arrollando las viejas culturas, las cuales fueron suplantadas por una técnica colosal, mecánica, surgida de aquellas mismas y en la cual el hombre para salvarse libró uno de los combates más dramáticos con su destino»; y de presagiar la virtual extinción del Estado decimonónico, aunque con reliquias en Sur América, trazó el gran cuadro de la globalización: «Verdaderos ejércitos penetraban en las selvas. Catalogaron las plantas, crearon nuevas especies y emprendieron la explotación de la tierra. La humanidad pudo al fin gozar de sus recursos. Toda la tierra fue rodeada por una misma línea de aviación. Las cosas tenían el mismo precio en Filipinas que en Bogotá. Había un oleoducto y una misma moneda. Había un poder único compartido entre dos o tres naciones. El sueño tantas veces acariciado se realizaba, puesto que de las conferencias y arreglos de esos poderes resultaban las leyes y reglamentos que regían la voluntad de los hombres». Por supuesto, me niego a creer que se trate de una idea tan vieja y gastada que hasta un espécimen de esa subespecie del latinoamericano que denominamos el venezolano —la cual, según pretenden algunos académicos, dejó de pensar creativamente cuando murieron Simón Bolívar, Andrés Bello y Simón Rodríguez— la pensó hace ya más de dos tercios de siglo.


    »No quiero anticiparme a una posible y obvia objeción, porque nada hay más estimulante para el pensamiento crítico que las objeciones, aunque parezcan obvias. Esta tendría que ver con la defensa de la muy bien acreditada profesión de utopista y visionario, practicada de antiguo y tan respetada como ridiculizada en todo tiempo.


    »Mal puede negar los méritos y la potencialidad de quienes practican esa profesión alguien que, como lo sostengo, ve en la prospectiva histórica un método que al ser desarrollado y afinado consolidará el carácter científico del conocimiento histórico. Lo que me sucede es que a veces creo poder leer también la otra cara de la utopía y el visionarismo, la cual consiste en hacer parecer ayer el mañana. No creo que haya mejor preventivo contra el engolosinamiento causado por el mero reciclaje de las ideas usadas como falsificación del pensamiento genuinamente creador.»

  


  La potencialidad prospectiva de la conciencia histórica la hace un producto intelectual de uso delicado. La superación de la dificultad de su utilidad comienza por prescindir de la rancia concepción de la historia maestra de la vida; y, sin embargo, sin perder de vista la necesidad de su contribución, entendida como fundamentación de la conciencia histórica, percibida como medio necesario para interpretar el mensaje encerrado en el tiempo histórico; entendido este, a su vez, como dialéctica de continuidad y ruptura.


  Parte II


  Mas, a fuer de historiador de oficio, estimo necesario probar documentalmente la persistencia de mi preocupación en esta materia. Invitado, dada mi ya demostrada dedicación al tema de la formación de la conciencia histórica del venezolano, a dirigirme al IV Congreso de Estudiantes de Historia, celebrado en Caracas el 16 de octubre de 2000, sostuve que debía prevalecer el deber:


  
    «En el caso de los historiadores, de predominar en ellos la constante denuncia del peligro y el permanente llamado a la vigilancia ante la conspiración contra la conciencia histórica, mediante la refutación de las argucias seudo científicas; enfrentándoles un conocimiento histórico elaborado de manera autónoma, y contribuyendo al fortalecimiento de la conciencia histórica de los acosados, mediante el ejercicio celoso y ejemplar del espíritu critico y del sentido histórico.»

  


  Adelantando en mi reflexión sobre esta principalísima cuestión, expuesta en artículos, conferencias y entrevistas, en mi discurso de incorporación como individuo de número de la Academia Nacional de la Historia, intitulado «Sobre la responsabilidad social del historiador», leído el 15 de noviembre de 2007, dije, refiriéndome al oficio de historiador:


  
    «Pero el de historiador posee un rasgo que supera el grado de destreza alcanzado en el estricto ejercicio del oficio; al igual que supera lo acabado de su producto. Me refiero a ese íntimo y obligante compromiso nacido de la vinculación orgánica entre la obra del historiador y la Historia escrita con H mayúscula. Ese vínculo determina el deber social del historiador, y justamente en la invocación de ese deber, su responsabilidad intelectual. No es fácil definir ese deber sin incurrir en simplismos. Lo que sí parece razonable es reconocer que el cumplimiento de la responsabilidad intelectual del historiador cuadra con el mandato de búsqueda de la verdad, regida esta búsqueda por la aspiración, quizás quimérica, de objetividad.»

  


  Llegados a este punto, debe tenerse claro que el cumplimiento del compromiso social del historiador no deberá consistir en contraponer una historiografía programática a otra de índole semejante. Por lo demás, ello no pasaría la prueba del sentido histórico, coaligado con el libre ejercicio del espíritu crítico; y son estos últimos los genuinos y eficaces escudos de la conciencia histórica; enfrentada esta a lo que en tiempos pasados se denominó la mistificación de la historia, practicada por los regímenes totalitarios de todo pelaje. Otro es el caso del historiador comprometido también con los mandamientos metódicos, éticos e intelectuales que rigen su oficio:


  
    «Se asienta, el compromiso, así generado, en el grado de conciencia, espontáneamente surgido, y deliberadamente sumido –pero vuelto indeclinable una vez hecho tal– que alcance a formarse el historiador, de que el producto de su labor puede trascender la formación de conocimiento y que, al proyectarse en la sociedad, ese conocimiento podría adentrarse en los terrenos de la Historia misma, es decir la que se escribe con H mayúscula.»

  


  Mas el historiador-investigador hacedor de conocimiento debe, igualmente, comprender activamente que el acceso al alto nivel representado por la conciencia histórica es asunto de la trascendencia social del conocimiento histórico vuelto creencia:


  
    «Para el historiador venezolano esto sucede con arreglo a una cadena de expresiones de nuestra conciencia colectiva que cabe enunciar como un ciclo originado a partir de la conciencia histórica. Ésta es fundamento primario de la conciencia nacional, que condiciona la conciencia social. A su vez, la conciencia social es soporte de la conciencia política, que al traducirse en posturas, actitudes o acciones, refluye hacia la conciencia histórica, nutriéndola con la comprensión, la interpretación y la explicación de hechos y acontecimientos, e instándola a cumplir esa tarea.»

  


  Es necesario subrayar, cual lo hice en el discurso de incorporación que gloso, una circunstancia que abre caminos que bien podrían ir en sentido contrario. Consiste, tal circunstancia, en que: «El ciclo así esbozado subyace en la comprensión de que vivimos la Historia, en el sentido de personificarla y de que, con ello, la hacemos en función del pensamiento histórico resultante del conocimiento de esa Historia, vuelto creencias socialmente cultivadas y políticamente activadas». Lo que conduce a la comprobación de que la conciencia histórica, vuelta creencia políticamente dirigida, ¿o aviesamente manipulada?, puede ser también arma altamente letal. Hasta el punto de que es posible afirmar que en la raíz de todos los gobiernos totalitarios anduvo una fuerte carga de creencias históricas, nutridas con desviaciones de la conciencia histórica. Ello fue así desde el fascismo italiano –predicador de la latinidad rediviva– hasta el nacionalsocialismo –reivindicador de la Germania semillero de la raza superior–, pasando por el falangismo –mistificador de la hispanidad–, y alcanzando un alto nivel de descaro en la historia del Partido Comunista, bolchevique, de la extinta Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas –pretendida representación de «la madre Rusia, bastión de los proletarios del mundo»–. Esto sea dicho sin exprimir más la pretendida memoria socialista de José Martí y la extemporánea significación antiimperialista de Simón Bolívar.


  Parte III


  Como testimonio de mi creciente preocupación por el asedio al que ha sido sometida en la última década la conciencia histórica del venezolano, el 10 de julio de 2007 reiteré uno de mis Mensajes históricos –de los cuales he enviado más de sesenta–, titulado «En defensa de las bases históricas de la conciencia nacional», precediéndolo de la siguiente nota: «El delirio historicista que hemos padecido con motivo de la conmemoración, oficial y excluyente, de la Declaración de Independencia, me indujo a recordar el primero de mis mensajes históricos, fechado en enero de 2005, y enviarlo de nuevo a colegas y amigos con quienes comparto la preocupación por el asalto de que se hace víctima a la conciencia histórica de los venezolanos, y por ende a su conciencia nacional»[27].


  En medio de esta controversia con la modalidad de la conciencia histórica gestada y consolidada en el curso de la república liberal autocrática, reinante de manera poco menos que absoluta desde 1830 hasta 1946, se abre paso la modalidad de esa conciencia auspiciada y requerida por la instauración, en curso, de la república liberal democrática, que se esfuerza por superar hoy su segunda crisis


  Parte IV


  La agudización actual de la sostenida agresión a la conciencia histórica del venezolano es resultado de la conjunción, al fin lograda, de la modalidad de la conciencia social y de la conciencia política. Tal conjunción, que ha sido cultivada, enfrentando toda suerte de avatares, desde hace más de medio siglo, se configura como el fundamento primario de la república liberal democrática. Se expresa en la persistencia de la sociedad en reivindicar la plena vigencia de la soberanía popular, como fuente única de legalidad y de legitimidad en la formación, el ejercicio y la finalidad del poder público. Este cambio mayor de curso de la conciencia sociopolítica de la sociedad venezolana es solo comparable al que ella asumió al emprender la abolición de la monarquía, ya fuese absoluta, ya fuese constitucional; tomando el camino de la edificación de la república moderna y liberal; en cuyo espacio histórico ha venido librándose la pugna entre las dos modalidades del ordenamiento sociopolítico republicano, sintetizadas como la república liberal autocrática, y la república liberal democrática.


  Esta aseveración, concerniente a la instauración de la república moderna y liberal, asume la significación de dos instancias históricas que estimo claramente discernibles. Una instancia estuvo representada por la tarea, muy ardua y aún parcialmente inconclusa, de asimilar socialmente, superándolo, el régimen sociopolítico monárquico. Esto nos ha ocupado, partiendo de la abdicación de la todavía jurídicamente nuestra reina Isabel II, en 1845, hasta el presente, cuando son visibles rezagos, nada desdeñables, de la genésica conciencia monárquica. La segunda instancia ha consistido en la sustitución de la monarquía, como régimen jurídico-político, por la república liberal moderna que nuestra sociedad comenzó a instaurar, propiamente, como fundadora y parte de la República de Colombia, en 1819-1821. En el curso de esta instancia cabe diferenciar dos etapas. La primera, representada por la república liberal autocrática, instaurada, vale subrayarlo, a partir de 1830, y pronto convertida en una suerte de monarquía constitucional, prevaleció hasta 1946 y vive sus postreros alientos. La segunda etapa, representada por la república liberal democrática, inició su ascenso, desde la condición de aspiración más o menos difusa, a la de naciente realidad jurídico-política y sociopolítica, en 1946, por obra del rescate de la soberanía popular; y confronta actualmente su segunda crisis de desarrollo. Basta una somera comparación histórica de los fines sociopolíticos perseguidos y de los procedimientos empleados para procurarlos en las respectivas etapas para comprender las diferencias de tiempo histórico por esas etapas republicanas representadas.


  Parte V


  Cuatro son los fundamentos principales de las fuerzas ideológico-políticas que agreden la conciencia histórica del venezolano, con el fin, cada día más evidente, de torcer la ruta por él tomada, como sociedad, hacia la conformación de una genuina sociedad liberal democrática moderna.


  El primer fundamento ha consistido y consiste en la ahistórica vigencia de las en sus tiempos necesarias historia patria e historia nacional, refundidas hoy en la historia oficial. El segundo fundamento ha consistido y consiste en haber sido creada una suerte de segunda religión del venezolano, mediante la conversión del culto a Bolívar de un culto del pueblo en un culto para el pueblo; es decir, convirtiéndolo en un instrumento de manipulación de los sentimientos, que no de la razón. El tercer fundamento ha consistido y consiste en detener, e intentar hacerlos retroceder, los esfuerzos realizados en el marco de la operación de crítica histórica e historiográfica que he denominado achicar la sentina de la historiografía venezolana; y por ende de la conciencia histórica del venezolano. El cuarto fundamento ha consistido y consiste en la perversión del concepto de república, intentando reemplazar el principio de ejercicio de la soberanía popular por la pretendida interpretación directa de la voluntad popular, a la usanza de los déspotas de toda laya. Creo necesario hacer algunas consideraciones respecto de cada uno de estos fundamentos de la agresión de que es objeto actualmente la conciencia histórica del venezolano.


  El primer fundamento corre en la ahistórica vigencia de las en sus tiempos necesarias historia patria e historia nacional, refundidas en la historia oficial. Ubicadas estas historias, como corresponde, en la historia de la historiografía venezolana, la historia patria se caracteriza por haber tenido como principal objetivo justificar la ruptura del nexo colonial, mediante el inicio de la abolición unilateral de la monarquía, como consecuencia de la Declaración de Independencia y la subsiguiente promulgación de la Constitución federal de 1811; por ello la periodificación global de la historia patria en Colonia y República. La historia nacional tuvo como principal objetivo darle fundamento histórico a la formulación e implantación del proyecto nacional republicano, en su institucionalización como la república liberal autocrática. De allí su periodificación en repúblicas, que demarcan un controvertido continuo de instauración, plagado de las denominadas guerras civiles. A su vez, la historia oficial nació como respaldo ideológico institucionalizado de la evolución, desde fines del siglo XIX, de la república liberal autocrática hacia su fase culminante de dictadura liberal regionalista. De allí su acentuado carácter militarista, y el consagrarse al culto heroico y a la guarda del culto a Bolívar, substitutivos de la soberanía popular en la legalidad y la legitimidad del desempeño del poder público. Mediante este aparato ideológico se manda –que no se gobierna– al amparo de la invocación heroica, a un pueblo instado, como manifestación de rendido acatamiento, al sometimiento.


  La síntesis ideológica de esta secuencia de instancias de la historiografía venezolana ha nutrido la fórmula de control social constituida por la atribución a los militares, como una prerrogativa intemporal, de la condición, múltiple y conjugada, de hacedores de la independencia nacional, de fundadores de la república, de tutores y protectores de esa república, y de usufructuarios de la confusión conceptual así generada entre independencia y libertad, fórmula que ha permitido a dictadores y mandones oprimir holgadamente la sociedad en un país jactanciosamente proclamado libre.


  El segundo fundamento se halla representado por la instauración, como asunto de Estado, de una suerte de segunda religión del venezolano. Se ha conformado como el culto heroico, nutrido con la mediatización militarista de la surgente conciencia nacional, cultivada esta combinación como la reemplazante progresiva de la conciencia monárquica; proceso que se vio reforzado por la instauración, desde mediados del siglo XIX, del culto a Bolívar; y de la transformación de este, vale reiterarlo, de un culto del pueblo en un culto para el pueblo; es decir, convirtiéndolo en un instrumento de manipulación de la sensibilidad socioindividual. El resultado de esta exitosa operación ideológica ha sido que el como lo dijo Bolívar se haya vuelto la justificación universal, incluso de los más desatinados propósitos; y el seamos dignos hijos de Bolívar ha funcionado eficazmente en el transmisor del virus de la sumisión sociopolítica ante el despotismo ¿republicano?


  El tercer fundamento ha consistido y consiste en contrarrestar, como política de Estado, censurándolos como antipatrióticos y deteniéndolos luego por medio de la arbitrariedad administrativa, los esfuerzos realizados para deslastrar de prejuicios y caprichosas interpretaciones la conciencia histórica del venezolano. De esto me ocupé en la conferencia inaugural, intitulada «Achicar la sentina de la historiografía venezolana», pronunciada en octubre de 2005, en la apertura del ciclo Conferencia José de Oviedo y Baños, conmemorativo del 60.º Aniversario de la Facultad de Humanidades y Educación de la Universidad Central de Venezuela. En ella sostuve que:


  
    «Mis palabras pretenden llamar la atención, en particular la de los jóvenes historiadores, sobre el hecho de que, igual que las embarcaciones, la historiografía tiene su sentina, en la que se recogen y acumulan residuos de diversa naturaleza, y que periódicamente es necesario achicarla. Numerosos y reiterados indicios me permiten decir que en el caso de la historiografía venezolana hemos llegado al momento en que es vitalmente necesario desechar los residuos que procedo a enunciar, sin que pueda extenderme en la justificación de mi selección, y dejando el hacerlo para el debate que deberán llevar adelante los jóvenes historiadores de hoy, para quienes su vocación de historiadores marche pareja con un claro sentido de responsabilidad social y cuenten ellos con una buena porción de coraje intelectual. A estos efectos me ocuparé, muy sumariamente, de las siguientes cuestiones: 1.- El culto heroico decimonónico. 2.- El materialismo histórico fosilizado. 3.- La historia amena. 4.- La historiografía como parte de las bellas letras. 5.- La conciencia criolla y el dominador cautivo. 6.- La valoración de la raíz hispánica y su ubicación entre los componentes de la sociedad criolla. 7.- El autoritarismo monárquico-caudillista. 8.- La creencia de que el pueblo es el actor de la historia. 9.- El militarismo rudimentario. 10.- La Democracia como escuela de libertad, no como panacea para curar los males sociales. 11.- El discurso revolucionario y la «refundación» del saber histórico. 12.- Cierto descenso en el celo técnico y metodológico. 13.- El peso de conceptos superados por la evolución histórica de la sociedad venezolana. 14.- Deterioro y debilitamiento de la interacción con las ciencias auxiliares. 15.- La limitada visión de la historia de Venezuela. 16.- La perversión de la conciencia crítica y el cumplimiento del deber social del historiador.»

  


  Consciente de que semejante enunciado de residuos historiográficos de los cuales considero necesario y urgente achicar la sentina de la historiografía venezolana, con el fin de depurar la conciencia histórica del venezolano, podría lucir un tanto arbitrario, intenté justificarlo ubicándolo en la evolución de mis estudios sobre esa historiografía:


  
    «Séame permitido recordar, para que sirvan de aval a las apreciaciones precedentes, que en 1961 intenté enunciar las que consideré que eran las 12 características fundamentales de la historiografía venezolana. Basándome en el seguimiento de esta plataforma conceptual, propuse en 1985 algunas ideas «Para una caracterización general de la historiografía venezolana actual». Es razonable, por consiguiente, pensar que entramos hoy en una tercera fase del combate que libramos todos por la consolidación y el desarrollo de la historiografía científica en nuestro país.»

  


  Y consciente, igualmente, de la agravación del mayor peligro que corría entonces la historiografía venezolana, creo razonable fijar mi atención en la más grave de las amenazas que se ciernen hoy sobre la conciencia histórica del venezolano:


  
    «2.- El materialismo histórico fosilizado. Me refiero, específicamente, al materialismo histórico de manual o catecismo que, por consistir solo en preceptos carentes del asidero de una metodología propia, jamás desarrollada, no halló dificultad en entroncar con las más rancias historiografías patria y nacional, apropiándose de sus resultados con el solo añadido de algunos conceptos calificados de revolucionarios. De instrumento para el estudio histórico científico de la sociedad, que se propuso ser, el materialismo histórico, ha sido convertido por sus usuarios acríticos en una rémora que estorba el desarrollo del conocimiento científico en historia. Quede a salvo, sin embargo, la certidumbre de que en el reino de la historiografía nada sucede en vano. Por consiguiente, una de las tareas que tendrá planteadas el historiador del futuro será separar en la proposición materialista, como lo ha hecho con otras proposiciones histórico-filosóficas, el metal del magma.»

  


  El cuarto fundamento ha consistido y consiste en la perversión del concepto de república, mediante el intento de reemplazar el principio de ejercicio de la soberanía popular por la interpretación de la voluntad popular. El escudo de esta agresión contra la conciencia histórica consiste en la invocación de la supuesta directa conexión cívico-militar, vuelta reemplazo del ejercicio de la soberanía popular; y por este medio haciendo de quien ejerce el poder político en su más alto nivel, y que por lo mismo funge de jefe supremo de las fuerzas armadas, un dictador absoluto. No ha sido otro el fundamento de los más alevosos y asfixiantes totalitarismos que ensangrentaron el siglo XX.


  Conclusiones


  En la Venezuela actual –dado el grado de deterioro ya padecido, y del continuado asedio de que es objeto– el replanteamiento de la conciencia histórica debería ser concebido como su actualización en concordancia con los requerimientos de la reinstauración y consolidación del régimen sociopolítico liberal democrático, inherente a la república liberal democrática. Ello se correspondería con la recuperación del ejercicio, pleno y libre, de la soberanía popular.


  Por ser esta última atributo propio de la ciudadanía, en su condición de fuente primigenia de la legalidad y de la legitimidad en la formación, el ejercicio y la finalidad del poder público, en esa soberanía restaurada confluyen, como manifestación de la ciudadanía, ya sea civil, ya sea militar, el ciclo de las modalidades de la conciencia –desde la histórica hasta la política– al cual me referí en el inicio de esta conferencia, ciclo que expresa la correlación dinámica entre conciencia histórica y acción política.


  Llámese conciencia histórica, inconsciente colectivo o imaginario colectivo, la manera como la sociedad formula y asimila su historicidad es cuestión que compromete la responsabilidad social del historiador. Así lo he sostenido desde que publiqué un artículo, con ese título, el 30 de junio de 1960, en el diario El Nacional, de Caracas:


  
    «Un historiador que en tal sentido ignore sus propios resultados, que no se rija por ellos a la hora de fijar posición ante cuestiones de índole política, social o ideológica, traiciona su obra, la desvirtúa trocándola en mero ejercicio intelectual, demuestra que ha permanecido inmune a la verdad de su propio trabajo, y echa la duda sobre su capacidad personal para comprender los problemas que estudia.»

  


  A lo que añadí:


  
    «Pero hay, vale la pena precisarlo, un terreno de elección para que se manifiesten las consecuencias del trabajo historiográfico, terreno que presenta la singularidad de verse influir directamente por esa labor, con independencia del signo que esta tenga. Nos referimos a la conciencia nacional, entendida como la expresión sintética del complejo de elementos históricos, geográficos, económicos, psíquicos, etc., que integran la nación.


    »Al igual que la nación es un fenómeno histórico, sometido por lo tanto a leyes evolutivas, cuyo estudio compete al historiador, el producto historiográfico es, por excelencia, formativo de la conciencia nacional en cuanto favorece de manera sustancial su surgimiento y consolidación. Vivimos de cara a un pasado infinito, no porque miremos siempre hacia atrás sino porque ese pasado condiciona de manera apreciable un futuro no menos infinito. La tarea por cumplir, como pueblo, se extiende delante de nosotros, pero nos damos a su realización armados de una conciencia que deriva sus más profundas y alimentadoras raíces del pasado histórico. Somos, en tanto que pueblo, al nivel de la conciencia que adquiramos de nuestra realidad y de cómo hemos llegado a ella. Esa conciencia, inestimable factor de la nacionalidad, cuaja en los productos de todo tipo que componen la cultura nacional; y estos son, en último análisis, la culminación siempre superada, incesante de procesos históricos. Los símbolos que representan esa cima en el orden de los conceptos básicos de la conciencia nacional, tienen un contenido concreto y este es, en la medida de lo cognoscible, fundamentalmente histórico. Con ese contenido trabaja el historiador, porque su obra no puede dejar de tocarlo, si es que alcanza alguna profundidad.


    »Allí radica, primordialmente, la responsabilidad social del historiador. Consciente o no de ella, no puede esquivar su cumplimiento. Aun alegando su inexistencia o su improcedencia, no puede sin embargo escapar a su imperativo. Debe necesariamente participar en la estructuración de una conciencia nacional que es, a la vez, resultado y agente del proceso histórico. En tal sentido, el hacer Historia sobrepasa la mera acepción historiográfica para convertirse en un hacer concreto, objetivo, al influir de algún modo en las acciones de la sociedad.»

  


  En síntesis, el historiador, si está consciente del cumplimiento de su deber social, haría Historia al escribirla. De ello, también, advendría la satisfacción de su condición de intelectual.


  Caracas, junio de 2013


  Sucre: un noble prócer civilista


  A 182 años de su vil asesinato


  Esta Ilustre Casa[28] me ha hecho el honor de invitarme a hablar con ustedes acerca de un glorioso general colombiano, nacido cumanés, a quien ascendieron a Mariscal tras la espléndida y decisiva victoria alcanzada, bajo su mando, en la planicie de Ayacucho, el 9 de diciembre de 1824.


  El motivo de la invitación me fue presentado como la oportunidad de brindarle la ocasión a un historiador venezolano, nacido cumanés, de contribuir al homenaje luctuoso que esta universidad ha dispuesto que le rindamos hoy a Antonio José de Sucre. Acepté advirtiendo que no podría corresponder con el motivo de la invitación si de mí se esperaba que echara el cuento; porque entre mis defectos de historiador de oficio pesa, y mucho, la mezcla de incapacidad y de renuencia respecto de echar el cuento.


  En algún lugar de su obra, Simón Rodríguez dice que el primer rey fue un soldado feliz. De ser esto cierto, el 10 de diciembre de 1824 –recuérdese que la espléndida victoria de Ayacucho ocurrió en el día anterior– el general colombiano, nacido cumanés, Antonio José de Sucre, pudo sentirse llamado a ser rey del todavía denominado Alto Perú, si es que no de todo el virreinato que acababa de derribar, quedando apenas maltrecha la conciencia monárquica que, también según Simón Rodríguez, era su verdadero sostén, y no los fusiles. Pero al vencedor en Ayacucho no solo las armas podían autorizarle, de haber abrigado ese empeño; también habría respondido con ello al clamor de los pueblos ahora huérfanos de su rey.


  Pero Sucre no cayó en la tentación que podía acechar al soldado feliz. Ante la petición de los representantes de los pueblos del Alto Perú, pidiéndole que permaneciera allí, respondió el 16 de diciembre de 1825: «... no veo qué utilidad pueda prestarles mi educación militar, y es para mí un conflicto cuando observo que el Alto Perú solo necesita hombres que lo guíen en la paz hacia la ilustración y la cultura» (Archivo de Sucre, tomo VII, página 63). Vale que nos preguntemos sobre la motivación y el alcance de estas contadas palabras.


  En primer lugar, en cuanto a la motivación, debe tomarse en cuenta que quien respondía de esa ejemplar manera al clamor de los pueblos lo hacía por patriotismo. El 6 de setiembre de 1825 escribió Sucre al Sr. secretario general de S.E. el Libertador: «Cualquiera que sea mi deferencia por el Alto y el Bajo Perú y cualesquiera que sean mis deseos de servir a estos países, mi deber y mi corazón son colombianos y por supuesto me he prestado sin vacilación alguna, a aceptar la comisión que me ha conferido el gobierno de mi patria» (Ibídem, p. 19). ¿Cabe dudar de que se sabía y se sentía general colombiano, nacido cumanés?


  En segundo lugar, en cuanto al alcance de su determinación, habría que añadir una consideración de mucha significación. En carta al vicepresidente de Colombia, Gral. Francisco de Paula Santander, desde La Paz, el 19 de setiembre de 1825, le confió: «... temo que se me dé el mando de estos departamentos, y yo aborrezco el mando de pueblos, hasta desesperarme con la idea de que yo me ocupe de él: de otro lado, está fuera de mis miras alejarme mucho de Quito donde pienso vivir si el gobierno me lo permite» (Ibídem, p. 87).


  Pero es posible que algún intelecto sagaz pensara que el guerrero feliz retrocedía ante el compromiso de entrar a regir pueblos que él sabía serían de muy difícil gobierno, una vez que él mismo les había soltado de la obediencia a la potestad divina a través de la majestad real. Consta que quien así actuaba no era un hombre flaco de ánimo; según lo declaró en carta al Gral. Santa Cruz, desde Sicasica, de 22 de setiembre de 1825:


  
    «Si los bochincheros han llegado a tomar influjo en la asamblea, responderán de su conducta a su patria y al gobierno. La marcha del Libertador y la mía en este país ha sido la más moderada; pero ya que los mismos representantes lo han puesto en nuestras manos, sin haberlo nosotros pretendido ni solicitado, en ninguna manera, no dejaremos que se pierda. Si hemos de responder al mundo de este país, nosotros lo guardaremos y conservaremos, evitándole la desgracia y el desorden.»

  


  A lo que siguió una rotunda afirmación, que contrasta en buena parte con la figura un tanto blandengue que cierta historiografía de espíritu militarista ha compuesto de este general colombiano nacido cumanés:


  
    «Vd. sabe bien que nosotros no somos los hombres que sufrimos a los tumultuarios y anarquistas, y que les hemos declarado una guerra más abierta y obstinada que a los españoles: yo que soy tan enemigo de sangre y ejecuciones, estoy muy determinado a fusilar a todo faccioso, sin detenerme en muchas fórmulas: juzgue Vd. si el Libertador se parará en menudencias. Esos tumultuarios son hombres repletos de ambición y de crímenes y su muerte es un bien que pide la justicia para la patria y para la sociedad. Hablo en estos términos, porque Vd. mismo me dice que estos facciosos y anarquistas han intimidado la asamblea con amenazas horribles, y que le han quitado su libertad: yo soy el que tengo más interés en que las deliberaciones de la asamblea sean absolutamente libres y espontáneas (Ibídem, pp. 97-98).»

  


  En este juego dialéctico entre el patriotismo, el sentido del deber y las firmes convicciones personales, tuvo que prevalecer el sentido del deber, según lo confesó al Gral. José de La Mar, en carta fechada en Oruro, el 27 de setiembre de 1825. Luego de reconocer que «Los militares no tenemos voluntad propia», le confesó:


  
    «Yo no sé cuando me desocuparé de estas provincias. El Congreso del Alto Perú, ha exigido del Libertador que yo me quede aquí cuatro años y el Libertador se ha empeñado más en ello. Por grande que sea mi gratitud ante tal señal de confianza de estos pueblos y por deferentes que sean mis sentimientos y mi amistad a S. E. he rehusado mucho, y he permanecido más de un mes indeciso, luchando entre lo que quieren llamar deberes públicos y mis inclinaciones a ir retirado, pero por fin me he determinado a estar dos años (Ibídem, p. 107).»

  


  No parece que pueda haber duda razonable –sobre todo si se proyecta lo así tratado en su conducta histórica posterior– acerca de la condición cívica y de la lucidez demostrada en la pugna entre el sentido del deber y su lealtad para con la conciencia correspondiente con esa condición cívica.


  ***


  Pero no seguiré por esta vía. Me decidí a presentarles estas pocas muestras del hombre a cuyo temple y capacidad militar fue confiada por tres veces la suerte de la independencia de la República de Colombia: la primera vez cumpliendo en Ayacucho, la segunda deteniendo en la batalla del Portete de Tarquí el intento del Perú republicano de recuperar Quito; y la tercera vez cuando se mostró su espíritu cívico al trabajar diplomáticamente por la preservación de la integridad de la República de Colombia. ¿Impidió el artero asesinato de que fue víctima en el bosque de Berruecos que pudiera continuar sirviendo a la preservación de Colombia?


  Habrán observado ustedes que he citado solo fragmentos de la correspondencia inmediata a la victoria de Ayacucho. Lo hice para invitarlos a reflexionar sobre la cuestión de fondo que deseo tratar, aunque necesariamente de manera breve. Intentaré enunciarla de esta manera: tal cuestión consiste en evaluar la interacción, posible o imposible, entre mando militar y gobierno civil; o, si lo prefieren, intentaré entender esa suerte de océano que separa el mandar del gobernar, cuando de la vida de las sociedades se trata; no ya de la vida de los profesionalmente condicionados para cumplir la orden de matar o morir.


  Obviamente, no soy ni el primero ni el único, en hacer consideraciones como estas, al tratar de la ejemplaridad de la vida histórica del mariscal Antonio José de Sucre. Probablemente sorprenderá a algunos de ustedes saber que el 29 de mayo de 1930 un estudiante venezolano, de 22 años de edad, dictó una conferencia centrada en la proposición de que:


  
    «... A Sucre-ciudadano debemos desvincularlo del Sucre-sargento que ha venido exaltándose. Sus mejores momentos no son en el campamento, sino desde la curul del magistrado. Sus acciones más resplandecientes no las conquistó a punta de sable sino a golpe de gestos civiles. Su obra más grande no es Ayacucho, sino el decreto promulgado en La Paz, el 24 [25] de mayo de 1826, al encargarse de la Presidencia de Bolivia, república creada por el Libertador con las provincias del Alto Perú.»

  


  Dicho esto, citó el primer artículo del Decreto: «Los hombres de todos los pueblos y naciones, son invitados a venir a Bolivia, donde su libertad civil tiene todas las garantías que den las leyes a los bolivianos».


  El joven estudiante exilado que así habló, en una sala de Barranquilla, se llamó Rómulo Betancourt. (Rómulo Betancourt. Antología política, vol. I, p. 186).


  ***


  Creo que con lo dicho ha quedado ubicado el tema sobre el cual versarán propiamente mis palabras de hoy. Para precisarlo, me permitiré reiterar lo que acabo de decir: hablaré sobre la interacción, posible o imposible, entre mando militar y gobierno civil; o, si lo prefieren, entenderé esa cuestión como la insalvable distancia que separa el mandar del gobernar, cuando de la vida de las sociedades se trata. Creo, igualmente, que la cuestión podría plantearse como el contraste entre el mandar como botín de guerra, y el gobernar como obligante y exigente cumplimiento legitimador de un mandato cívico, resultante del libre y pleno ejercicio de la soberanía popular.


  Respecto del mandar como botín de guerra, creo pertinente enunciar dos consideraciones.


  En primer lugar: ¿pudo alguien haber ganado ese botín con más legitimidad que el vencedor de Ayacucho; batalla decisiva que consolidó la independencia de la República de Colombia al garantizar la de Hispanoamérica, y engendró la República Bolívar, rebautizada Bolivia? No obstante, asimiló el hecho de que los pueblos, condicionados espiritual y mentalmente por la conciencia monárquica –la ancestral aborigen y la colonial–, se mostrasen dispuestos a hacer del guerrero feliz una suerte de monarca republicano. El nítido deslinde, en el espíritu y la conciencia del soldado feliz, le hizo distinguir, con toda honestidad, entre los atributos requeridos para cumplir la función militar y los imprescindibles para desempeñar la gestión civil. ¿Demostró con ello que tuvo clara la distinción entre mandar y gobernar? ¿Se supo poseedor de las virtudes del guerrero y se confesó carente de las facultades del gobernante?


  Pero, cabe subrayar que esto sucedió luego de la batalla de Ayacucho, librada victoriosamente por el ejército de la República de Colombia –con la participación heroica de peruanos– comandado por el general colombiano, nacido cumanés, Antonio José de Sucre.


  En cambio, algo muy diferente sucedió después de que el 24 de junio de 1821, en la llanura de Carabobo, el ejército de la República de Colombia, comandado por el general colombiano, nacido venezolano, Simón Bolívar, y formado por heroicos jefes y soldados venezolanos y neogranadinos vueltos colombianos, derrotó a las fuerzas coloniales, que reunían a los expedicionarios de Morillo y a los auxiliares venezolanos de Morales –es decir, ¿los que valdría denominar españoles peninsulares y españoles de América, según lo dispuso la Constitución gaditana de 1812 en su artículo 18?–. Con esa victoria fue consolidada la independencia de la República de Colombia, como lo reconoció, por decreto de 20 de julio de 1821, el Congreso de aquella gloriosa república, la cual fue capaz de reunir las resultas de las jornadas de Carabobo y Ayacucho. Dicho esto, permítanme una digresión personal: como hice mis estudios escolares de Historia sin haber escuchado de este decreto de honores, y de los significativos conceptos que lo ilustran, creo oportuno leer para ustedes dos de sus considerandos:


  
    «El Congreso general de la República de Colombia, instruido por el Libertador Presidente de la inmortal victoria que el día 24 de junio próximo pasado obtuvo el ejército bajo su mando sobre las fuerzas reunidas del enemigo en los campos de Carabobo, y teniendo en consideración [...] 2.º Que la por siempre memorable jornada de Carabobo, restituyendo al seno de la patria, una de sus más preciosas porciones ha consolidado igualmente la existencia de esta nueva República. 3.º Que tan glorioso combate es merecedor de agradecido recuerdo y eterna alabanza, tanto por la pericia y acierto del general en gefe (sic) que lo dirigió, como por las heróicas (sic) proezas y rasgos de valor personal con que en él se distinguieron los bravos de Colombia.»

  


  Dejaré a la conciencia histórica de ustedes la apreciación esencial de la motivación y de la proyección del silencio que ha envuelto este decreto; pero con una ayudita de mi parte:


  Sucedió que mientras el vencedor en la gloriosa batalla de Carabobo se fue a consolidar la independencia de la república, así lograda, invadiendo y desmembrando el poderoso Virreinato del Perú –por juzgarlo, certeramente, capaz de emprender el restablecimiento del nexo colonial–, uno de los guerreros felices triunfadores en Carabobo se hizo designar, en 1830, virtual monarca del Estado de Venezuela –al que luego bautizaron República–. Es decir, jefe absoluto de un Estado que anduvo siempre más cerca de la monarquía que de la república, conformando el híbrido sociopolítico que he denominado república liberal autocrática, en nombre de la cual mandaron –unos más, otros menos– espíritus autoritarios –unos más, otros menos– hasta 1946. En ese año un grupo de jóvenes que lucían como alucinados, dirigido por quien de joven exaltó la personalidad civilista de Sucre, encabezó al pueblo venezolano en el empeño de comenzar a instaurar un genuino régimen sociopolítico republicano, partiendo del rescate de la soberanía popular, en el marco de la instauración de la república liberal democrática. La república hoy asediada, de nuevo, por quienes reclaman para sí, como mérito exclusivo, sin tener títulos suficientes, la heroica condición de realizadores de la independencia nacional, al mismo tiempo que realizan su innoble tarea de disponedores de esa independencia.


  ***


  Esto nos conduce al examen de la manifestación actual de esa contrapuesta conducta histórica, representada con toda propiedad; la civilista por la asumida por el mariscal Antonio José de Sucre, y la militarista por la asumida por el general José Antonio Páez. Esto nos lleva, también, a intentar ubicar esas conductas en el contexto general de la conciencia histórica común; es decir la que sirve de base primaria a la conciencia nacional y que, al concretarse como la conciencia social se manifiesta como la conciencia política; es decir como la conciencia reguladora de la conducta ciudadana en la instancia fundamental de la formación del poder público, rigiendo solidariamente la legalidad de su origen y la legitimidad de su ejercicio.


  En esta cadena causal, que se compadece con el desenvolvimiento histórico de la sociedad venezolana, es dable delimitar dos grandes etapas, en buena parte yuxtapuestas. La primera etapa, que es la originaria de la sociedad venezolana, estuvo representada por la monarquía colonial, que perduró, jurídicamente, hasta 1845, cuando nuestra reina Isabel II abdicó al reconocer a Venezuela como un Estado independiente. La segunda etapa es la republicana, en la cual es necesario demarcar, a su vez, dos subetapas. Una, que denominaría republicana de facto, corrió a partir de los trabajos fundacionales, iniciados en 1811, y culminó con la fundación de la República de Colombia, en Angostura, en 1819 y su Constitución, en Cúcuta, en 1821. Pero se debe tener presente el hecho de que hasta ese momento el poder público que rigió la sociedad venezolana estuvo repartido entre la monarquía absoluta, con intervalos constitucionales, y una república que fue azarosa durante una década.


  En la etapa republicana se reflejó de manera perdurable la ruptura, por los venezolanos que no se fueron con Simón Bolívar –en persona y menos aún en espíritu– de la República de Colombia, en 1830, dándose inicio a la que denomino la república liberal autocrática, así calificada porque conservó la estructura constitucional liberal adoptada por la República de Colombia, pero practicó procedimientos despóticos en la formación, el ejercicio y la finalidad del poder público; más identificados, repito, con la monarquía absoluta que con la república.


  Durante la monarquía no era necesario justificar el origen del poder. Esa justificación venía dada por una secuencia consubstanciada con la conciencia religiosa cristiana; secuencia generada por la voluntad divina, manifiesta en la Corona y personificada en el rey. Mas, ¿cómo justificar el origen del poder público en la república liberal autocrática? Fue necesario tener en cuenta un deslinde. En cuanto al carácter liberal, la justificación de la formación del poder público era aportada por el ordenamiento constitucional, ya se simulase cumplirlo falseándolo, ya se le ignorase groseramente. La dificultad mayor radicaba en la justificación del ejercicio autocrático de ese poder. No era posible atribuirlo a la voluntad divina sino a su substituto republicano: la voluntad de la nación.


  Pero no terminaba allí la dificultad. Mientras en la monarquía la Iglesia se encargaba de interpretar la transmisión de la voluntad divina, ¿quién habría de interpretar la voluntad de la nación? Entró así en funcionamiento la gran empresa ideológica de conformación de una modalidad de la conciencia histórica adecuada al ejercicio autocrático del poder público.


  El principio rector de esta operación lo proporcionó la denominada Historia patria. Consistió en la formación de dos cadenas causales. Una se basó en la identidad entre patria, nación y república. La otra lo hizo entre independencia, libertad y heroísmo militar. Correlacionadas las dos cadenas, resultaba que la patria, y por ende la nación, representada por la república, independiente y libre, es obra del heroísmo militar. ¿A quiénes, entonces, les tocaba dirigir la república, ejerciendo un cuidado tutelar fácilmente derivable hacia lo autocrático? Solo que esa función debía ajustarse a lo pautado por Simón Rodríguez en 1830: «Los militares sensatos no pretenden usar de la fuerza para subyugar a sus compatriotas, sino para mantener el orden, entretanto se constituye el Gobierno –y para llevar su empresa hasta el cabo, quieren conservarse en estado de protegerla» (Simón Rodríguez, El Libertador del mediodía de América y sus compañeros de arma defendidos por un amigo de la causa social. Arequipa, 1830, p. 152). Dicho con otras palabras, dado el profundo trastorno de la estructura de poder interna de la sociedad, correspondería a los militares restablecer y consolidar esa estructura; lo que era requisito para que fuese posible edificar el régimen sociopolítico republicano.


  Podemos preguntarnos: ¿era Antonio José de Sucre un militar sensato? El propio mariscal respondió, según el protocolo, citado por José Gil Fortoul, de la conferencia celebrada en Cúcuta entre los comisionados del Congreso de la República de Colombia, y los del gobierno separatista de Venezuela, encabezado este por José Antonio Páez. Lo hizo al observar que los separatistas «se empeñaban en demostrar que las novedades ocurridas allí eran una revolución popular, y no un movimiento ejecutado y dirigido por los militares, como se había asegurado hasta ahora». Pero, sosteniendo el mariscal que lo ocurrido debía resolverse en provecho del pueblo, y considerando inaceptable «que ningún poderoso, bajo el pretexto de protegerlo, lo sometiese después a un yugo tanto o más pesado que aquel de que se pretendía libertarlo», afirmó que «entendía que los males públicos emanaban, no de lo que se ha llamado despotismo del Libertador [...] sino esencialmente de la misma revolución, y del despotismo de una aristocracia militar que, apoderándose del mando en todas partes, hacía gemir al ciudadano por un absoluto olvido de las garantías y derechos». A esta luz me permito preguntarme, a mi vez: ¿qué pensar de militares que pretenden ser, más que protectores, dueños de la república todavía doscientos años después?


  Solo que para que este artificio conceptual resultase eficaz a perpetuidad, le fue necesario al militarismo irredento manipular la conciencia histórica. Este crimen de lesa Historia se cometió borrando de la historia de Venezuela el episodio crucial representado por la fundación de la República de Colombia; y se logró ocultándola tras el alias Gran Colombia, e ignorando su alta significación política y estratégica, bien servida por las hazañas militares y políticas de los dos generales colombianos, nacidos uno caraqueño y el otro cumanés, a los que me referí al comienzo de esta conferencia: Simón Bolívar y Antonio José de Sucre.


  Pero no se ha tratado únicamente de una grosera mutilación de nuestra historia. Al pecado historiográfico le acompañó el beneficio político derivado de una perversa versión de los hechos que todavía agrede el sentido crítico. Se pretende que en Carabobo fueron los heroicos militares venezolanos, hoy representados, atemporalmente, por sus nada heroicos sucesores, quienes nos dieron patria, nación, república, independencia y libertad; y se ganaron, por consiguiente, el derecho imprescriptible, como pretendidos «herederos del Ejército Libertador», a tutelar la manada de cobardes que no participaron en el hacer de la gloria de la sociedad venezolana; estigma que pesa sobre nosotros, los descendientes de esa triste manada.


  ¿O será que en esto consiste, justificadamente, el cacareado bolivarianismo del militarismo que hoy avasalla la república? Imposible olvidar que Simón Bolívar escribió al general Francisco de Paula Santander, el 13 de junio de 1821, es decir casi en la víspera de la batalla de Carabobo:


  
    «... en Colombia el pueblo está en el ejército, porque realmente está, y porque ha conquistado este pueblo de manos de los tiranos, porque además es el pueblo que quiere, el pueblo que obra, y el pueblo que puede; todo lo demás es gente que vegeta con más o menos malignidad, o con más o menos patriotismo, pero todos sin ningún derecho a ser otra cosa que ciudadanos pasivos.»

  


  ***


  Le tocó a Antonio José de Sucre, Gran Mariscal de Ayacucho, ser blanco del desvarío de los militares y civiles que, como he dicho, no se fueron con Simón Bolívar –en persona y menos aún en espíritu–, pero que se hicieron dueños de la república. El 6 de marzo de 1830 fue comunicada al secretario de Estado en el Despacho de la Guerra, la siguiente instrucción impartida en Guanare:


  
    «A pesar de lo que dije a Vuestra Señoría para conocimiento del Gobierno en mi oficio de 3 del corriente, Nº 16, respecto de los comisionados que vienen de Bogotá, con esta fecha he dado orden para que no se permitiera la entrada en el territorio de Venezuela a persona alguna, cualquiera que sea su carácter y condición, y para que se le obligue a hacer alto más allá del Táchira; advirtiendo a Vuestra Señoría que si antes presté mi aquiescencia al paso de los comisionados de Bogotá fue porque el Gobernador de la Provincia de Mérida me había comunicado que ya lo había permitido, pero que nunca me pareció bien.»

  


  La orden aparece firmada por «El Comandante General, Santiago Mariño». Los comisionados eran el general Antonio José de Sucre, el obispo de Santa Marta, doctor José María Estévez y el Sr. Juan García del Río. Cabe preguntarse a quién se refería especialmente la instrucción: ¿al general Antonio José de Sucre parlamentario, o al militar? ¿O quizás al parlamentario civil por la paz y la concordia, respaldado por una gloria militar inconmensurable respecto de la ganada por quienes ahora, alzados, le negaban el ingreso a una porción de su por él definitivamente independizada patria colombiana?


  ***


  Con la venia de ustedes, me permitiré terminar retornando al punto inicial de esta conferencia. Lo haré leyendo el siguiente pasaje, aunque resulte un poco extenso:


  
    «... Lo que en Sucre reclama fervor de recuerdo y propósito de imitación es el firme valor civil, ciudadano, que fisonomiza (sic) su personalidad de grande hombre. Valor civil, el único valor, en concepto de Unamuno [Miguel de], porque aun el valor guerrero, cuando deja de cumplir esa condición, ya no es valor, sino barbarie. Desde sus primeros años de servicio bajo las banderas de emancipación, ya esta noción fue su guía. Contrasta a través de sus documentos públicos, de su correspondencia privada, el reposado y terco concepto de ciudadanía, la arraigada noción de sus derechos y deberes como miembro de una comunidad de hombres civilizados, con el lenguaje insolente, cuartelario, rezumante de barbarie, que hablaban casi todos los hombres de la época, saltados de la selva, sin el control del ideal, a la conquista de la ciudad.»

  


  Culmina el elocuente pasaje entregando un comprometedor mensaje, hoy felizmente desvirtuado también por ustedes:


  
    «... En cambio, la tradición de los Sucres no prospera. Imitar las vidas superadas es más áspero y más difícil que imitar las vidas elementales, donde la acción no es consciente camino hacia propósitos indesviables sino aleatorio vaivén al impulso de los apetitos y a tono con el color cambiante de los acontecimientos. A veces, muy pocas –suficientes, eso sí para rescatarnos [del] pesimismo–, florece alguna vida gemela de la suya.»

  


  Esto dijo Rómulo Betancourt del mariscal colombiano nacido cumanés Antonio José de Sucre, en la conferencia aquí mencionada.


  Caracas, 20-25 de mayo de 2012


  Al rescate de la República de Colombia para la historiografía venezolana[29]


  Ciudadanos director y demás directivos de la Academia Colombiana de Historia, ilustres académicos, estimados amigos y colegas, señoras y señores:


  Comparezco ante esta honorable corporación dispuesto a esforzarme por honrar la alta distinción que me otorga. No entraré a indagar los soberanos motivos de tal decisión. Solo trataré de exponer, sumariamente, algunas razones que me inducen a recibirla, con ánimo sereno y propósitos responsables.


  Dije una vez, en el Aula Magna de mi casa universitaria, la Universidad Central de Venezuela, que los pueblos acuden a su historia para rendirse cuenta de sí mismos. Lo que no dije entonces, y proclamo ahora, es que propiciar esa comparecencia de los pueblos ante sí mismos es tarea profesional y compromiso intelectual del historiador. Ambos mandatos conforman su deber social.


  Debí puntualizar, también, que el historiador no logra cumplir con tal deber por el solo hecho de ejercer su oficio. Tampoco por asumir compromiso intelectual con su obra. Al igual que les ocurre a los sanadores de cuerpos y de almas, si en su ejercicio el historiador parte de un diagnóstico errado, de un diagnóstico deformado por prejuicios supuestamente teóricos o doctrinarios, o de un diagnóstico subordinado a mezquinos intereses, puede causar más daño que bien al paciente, ya sea enfermo de cuerpo o de alma, ya sea ciudadano atribulado.


  ¿Cabría pensar en sugerir un Juramento de Herodoto, concebido a la manera del hipocrático? El historiador que no observase tal juramento podría –y casi me atrevo a decir que suele hacerlo– deformar la imagen que el pueblo, al comparecer ante su historia, pueda ofrecerse de sí mismo. Con ello facilitaría el historiador la desorientación del pueblo por obra de las malas artes de la política, despótica o demagógica; y podría llegar hasta a inducir a ese pueblo a que contribuya al minado de sus valores sociohistóricos fundamentales. Estimo que esta puede ser considerada una verdad comprobada.


  Por haber alcanzado a estar, en algún grado, consciente de estas circunstancias y posibilidades, he predicado y predico sobre la responsabilidad social del historiador. Entiendo esta responsabilidad como el deber de velar por la orientación, informada y crítica, de la conciencia histórica del ciudadano. En mi caso, en tanto venezolano, actúo como deudor responsable de una sociedad que se halla ocupada en consolidarse democráticamente; y que lo hace en función de una cadena de determinaciones. Esa cadena está conformada por la conciencia histórica –como base de la conciencia nacional–; de la conciencia nacional –como base de la conciencia social–; de la conciencia social –como base de la conciencia política– y de la conciencia política, y de la conjugación de todas estas modalidades de la conciencia –como base de la conciencia ciudadana–, que es el fundamento eficaz de la república liberal democrática, instaurada en Venezuela en el lapso 1945-1948.


  No hay, ni puede haberla, en el ser y el hacer de la sociedad venezolana contemporánea, una cadena causal de más alta capacidad de condicionamiento, y hasta de determinación, del curso histórico de esa sociedad. En una república liberal democrática no hay otra cadena causal de conducta ciudadana que se compare, en su legitimidad y eficiencia, con la cadena causal que acabo de esquematizar; como conjunto y aun tomada en cada uno de sus eslabones. Tampoco otra cadena causal que reúna mayor complejidad y encierre más rica carga de significados. Esta es la razón del empeño puesto por todos los regímenes opresores de pueblos, como el que actualmente agrede a la sociedad venezolana, en falsear la conciencia histórica de quienes padecen su dominación. Procuran convertir a los ciudadanos en insectos gregarios, regidos solo por el elemental instinto de la supervivencia.


  El comprenderlo así, y el practicarlo consecuentemente, hacen del historiador observante de su deber social un intelectual: un genuino intelectual, que por serlo abriga y practica el respeto de las ideas; dada la potente carga que a estas les reconoce, tanto en bien como en mal, para su efecto en la sociedad.


  Debo añadir algo: aunque el historiador, consciente de la importancia del cumplimiento de su deber social, esté identificado con los valores, los procedimientos y las técnicas de su oficio, esa identificación adquiere rango de absoluta cuando se tiene la certidumbre de que el objeto del trabajo de tal historiador es, en primer lugar, su propio pueblo. En este caso, debe estar particularmente consciente el historiador de que el no esforzarse por cumplir con el mandato de objetividad crítica sería engañar a su propio pueblo. Debe estar consciente, el historiador, igualmente, de que al proponer nuevo conocimiento, improvisado o tergiversado, dado que podría ser incorporado al saber histórico común, correría el más alto riesgo que puede enfrentar un intelectual: el de inducir a su pueblo a vivir en el autoengaño.


  ¡Condenado sea el historiador que se comporte como esos falsos intelectuales que juegan con las ideas! Los mismos que, luego de inducirlos a erráticos comportamientos sociales, acusan a los pueblos de no haber sido consecuentes con tales incitaciones. Que llegan a tildar a esos pueblos de incapaces para vivir la libertad y practicar la democracia porque no volvieron realidad sus peregrinas ideas. Contribuir a que un pueblo, desorientado, labre su infortunio es el más grave crimen que pueda cometer un intelectual. Y tal es el crimen que cometen quienes se suman al tramposo mensaje salvacionista, de orden y eficiencia, del militarismo.


  ***


  Gracias a mi obra, y mediante la enseñanza que he impartido durante décadas, he procurado dejar claramente demostrado que mi paciente privilegiado es el pueblo venezolano. Mas, he dado pruebas de haber procurado ubicar mi visión de los hechos mayores de ese pueblo en contextos latinoamericanos y mundiales; al igual que he enfocado esa visión acorde con una perspectiva histórica de largo plazo. Hoy puedo decir que las circunstancias de mi desempeño profesional me han permitido comprobar, en mi estudio de la historia de Venezuela, lo acertado del precepto formulado por Alexis de Tocqueville, en el cierre del capítulo IV del libro primero de su obra El antiguo régimen y la revolución: «me atrevo a decir que quien solo haya estudiado y visto Francia, jamás comprenderá algo de la revolución francesa»[30]. Por lo demás, el solo título de esa obra avala la necesidad de la visión de largo plazo.


  Por consiguiente, no puedo limitar mi diagnóstico a una etapa de la existencia histórica del pueblo al que pertenezco. Tampoco puedo preferir una faz del ser histórico de ese pueblo. Empeñado en cumplir mi deber social, no debo enfocar mi visión solo en lo que enaltezca a ese pueblo; tampoco solo en lo que lo rebaje. Mi visión debe abarcar la integralidad del pueblo venezolano, de su hacerse y de su deshacerse; tanto por sus demostraciones de rebeldía ante el despotismo, como por sus estancias de sumisión a déspotas felices y crueles.


  Así he dispuesto proceder, en atención a los dictados de mi conciencia profesional, en mi labor de historiador. Por eso mi primera obra sistemática la intitulé El culto a Bolívar. Indagación que fue pensada como un llamado a la reflexión sobre el efecto distorsionador que ejerce esa perversión del heroísmo en la conciencia histórica del venezolano, al ser utilizado el culto como agente desorientador de la conciencia histórica; y por lo mismo como factor perturbador de la cadena causal conducente a la genuina ciudadanía, a la que me he referido casi al iniciar estas palabras.


  Puedo afirmar, a esta altura de mi vida y de mi ejercicio del oficio de historiador, que he intentado contribuir a que la conciencia histórica del venezolano termine de superar estadios primarios que, si bien pudieron justificarse en momentos cuando se procuraba, sobre todo, legitimar históricamente, primero la independencia y luego el proyecto nacional republicano, hoy la extrapolación de esos estadios atenta contra el sentido de la larga marcha de la sociedad venezolana hacia la democracia.


  Estimo comprobado que el principal obstáculo con que ha tropezado, en esa marcha, la sociedad venezolana, resulta de la fosilización, perversa e interesada, de aspectos clave de su conciencia histórica primaria, como sucede, justamente, con la confusión entre independencia y libertad; situación que se ha agravado durante la última década. Abiertamente manipulada, tal perversión del principio fundamental de la lucha contra el despotismo, enarbolado por el Congreso de la República de Colombia, al declarar soberanamente, el 23 de junio de 1823, ante «... las demás naciones civilizadas del mundo [...] a la [...] Nación colombiana, libre por sus leyes, é independiente por medio de sus armas [...] ha dado al despotismo la oportunidad de encubrir, con la retórica defensa de una independencia supuestamente amenazada, el estrangulamiento de la libertad. Y no poco de esto ha habido en la valoración historiográfica de la que ahora paso a ocuparme.


  ***


  Preocupado tempranamente por esta situación, ya va para medio siglo que escribí y publiqué mi obra titulada El culto a Bolívar, a la que acabo de hacer referencia. Mi constante reflexión sobre el estado de la conciencia histórica del venezolano me hizo ver que era necesario alertar sobre los peligros que ese fenómeno psicosocial podría encerrar para una sociedad que reanudaba, a partir de 1958-1959, la marcha hacia su conformación como una genuina sociedad democrática.


  Desde hace algún tiempo he comprendido que la conciencia histórica, como cuestión, es más compleja –y su significado de potencial mayor alcance– de lo que había entrevisto durante buena parte de mi ejercicio del oficio de historiador. A esta convicción responden varios de mis recientes trabajos. Uno de los resultados de ese empeño ha sido ganar la convicción de que es necesario, y oportuno, fijar la atención en una suerte de nudo formado en la evolución de la visión historiográfica de la Venezuela republicana. Me persuadí de que ese nudo consiste en la forma como la conciencia histórica del venezolano lidia con la realización máxima de nuestra primaria etapa republicana. Y tal es la República de Colombia, creada en 1819 por los venezolanos que anduvieron con Simón Bolívar; y rota, en primer lugar, por los venezolanos que se acogieron, hasta 1821, al poder colonial restablecido por José Tomás Boves en 1814, y consolidado por Pablo Morillo a partir de 1815.


  Prueba de que mi inquietud historiográfica no es reciente, se halla en la obra ya mencionada, cuya primera edición impresa data de 1969-1970. Me permito transcribir dos pasajes. En el primer pasaje quise llamar la atención sobre la invocación de la pureza de los principios para encubrir la torcedura del acontecer histórico:


  
    «... llama la atención del historiador el que todo el manejo político e ideológico que condujo a la disolución de la República de Colombia, se operase bajo la égida de una reivindicación intransigente de los principios invocados por la acción revolucionaria desde sus comienzos, hasta el punto de que el Páez que personificó la ruptura, aparecía en sus actos oficiales como una parodia –a veces ridícula– de aquel fundador de cuya sombra no pudo librarse jamás, y la lucha contra los postulados culminantes de la política de Bolívar se libró al amparo de las que se consideraban las metas de la revolución, las cuales, en substancia, no diferían mucho de las que alentaba el propio Bolívar, hasta 1828[31].»

  


  En el segundo pasaje ejemplifiqué lo antes dicho en su aplicación al momento de nuestra historia republicana de más alta significación:


  
    «La reacción anticolombiana iba dirigida fundamentalmente contra la estructura liberal que se fraguaba en los congresos de Colombia, impregnados a veces de un tinte anticlerical y reformador muy apropiado para alarmar, sobre todo, a la reconstituida oligarquía venezolana, formada por el sector menos evolucionado de una burguesía terrateniente y comercial justificadamente asustadiza ante las innovaciones, vigorizada ahora por el regreso de los emigrados, aún más asustadizos, y abocada a los difíciles problemas creados por una guerra que alcanzó en Venezuela el nivel de serio trastorno de la edificación social, a diferencia, y grande, de lo sucedido en la Nueva Granada. De allí que no parezca demasiado peregrino considerar la separación de Venezuela de la República de Colombia como una empresa política esencialmente reaccionaria, en el sentido histórico de este término. El desconocimiento de la autoridad de Bolívar sería más una muestra de recelo ante el auge liberal radical auspiciado por la guerra, y un fruto directo de la convicción de que el propio Bolívar no podía contenerlo, que una muestra de inconformidad con los principios políticos que aquél sustentaba[32].»

  


  Estos pasajes de mi obra, conocida en copia multigrafiada por mi admirado y querido amigo David Bushnell –a quien rindo sentido homenaje en esta para mí solemne ocasión–, suscitaron de su parte observaciones y reparos que reproduje en la obra ya editada, acompañados de un breve comentario mío que cerré con esta suerte de advertencia: «No obstante, el pasaje en cuestión no ha sufrido cambio y se inserta tal cual en la presente edición [impresa en 1969]. No habiendo podido hacer el estudio cuidadoso que requeriría un cambio de concepción sobre el asunto, cumplo con advertir al lector y proporcionarle algunos elementos de juicio» (nota 4 al cap. I)[33].


  Pero el reconocer que no había hecho un estudio cuidadoso de la cuestión debatida con David, no era del todo cierto. Mucho recorrí lo tratado sobre el tema por la historiografía venezolana, al componer mi obra Historia de la Historiografía venezolana (Textos para su estudio), editada en 1961[34]. Esta obra fue concebida como base para el establecimiento, simultáneo, de la Cátedra de Historia de la Historiografía Venezolana, y del correspondiente seminario de investigación. El índice de materias de la primera edición permite tener una idea bastante informada de las orientaciones primordiales del tratamiento de la cuestión colombiana por la historiografía venezolana. Merecen especial atención la Introducción a la Historia de Colombia y el Plan de la Historia de Colombia por el Doctor Cristóbal Mendoza, fechados en Caracas en el año de 1824; nonata obra que habría precedido la notable de José Manuel Restrepo. Es difícil concebir una mejor comprobación del interés historiográfico suscitado por la República de Colombia. Acentuado ese interés al emprender Cristóbal Mendoza, junto con Francisco Javier Yanes, la composición de la monumental Colección de documentos relativos a la vida pública del Libertador de Colombia y del Perú, Simón Bolívar, para servir a la historia de la Independencia de América, obra en 22 volúmenes, publicada entre 1826 y 1833. Además del título de la obra, llama la atención que en el prefacio, al exaltar la figura histórica de Simón Bolívar, señala Cristóbal Mendoza que «... él ha logrado no solamente crear las Repúblicas de Colombia y del alto y bajo Perú...».


  ¿La interrupción de esta orientación historiográfica inicial fue tributo pagado a la consolidación de la surgente república liberal autocrática venezolana? Parece que sería oportuno el tal estudio cuidadoso, para apreciar las consecuencias de la valoración de la República de Colombia, de la que me ocuparé más adelante.


  De allí que, por largo tiempo, considerase necesario alcanzar cierto nivel de comprensión de lo que fue ese hecho, singular en la Historia, y no solo en la de América. En suma, quise comenzar a indagar lo que fueron la República de Colombia, fundada en Angostura, el 17 de diciembre de 1819; y la constituida en la Villa del Rosario de Cúcuta, el 6 de octubre de 1821. De lo alcanzado hasta ahora me permitiré ofrecer, brevemente, algunos de los aspectos tratados en mi obra intitulada Colombia, 1821-1827: Aprender a edificar una república moderna liberal. Le añadí un subtítulo que asoma los criterios básicos que rigen lo tratado: Demolición selectiva de la monarquía, instauración de la República y reanudación política de la disputa de la independencia. La obra fue coeditada por el Fondo Editorial de Humanidades y Educación de la Universidad Central de Venezuela y la Academia Nacional de la Historia, en el año 2010[35].


  ***


  Sobre el propósito de esa obra diré –lo reitero– que al concebirla y elaborarla quise contribuir al conocimiento, por los venezolanos, de cuestiones que considero de necesaria reelaboración histórico-crítica, para la más depurada comprensión e interpretación no solo de la disputa de la independencia; sino igualmente de la evolución global de nuestra sociedad hasta el presente. Advierto que, así dicho, esto suena a simple jactancia, puesto que el justificar tal aserto requeriría entrar en extensos desarrollos temáticos que nos alejarían de la finalidad de este acto académico. Pero me arriesgaré a ofrecer algunos indicios.


  Preocupado por la manera como la historiografía venezolana, en general, presenta la República de Colombia, consideré necesario, y oportuno –subrayo esto último– llamar a conocer mejor lo que fue esa república, atendiendo sobre todo a las circunstancias y los propósitos de su creación; dejando de lado el lirismo, la controversia seudopatriótica y las interpretaciones históricas viciadas de modernismo. Aludo con esto último a las apreciaciones en esa república de componentes de una gama que abarca desde considerarla un fracaso geopolítico hasta lamentar la falta del que, modernamente, consideran algunos que habría podido ser un instrumento para enfrentar con éxito los designios imperialistas petroleros, durante la primera mitad del siglo XX. Cabe subrayar el hecho de que para estos discursos historiográficos se ha puesto la atención sobre todo en lo poco menos que anecdótico y en los ocultos designios, dando preferencia a las rivalidades entre personalidades y a las supuestas ambiciones de predominio político, llevadas hasta el abierto restablecimiento de la monarquía, en vez de la que fue, de hecho, práctica monarcoide absolutista del poder, enmarcada en la república liberal autocrática, sucesora de la de Colombia.


  Mas no todo en la actitud de la generalidad de los historiadores venezolanos ante la República de Colombia es materia de disquisiciones historiográficas. Esos historiadores, y en particular los militares y sus adictos civiles, se han aprovechado del vacío histórico así fabricado para omitir que la campaña que culminó en la batalla de Carabobo, el 24 de junio de 1821, fue realizada exitosamente por el ejército de la República de Colombia, bajo el mando del general colombiano, nacido venezolano, Simón Bolívar. Así fue proclamado en el decreto legislativo de la República de Colombia, «Sobre gracias y honores a los vencedores en la Batalla de Carabobo», de fecha 20 de julio de 1821; uno de cuyos considerandos reza: «Que la por siempre memorable jornada de Carabobo, restituyendo al seno de la patria, una de sus más preciosas porciones ha consolidado igualmente la existencia de esta nueva República». Este conveniente vacío ha permitido sembrar la tesis de que la independencia de Venezuela fue obra exclusiva de los militares venezolanos, para el caso intemporalizados, acarreando consecuencias que no parece que sea necesario enunciarlas. No creo que la gloria de quienes lucharon por la independencia de Venezuela pierda lustre por el reconocimiento de que habiendo sido ellos los principales promotores de la República de Colombia, combatieron en Carabobo en su nueva condición de ciudadanos de la gran república que contribuyeron a crear.


  ***


  Contrastando con estos enfoques, abrazo otros que integran una perspectiva interpretativa de largo plazo, y por lo mismo no subordinada a la tentadora visión de corto plazo, tan propicia a lo circunstancial, si es que no a lo meramente incidental. ¿Por qué creo justificado este cambio de perspectiva? Daré una respuesta directa: la concepción e instauración de la República de Colombia constituye el hecho mayor de nuestra historia republicana, la de los hoy solo venezolanos y la de los hoy solo colombianos. Al afirmarlo, pretendo hacer valer los argumentos que siguen.


  En primer lugar, la creación y constitución de la República de Colombia marcó la culminación del propósito estratégico, militar y político –y el medio necesario para su realización y consolidación– de la independencia del conjunto de las colonias continentales hispanoamericanas. De la gestación de ese propósito también dan testimonio algunos de los primeros textos independentistas venezolanos[36]. En el «Extracto de una noticia de la revolución que sirve de introducción a la historia de los padecimientos del Doctor Roscio [Juan Germán] escrita por él mismo», probablemente fechada el 31 de diciembre de 1812, se lee, en una nota, sin fecha, relativa a Francisco de Miranda: «Las hazañas de este ilustre caraqueño estarán sin duda recordadas en todos los registros que formarán la historia de Colombia». En el «Proyecto de un gobierno provisorio para Venezuela», formulado por Francisco Javier Ustáriz, publicado en 1813, se lee: «... en medio mismo de las operaciones militares que preferentemente absorben la atención actual, debe prevalecer sobre cualquiera otra atención puramente política, la de procurar esta unión tan deseada y necesaria de Venezuela con la Nueva Granada [...] y estos manifiestos designios necesariamente envuelven el de la unidad de nación; objeto preparado mucho tiempo ha en la opinión común, consentida por diferentes individuos de una y otra parte, y solo capaz de tranquilizar completamente nuestros cuidados a la faz de los peligros presentes y futuros, que amenazan nuestra existencia política». Miguel José Sanz, en «Opinión dirigida al ciudadano Antonio Muñoz Tébar, Secretario de Estado y relaciones exteriores», publicada el 28 de octubre de 1813, ve al gobierno provisional que se instauraba: «... limpiando la tierra de enemigos y asegurando nuestro sistema por medio de la unión con la Nueva Granada, como propone el ciudadano Ustáriz». En sus «Bases para un gobierno provisional de Venezuela», de igual fecha, se autoriza a Simón Bolívar, en calidad de dictador comisorio, para negociar «con el Congreso de la Nueva Granada para la unión proyectada». Francisco Javier Yanes, en su «Prospecto de El Observador caraqueño» fechado el 9 de diciembre de 1823, culmina la lista de los objetivos del periódico comprometiéndolo a: «... ser el defensor de la independencia colombiana». Pero añade ¿reticente? que «no entrará en cuestión [en polémica] con ningún periódico de Colombia, sino cuando se dilucide literariamente cualesquiera [sic] materia de interés común».


  La República de Colombia representó, como diseño y realización constitucional, la instauración primera y primaria, eficaz y perdurable, de la república moderna liberal, en cuya definitiva instauración estamos aún comprometidos los pueblos cuyos antepasados se unieron en esa república. Los conatos de orden constitucional que le habían precedido respondieron sobre todo a la preocupación de erradicar el despotismo aboliendo radicalmente la monarquía.


  Por consiguiente, la República de Colombia fue, como logro constitucional y legal, la formulación sistemática de los fundamentos del régimen sociopolítico republicano liberal moderno, aun esencialmente vigente, como realización controvertida y como aspiración tenazmente abrigada y procurada, en los pueblos que la formaron.


  En segundo lugar, quise acercarme al conocimiento de la realidad de la República de Colombia, mediante el estudio analítico estructural de su expresión legislativa, en tanto Estado, en tanto Gobierno y en tanto Administración pública. Me temo que las historiografías venezolanas, patria y nacional, han juzgado la República de Colombia sin haber establecido debidamente esos aspectos; y siguiendo criterios de contemporáneos inmersos en la reanudación política de la disputa de la independencia; además de abrumar lo creado de cargos patrióticos de un sospechoso bolivarianismo. Al mismo tiempo que se pretende convertir el pensamiento de Simón Bolívar en una suerte de remedo de ley islámica, se ignora la concreción de ese pensamiento en la instancia política y social que para Simón Bolívar fue primordial, pues la prohijó, la promovió y en aras de su preservación comprometió su prestigio de Libertador al asumir la dictadura comisoria.


  Estoy consciente de que no cabe confundir la obra legislativa con la realidad social y política; pero creo que, al menos en el caso específico de la República de Colombia, sería igualmente desorientador desestimar lo que su obra legislativa representó, no solo como instrumentación de la fase definitiva de la lucha por la independencia, sino también como primer, primordial y perdurable intento eficaz de diseñar, estructurar y montar la experiencia liberal republicana moderna, en las sociedades que la integraron y aun fuera de sus fronteras. También resolví estudiar los resultados de la labor legislativa, y su evaluación por los propios legisladores, como representativos de la decisión mayoritaria, destinada a que fuese convertida en práctica sociopolítica por los poderes constitucionales competentes.


  En tercer lugar, he llegado a proponer que la República de Colombia sea comprendida y valorada en función de tres criterios fundamentales, que considero arreglados al enfoque de largo plazo, único que cabe emplear para detectar la significación de un hecho histórico que he calificado de mayor, atendiendo a las razones ya aducidas. Paso a enunciar, brevemente, esos criterios.


  La República de Colombia debería ser estudiada como el primer intento sistemático de orientar e instrumentar la superación del pasado monárquico, socialmente vivo, y temido en sus reacciones, consideradas ineludibles. Estas eran más temibles aún vistas en función de las posibilidades de restablecimiento del nexo colonial, mediante la acción conjugada de los rebrotes monárquicos coloniales, posibles en toda la extensión de la república; de los justamente temidos llaneros venezolanos; del entonces muy poderoso y persistente Virreinato del Perú; y de las monarquías confabuladas en la Santa Alianza. Obviamente, para estos propósitos es imprescindible ponderar esos factores amenazantes cual eran percibidos y evaluados al ras de los tiempos. Cabe recordar, en este sentido, los temores expresados por el Libertador Presidente, al justificar la riesgosa invasión del Virreinato del Perú, presentada por la historiografía venezolana como la altruista Campaña del Sur, y algo subvalorada ¿por no considerarla parte de la Historia de Venezuela, propiamente dicha?


  La República de Colombia debería ser estudiada como el más sostenido, sistemático y perdurable esfuerzo por concebir una modalidad de organización sociopolítica republicana, moderna y liberal; pero capaz de articularse funcionalmente con la tenaz supervivencia del pasado monárquico colonial. Para este fin fue concebida y puesta en práctica la estrategia que denomino abolición selectiva de la monarquía; eficacísimo y creativo arbitrio que sembró desconcierto en la poderosa mentalidad de Simón Rodríguez; pero sobre todo en la de los herederos teóricos de la república venezolana de 1811, entre quienes sobresalió el prócer Francisco Javier Yanes, ya citado, con sus Apuntamientos sobre la legislación de Colombia[37], fechados en 1823, recientemente publicados, por primera vez, por la Academia Nacional de la Historia, a la que me honro en pertenecer. Esta obra, que no conocía al elaborar la mía, recoge la justificación de la participación de su autor en las actuaciones que sentaron las reservas de la Corte Superior de Justicia del Distrito Judicial del Norte (Venezuela), de la que Yanes fue juez y presidente –en sesión de tres de enero del año 1823–, respecto de la legitimidad de los contenidos básicos de la Constitución de la República de Colombia. Aunque es materia pendiente de un detenido estudio crítico, parece posible suponer que esta obra, dado que los autores del estudio introductorio afirman que circuló en manuscrito, pudo haber influido, como lo observó José Gil Fortoul, directamente y mediante la obra de Rafael María Baralt, en la visión de la República de Colombia por las historiografías patria y nacional venezolanas. En efecto, José Gil Fortoul asienta, en su Historia Constitucional de Venezuela: «Y Baralt dice en sus notas que Yanes le suministró ‘muchas apuntaciones escritas’»[38]. Es notoria la influencia de Baralt en ambas historiografías. En los argumentos de los dos hoy denominados objetores mencionados, Rodríguez y Yanes, creo posible percibir la subordinación de su pensamiento a la drástica lógica revolucionaria de la época, intransigentemente principista y, por lo mismo, marcadamente apolítica.


  La República de Colombia debería ser estudiada como un acabado intento de concepción y puesta en práctica de un andamiaje jurídico-conceptual que se correspondiese con la aspiración, proclamada, de un reordenamiento sociopolítico republicano, mediante la substitución progresiva de la conciencia monárquica, socialmente predominante, por la conciencia republicana, socialmente casi desconocida. La puesta en práctica de esta delicada operación ideológico-política trajo como consecuencia la reactivación de la disputa de la independencia, agudizada en Venezuela desde el momento en que la inicial proclamación de la república significó la abolición de la monarquía. En esta disputa había reinado tregua desde los sucesos de Angostura, en 1817-1819, que cimentaron la hegemonía política y militar de Simón Bolívar. Planteada ahora la confrontación entre la república deseada de manera principista y la instrumentada de manera pragmática, la que perduraba como disputa conceptual retomó el carácter de disidencia política que llevó a Simón Bolívar a asumir la dictadura comisoria, de cuestionable legalidad, cediendo al temor de que se viese comprometida una independencia todavía por consolidar.


  Bajo esta luz, y dada la calidad intelectual de los dos objetores que acabo de mencionar, creo justificado formular una apreciación, si bien sumaria, de sus muy elaborados reparos y objeciones; por cuanto el sentido de estos, por generalizado, parece estar en la base de las elaboraciones propiamente historiográficas. La posición principista de Francisco Javier Yanes, en la obra mencionada, es semejante a la asumida por Simón Rodríguez en sus dos grandes obras, Sociedades americanas en 1828 y Luces y virtudes sociales; si bien se advierte cierto ajuste de enfoque en la obra de circunstancia del último mencionado, titulada El Libertador del mediodía de América y sus compañeros de armas defendidos por un amigo de la causa social. Por haberse hallado ambos autores dominados por su aspiración a que la república naciese perfecta, subestimaron el arraigo del monarquismo en las sociedades ahora colombianas, al creer que para erradicarlo bastaba con la clara y firme voluntad política republicana; al igual que subestimaron la necesidad primordial de restablecer la estructura de poder interna de la sociedad, para poder proceder a la viable fundación de la república. Cabe subrayar, también, que la conocida crítica de Simón Rodríguez estuvo regida por la valoración de los hechos colombianos en función de criterios doctrinarios y de su experiencia revolucionaria francesa. En la crítica de Francisco Javier Yanes, se trasluce su condición de miembro de la comisión que redactó la constitución venezolana de 1811; reiteradamente tomada como punto de referencia para sus reparos y objeciones a la Constitución de la República de Colombia; sin que desdeñase la validación del criterio de autoridad, como justificatorio de su postura crítica. Valga, a este respecto, el «Discurso preliminar», titulado «Montesquieu», firmado por «Los Redactores del Observador Caraqueño» y atribuido a Francisco Javier Yanes:


  
    «En la formación de las sociedades, dice Montequieu, las cabezas de las repúblicas son quienes las constituyen y después esta constitución es quien forma las cabezas de las repúblicas. Nuestra sociedad está ya formada: tenemos una Constitución, leyes escritas de antemano, que han formado en cierto modo nuestras costumbres y maneras; la situación de nuestro pueblo es en todo distinta de la en que se hallaron aquéllos de quienes fueron cabezas Moisés, Licurgo, Solón, Numa, Mahoma, etc., y, por lo tanto, en el caso de que la Constitución sea quien forma las cabezas de nuestra República y no éstas quienes la constituyan. Pero como esa Constitución y esas leyes por los tiempos, modos y circunstancias en que fueron hechas sean susceptibles de mejoras, y éstas puedan y deban hacerse por los delegados del pueblo a este efecto; por eso es que nos hemos impuesto la obligación de manifestar los defectos que ellas tengan y proponer las mejoras que admitan y sean adaptables al espíritu y felicidad de los pueblos[39].»

  


  Pero no fueron tan mesurados los reparos ni tan comedidas las objeciones formuladas por el meritorio prócer de la independencia venezolana. Antes parecieran dejar percibir cierto grado de resentimiento, del eminente jurista y esforzado combatiente independentista, al verse marginado del máximo proceso constituyente republicano.


  ***


  En suma, creo razonable afirmar que la institucionalización de la República de Colombia, moderna y liberal, aun reconocidos en la Ley fundamental de la unión de los pueblos de Colombia los términos de la ley fundacional aprobada en Angostura, fue resultado de una operación de creatividad sociopolítica llamada a conjugar las realidades de un estado de guerra, cuyo desenlace era todavía incierto, con tendencias percibidas ahora en función de un escenario de paz, y por lo mismo incomparablemente más vasto, complejo y prolongado que el escenario entrevisto por los legisladores de Angostura. Estos, es comprensible, al fundar Colombia, atendieron sobre todo a propósitos de una estrategia de guerra, tan audaz como necesaria, para el adelantamiento, en lo inmediato, de operaciones dirigidas a flanquear el eficaz dispositivo estratégico montado por Pablo Morillo. En función de este cambio de realidades era necesario que los constructores de la República de Colombia se fijasen objetivos que habrían de resultar altamente controvertibles, por su fundamentación conceptual al igual que por representar soluciones pragmáticas; lo que fue apreciado por algunos intelectos alertas como un aplazamiento –y hasta como una transgresión– de los resultados político-sociales, irrazonable y ansiosamente esperados, de la prolongada lucha independentista.


  No era propicio el momento para que los ideólogos republicanos comprendieran la necesidad de una superación crítica y selectiva del pasado, observando la dinámica de continuidad y ruptura entre el ordenamiento sociopolítico monárquico colonial y los esbozos del republicano. Dos expresiones significativas de esta actitud están representadas por la observancia, amplia y franca, del precepto jurídico de la «continuidad jurídica y procedimental»; en combinación con el arbitrio táctico político que he caracterizado como meter el rey en la república; una de cuyas manifestaciones, de amplia proyección psicosocial fue la asunción por la naciente república del patronato real eclesiástico. Al anticlericalismo suscitado por la posición asumida por altos prelados y no pocos curas, durante la fase bélica de la disputa de la independencia, no le resultaba holgado comprender la necesidad social y política de la búsqueda de nuevos términos de convivencia entre el poder político, ahora republicano, y el poder espiritual y social de una Iglesia cristiana católica de siempre monárquica; mucho menos dejar de percibir en esos términos cierto irredento monarquismo de parte de legisladores y gobernantes decididos republicanos.


  Con arraigadas convicciones y prácticas sociales y económicas ancestrales, chocaron decisiones legislativas basadas en la comprobación de que era necesario poner por obra una concepción realista de la futura sociedad republicana, procurándole las condiciones para alcanzar un ordenamiento sociopolítico liberal moderno estable, fundado en el desarrollo capitalista de la sociedad, mediante la adopción de políticas orientadas a atraer inversión y brazos –vale decir capital y tecnología– generados en las sociedades consideradas más avanzadas en esas materias; pero objetivos cuya consecución requería la adopción de reformas sociales y hacendarias que chocaban con los atavismos de la sociedad colonial, en lo religioso, en lo económico, en lo social y en lo cultural. Los testimonios que así lo consignan son numerosos en textos tanto de sociología política primaria como literarios. En Venezuela esta situación fue perceptible todavía con motivo de la modernización impuesta, casi medio siglo después, por el autócrata presidente general Antonio Guzmán Blanco.


  La demostración de manejo constructivo de la realidad presente, por los legisladores de la República de Colombia, al asumir como requisito, para echar las bases del nuevo edificio republicano, restablecer la estructura de poder interna de la sociedad llevó a replantear los factores de los sistemas jurídico-político y jurídico-social de esa estructura, en lo concerniente a los instrumentos de control social primordiales; es decir la propiedad, el trabajo, la educación y la religión. Pero estas eran operaciones delicadas, en cuya realización debían conciliarse prácticas y preceptos eficaces de la sociedad colonial, con la proposición de nuevos modelos y procedimientos; cuidándose de no agravar con el cambio, de hecho, la ya perturbada estructura de poder interna de una sociedad ahora llevada hacia un ordenamiento sociopolítico republicano mediante un procedimiento fácilmente perceptible como una aventura.


  ¿Sería excesivo ver a la colombiana como una sociedad probadamente monárquica, ahora controlada, mediante la fuerza de las armas, por los partidarios, hasta entonces marginales y marginados, de una república casi desconocida, amparados bajo la bandera de una independencia no mucho más, ni mejor, socialmente comprendida? Me temo que no es inmotivado el hecho de que nuestra historiografía no haya prestado atención al comportamiento de esa sociedad en el ámbito del nexo colonial restaurado a partir de 1814-1815. A comprobación semejante podría llevar el estudio del impacto, en esa sociedad, de las disposiciones legislativas y políticas sobre prevención de reacciones conspirativas e insurreccionales antirrepublicanas; particularmente en cuanto a la reinserción social de los exilados, tenida cuenta de sus actitudes ante la independencia y la república, y ahora comprensiblemente afanados en recuperar la cuota del poder social que habían ejercido en el marco del poder colonial.


  ***


  Respecto de la modernidad de la República de Colombia, aunada a su vocación liberal, parece haber bases suficientes y apropiadas para concluir que sus diseñadores emprendieron el ejercicio realista del cambio revolucionario, al centrarse en la promoción del desarrollo capitalista de las sociedades coloniales para las cuales legislaban. Dieron con ello muestras de una percepción actualizada, respecto de la vigente dos décadas antes, de la construcción del ordenamiento sociopolítico republicano moderno liberal, partiendo del ordenamiento sociopolítico de una sociedad ancestralmente monárquica colonial. Tal parece desprenderse del celo puesto en el restablecimiento social y jurídico de la propiedad, en la promoción y expansión de la propiedad privada, y en la liberación del trabajo, incluida la proclamación y puesta en marcha de la progresiva abolición de la esclavitud.


  Así vista, y ubicada en el largo período histórico, la República de Colombia se le revela, al historiador, como el inicio de una difícil y compleja empresa de arquitectura sociopolítica, que en buena parte se halla todavía en curso en las sociedades que integraron esa república. Lo que explicaría, a su vez que, vista en el corto período, se llegase a considerar que fracasó. Mas, esta sería una evaluación de los resultados no solo apresurada sino errónea. La enmienda de esta visión requeriría considerar proposiciones como las que me atrevo a asomar:


  En lo estratégico-militar, la República de Colombia vio culminarse su realización en la batalla de Ayacucho, el 9 de diciembre de 1824, cuando su ejército, con la contribución de contingentes de otras nacionalidades, y bajo el mando de los generales colombianos, nacidos venezolanos, Simón Bolívar y Antonio José de Sucre, puso fin al imperio colonial continental hispanoamericano. Pero si bien esa batalla marcó la realización del propósito fundamental de la República de Colombia, también abrió la puerta hacia su liquidación, porque lograda la ruptura del nexo colonial retomó aliento político la disputa de la independencia. Vale subrayar la circunstancia de que en esa disputa había reinado, desde 1819, una tregua, resultante del trágico desenlace de la lucha por el poder militar y político librada en Angostura; tregua mantenida en aras de la estrategia colombiana que condujo a la creación de la República de Colombia, sustentada en la denominada Ley Fundamental de Colombia, aprobada el 17 de diciembre de 1819 y promulgada el mismo día por Simón Bolívar. Cabe recordar que, como todos sabemos, el artículo 1.º de esta ley reza: «Las Repúblicas de Venezuela y la Nueva Granada quedan desde este día reunidas en una sola bajo el título glorioso de República de Colombia». Y que, a su vez, el artículo 1.º de la Ley Fundamental de la Unión de los Pueblos de Colombia, promulgada el 18 de julio de 1821, acentúa tal reunión de repúblicas al volverla fusión de naciones: «Los pueblos de la Nueva Granada y Venezuela quedan reunidos en un solo cuerpo de nación, bajo el pacto expreso de que su gobierno será ahora y siempre popular representativo». En consecuencia, en el campo de Ayacucho, unos cinco años después, ¿eran o no colombianos los generales comandantes de fuerzas cuyo eje era el Ejército de la nación bautizada República de Colombia?


  En lo concerniente a los venezolanos que no anduvieron con Simón Bolívar, la ruptura de la República de Colombia obedeció a motivos que formaban, explícitamente, parte de la que he denominado la disputa de la independencia. Vale decir que su motivación debe rastrearse en el lapso previo a la instauración de la República de Colombia. Respecto de estos motivos, por ser esenciales, adquieren carácter de cuasianecdóticos los enfrentamientos personales. Los factores clave en el desencadenamiento de la controversia que condujo a la ruptura de la República de Colombia fueron: unos de carácter fundamental y otros de carácter argumental.


  Sobre lo fundamental, y solo como indicios, me limitaré a apuntar, brevemente, dos que considero relevantes. Ocupa el primer lugar la reacción del sector de criollos que desde 1815 procuraba restaurar en Venezuela el poder social colonial por ellos representado; determinación que veían en riesgo a causa de la legislación liberal –¿una reacción semejante a la que asumieron, en su momento, respecto de contenidos liberales de la Constitución Política de la Monarquía Española?– y ante las medidas represivas contra los desafectos a la república, acordadas por los congresos de la República de Colombia.


  Cabe apuntar, en este sentido, que el tres de enero de 1823, la Alta Corte de Justicia, en Caracas, se reunió «... para prestar el debido juramento a la Constitución de la República». Los magistrados lo hicieron, «Mas protestaron, que dicho acto, dirigido a la unión, orden y regularidad de la República, no puede derogar el derecho de petición [... ] porque las leyes orgánicas que han emanado de la propia constitución, contienen varios artículos y disposiciones que en la ejecución deben producir muchos inconvenientes a la felicidad de los habitantes de esta ciudad y Provincia»[40].


  Ocupa el segundo lugar, como fundamental, la circunstancia de que a la extinción pautada de la esclavitud, y a la observancia del art. 191 constitucional, que estipulaba la posible revisión y reforma de la Constitución colombiana al cabo de diez años de vigencia, se sumó el temor –en caso de que ese código pudiese ser adoptado en la República de Colombia– a la abolición inmediata de la esclavitud, contemplada en el Proyecto de Constitución para la República Bolívar, remitido al Congreso Constituyente de ese país, con un Mensaje fechado el 25 de mayo de 1826, en el cual se argumenta con alta elocuencia una sentencia inapelable: «... la infracción de todas las leyes es la esclavitud. La ley que la conservara, sería la más sacrílega». Era justificado el temor de que esta disposición, al extenderse a la República de Colombia, habría significado la ruina de los grandes propietarios agrarios venezolanos, sobre quienes pesaban censos que gravaban la totalidad del valor de sus fundos; totalidad en la cual el valor de los esclavos podía representar la mayor parte. En sus Apuntamientos..., el jurista y magistrado de la Alta Corte de Justicia Francisco Javier Yanes, quien cuestionó la legitimidad de los legisladores colombianos, por no ser responsables de sus actos, razonó sobre esta cuestión en términos reveladores de su en este caso desatinado, por principista, juicio jurídico:


  
    «El artículo 177 de la Constitución dice que ninguno podrá ser privado de la menor porción de su propiedad, ni esta será aplicada a usos públicos sin su propio consentimiento o el del cuerpo legislativo; y cuando alguna pública necesidad legalmente comprobada exigiese que la propiedad de algún ciudadano se aplique a usos semejantes, la condición de una justa compensación debe presuponerse; pero la ley de 19 de julio [de 1821] Sobre la libertad de los pardos [partos], manumisión y abolición de la esclavitud, dispuso de la propiedad de los ciudadanos, gravándola del modo que quiso sin haber obtenido su propio consentimiento, ni tampoco haberlos indemnizado del perjuicio que experimentan en la educación de los que nacen ya libres[41].»

  


  Cabe advertir que la ley colombiana contemplaba, en lo inmediato, la «abolición del tráfico de esclavos»; en correspondencia con un considerando acerca de la abolición: «3º En fin, que un objeto de tan grande trascendencia para la República, se debe realizar extinguiendo gradualmente la esclavitud; de modo que sin comprometer la tranquilidad pública, ni vulnerar los derechos que verdaderamente tengan los propietarios, se consiga el que dentro de un corto número de años sean libres los habitantes de Colombia». Este propósito final, expreso, bastaba para inquietar a quienes, en Venezuela, si bien otrora sometidos a la prohibición de la trata, por decreto de la Junta Suprema Conservadora de los Derechos de Fernando VII «Sobre prohibición de la introducción de esclavos negros», fechada el 14 de agosto de 1810, se hallaban en trance de recuperar la esclavitud dispersa o soliviantada, como base de la recuperación del patrimonio en el cual se apoyaba su ejercicio del poder social, forjado en el ámbito del nexo colonial, que se había querido preservar mediante la entonces reivindicación de autonomía.


  En lo argumental, la ausencia de participación fue una objeción insostenible pero efectista. El sector social que ahora la hacía valer no estuvo directamente representado, por razones obvias, en el Congreso de Venezuela, instalado en Angostura en febrero de 1819. También obviamente, fue imposible subsanar esta situación previamente a lo ratificado en la Villa del Rosario de Cúcuta respecto de la República de Colombia. Pero en el estatuto electoral de 1819, como en el correspondiente al Congreso General de 1821, se adoptó el criterio de que los diputados representarían a la totalidad de la república y no directamente a su distrito electoral. Con ello se procuraban dos objetivos. Uno era eludir el problema de los mandatos taxativos, que suscitó serias dificultades en el Congreso constituyente venezolano de 1811. El otro objetivo era dar por representadas poblaciones todavía bajo dominio colonial; pero dejando contemplada su participación en la representación de la totalidad, una vez independizadas.


  La denuncia de una posible reinstauración de la monarquía en el nuevo Estado –haciendo valer su funcionamiento centralista, adoptado probablemente tenida cuenta del estado general de la sociedad y de la situación de guerra– al ocupar el primer plano, no solo desconocía la histórica eventualidad de una monarquía independiente, sino que en la disputa argumental sirvió para encubrir los genuinos motivos de preocupación. Pero bien pudieron alarmar los signos de la continuidad necesaria, respecto del ordenamiento sociopolítico monárquico, a lo que me refiero con las expresiones meter al rey en la república y demolición selectiva de la monarquía.


  Es decir, se reaccionó ante un conjunto de previsibles efectos que pudieron haber resultado devastadores para el restablecimiento de la estructura de poder interna de la sociedad implantada colonial venezolana, en vías de recuperación bajo el amparo del nexo colonial también restablecido; estructura que se había procurado preservar, aunque consintiendo una cuota de ineludibles derogaciones –como lo fue la ya mencionada prohibición de la trata–, mediante la reivindicación de autonomía, en 1810; y la Declaración de independencia, en 1811.


  ***


  Me permitiré formular una consideración final: no vale el hacer malabarismos con la conciencia histórica de los pueblos. Siempre será posible que un historiador majadero se sienta llamado a cumplir con su deber social.


  Caracas, octubre-noviembre de 2011


  En el Aula Magna de la Universidad Central de Venezuela: «doscientos años de lucha contra el despotismo»[42]


  Ilustre rectora, honorables vicerrectores y secretario, distinguidos miembros del Consejo Universitario, colegas profesores, compañeros estudiantes:


  Es muy alto el honor que hoy me confiere esta Casa, de la que soy hijo intelectual y, en no menor parte, hijo espiritual. En ella sentí consolidarse la convicción de la que hablé a mis colegas, profesores y estudiantes de mi Escuela de Historia, en el acto conmemorativo de su cuadragésimo aniversario. Dije en aquella también honrosa ocasión que estudiar historia es aprender libertad. Y de esa libertad históricamente aprendida me valgo hoy para decirles lo que esta conmemoración representa para mí: tenemos doscientos años defendiéndonos de la amenaza del despotismo.


  Enfrentar el despotismo es la forma más inhumana de luchar por la libertad, que es el más humano de los valores después de la vida; porque sin libertad la vida derrama su savia. Ese es el mensaje que esta Casa nos envía cada vez que escuchamos su himno; cada momento en que tenemos presente que su misión institucional es vencer las sombras. No hay sombras más aciagas que las echadas por el despotismo sobre la libertad. Esas sombras no solo oscurecen los caminos hacia el futuro, sino que ocultan y desvirtúan el pasado.


  Durante doscientos años los autócratas que han logrado hacerse del gobierno han alimentado la conciencia histórica del pueblo con la perversa confusión entre independencia y libertad; que no son en absoluto sinónimos. Y se ha hecho de nuestra obra, iniciada el 19 de abril de 1810 y proseguida el 5 de julio de 1811, una víctima de esa perversidad, alevosamente manejada por los mandones de toda pinta para escudar su despotismo tras la conseja de que «Venezuela es un país libre»; y así poder mantener oprimido a su pueblo; sin que logre mediar la solidaridad internacional. Se valen esos déspotas, y sus cómplices en mala hora borlados, de una grande y alevosa mentira. Se escudan tras una coartada que ha brindado impunidad a las etapas de la privación de su libertad a este pueblo, que ha luchado por ella con su sangre y su sudor durante doscientos años. Para que el engaño quede al descubierto basta recordar que se puede lograr independencia hacia el exterior sin que haya libertad en lo interior.


  Nacimos, como república, definitiva y perdurablemente conformada, en el seno de nuestra más grandiosa creación sociopolítica: en el seno de una República de Colombia que reiteradamente se proclamó independiente por sus armas y libre por sus leyes. Pero durante doscientos años se ha pretendido que las armas sirvieran sobre todo para ahogar los períodos de libertad en los que los venezolanos hemos persistido patrióticamente, porque no concebimos una patria sin libertad; porque así la institucionalizaron los constituyentes de Cúcuta en 1821, siguiendo con fidelidad mejoradora la «Ley fundamental de Colombia», también promulgada en Angostura, el 17 de diciembre de 1819, por el mismo gran arquitecto de estados independientes.


  La definitiva institucionalización de la república venezolana, en el seno de la institucionalización de la República de Colombia, moderna y liberal, marcó la proyección de lo iniciado, para la mayoría de los pueblos que conformaron esa república, en Caracas, el 19 de abril de 1810. Fue una fecha civil, que debemos rescatarla hoy como una acción civil, de una enorme trascendencia civil, histórica. Nunca militar. A esa fecha se la ha querido desvirtuar, en su significación, con un desfile de pantomimos. Vale la pena recordar, a este respecto, lo que señalan los obispos en su Carta Pastoral sobre el Bicentenario, acerca del hecho de que el 19 de Abril y el 5 de Julio «ocurrieron dos acontecimientos en los que brilló la civilidad».


  Permítanme invocar un título que podría contribuir a legitimar mi presencia en esta tribuna. Hace medio siglo, en esta mi Casa, escribí y publiqué un incipiente ensayo sobre los que denominé «los ingenuos patricios del 19 de Abril y el testimonio de Bolívar», refiriéndome a los tan denigrados pioneros de nuestra procura de baluartes legales para propiciar la búsqueda de libertad, salvaguardándola del despotismo. Sobre esos patricios y los del 5 de julio de 1811 han caído, con ahistórica perpetuidad, el desdén, y hasta la burla, de los hombres fuertes; fuertes de la irracionalidad; porque ningún enemigo de la libertad puede ufanarse de racionalidad.


  Pero sobre ellos ha caído, también, la extrapolación abusiva de la injusta recriminación bolivariana, estampada en el Manifiesto de Cartagena. Ignoran quienes repiten esos cargos –con ánimo que benévolamente califico de extraviado– que al repetir esos cargos exhiben un flaco sentido histórico. El mismo airado joven que intentó eclipsar con sus infundadas imputaciones sus propias fallas, luego en Angostura, aquietado por la tenaz realidad de la lealtad popular a nuestra Corona, y vapuleado por la adversidad militar y política, rindió un encendido tributo a los que había tildado de repúblicos aéreos; refiriéndose a la obra constitucional de una élite civil ilustrada que representó, en aquel difícil momento, la esencia institucional de la inminente república. Permítanme que, de paso, me apiade de quienes, pretendiendo hacerse pasar por historiadores, dicen que esos ilustrados patricios representaban una especie de burguesía colonial, ajena a los intereses del pueblo, contraviniendo lo dicho por el barbudo de Trevis y su compañero de pluma, en ese librito que recorre el mundo, sembrando fantasmas, desde 1848: «La burguesía ha jugado en la Historia un papel altamente revolucionario».


  Hoy, también en esta mi Casa, digo que, para honra y salud de nuestra patria, aquellos ingenuos patricios siguen vivos y luchando, en las aulas de esta Casa; en las calles y barrios de esta patria; en las cárceles, secuestrados; en el exilio; y acosado su legado por la agresión del engendro parajudicial, que arroja sombras de ingratitud sobre esta Casa comprometida a vencerlas.


  ***


  Ilustre rectora, honorables vicerrectores y secretario, distinguidos miembros del Consejo Universitario, colegas profesores, compañeros estudiantes, y decirles así no es por halago, tampoco por cumplido: soy estudiante de la Historia, escrita con H grande.


  Universitarios de todos los sectores, áreas y niveles profesionales:


  Me niego a dejar esta tribuna sin confiarles algo que me ha tomado más de medio siglo aprender. Es esto: los hombres interrogamos la Historia, no tanto para comprender el pasado histórico –vale decir el que sintetiza las etapas del tiempo cronológico– sino para contrarrestar el temor a la incertidumbre. Pero, a su vez, los pueblos comparecen ante la historia, ante su historia. No lo hacen porque esta sea tribunal, sino porque es la manera cierta de rendirse cuentas a sí mismos. Y me pregunto: ¿cómo debería sentirse un pueblo que tras doscientos años de padecer y vencer, alternativamente, el despotismo, se halla hoy asediado por el despotismo?


  Sería fácil, engañosamente fácil, sintetizar la respuesta en una sentencia: ese pueblo debería sentirse abrumado. Pero nosotros, pueblo venezolano, no nos sentimos abrumados. Que no se me interprete a la ligera, porque digo tal cosa. No soy optimista, si por serlo se alude a quienes optan por evadirse de la realidad. Cultivo la certidumbre histórica; y esta me dicta una lección, que es extensa –muy al gusto de los historiadores–, pero que paso a resumir para ustedes: cuando yo nací, en 1930, solo unas pocas decenas de jóvenes habían dado el paso al frente contra el despotismo que, con altibajos que apenas presentaban mella en su esencial continuismo, dominaba esta tierra, que falazmente proclamaban libre sus tiranos. Cuando era liceísta vi nacer, a partir de 1945, la democracia. Venezuela se llenó de hombres, mujeres y jóvenes que nos empeñamos en descubrir la verdad de la libertad y de la igualdad. Hoy me siento inconteniblemente orgulloso de pertenecer a un pueblo heroico que no solo ha resistido, y resiste, los embates del despotismo, sino que avanza resuelto a obligarlo a disiparse.


  Y me siento particularmente orgulloso de haberme formado en esta Casa; de pertenecer a esta Casa, que dio un paso al frente en 1928, y que lo da ahora, probándose consecuente en el cultivo de la libertad y en el rechazo de todo lo que pretenda empañar el resplandor de la libertad.


  Sí, es un alto honor el haber sido encargado de hablar ante ustedes. Pero debo confesarles que temo haber sorprendido a quienes pudieron esperar de mí que dictase una clase magistral. Y espero que esa sorpresa sea motivo de agradecimiento, pues este no me parece el lugar, ni esta la oportunidad, de una nueva radiografía de los hechos del 19 de Abril de 1810, que todos ustedes conocen. He podido hacerlo; y lo hubiera hecho de no ser porque creo que comienzo a comprender la Historia; y habiendo penetrado un palmo en su sentido, me siento más comprometido con una suerte de precepto que alguno de ustedes quizá me haya escuchado decirlo: «Soy historiador, y por serlo me interesa el pasado; me interesa mucho el presente; me interesa sobre todo el futuro». Y es la observancia de este precepto lo que me induce a vivir en esa dimensión especial, ya mencionada, que denomino el tiempo histórico, es decir la dimensión que sintetiza, dinámicamente, las tres también mencionadas etapas del tiempo cronológico.


  Como historiador, he sido honrado con la oportunidad de hablarles. Como historiador que ha predicado sobre la responsabilidad social del historiador, he hablado. Pero, también, como historiador no puedo sustraerme a uno de los lugares comunes del oficio, que consiste en hacer citas textuales con indicación precisa de las fuentes. Debo, por consiguiente, hacer cuando menos una de esas citas; y se me ocurre esta: «Estamos de regreso de la larga etapa sombría. La historia trabaja en el mejor rumbo. Y a ayudarla se ha dicho. Porque no camina sola». Eso escribió Rómulo Betancourt a Juan Bosch, el 30 de diciembre de 1955. (Rómulo Betancourt. Antología política, vol. VI, p. 430).


  Permítanme despedirme exclamando: ¡por una Universidad Central autónoma, libre y democrática, en una Venezuela independiente, libre y democrática!


  Caracas, 21 de abril de 2010


  Bolívar, la Revolución de la Independencia y la creación del sistema republicano[43]


  Simón Bolívar merece reconocimiento histórico por haber sintetizado en una fórmula propia las teorías de la independencia de las colonias españolas de América. Simón Bolívar merece reconocimiento histórico por haber diseñado, y llevado a la práctica con éxito, la estrategia militar y política que puso fin al imperio español en América, en la batalla de Ayacucho, librada el 9 de diciembre de 1824. Estos son títulos suficientes para enaltecer su figura histórica.


  El culto a Bolívar lo ha erigido en el Héroe Nacional Padre de la Patria, reconocido y proclamado hasta el exceso por los venezolanos. Menos entusiastamente, si no con franca reticencia o compartiendo méritos, lo ha sido en otros de los teatros de su acción histórica directa.


  Simón Bolívar es proclamado, con mucho de razón, creador de cinco repúblicas, pero no, como lo pretenden algunos exaltados del culto que se le rinde, creador de cinco naciones. Para determinar la creación de estas últimas es necesario remontar el curso de la Historia hasta el primer contacto de los europeos con las sociedades aborígenes; y lo digo de esta manera porque fueron los primeros quienes llegaron adonde estaban las segundas.


  ***


  Cabe hacer algunas consideraciones previas sobre el enunciado del tema que se me ha fijado: «Simón Bolívar: la revolución de la independencia y la creación del sistema republicano».


  La primera consideración concierne al vínculo, establecido por la historiografía, entre la independencia y la república. La independencia representa la ruptura del nexo colonial, o el triunfo del separatismo, si se aceptase que el estatus jurídico-administrativo de provincia prevalecía sobre la compleja naturaleza política, económica y social del vínculo con la Corona. La república representa la abolición de la monarquía. A muchos de los que combatieron para romper el nexo colonial no les resultaba descabellada la idea de una monarquía independiente.


  La segunda consideración concierne a la respuesta que se le dé a la pregunta sobre si la independencia fue o no una revolución. La indeterminación terminológica del siglo XIX, y de buena parte del XX, llamó revolución a la guerra de independencia; y calificó de guerras civiles los movimientos armados que la prolongaron hasta fines del siglo XIX. Este criterio ha sido acuñado por la historiografía denominada tradicional, y aceptado por la ciencia social, pese a que la disputa de la independencia se inició, en varios de sus teatros principales, como una guerra civil; carácter este que perduró parcialmente aun después de adquirido por la contienda el estatus global de guerra internacional.


  Este logro historiográfico se vio reforzado por la irrupción, en las historiografías patria y nacional, del materialismo histórico primario, el cual negó la condición revolucionaria de la guerra de independencia, por considerar que no estuvo asociada con un cambio en las relaciones de producción; de lo que nos ocuparemos.


  La tercera consideración concierne a la trayectoria de Simón Bolívar como arquitecto de repúblicas. Puede afirmarse que, pese a haber sido un dedicado diseñador de repúblicas, no estuvo acompañado, al menos en un grado equiparable, del mérito de ser constructor de las mismas. Incluso la más lograda, la República de Colombia, no fue reconocida del todo por él como su obra, por sentirse insatisfecho con el sistema republicano moderno liberal adoptado.


  ***


  Parte I


  Pero estas consideraciones previas, suscitadas por el título dado a mi conferencia por los organizadores de esta reunión, obligan a hacer ciertas precisiones de concepto antes de entrar propiamente en materia. A quienes me han hecho el honor de invitarme a hablar ante Uds. les ruego que acojan con benevolencia las majaderías de quien pasó más de un cuarto de siglo entonteciendo alumnos, como decía Simón Rodríguez que era la función del maestro.


  A.- Creo que si bien no es sostenible que la disputa de la independencia fuera una revolución, en sentido propio y actual del término, sobrepasa la duda razonable la comprobación de que tuvo proyecciones revolucionarias. Solo que estas, nada desdeñables aun vistas con criterios actuales, quizás no han sido debida y críticamente valoradas.


  La ruptura del nexo colonial marcó el comienzo del tránsito desde la monarquía hacia la república, pero este no se realizó, sobre todo en su inicio, por un camino de sentido único. Hasta casi mediados del siglo XIX no estuvo fuera de agenda la posibilidad de una monarquía independiente.


  En todo caso, para negar la factibilidad de tal proyección monárquica habría que demostrar, por ejemplo, que el tránsito, en Francia, desde la monarquía absoluta a la monarquía constitucional, y luego fugazmente a la república para retornar a la monarquía absoluta, ahora vestida de imperio, y volver a la monarquía semiconstitucional con Luis XVIII y su Carta, todo entre 1789 y 1814, tuvo, si se le ve al ras de los tiempos, más alcance revolucionario que el tránsito, en la América hispana, desde la monarquía absoluta a la monarquía constitucional y luego a la república, para retornar a la monarquía absoluta y encallar finalmente en la república.


  Pero si admitimos que el tránsito de la monarquía a la república fue en Europa una revolución, es forzoso admitir que ello mismo sucedió en las colonias españolas de América; siempre que rescatemos para las respectivas sociedades la esencial condición de monárquicas; y que rescatemos también, para los acontecimientos políticos, algo de su antiguo prestigio histórico.


  Para los fines de la valoración crítica de estos conceptos, valga el juicio de Simón Bolívar, contenido en una carta a José de San Martín, fechada en Quito, el 22 de junio de 1822: «No es el interés de una pequeña provincia lo que puede turbar la marcha majestuosa de América meridional, que, unida de corazón, de interés y de gloria, no fija sus ojos sobre las pequeñas manchas de la revolución» (Simón Bolívar fundamental, vol., I, p. 220).


  B.- Creo que la república moderna, ensayada a lo largo de la disputa de la independencia, no fue una creación; tampoco una invención, como lo pretende una reciente escuela historiográfica. Tuvo dos antecedentes globalmente válidos: la república norteamericana, que resultaba ser cuestionable por el federalismo y la libertad religiosa; y la república francesa, a su vez cuestionable por la abolición de la esclavitud y su carácter antirreligioso.


  Además, la república fue para los hispanoamericanos la alternativa a la monarquía constitucional, representada, no por la Constitución francesa de 1791 sino por la Constitución Política de la Monarquía Española, promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812. Esta última influyó positivamente en la Constitución de la República de Colombia, de 1821, sobre todo en la figuración de un poder presidencial, que estuvo muy cercano del poder del rey en la monarquía constitucional inicial, en cuanto a sus atribuciones y a su alcance en la conducción política de la sociedad.


  Debo observar, igualmente, que no se ha prestado suficiente atención a la circunstancia de que, para los independentistas, la lucha por romper el nexo colonial estaba orgánicamente vinculada con el horror al despotismo. Y era el despotismo un atributo de la monarquía absoluta, mientras que el ordenamiento republicano liberal parecía brindar la mejor garantía contra el rebrotar del despotismo.


  C.- No me parece muy apropiado hablar de sistema republicano, si por tal se entiende una disposición conceptual y fáctica armónicamente diseñada, montada y promovida. En la práctica política fueron frecuentes, y nada accesorios, los compromisos con el pasado monárquico, al igual que los tanteos teóricos y doctrinarios.


  Si bien el Estado republicano colombiano, formulado constitucionalmente en 1821, con mucho de provisionalidad y al amparo del sable victorioso en las batallas de Boyacá y Carabobo, se reclamó de manera expresa de los valores fundamentales del ideario republicano liberal, la república tuvo que constituirse, necesariamente, tanto en lo político como en lo administrativo, como un compromiso entre el ordenamiento monárquico colonial, que estaba socialmente vigente, y el naciente ordenamiento moderno liberal inherente a la versión, también inicial, del proyecto nacional republicano.


  Prueba de que tal compromiso no era accidental ni accesorio es que la interacción así practicada, entre lo tradicional y lo que se quería nuevo, culminó en la concepción de la presidencia vitalicia, con derecho a elegir sucesor, contemplada en el Proyecto de Constitución para Bolivia, presentado por Simón Bolívar. Esta concepción estuvo inspirada en el ejemplo del presidente Anne Alexandre Sabés, llamado Petión, y su casi milagroso rescate del orden en la República de Haití, calificado para el caso de «Prueba triunfante de que un Presidente vitalicio, con derecho para elegir el sucesor, es la inspiración más sublime en el orden republicano» («Mensaje al Congreso Constituyente de Bolivia». Lima, 25 de mayo de 1826. Ibídem, p. 11).


  ***


  Parte II


  Hechos estos reparos, que componen una especie de telón de fondo historiográfico del tema de mi conferencia, veamos, siquiera sumariamente, algunas muestras de la presencia histórica de Simón Bolívar en los aspectos conceptuales comentados.


  A.- En cuanto a la presencia histórica de Simón Bolívar en relación con el carácter revolucionario de la que denomino la disputa de la independencia, es necesario apuntar tres aspectos que juzgo muy significativos:


  a.- En primer lugar, reconozco que señalar –y más aún encarecerlo– el realismo político de Simón Bolívar no agrada a quienes cultivan el culto que le rinden. Quizás por estar llevados del deseo de subrayar en su favor el contraste con la cortedad de miras de sus sucesores, realzan los cultores las dotes de visionario de Simón Bolívar, hasta convertirlo en poco menos que en un soñador. Creen acreditar con ello el prestigio, como creador, de quien dio incontables pruebas del más crudo pragmatismo, a lo largo de la guerra como a su término, tanto en su lucha por el mando supremo como en el ejercicio del mismo; si bien supo siempre enmarcar ese realismo en la feliz combinación de una doctrina y una estrategia independentistas. Por eso, para él legislar fue siempre para corregir; pero guardando conciencia de que esto último solo era viable obedeciendo a una evaluación realista de lo que debía ser corregido.


  No obstante, el realismo político de Simón Bolívar no era, ni podía serlo, inmune al impacto de situaciones y emociones de incontrolables efectos. Es posible afirmar que Simón Bolívar fue hombre de arranques, es cierto; pero también de arranques bien pensados y hasta calculados, si así puede decirse.


  Es difícil juzgar sobre el grado de compatibilidad que pueda darse entre el realismo político y lo que de destemplado pueda caber en el arranque, disparado por el desaliento derivado de un complejo de actos y situaciones que él consideraba torpes o desatinados. Prueba de este difícil equilibrio lo hallamos en la abrumadora sentencia que espetó al general Francisco de Paula Santander, en carta fechada el 1.º de junio de 1820, cuando, enfrentado a tales actos y situaciones, sostuvo que los españoles «... nos han inspirado por espíritu nacional el terror. Cuanto más pienso en esto tanto más me convenzo de que ni la libertad, ni las leyes, ni la más brillante ilustración nos harán hombres morígenos, y mucho menos republicanos y verdaderamente patriotas. Amigo, por nuestras venas no corre sangre sino el vicio mezclado con el miedo y el error. ¡Qué tales elementos cívicos! Basta de filosofía política» (Ibídem, p. 170).


  Esto nos permite preguntarnos si tal disposición de los pueblos podría servir de base a proyectos, y más aún a realizaciones, de índole revolucionaria.


  b.- En segundo lugar, nada podría ser menos revolucionario que el admitir que Simón Bolívar pudiese abrigar temor a la innovación. Esto parecería ser incongruente con una vida de Libertador.


  Sin embargo, no vaciló en expresar ese temor en lo concerniente al cambio político cuando, a su juicio, este se despegaba de la realidad y se iba por las nubes de los principios y las teorías, comprometiendo con ello el curso de la guerra, o poniendo en riesgo mayor los fundamentos de la sociedad, que era necesario y urgente restablecer.


  No cabía esperar menos de quien fue un crítico espontáneo, y tan acerbo como injusto, de los repúblicos venezolanos de 1811, y de su obra constitucional, imputándoles el haber incurrido en la inexcusable falta de subordinar la realidad sociopolítica a principios y doctrinas etéreos.


  En este orden de ideas, el 31 de diciembre de 1822 le comunicó al general Francisco de Paula Santander, refiriéndose al primer congreso constitucional que estaba por reunirse, su insuperable temor de que «los legisladores se dejen llevar del espíritu de innovación que ha cundido en esa capital [Bogotá]». Y añadió imprecando:


  
    «¿De dónde pueden creerse autorizados los representantes del pueblo a cambiar constantemente la organización social? ¿Cuál será entonces el fundamento de los derechos, de las propiedades, del honor, de la vida de los ciudadanos? Valdría más vivir bajo el feroz despotismo, pues al fin el sagrado del hombre tendría apoyo en el poder mismo que lo oprime. (Ibídem, p. 236).»

  


  Lo que nos permite preguntarnos si el temor al cambio social –si bien se refiere al que califica de constante– es compatible con una actitud, y más aún con realizaciones, de índole revolucionaria.


  c.- En tercer lugar, cabe preguntarse si en Simón Bolívar pudo ser prueba de realismo, si no de elemental prudencia, el temer a los cambios concebidos y propuestos con riesgo para la estabilidad de la sociedad: ¿cómo compaginar esta actitud con la asumida por él respecto de la esclavitud? Abogar y trabajar por su abolición ¿no era pretender introducir en su sociedad un cambio revolucionario?


  Por ser un político realista, y por lo mismo estar consciente de los mecanismos del teatro social en el que actuaba, no podía escapársele a Simón Bolívar el significado de la esclavitud para esa sociedad. No obstante, luego de la elocuente condena, en el denominado Discurso de Angostura, de esa institución que estaba orgánicamente vinculada con el proceso de implantación de la sociedad colonial, elevó su argumento al absoluto en carta al general Francisco de Paula Santander, de 20 de abril de 1820: «Es, pues, demostrado por las máximas de la política, sacada de los ejemplos de la historia, que todo gobierno libre que comete el absurdo de mantener la esclavitud es castigado, por la rebelión y algunas veces por el exterminio, como en Haití» (Ibídem, p. 161).


  Pero si al decir esto Simón Bolívar pagó tributo al principismo que tan severamente criticaba, de inmediato dejó aflorar al político realista, al conductor pragmático; y lo hizo en términos tan descarnados que sobrecogen el sentido crítico, porque trasunta la conciencia esclavista primigenia, entonces no del todo superada por él. En efecto, añade, refiriéndose a la incorporación de los esclavos al ejército, como precio de su libertad: «¿Qué medio más adecuado ni más legítimo para obtener la libertad que pelear por ella? ¿Será justo que mueran solamente los hombres libres por emancipar a los esclavos? ¿No será útil que estos adquieran sus derechos en el campo de batalla, y que se disminuya su peligroso número por un medio poderoso y legítimo?» (Ibídem, pp. 161-162).


  De paso dejó marcada la consecuencia con lo estipulado en el artículo tercero del decreto que había dado en Carúpano el 2 de junio de 1816, cuando dispuso «... la libertad absoluta de los esclavos que han gemido bajo el yugo español en los tres siglos pasados»; pero imponiéndoles «a los nuevos Ciudadanos», como les correspondía dado su cambio de condición, incorporarse al ejército, so pena de que «El nuevo ciudadano que rehúse tomar las armas para cumplir con el sagrado deber de defender su libertad, quedará sujeto a la servidumbre, no solo él, sino también sus hijos menores de catorce años, su mujer, y sus padres ancianos».


  Hasta qué punto pudo Simón Bolívar darle al término revolución, también por él utilizado, como hemos visto, para designar la lucha adelantada por los independentistas, un alcance transformador en el ordenamiento sociopolítico nos lo indica en carta al vicepresidente general Francisco de Paula Santander, fechada en Tulcán, el 31 de diciembre de 1822: «La soberanía del pueblo no es ilimitada, porque la justicia es su base» (Ibídem, p. 236).


  Lo que nos permite extraer, posiblemente, la lección de que no siempre son las actitudes y disposiciones de carácter revolucionario las que hacen realidades revolucionarias; y que, en cambio, en la dialéctica de la Historia concurren, más que compiten, lo que afirma y lo que niega, generándose realizaciones de naturaleza poco o nada previsible.


  B.- En cuanto a la presencia histórica de Simón Bolívar en el proceso de instauración de la república moderna en las trastornadas excolonias, cabe señalar igualmente tres aspectos que juzgo fundamentales:


  a.- El primero de esos aspectos es la insuperable desconfianza de Simón Bolívar respecto de la democracia. Entendida la democracia como apertura al desbordamiento popular, la desconfianza que le inspiraba fue expuesta, con lujo de argumentos, en el denominado Discurso de Angostura. Destaca allí, como razón de ese rechazo, la condición moral y social del pueblo, interpretada como un claro legado del oscurantismo cultivado, y el despotismo practicado, que consecuentemente denunció como característicos del régimen colonial, para el caso valorado en su solo componente metropolitano; salvando de responsabilidad, mediante la omisión, al componente criollo del poder colonial. Es decir, utilizó el mismo expediente propagandístico manejado en el mencionado decreto sobre la abolición condicionada de la esclavitud, dado en Carúpano, al declarar entonces «la libertad absoluta de los esclavos que han gemido bajo el yugo español en los tres siglos pasados».


  No obstante, no debe subestimarse el influjo que tuvo en la conciencia política de Simón Bolívar, en lo concerniente a la valoración de la democracia, la experiencia vivida a partir de 1813; es decir la desintegración de la estructura de poder interna de la sociedad colonial, que se había buscado preservar al iniciarse la fase política de la disputa de la independencia; y la aparición de formas sucedáneas del componente metropolitano del poder colonial, representado ahora por un brote de caudillos en el cual destacó, como arquetipo, José Tomás Boves, cuya destructiva ejecutoria quedó asociada, tanto en la historiografía como en la controversia ideológico-política, con el desbordamiento popular y la democracia.


  Vale afirmar que la desconfianza de Simón Bolívar respecto de la capacidad política, y aun la conducta social, del pueblo; y sobre todo del que consideraba su instrumento disolvente, la democracia, fue una constante de su pensamiento político. El 8 de octubre de 1828 escribió al general Juan José Flores: «Conociendo que nuestros pueblos no presentaban base para ninguna empresa heroica o digna de gloria no me ocuparé más de sostener el decoro nacional. A esta consideración añadiré que del disgusto de esos pueblos contra las autoridades que les han exigido sacrificios, temo las mayores calamidades» (Ibídem, p. 548).


  b.- En segundo lugar debo apuntar que el rechazo del federalismo fue también una constante del pensamiento político de Simón Bolívar. Es posible afirmar que ese rechazo no estuvo especialmente relacionado con la fase de formación de la República de Venezuela, en el lapso 1811-1814.


  No deja de llamar la atención el hecho de que el realismo político de Simón Bolívar, y su conocimiento de los acontecimientos de las colonias británicas de América del Norte, no le hicieran advertir que la adopción constitucional de la organización federal de la república era, entonces, la única salida practicable a la epidemia de separatismo que se desencadenó a partir de los fallidos intentos de someter, por la persuasión primero y luego por la fuerza, a las provincias y ciudades disidentes –Maracaibo y Guayana, entre las primeras, y Coro entre las últimas– a la autoridad de la Junta Suprema Conservadora de los Derechos de Fernando VII, primero, y respecto de la Declaración de la Independencia, a partir del 5 de julio de 1811.


  En los hechos, desaparecida la Corona y desarticulado con ello el poder colonial, se daba paso al rebrote de las autonomías provinciales y regionales, que no fueron menos ni menos tenaces en el seno del propio campo independentista aun durante el desarrollo de la guerra.


  Si puedo permitirme una conjetura, asomo la posibilidad de que en lo relacionado con el pueblo, la democracia y el federalismo, pesara en la visión política, entonces rudimentaria, de Simón Bolívar, sobre todo el legado de desorden dejado por los acontecimientos revolucionarios de Francia y Haití.


  c.- Por último, sentada en la mente política de Simón Bolívar la desconfianza en la democracia, y razonado y sostenido el rechazo del liberalismo asociado con el federalismo, quedaba suelta la libertad; y a esta la veía presta a entregarse a la seducción de la demagogia, y por lo mismo a encaminarse hacia su triste pérdida.


  En este curso autodestructivo de la libertad, pero posiblemente también de la independencia, siempre amenazada por una posible reconquista al amparo de la Santa Alianza, solo podría ser obstáculo eficaz el establecimiento de un gobierno fuerte. Pero tal gobierno debía estar a salvo de reproducir el despotismo contra el cual se luchaba denodadamente.


  La experiencia colonial, y lo ya vivido por la república, permitían pensar que tal gobierno fuerte debía estar, necesariamente, más cerca de la monarquía –que gozaba de una eficacia acreditada en materia de control social– que de la república, sobre todo si esta pretendía ser la federal y democrática tildada de responsable de haber causado la pérdida de los primeros ensayos republicanos en Venezuela y Nueva Granada.


  Simón Bolívar ratificó su pensamiento sobre esta difícil cuestión en carta a Robert Wilson, fechada el 7 de febrero de 1828: «La influencia de la civilización produce una indigestión en nuestros espíritus, que no tienen bastante fuerza para masticar el alimento nutritivo de la libertad. Lo mismo que debiera salvarnos nos hará sucumbir. Las doctrinas más puras y más perfectas son las que envenenan nuestra existencia» (Ibídem, p. 506). Al escribir esto, Simón Bolívar hizo eco a lo dicho por él en el denominado Discurso de Angostura, pronunciado unos diez años antes:


  
    «Nuestros débiles conciudadanos tendrán que robustecer su espíritu mucho antes que logren digerir el saludable nutritivo de la libertad» (Ibídem, vol., II, p. 76).»

  


  Poniendo por delante sus convicciones de teórico y estratega de la independencia, añadió esta especie de profesión de pragmático historicismo:


  
    «Solo la democracia, en mi concepto, es susceptible de una absoluta libertad; pero, ¿cuál es el gobierno democrático que ha reunido a un tiempo, poder, prosperidad y permanencia?» (Ibídem, p. 77).»

  


  Pero quedaba por resolver la cuestión de la legitimidad de ese poder fuerte, que habría de salvar, al mismo tiempo, la independencia y la libertad. No parece que Simón Bolívar hubiese olvidado la resistencia que encontró en Venezuela cuando quiso hacer valer su cuestionado mandato del Congreso de Nueva Granada, en 1813-1814, para establecer el gobierno fuerte que había recomendado en su Manifiesto de Cartagena, en 1812.


  Puede parecer, igualmente, que el pensamiento de Simón Bolívar en este campo siguió un curso cuyo punto de partida fueron el Mensaje al Congreso Constituyente de Bolivia, de 25 de mayo de 1826, y el Proyecto de Constitución, sobre el cual escribió al general Francisco de Paula Santander, el 27 de diciembre de 1825:


  
    «... estoy haciendo una constitución muy fuerte y muy bien combinada para este país, sin violar ninguna de las tres unidades [¿se refería a la división de poderes?] y revocando, desde la esclavitud abajo, todos los privilegios. [...] En general, la constitución está muy bien trabada y el discurso que daré para probar su utilidad será muy fuerte. No dudo que será mejor que el otro de Angostura, pues ya no estoy en estado de transigir con nadie. Mi constitución será más liberal que la de Colombia, pero también más durable (Ibídem, pp. 380-381).»

  


  Sobre el posible alcance revolucionario de estas orientaciones constitucionales cabe señalar, con especial énfasis, la abolición incondicional y absoluta de la esclavitud, a partir de la promulgación de la constitución.


  El punto de llegada, en este curso del pensamiento político de Simón Bolívar, es su carta a Patricio Campbell, fechada el 5 de agosto de 1829; tan poco leída y tan mal interpretada. Consiste en una suerte de valoración de la monarquía restaurada, superando lo dicho sobre la monarquía inglesa en el Discurso de Angostura: «Por más que se examine la naturaleza del Poder Ejecutivo en Inglaterra, no se puede hallar nada que no incline a juzgar que es el más perfecto modelo, sea para un reino, sea para una aristocracia, sea para una democracia (Ibídem, p. 90), si bien no se subestiman las dificultades que llegaban a hacer inviable la restauración de la monarquía.


  C.- En cuanto a la presencia histórica de Simón Bolívar en lo tocante a la autenticidad del denominado sistema republicano, también cabe señalar tres aspectos fundamentales:


  a.- En primer lugar, debo hacer que sobresalga la circunstancia de que Simón Bolívar ejemplificó, con su pensamiento político y sus diseños constitucionales –que lo hicieron, quizás, el más tenaz y fecundo constitucionalista americano de su tiempo– el realismo esencial que impregna las tesis de Montesquieu sobre la correspondencia que debe existir entre la ley y la sociedad a la que estaría llamada a regir. Permaneció fiel a esta convicción desde que la sostuvo en el citado Discurso de Angostura, pronunciado el 15 de febrero de 1819, al decir que:


  
    «... ni remotamente ha entrado en mi idea asimilar la situación y naturaleza de los estados tan distintos como el inglés americano y el americano español. ¿No sería muy difícil aplicar a España el Código de Libertad política, civil y religiosa de Inglaterra? Pues aun es más difícil adaptar [sic] en Venezuela las leyes del Norte de América. ¿No dice el Espíritu de las leyes que éstas deben ser propias para el pueblo que se hacen, que es una gran casualidad que las de una nación puedan convenir a otra? ¿que las leyes deben ser relativas a lo físico del país, al clima, a la calidad del terreno, a su situación, a su extensión, al género de vida de los pueblos? ¿Referirse al grado de libertad que la Constitución puede sufrir, a la religión de los habitantes, a sus inclinaciones, a sus riquezas, a su número, a su comercio, a sus costumbres, a sus modales? ¡He aquí el código que debíamos consultar, y no el de Washington!» [Las últimas cinco palabras fueron suprimidas]. (Simón Bolívar fundamental, vol. II, p. 79).»

  


  Como constitucionalista aficionado, Simón Bolívar hizo un recorrido sembrado de experiencias más bien ingratas: en el Manifiesto de Cartagena, de 1812, fue crítico acerbo de la Constitución federal venezolana de 1811. Sentó las bases teórico-doctrinarias del ordenamiento republicano en su Carta de Jamaica. Inspiró doctrinariamente a los legisladores en su Discurso de Angostura, y participó en la redacción de la Constitución venezolana de 1819. Fue crítico de la Constitución de la República de Colombia, de 1821. Formuló la base doctrinaria y redactó el proyecto para la Constitución boliviana de 1825. E intentó orientar la Gran Convención de Ocaña, que debía conocer de la eventual reforma de la constitución, en 1828.


  Esta experiencia lo llevó a que, en carta al general Francisco de Paula Santander, fechada el 22 de diciembre de 1822, expusiera su récord de constitucionalista en términos reveladores de su decepción:


  
    «V.E. sabe, y Colombia entera lo sabe también, que yo he consagrado mi vida a la integridad de Colombia, a su libertad y a su dicha. Mi política ha sido siempre por la estabilidad, por la fuerza y por la verdadera libertad. El congreso de Guayana oyó mi dictamen sobre gobierno, y siguió una parte de mis opiniones; el de Cúcuta hizo otro tanto; y V.e. sabe que por docilidad y obediencia juré la constitución y me constituí su garante» (Simón Bolívar fundamental, vol. I, p. 236).»

  


  El 31 de agosto de 1829, en carta a Estanislao Vergara, reiteró su poco halagador balance de constitucionalista: «... estoy ya desengañado de constituciones, y aunque están de moda en el día, todavía están en más rigor sus derrotas. Yo he compuesto dos, y en menos de diez años; la primera sufrió muchas alteraciones fundamentales, y últimamente ha sido abolida con fracaso; la segunda apenas duró dos o tres años; y aunque últimamente se ha vuelto a levantar de su caída, no durará más que una cuchara de pan (Ibídem, p. 583).


  Merece atención el sostenido y renovado contraste entre el ejercicio, poco menos que discrecional, del poder por un jefe militar que anduvo en campaña, ininterrumpida, durante más de una década; y en cuyo ejercicio de ese poder no son escasas las demostraciones de un autoritarismo que en ocasiones desbordó lo propiamente militar, por una parte; y por la otra, la preocupación por someter ese poder a la institucionalidad constitucional. No importa que, en fin de cuentas, los congresos le resultasen engorrosos. Tampoco que las constituciones no respondiesen plenamente a sus expectativas. Lo que importa es el hecho de que no se advierten olvidos en su convicción de que el uso de la espada solo adquiría sentido en tanto le abriera camino a la independencia y la ley.


  b.- En segundo lugar, debo subrayar la circunstancia de que desde el llamado Manifiesto de Cartagena, de 1812, dio Simón Bolívar pruebas de insubordinación respecto de los sistemas republicanos codificados; ya fuesen reputados como ejemplares, ya estuviesen de moda. Buscó alternativas funcionales, determinadas por la realidad social y la experiencia sociopolítica por él acumulada.


  Quizás sea en lo concerniente al rechazo del federalismo, que él consideraba una síntesis de los males derivados del incauto ejercicio de la democracia y de los vicios de la libertad practicada por pueblos no preparados para ello, en lo que mejor se expresa la resistencia de Simón Bolívar al prestigio de lo generalmente acatado en materia de organización político-constitucional. Su posición en esta materia también revela notable persistencia.


  Casi una década después del varias veces comentado Manifiesto de Cartagena, escribió al general Francisco de Paula Santander, desde San Carlos, el 13 de junio de 1821: «Por aquí se sabe poco del congreso y de Cúcuta: se dice que muchos en Cundinamarca quieren federación; pero me consuelo con que ni Vd., ni Nariño [Antonio], ni Zea [Francisco Antonio], ni yo, ni Páez [José Antonio], ni otras muchas autoridades venerables que tiene el ejército libertador gustan de semejante delirio» (Ibídem, p. 192).


  Consecuente hasta el final con este su juicio adverso al federalismo, el 13 de septiembre de 1829 escribió a Daniel Florencio O’Leary, desde Guayaquil, como una suerte de anticipo a su testamento político:


  
    «Todavía tengo menos inclinación a tratar del gobierno federal: semejante forma social es una anarquía regularizada, o más bien, es la ley que prescribe implícitamente la obligación de disociarse y arruinar el estado con todos sus individuos. Yo pienso que mejor sería para la América adoptar el Corán que el gobierno de los Estados Unidos, aunque es el mejor del mundo. Aquí no hay que añadir más nada, sino echar la vista sobre esos pobres países de Buenos Aires, Chile, Méjico y Guatemala. ¡También podemos nosotros recordar nuestros primeros años! Estos ejemplos solos nos dicen más que las bibliotecas (Ibídem, p. 591).»

  


  c.- Por último apunto que si bien, según he dicho, era ya muy rica la experiencia de Simón Bolívar como constituyentista aficionado, en 1825 tuvo la osadía intelectual de exhibirse como un constitucionalista a título propio, y además creativo, hasta el punto de intentar culminar la síntesis funcional entre la monarquía y la república que había comenzado a destilar en el Discurso de Angostura; sin pasar, como lo hicieron los constituyentes franceses y españoles, por la monarquía constitucional. Tal hizo en el Proyecto de Constitución para Bolivia y en el Mensaje correspondiente.


  Ellos son, probablemente, junto con el denominado Mensaje a la Convención de Ocaña, de 29 de febrero de 1828, los documentos fundamentales del pensamiento político constitucional de Simón Bolívar. No ilustran sobre el arrebato crítico, como lo hace el Manifiesto de Cartagena, de 1812; ni sobre el entusiasmo visionario de la llamada Carta de Jamaica, de 1815; ni sobre la expectativa razonada del denominado Discurso de Angostura, de 1819. Parecerían haber recogido, en cambio, los afanes reiterados, los empeños estériles y las esperanzas frustradas de su autor; pero no para exhibirlos ni para exorcizarlos, sino para extraer de ellos claves para el que llegó a creer que debía ser el porvenir de la República de Colombia.


  En cambio, las historiografías patria y nacional, por sí y refundidas en la oficial, han centrado, y mantenido fija, su atención en lo que dichos documentos podían significar como pasos encubiertos hacia la realización de una aspiración personal a la monarquía. Y han dejado poco menos que de lado el estudio crítico sistemático del que su autor calificara de «discurso analítico», dirigido al Congreso de Bolivia, que escribió al general José Antonio Páez el 26 de mayo de 1826:


  
    «El discurso no es más que la expresión de mis ideas republicanas y patrióticas. Dice todo y explica todo. He conservado intactas las cuatro grandes garantías: libertad, igualdad, seguridad y propiedad. Los principios federales se han adoptado hasta cierto punto y la (sic) del gobierno monárquico se logrará también. Esta constitución es un término medio entre el federalismo y la monarquía (Simón Bolívar fundamental, vol. I, p. 402).»

  


  Por otra parte, creo también que no se ha puesto suficiente atención en el hecho de que Simón Bolívar, hombre y pensamiento dieciochescos, ejerció siempre el poder, de hecho y circunstancia, en forma de una suerte de dictadura comisoria; ya fuese para lograr la independencia, ya fuese para preservarla, hasta el momento en que tal dictadura se hizo abierta y semilegítima en el lapso 1828-1830. Y no parece necesario hilar muy fino para percibir la semejanza entre el ejercicio de tal dictadura y el gobierno de estilo republicano-monárquico que consecuentemente prescribió para las sociedades que tanto contribuyó a desordenar y alborotar, con el propósito de reconstruirlas en acuerdo con la libertad y la justicia.


  De manera semejante, esas historiografías han fijado su atención en la figura del Poder Moral, propuesta por Simón Bolívar a los legisladores de Angostura en 1819. Esta proposición, que se correspondía con su diagnóstico de la salud moral y social del pueblo, ha merecido un debate cuyos extremos son el elogio al visionario moralizador y la sugerencia reverencial de una falta de sentido de lo real.


  ***


  Parte III


  El sino histórico de Simón Bolívar, como constitucionalista aficionado y como campeón de la independencia y la libertad, le ha jugado la mala pasada consistente en llevarlo, de ser un diseñador de repúblicas centradas en la libertad, a que su pensamiento y obra en esta materia hayan sido pervertidos, sirviendo de coartada para la zapa de los proyectos nacionales republicanos modernos latinoamericanos, mediante la instauración solapada, fraudulenta y violenta de la antítesis autocrática de esos proyectos.


  A.- El proyecto republicano diseñado, promovido y defendido por Simón Bolívar, ya fuese federal a su pesar, ya fuese central a su placer –ya fuese un híbrido con la monarquía a su entender–, tuvo como fundamento un conjunto de valores sobre los cuales nunca aceptó compromiso derogatorio alguno.


  a.- Esta afirmación resiste el contraste con el hecho de que por largos períodos Simón Bolívar ejerció, de hecho o con algunos visos de legitimidad, apuntalada por su ascendente prestigio, una suerte de dictadura comisoria, tácita o expresa, pero siempre orientada a establecer, o a restablecer, las condiciones para que imperasen la independencia y la libertad. Así lo revela el sentido histórico aplicado de manera informada y circunstanciada.


  Se trataba de preservar los valores propios de la república moderna liberal, si bien no fue el liberalismo doctrinario, como hemos visto, parte favorita de su devoción ideológico-política, dados sus postulados democráticos, que detestaba; y sus inclinaciones federales, que temía.


  El resultado perdurable de los afanes de Simón Bolívar en esta materia ha sido el haber contribuido a consolidar un conjunto de miras que conservan su vigencia, sobrepasando toda controversia, para el establecimiento eficaz del régimen republicano moderno liberal. Fue esta esencial fidelidad a los principios republicanos modernos liberales lo que le indujo a hacerles la conocida advertencia a los legisladores reunidos en Angostura, en 1819:


  
    «... os recomiendo, representantes, el estudio de la Constitución británica que es la que parece destinada a operar el mayor bien posible a los pueblos que la adoptan; pero por perfecta que sea, estoy muy lejos de proponeros su imitación servil. Cuando hablo del gobierno británico solo me refiero a lo que tiene de republicanismo, y a la verdad ¿puede llamarse pura monarquía un sistema en el cual se reconoce la soberanía popular, la división y el equilibrio de los poderes, la libertad civil, de conciencia, de imprenta, y cuanto es sublime en la política? ¿Puede haber más Libertad en ninguna especie de república? ¿Y puede pretenderse a más en el orden social?» (Simón Bolívar fundamental, vol. II, p. 86).»

  


  Actualmente, el republicanismo proclamado y practicado por Simón Bolívar es esgrimido como un aberrante proyecto nacional bolivariano, pretendidamente socialista, e impuesto dolosamente en suplantación del proyecto nacional republicano moderno liberal.


  b.- Esta operación ideológico-política no marca continuidad histórica, como pretenden sus promotores, con el pensamiento constitucional de Simón Bolívar, que estuvo centrado siempre en el ejercicio de la libertad, como meta, y en el refrendo indispensable de la opinión pública, como requisito. Ninguno de los dos regímenes que hoy saquean el prestigio histórico de Simón Bolívar, es decir los impuestos en Cuba y Venezuela, satisfacen los requisitos establecidos por él en relación con el régimen británico en 1819: «... un sistema en el cual se reconoce la soberanía popular, la división y el equilibrio de los poderes, la libertad civil, de conciencia, de imprenta, y cuanto es sublime en la política» (Ídem).


  c.- Por lo demás, tales regímenes son resultado de una grosera felonía, pues sus instauradores no podrán decir nunca, como lo hizo su pretendido inspirador: «... he mostrado mis opiniones pública y solemnemente en todas ocasiones. Si se quieren consultar no hay necesidad de que yo las repita, pues se pueden encontrar en los documentos de mi vida pública». (Carta a Estanislao Vergara, fechada en Guayaquil el 31 de agosto de 1819. Simón Bolívar fundamental, vol. I, p. 583). Antes por el contrario, estos usurpadores de la gloria de Simón Bolívar desembozaron sus propósitos paulatinamente y luego de asaltar el poder, por la vía violenta uno, por la institucional el otro.


  B.- La ideología de reemplazo que se reclama del republicanismo bolivariano ha sido convertida en una línea de repliegue ideológico-política. En ella se han parapetado los sobrevivientes del socialismo autoritario derrotado y los socialistas desorientados.


  a.- El fracaso del socialismo como criterio para la estructuración del Estado, y como principio del sistema económico, es ya un hecho admitido, de manera abierta o apenas disimulada, incluso por Estados que mantienen el autoritarismo político y la negación de los más elementales derechos humanos. Pero en los países donde se ha establecido la democracia liberal ha llevado a que se fragüen estrategias para la destrucción de los proyectos nacionales surgidos de la independencia, más que para la reformulación de los mismos o para su substitución por proyectos socialistas renovados, más o menos coherentes, como se pretendió en el siglo XX.


  b.- La desorientación ideológica producida por la crisis del socialismo, no ya del autocrático sino también de su más elaborada versión teórica, es decir la socialista soviética, ha obligado a los sobrevivientes latinoamericanos del socialismo autocrático a procurarse una salida que les permita lograr alguna participación política, sin tener que enfrentar la para ellos imposible tarea de autovaloración crítica. Para esto han seguido un periplo que ha significado la penetración y degradación de movimientos antes vistos por ellos con desdén, si no con franca hostilidad, tales como la teología de la liberación, el ecologismo, el indigenismo y la antiglobalización; desdeñadas hasta no hace mucho por la muy poderosa y doctrinaria razón de que no ponían en el centro de su acción la lucha de las masas lideradas por la clase obrera, y antes bien eran estigmatizadas como naderías de la clase media.


  c.- Las posibilidades y limitaciones del republicanismo bolivariano, como ideología de reemplazo del socialismo en crisis, que intenta aprovecharse del estado de desorientación ideológica reinante en mi sociedad, y extenderse al conjunto de América Latina, están condicionadas por cuatro factores y circunstancias.


  En primer lugar, esta operación ideológica tiene como referente simbólico, pues no alcanza a ser una fuente de orientación sociopolítica que se corresponda con el mundo contemporáneo, una figuración de Simón Bolívar fabricada en función del culto a Bolívar, observado de manera oficial en Venezuela, pero con significado decreciente en los demás países del continente.


  En segundo lugar, se pretende poner a provecho el fondo autoritario que ciertamente se halla en el pensamiento y en la acción histórica de Simón Bolívar, para legitimar gobiernos autocráticos, impuestos sobre pueblos que han conocido formas de democracia y de vida en libertad.


  En tercer lugar, se carece de ofertas económicas y sociales acordes con las nuevas tendencias mundiales, y con la satisfacción de las crecientes necesidades de los pueblos, a las cuales se incorpora la mayoría de los países que han soportado regímenes autocráticos socialistas o inspirados en tal socialismo.


  En cuarto lugar, los regímenes que representan la tendencia bolivariano-militarista están marcados por la indetenible decadencia económica y el deterioro político y social. Este saldo está dolorosamente arraigado en Cuba, y su advenimiento tiende a ser galopante en Venezuela.


  C.- El republicanismo bolivariano-militarista carece de una formulación medianamente coherente, y luce como una agrupación colecticia de creencias en la que predominan las formas históricamente reaccionarias, tanto en lo nacional como en lo internacional, sembrada de impromptus despóticos.


  a.- El republicanismo bolivariano-militarista es la versión compacta de un engendro ideológico cuya versión completa es «marxismo-leninismo-bolivarianismo». La paternidad de este engendro se la disputan hoy algunos revolucionarios-reaccionarios o «revorreaccionarios» venezolanos, algunos de quienes han llegado, en su delirio, hasta a cuestionar el actual régimen venezolano alegando su inconsecuencia revolucionaria.


  b.- El bolivarianismo-militarismo es un compuesto galimático que se basa en el uso perverso del culto a Bolívar, convertido en la segunda religión de los venezolanos. El bolivarianismo tradicional, cultivado, mantenido y protegido como política de Estado, había sido tradicionalmente el brazo ideológico de las dictaduras militares. Tuvo su apogeo en Venezuela durante el gobierno del general Eleazar López Contreras, sucesor y heredero del también bolivariano general Juan Vicente Gómez Chacón. Pero ha sido bandera de toda suerte de movimientos, desde democráticos hasta socialistas. Solo el Partido Comunista mantenía una posición reticente ante el culto, por reacción ante el uso del culto que hizo el gobierno antidemocrático y anticomunista del mencionado general Eleazar López Contreras; pero también por reverencia debida al juicio terrible de Carlos Marx sobre Simón Bolívar. La desorientación ideológica padecida por los náufragos del socialismo autocrático los ha llevado a asociar estos dos últimos nombres en un mismo propósito revolucionario; y con ello han tendido un puente sobre la brecha que los había mantenido separados del militarismo tradicional.


  c.- El tendido de este puente entre los sobrevivientes del socialismo autocrático y el militarismo tradicional ha desembocado en una versión de la autocracia decimonónica, revestida de una apariencia institucional, en el caso de Venezuela; y de un desvaído ropaje socialista en el caso de Cuba. Se pretende, sin embargo, presentar al bolivarianismo-militarismo como una ideología de reemplazo, válida para toda América Latina, y especialmente para los países herederos de la República de Colombia.


  ***


  Conclusión


  En la forzada brevedad de una conferencia, no he podido sino asomarme a la significación histórica del Simón Bolívar, visto como factor de un proceso que tuvo proyecciones revolucionarias y como constitucionalista varias veces reincidente. De mis palabras sale él como responsable principal de ensayos republicanos que tuvieron breve o difícil presente, pero que contribuyeron de manera fundamental a componer el fondo de libertad e igualdad que ha guiado los proyectos nacionales de cinco repúblicas, y que hoy padecen el asalto de los enemigos de la democracia y la libertad.


  Sobre la génesis teórico-práctica del proyecto americano de Simón Bolívar[44]


  Introducción


  La comprensión del proyecto bolivariano de integración internacional ha sido generalmente intentada por intelectuales y políticos, incluidos historiadores, partiendo de problemas y situaciones que les eran contemporáneos, tales como la creación de un clima de paz, entendimiento y cooperación entre los Estados latinoamericanos, para prevenir o para remediar conflictos armados; los enfrentamientos con el imperialismo, sean políticos, sean económicos; la defensa de la democracia, amenazada por el militarismo o por la autocracia; el fortalecimiento de las economías nacionales mediante la integración, para participar más equitativamente de la economía mundial y así combatir la pobreza; para el montaje de sistemas que promuevan el bienestar social y esquemas de cooperación cultural, como el Convenio Andrés Bello; para el acuerdo de políticas internacionales comunes ante problemas que afectan a la humanidad, como el combate contra la droga, etc. Aunque los resultados difieren mucho, en cantidad y calidad, según las áreas consideradas, cabe sostener que este uso del legado bolivariano ha propiciado o favorecido la evolución de las sociedades latinoamericanas. Pero no entraré a comentarlos, por las razones que aduciré.


  Mi interés se centrará en el que considero origen de la política de integración multinacional bolivariana. No entendida como un proyecto delineado de manera más o menos teórica, sino como una práctica cuyos resultados podrían ser mejor evaluados a partir del estudio crítico del inicio de su proceso formativo.


  Muy probablemente, mi punto de vista no complacerá a quienes participen del culto a Bolívar, atribuyéndole a él solamente propósitos ajustados a los requerimientos del culto. Ellos preferirían, seguramente, ver una misión altruista de libertad y paz en una empresa que nació de lo que hoy se denomina política realista. Sin embargo, el haber correspondido a esta fue la virtud de la empresa. Por ello pudo crear condiciones para que, con el concurso heroico de los pueblos, se lograse el objetivo primordial entonces perseguido. Este no era solo ganar la independencia de los nuevos Estados sino también darle fundamentación histórica a una aspiración integracionista que, superando el roto vínculo imperial, pudiese estimular los trabajos para garantizar la paz entre los Estados y promover el goce de la libertad y el bienestar en los pueblos.


  En suma, una valoración crítica de estos acontecimientos revelaría que son inseparables, en la conformación embrionaria del proyecto de integración hispanoamericana de Simón Bolívar, los requisitos, condicionantes y dictados de la guerra, entendidos en sus expresiones prácticas y en su formulación teórica.


  Finalizada esta introducción, intentaré acercarme al tema que me ha sido propuesto como «Historia e integración. El proyecto bolivariano». Lo haré inspirándome en la «Fundamentación de la Cátedra Andrés Bello 2000. Historia e integración». Para ello tocaré, de manera muy sumaria, los siguientes aspectos: la formulación de la teoría bolivariana de la independencia de las colonias hispanoamericanas; el nacimiento del internacionalismo bolivariano; el proyecto internacional de Simón Bolívar y la vocación americana de algunos venezolanos ya colombianos desde 1819; sentido y alcance estratégicos de la instauración de la República de Colombia; proyección primaria de la invasión y el desmembramiento del Virreinato del Perú; la política internacional de Simón Bolívar y la definición inicial de la conciencia nacional venezolana; la inmediata reanudación de la vertiente sociopolítica de la disputa de la independencia en Venezuela entrabó la política internacional de Simón Bolívar; y, por último, la República de Colombia fue presa del separatismo nacional, vuelto expresión potenciada del separatismo provincial que brotó al plantearse la crisis del nexo colonial. Cerraré con unas sumarísimas conclusiones y un breve epílogo.


  La formulación de la teoría bolivariana de la independencia de Venezuela, enmarcada en la independencia de las colonias hispanoamericanas


  La teoría de la independencia de Venezuela, enmarcada en la independencia de la América española, quedó expuesta, básicamente, en los dos más creativos documentos bolivarianos, denominados por la historiografía Carta de Jamaica, fechada el 6 de setiembre de 1815, y Discurso de Angostura, fechado el 15 de febrero de 1819. Respecto de estos documentos, tan estudiados, aún vale hacer algunas consideraciones.


  En primer lugar, guardan una estrecha relación entre sí. Pero no solo en el sentido de continuidad; también en el de complementación. Efectivamente, mientras el primer documento trazó las coordenadas históricas y políticas de la crisis del imperio hispanoamericano, el segundo documento entró de lleno en la cuestión de la conformación de un nuevo sistema político, social e ideológico acorde con la naturaleza de la sociedad venezolana, pero no solo de la de esta.


  En segundo lugar, estos documentos, por separado y reunidos, marcan un notable ascenso en la percepción política de la disputa de la independencia, respecto del denominado Manifiesto de Cartagena, de 15 de diciembre de 1812. En efecto, este último documento, si bien tuvo un origen marcadamente circunstancial, fue el punto de arranque de una confrontación ideológica y política que se prolongó a lo largo de la disputa de la independencia. Representa la expresión de una polémica sin interlocutor; y estuvo destinado a fundamentar una pretenciosa reorientación de la acción política y militar que si bien se saldó, en 1814, con un rotundo fracaso, persistió como eje del pensamiento político de su autor.


  En tercer lugar, por separado y reunidos, ambos documentos revelan un acelerado y fructífero esfuerzo teórico destinado a legitimar, por extensión, la rebelión de la que fue siempre, en las colonias hispanoamericanas, la porción minoritaria de los súbditos; rescatándolos del condicionamiento ideológico-espiritual ejercido por el discurso elemental de lealtad para con el sistema colonial y de fidelidad a la condición divina de la Corona. En este último sentido, ambos documentos forman la base teórica de la ruptura del nexo colonial y de la formación de los Estados independientes hispanoamericanos.


  En este último sentido, igualmente, ambos documentos forman la base teórica de la ruptura del nexo colonial, de la abolición de la monarquía y de la formación del Estado republicano hispanoamericano; si bien en este aspecto cualquier consideración crítica tiene que pasar por el filtro representado por el luminoso Mensaje al Congreso Constituyente de Bolivia, de 25 de mayo de 1826, y el sombrío Mensaje a la Convención Nacional de Ocaña, de 29 de febrero de 1828.


  La denominada Carta de Jamaica ha sido objeto de la más encendida y merecida exaltación. Se ha llegado a calificarla de profética; expresándose de esa manera el asombro y la admiración que suscita el genuino atrevimiento prospectivo de quien no gozaba entonces de reconocido prestigio intelectual. Una valoración crítica más rigurosa nos revela que en realidad se trata de un osado manifiesto político, no muy bien estructurado, que tuvo por objeto acreditar la determinación de continuar una lucha que hasta el momento lucía tan carente de orientación claramente definida como escasa de posibilidades de éxito. Para compensar estas carencias era necesario aducir pruebas de la necesidad histórica de la ruptura del nexo colonial; al igual que aventurar sobre sus resultados; de manera que la posibilidad argumentada de tal éxito fuese capaz de promover la comprensión y la colaboración de otros Estados; particularmente las de la Gran Bretaña.


  Al mismo tiempo, en este documento Simón Bolívar emitió el claro mensaje de que había dejado de ser el espontáneo e improvisado aspirante a conductor supremo de la lucha por la independencia de las colonias hispanoamericanas, revelándose como un analista político y recomendándose como un posible estadista, capaz de desenvolverse airosamente en la maraña de los intereses activos en las relaciones internacionales. Para estos fines, era indispensable desplegar una visión prospectiva convincentemente articulada. De allí el recurso a la fundamentación histórica de tal visión, hasta el punto de que el resultado puede ser calificado de necesariamente teórico-político e historicista.


  El denominado Discurso de Angostura es el documento teórico e ideológico más denso producido por Simón Bolívar. En este sentido guarda estrecha relación con el ya mencionado Mensaje al Congreso Constituyente de Bolivia, de 25 de mayo de 1826; el cual marca, a su vez, el punto culminante de la formación teórico-política de su autor, anclada creativamente en la realidad de la fase culminante de la disputa de la independencia.


  Pero si bien la Carta y el Discurso están vinculados entre sí, desde el punto de vista de la formulación de la teoría de la independencia, el segundo complementa la primera también en el sentido de que si esta estuvo dirigida a sustentar una aspiración de mando supremo, el segundo expuso la fundamentación teórica e ideológica de esa aspiración y ese mando; este ya conseguido pero necesitado de consolidación. Si en la primera, Simón Bolívar puso en claro sus aspiraciones como jefe del movimiento independentista, en el segundo lo hizo con su motivación por el poder. En la primera habló el político, en el segundo lo hizo el estadista. Por esa razón están reunidos en el Discurso un diagnóstico de la sociedad, una elección de principios políticos y constitucionales y el trazado de los lineamientos de un genuino gobierno republicano. De paso, quedaba asentada la superioridad intelectual y política del jefe supremo, con la anuencia obligada de quienes habían sido sus más empeñosos adversarios, si no abiertos rivales, convenientemente representados en el Congreso en cuya instalación fue pronunciado el discurso.


  Las proyecciones sociopolíticas de la teoría bolivariana de la independencia de las colonias hispanoamericanas


  La Carta y el Discurso están esencialmente vinculados entre sí en la concepción amplia de la independencia de las colonias hispanoamericanas, formulada y practicada por Simón Bolívar, en el sentido de que la independencia no podría ser conseguida, ni la soberanía garantizada, en ninguna de las excolonias, mientras la Corona imperial hispanoamericana poseyese bases que pudiesen permitirle montar operaciones de restauración del orden colonial; y que, por lo mismo, tal expectativa mantuviese vivas las esperanzas del lealtismo político-espiritual, del grueso de la sociedad, a la Corona.


  Complementó estos pronunciamientos, teóricos y políticos, de la disputa de la independencia, la definición de una nueva posición, en relación con la estructura de poder interna de la sociedad colonial. El cambio se manifestó en el reconocimiento de la transformación social de los mandos del ejército independentista, y en la evolución de la actitud, que llegó a ser genuinamente abolicionista, respecto de la esclavitud. La dura experiencia vivida en el lapso 1812-1814 enseñó a Simón Bolívar dos crueles verdades: los denominados pardos, tan leales a la Corona como recelosos del eventual ejercicio directo del gobierno por los criollos blancos, podían constituir la fuerza militar decisiva; y la lucha de los esclavos por su libertad no habría de traducirse, necesariamente, en lucha por la libertad del todo social. La primera podía ser contradictoria con la segunda, cual era reivindicada y monopolizada por los criollos esclavistas. Era explicable, por consiguiente, que los esclavos en rebeldía hubiesen sido un factor coadyuvante muy importante, sumado al aporte fundamental de los pardos, en el tenaz esfuerzo lealtista de un contingente, nada escaso, de los criollos socialmente predominantes. De allí la necesidad estratégica de procurar que los esclavos se retrajesen de esa modalidad de participación; y, mejor aún, que fuesen captados para la causa independentista promovida por criollos de la alta clase.


  Paralelamente con este esfuerzo de elaboración teórica y de fundamentación política, las pugnas ideológicas y las diferencias de concepción estratégica que hasta entonces habían minado la eficacia de quienes, en diversos teatros y con no pocas diferencias de propósito, luchaban por la independencia, fueron resolviéndose en la jefatura de Simón Bolívar, cuyo prestigio dominó el escenario a partir de 1819, una vez reunido el Congreso de Venezuela en Santo Tomás de Angostura; en el cual fue reconocido y acatado como restaurador de la República de Venezuela y como fundador de la República de Colombia mediante ley por él promulgada el 17 de diciembre del mismo año.


  Pero el torbellino aniquilador personificado por José Tomás Boves en 1813-1814 no solo dio al traste con la primera restauración bolivariana de la república. También contribuyó a dislocar de manera profunda y perdurable el orden social colonial, al potenciar involuntariamente la lucha de pardos y esclavos, respectivamente, por la igualdad y la libertad; hasta el punto de contribuir a hacer irreversibles sus resultados básicos. Esta contradictoria restauración del ordenamiento sociopolítico colonial culminó con la muerte del caudillo, durante un combate librado en Urica el 5 de diciembre de 1814; pero retomó su cauce con la inmediata llegada del ejército expedicionario peninsular comandado por el general Pablo Morillo.


  La derrota social, política y militar padecida por Simón Bolívar en 1814, conjuntamente con la necesidad de enfrentar la nueva forma de expresión del poder colonial, representada por un virtual ejército extranjero de ocupación, planteó un reto a la creatividad política y militar que varios jefes militares y políticos partidarios de la independencia intentaron encarar; pero que solo Simón Bolívar logró superar mediante un despliegue de creatividad que mueve a admiración; porque valientes, tenaces, creativos y abnegados fueron muchos. El camino seguido por Simón Bolívar había sido el de un incesante aprendizaje, hecho de fracasos y triunfos; el camino a seguir lo superaría con creces en cuanto a incesante aprendizaje, sembrado de inusitados retos y grandes logros. Al cabo, la nueva política se fundó en la unificación del mando militar y político; en el precario restablecimiento de la institucionalidad republicana, disipando con ello, en parte o al menos transitoriamente, los fundados temores a la tiranía; y en la reconstrucción conceptual del orden social mediante la condena de la esclavitud y su anunciada abolición; al mismo tiempo que se institucionalizaba la igualdad en la nueva composición social de los mandos militares que, surgida de la lucha, recompensaba méritos y se deslastraba de la ancestral discriminación.


  De esta manera, mientras el poder colonial se cerraba el camino del futuro, retrocediendo al acogerse a sus más rancias prácticas y tradiciones simbolizadas en el absolutismo restablecido, y por el relegamiento militar y social de pardos y esclavos, el poder independentista lograba, por fin, articular un programa de lucha capaz de abrirle el camino del porvenir.


  La penetrante visión política que generó la Carta de Jamaica rigió el magistral esfuerzo de formulación de una teoría de la independencia de las colonias hispanoamericanas. Para estos fines, fueron tres los aportes del documento: una sistematización de los fundamentos histórico-políticos de la independencia; un persuasivo pero no muy realista balance de lo alcanzado hasta entonces en lo militar y político; y una estrategia para la acción, tanto nacional como internacional. Como he dicho, son muchos los adjetivos que, según la apreciación del documento por historiadores y políticos bolivarianos, arropan ese texto, de redacción y publicación más circunstanciales que maduramente programáticas. Pero sobresale su significación como fundamento de la concepción bolivariana de la independencia, y como previsión de la organización política de las colonias hispanoamericanas una vez emancipadas.


  Estas fueron, aunque muy sumariamente comentadas, algunas de las expresiones teóricas primarias del proyecto internacionalista bolivariano; de cuya puesta en práctica paso a ocuparme.


  El nacimiento del internacionalismo bolivariano


  La Historia no es la cambiable piel de una serpiente; tampoco la aparentemente definitiva cárcel de un quelonio. Asumida en su totalidad, la Historia es fuente de la riqueza espiritual de los pueblos, y fundamento de su conciencia social y política. Pero alcanzar este nivel de historicidad activa implica cumplir con dos obligaciones: una, y fundamental, es asumir la Historia in solidum; la otra y de aconsejable observancia, es procurar no trampear al invocarla. Creo que conviene recordar esto al tratar de las hazañas militares, políticas y culturales de los venezolanos, primero, y de los venezolano-colombianos, luego, en la América andina.


  Los triunfos de Boyacá (1819) y Carabobo (1821) significaron la certidumbre de la remoción, en lo inmediato, de los grandes obstáculos militares y políticos con que chocaba la conformación del nuevo orden político, cuyas bases habían sido echadas en el Congreso de Angostura al aprobarse, el 17 de diciembre de 1819, con la participación de representantes neogranadinos, la Ley Fundamental de Colombia. Ya no fue posible dudar del desenlace de la guerra en el territorio de la recién creada República de Colombia. La suerte de la porción hispanoamericana del imperio quedaba en manos de una metrópoli que estaba trabada en su funcionamiento, y de las subsistentes colonias en el continente americano; pero solo en la medida, poco realista, de que se pudiese concertar con la Santa Alianza una vasta operación de reconquista, si bien cabía contar para ello con el genuino monarquismo persistente, asociado con los mandatos de la fe cristiana católica.


  El Congreso Constituyente reunido en la Villa del Rosario de Cúcuta, el 6 de mayo de 1821, ratificó la Ley fundamental de Colombia, mediante la Ley Fundamental de la Unión de los Pueblos de Colombia, promulgada el 18 de julio del mismo año; y elaboró la Constitución de la República de Colombia, promulgada el 6 de octubre inmediato; formada inicialmente por la antigua Gobernación y Capitanía General de Venezuela y el antiguo Virreinato y Capitanía General de la Nueva Granada, denominada también Cundinamarca; nueva república a la cual fue incorporada la Presidencia de Quito, por decreto de 11 de junio de 1824.


  La consolidación de la nueva república obligaba a asegurarse de que la aun hipotética reconquista colonial no pudiese ocurrir. Este pensamiento estratégico rigió en lo fundamental el desarrollo de los acontecimientos políticos y militares. El 11 de mayo de 1824, el Senado y la Cámara de Representantes, reunidos en Congreso de la República de Colombia, decretaron responder positivamente a las peticiones de tropas y auxilios militares hechas por el Libertador Presidente el 22 de diciembre de 1823 y el 9 de febrero de 1824, «... para terminar felizmente la guerra que sostiene la República del Perú». La decisión favorable fue justificada por el Congreso invocando «la identidad de principios que defienden una y otra República y el vivo interés que tiene la de Colombia por la seguridad y bienestar de la del Perú».


  El proyecto internacional de Simón Bolívar y las razones de la vocación americana de algunos venezolanoa (ya colombianos)


  La incuestionable hazaña de haber llevado la guerra de independencia hasta el norte de la hoy Argentina, influyendo de manera determinante en la independencia, si no imponiéndola, de sociedades en las que no se había manifestado con fehaciente firmeza la voluntad de alcanzarla, es materia de especial satisfacción –mas no de preferente estudio–, para las historiografías patria y nacional venezolanas; mientras que, como corresponde, las de los demás países subrayan la temprana y sostenida determinación independentista respectiva. Lo comprobado es que las realizaciones bélicas, políticas e intelectuales de los venezolanos ya colombianos, en esos nuevos escenarios, alcanzaron niveles en algunos casos deslumbrantes.


  Pero estos hechos reclaman equilibrada comprensión crítica. Las explicaciones aportadas por esas historiografías se apoyan, esencialmente, en dos actitudes: el «sueño americano de Simón Bolívar» y la generosa determinación heroica de los venezolanos ya colombianos. Ambos argumentos no son igualmente sostenibles. Sabemos que Simón Bolívar dio muestras, en importantes documentos, de una clara concepción americana de la independencia. La estrategia neogranadina ilustró su concepción. Cierto, igualmente, que una porción de los venezolanos partidarios de la independencia derrochó, llevando a los hechos la estrategia bolivariana, un grado de heroísmo y tenacidad que solo a la larga prevaleció enfrentado al demostrado por quienes permanecieron leales a la Corona. Pero no es menos cierto que, atendiendo a lo puramente estratégico, si bien la lucha por la independencia de Venezuela impuso la necesidad de llevar la guerra a la Nueva Granada, a su vez la independencia de la República de Colombia generó nuevas necesidades estratégicas.


  La necesidad estratégica de garantizar la independencia de la República de Colombia fue el principal factor determinante del nuevo ensanchamiento del proyecto integracionista americano de Simón Bolívar, originalmente fundado en el logro, la consolidación y la garantía de la independencia del nuevo Estado. En el marco del adelantamiento de tal proyecto ocurrieron los hechos de los sobresalientes venezolanos ya colombianos en la América andina.


  Sin otro propósito que acercarme a la comprensión histórico-crítica de acontecimientos que merecen ser calificación de extraordinarios, conviene recordar que a partir de la batalla de Boyacá, librada el 7 de agosto de 1819, los hombres que habían llevado adelante la lucha por la independencia en la antigua Gobernación y Capitanía General de Venezuela se repartieron en dos grupos desproporcionados. El más numeroso, cabalmente representado por José Antonio Páez, se mantuvo, por sus actos y su pensamiento, en el escenario venezolano, entendido con criterio no ya solo estricto sino también en cierto modo estrecho; pero que ya marcaba una considerable superación del regionalismo histórico que, en Venezuela como en otras de las colonias hispanoamericanas, más de una vez prevaleció, afectando el curso de la guerra. El grupo menos numeroso, representado por Simón Bolívar, proyectó su acción y su pensamiento a escenarios que para muchos de sus integrantes les resultaban insospechados, llegando a sumergirse en cuestiones y conflictos cuya sola vinculación con la suerte de la ya lejana ex-Gobernación y Capitanía General de Venezuela pasaba por la determinación de asegurar la existencia de la República de Colombia[45].  Se tomaron así caminos que tras recorrer los Andes sudamericanos debían conducir a las colonias hispanoamericanas del Caribe y, no faltó quien así lo soñara, aun a la propia metrópoli.


  Las supervivientes concepciones sujetas a las motivaciones patrióticas de las historiografías venezolanas patria –justificar más que explicar las prolongadas y crueles guerras de independencia– y nacional –fundar históricamente el proyecto nacional republicano– han resuelto que la llamada Campaña del Sur no forme parte orgánica de la historia de Venezuela sino de la biografía de Simón Bolívar, siguiendo en esto la concepción de las dos grandes compilaciones documentales que han alimentado esas historiografías, la compuesta por Cristóbal de Mendoza, Francisco Javier Yanes y Antonio Leocadio Guzmán, titulada Colección de documentos relativos a la vida pública del Libertador de Colombia y del Perú, Simón Bolívar, para servir a la historia de la independencia del Suramérica, en 22 volúmenes, cuya publicación comenzó en 1826; y la formada por José Félix Blanco y Ramón Azpurúa, titulada Documentos para la historia de la vida pública del Libertador de Colombia, Perú y Bolivia, publicada a partir de 1875.


  En la historia de la disputa de la independencia que siguió su curso en la antigua Gobernación y Capitanía General de Venezuela –luego Departamento de Venezuela, durante casi todo el siglo XIX– se ha producido por estas razones una suerte de vacío que se extiende hasta 1827, cuando volvió Simón Bolívar a Caracas. Significativamente, esas historiografías siguieron a Simón Bolívar en su retorno a Bogotá, para seguir a Venezuela, con la ruptura y desmembramiento de la República de Colombia, en 1830. Por ello es todavía difícil correlacionar los acontecimientos del entonces Departamento de Venezuela con lo que ocurría en Quito, Lima, Chuquisaca e incluso Bogotá, salvo en lo que tuviera relación directa con la vida política de los venezolanos ya colombianos, es decir lo relativo al proyecto bolivariano de Constitución para Bolivia y a los controvertidos planes de restauración de la monarquía en Colombia.


  Intentaré contribuir, aunque sea sumariamente, a reducir ese vacío, mostrando los hechos de los que Alfonso Múnera llama «los venezolanos de Bolívar» en la América andina, como una vertiente inseparable de la conformación del orden republicano en la República de Colombia, y por ende en Venezuela. Pese a que aún se encuentran mentalidades ahistóricas que censuran hazañas que malinterpretan estos acontecimientos como el altruista e irrecuperable desangramiento de la naciente Venezuela republicana.


  Sentido y alcance de la instauración de la república de Colombia


  Luego de la instauración de la República de Colombia, que no fue recibida con beneplácito por la generalidad de los criollos venezolanos bien avenidos con el restablecimiento del régimen monárquico colonial desde 1814 hasta 1821 –si bien algunos entendieron la necesidad estratégica a la que respondía– el hecho más relevante, por su naturaleza y su vastísima repercusión americana y mundial, fue la invasión del Virreinato del Perú por las fuerzas colombianas; y el desmembramiento de su territorio.


  En razón de su extensión territorial, y de sus recursos humanos y económicos, pero sobre todo por su firmeza monárquica, el Virreinato del Perú era la plataforma desde la cual se habría podido, eventualmente, lanzar la operación política y militar de reconquista de las colonias separatistas. Esta posibilidad ya había sido demostrada cuando fuerzas procedentes del virreinato sometieron a los rebeldes de Quito y Chuquisaca, y luego rechazaron los ejércitos rioplatenses en el denominado Alto Perú. Simón Bolívar tuvo temprana conciencia de esta situación, según lo expresó en su denominada Carta de Jamaica. También José de San Martín la comprendió, y buscó garantizar la independencia del Río de la Plata y Chile llevando la guerra al virreinato. Pero en ambos casos esta estrategia chocó con los intereses sociales y económicos de la clase dominante criolla peruana. Poseedora de mayor cohesión monárquica que sus semejantes de otras partes del imperio hispanoamericano, esa clase no solo no promovía la independencia sino que, justificadamente, procuraba preservar la integridad territorial del virreinato, como se desprende del art. 9º del Tratado de Unión, Liga y Confederación perpetua, suscrito entre la República de Colombia y el Estado del Perú, el 9 de julio de 1822; y ratificado por el Congreso de la República de Colombia el 9 de julio de 1823.


  Cabe recordar que en la generalidad de las recién creadas repúblicas reinó igual preocupación respecto de la preservación de la integridad del territorio históricamente deslindado. En todo caso, la persistencia en tierra americana de un poderoso baluarte de la conciencia monárquica no podía menos que estimular y esperanzar a los fieles de la Corona en los nacientes Estados. Recuérdese que Simón Bolívar escribió a Francisco de Paula Santander, el 23 de diciembre de 1822: «Parece increíble lo que me inquieta del Sur. Más temo a Canterac que a Morales, a pesar de ser Venezuela mi patria [¿explicable olvido de la condición de colombiano adquirida por ley del 17 de diciembre de 1819?], el teatro de las calamidades, más temo las derrotas de los peruanos que las nuestras, porque estoy en la persuasión de que vencedores los enemigos en una u otra parte son más temibles por el Sur que por el Norte».


  Pero llevar la guerra al Virreinato del Perú era una operación que requería muy convincente justificación. Por eso ha sido posible pensar que la instauración de la República de Colombia tuvo, igualmente, como justificación política, la de formar una base de legitimidad, aunque cuestionable, para invadir el virreinato del Perú; y aún más, para debilitarlo desmembrándolo. Mal podían hacerse tales operaciones alegando la necesidad de garantizar la independencia de Venezuela. La circunstancia de atender al llamado de quienes en el seno del Virreinato se pronunciaban y luchaban por la independencia no pasaba de ser un loable alegato político justificativo de una decisión estratégica ya tomada; no un título que legitimase la operación. Recuérdese que en la carta de Simón Bolívar a Francisco de Paula Santander, que acabo de citar, refiriéndose al poderío militar de la República de Colombia sentenció: «Somos inferiores a nuestros hermanos del Sur». No obstante, la historiografía venezolana no muestra empeño en interrogarse sobre estas implicaciones; pero ciertamente que no habría hecho lo mismo en caso de que los leales súbditos de Fernando VII hubiesen tenido un éxito siquiera transitorio llamando en su auxilio al «reino del Perú»; según la expresión empleada por Simón Bolívar en la Carta de Jamaica.


  Proyección primaria de la invasión y el desmembramiento del virreinato del Perú


  Es cierto que en Caracas los independentistas vivieron como propio el infortunio de los primeros insurgentes quiteños. No es menos cierto que tanto en Quito como en Charcas se habían dado demostraciones de que se vivía difícilmente la inclusión en el virreinato. Pero no es menos cierto también que la política de la República de Colombia respecto de Quito tuvo algo de deliberada creación de un incidente fronterizo que justificase llevar adelante la estrategia a la que me refiero[46].


  Las historiografías patria y nacional venezolanas evitan preguntarse si estaban de acuerdo los sobrevivientes de la clase criolla dominante venezolana con la estrategia que Simón Bolívar había decidido adelantar. Quizás porque una respuesta circunstanciada a tal pregunta debería tomar en consideración dos hechos:


  El primero, que el poder colonial había permanecido casi incólume en Coro y Maracaibo, y que una vez restablecido en la Provincia de Caracas no brotaron signos claros de resistencia desde 1814 hasta 1821. Es decir que en casi las dos terceras partes del territorio habitado había regido el poder colonial, constitucional o absoluto, en sus dos componentes, el político peninsular y el social criollo. El segundo hecho está contemplado en los considerandos del Decreto de 28 de setiembre de 1821, en virtud del cual el Congreso de la República de Colombia dispuso la expulsión del territorio de la república de los desafectos al gobierno republicano. Dos son los considerandos descriptivos de la situación que motivó tan drástica decisión. El primero sintetiza con toda precisión lo que estaba sucediendo en el Departamento de Venezuela:


  
    «Que muchos de los que emigraron por ódio ó indiferencia al sistema de gobierno republicano y han vuelto después á este territorio, y de los que con iguales opiniones se quedaron en él á tiempo que se ha ido ocupando por las armas de la República, han abusado de la extensa y absoluta seguridad que se les ofreció por el artículo 11 del tratado de la regularización de la guerra de 26 de noviembre último [acordado en Trujillo, Venezuela, en el 26 de noviembre de 1820], que no ha sido todavía confirmado por la nación española.»

  


  El segundo considerando toca aspectos que requerirían una investigación para comprobar su veracidad, pues pudo tratarse de un recurso para justificar el considerando precedentemente citado:


  
    «Que de este escandaloso abuso son claras y evidentes pruebas los informes del Vicepresidente de Cundinamarca y del Vicepresidente de la República sobre el estado de alarma é inquietud en que se hallan los habitantes de Bogotá, la provincia de Cartagena y la del Chocó; las tentativas de insurrección en la ciudad de Maracaibo sufocadas por la vigilancia del Gobierno en cuatro veces distintas, y la conjuración realizada el día 10 del presente en la ciudad de Ocaña.»

  


  La disposición consiguiente no pudo ser más drástica. El Ejecutivo podría expulsar, sin más trámite y antes de que se publicase la Constitución, que lo fue el 6 de octubre de 1821, a «todos los que habiendo emigrado con los españoles al tiempo de la entrada de las armas de la República, hayan vuelto y mantenido una conducta sospechosa al gobierno». También a «todos los que aunque no emigraron están marcados por su conducta anterior, por sus empleos, destinos y servicios hechos al gobierno español como indiferentes y sospechosos al gobierno republicano». El decreto contemplaba además muy duros procedimientos respecto de los bienes de los expulsados.


  Estas medidas fueron ratificadas por el decreto de 24 de julio de 1823, tomando en consideración preventiva acontecimientos y suposiciones extremas «las últimas ocurrencia que han tenido lugar en el departamento de Zulia», y atendiendo a la necesidad de «reprimir la ingratitud y osadía de varias personas, que obstinadas en los sentimientos que han abrigado contra la independencia de Colombia, llegarían tal vez a aprovecharse de una desgracia en el ejército para turbar el órden público, y destruir, si pudiera ser, las actuales instituciones». El art. 1.º del Decreto no podía ser más terminante: «El Poder Ejecutivo podrá expulsar del territorio de la República á los individuos, bien sea españoles o americanos, cuya permanencia en Colombia sea peligrosa por su desafección al sistema de independencia.»


  Una evaluación crítica del proceso global que denomino la disputa de la independencia permite concluir que la preocupación de los legisladores de Colombia se correspondía con una situación real. Como he dicho, no podía considerarse disipada la conciencia monárquica, como tampoco podía desestimarse la eventualidad de una campaña de reconquista luego de un grave descalabro sufrido por las armas colombianas en la Campaña del Sur. Entrando en un terreno en el cual prevalece la conjetura, podría pensarse que la consideración de tal eventualidad, además de la confianza que le inspiraban las dotes militares del general Antonio José de Sucre, influyó en la decisión de Simón Bolívar de confiarle a este la culminación de la llamada Campaña del Sur, mientras él mismo se mantenía en una prudente reserva política, en la cual se sabía irremplazable.


  El Concejo Municipal de Caracas fue el vocero de la resistencia a la aplicación de las severas medidas enunciadas, y no cabe subestimar sus razones. Recuérdese que en su inicio la disputa de la independencia estuvo motivada por el propósito de la clase dominante criolla de preservar la estructura de poder interna de la sociedad implantada colonial. Esta había sido seriamente desquiciada por la guerra, al mismo tiempo que la clase dominante se había visto dividida, diezmada, desorganizada y dispersa. Su recuperación había comenzado bajo el poder colonial restablecido, y recibía el refuerzo de los emigrados que retornaban y se ocupaban de recobrar sus bienes y su posición social. La aplicación de los citados decretos habría seguramente contribuido a garantizar la independencia, sobre todo en el caso de un intento de reconquista colonial, pero en lo inmediato amenazaba con acentuar el ya severo desquiciamiento padecido por la estructura de poder interna, en beneficio de los pardos socialmente igualados por su participación en la guerra. En suma, si los independentistas buscaban garantizar la independencia, el lograrlo de esa manera podría haber significado sacrificar el que había sido el objetivo social fundamental. En esas condiciones, y dado el precedente del restablecimiento del poder colonial en Venezuela, la campaña del Sur pudo ser vista sin simpatía; y antes bien como la posibilidad de que se perdiese toda esperanza de que resultase restablecida la estructura de poder interna de la sociedad colonial en el ámbito de la república.


  Y en verdad, tal era el empeño fundamental de los criollos venezolanos, forzados a vivir en el marco de la República de Colombia; a diferencia de los criollos neogranadinos, que no confrontaban problemas semejantes en naturaleza ni comparables en intensidad. Al restablecimiento de la estructura de poder interna de la sociedad se aplicó el gobierno militar del general José Antonio Páez, en torno a quien se agruparon los sobrevivientes de la clase dominante colonial. De esta manera, mientras los seguidores de Simón Bolívar perfeccionaban la independencia en Ayacucho, los criollos caraqueños trabajaban en la restauración de su poder social. Ante este cuadro, los partidarios de la República de Colombia lamentaron la orfandad en que los dejó la ausencia del Libertador.


  El desmembramiento del virreinato del Perú, con el desprendimiento de Quito, ratificado en la batalla del Portete de Tarquí, y la creación de la República de Bolívar, luego Bolivia, no solo garantizaron militarmente la independencia de las antiguas colonias hispanoamericanas continentales, sino también disiparon las esperanzas resultantes del tenaz lealtismo a la Corona.


  Al calor de la Campaña del Sur se estableció la frecuentemente incómoda presencia de jefes militares y políticos venezolanos en la Nueva Granada, Quito, Perú y Bolivia, generándose comprensibles reacciones nacionalistas; a lo que mucho debe también la consolidación sociopolítica de las nuevas nacionalidades, según la apreciación de Jorge Orlando Melo.


  En el orden cultural, la presencia y la proyección de dos de los más altos intelectuales americanos de su tiempo, Andrés Bello y Simón Rodríguez, dieron a las hazañas de los venezolanos en la América andina el valor de haber contribuido también a la emancipación intelectual de las antiguas colonias hispanoamericanas.


  La política internacional de Simón Bolívar y la definición inicial de la conciencia nacional venezolana


  En este marco tuvo comienzo la fase de definición inicial de la conciencia nacional venezolana, la cual desbordó la década comprendida entre la segunda batalla de Carabobo (1821) y la disolución de la República de Colombia (1830). Si bien esta república fue la gran creación política de Simón Bolívar, su concepción básica se remonta al inicio de la disputa de la independencia, cuando la Junta Suprema Conservadora de los Derechos de Fernando VII, instalada en Caracas, comisionó al presbítero José Cortés de Madariaga a la Nueva Granada, proponiendo unión contra la política de la regencia. Pero la nueva república fue vista siempre más como un recurso para aunar fuerzas contra el poder colonial y prevenir su restablecimiento, que como la culminación de un proceso de identificación social, económica y política de sociedades desigualmente definidas y diversas en su composición; y en el respectivo grado de estructuración interna del poder colonial.


  Queda fuera de duda razonable, sin embargo, el hecho de que en los diez años de vigencia de la República de Colombia no era posible echar las bases funcionales de la proclamada unión de los respectivos pueblos más allá del marco constitucional; y este mismo fue, desde el inicio, objeto de enconadas discusiones. La vastedad del territorio y la real diversidad histórica de las sociedades en él establecidas, unidas a las dificultades en las comunicaciones y el transporte, contrariaban todo intento de funcionamiento de conjunto; si bien cabe señalar que dificultades semejantes encontraban la república mexicana, la del Plata y aun la de los nacientes Estados Unidos.


  Aunque está fuera de duda razonable, también, la sinceridad de la convicción de Simón Bolívar en lo concerniente a la República de Colombia, vale preguntarse sobre los fundamentos de tal convicción, además de las comprobaciones estratégicas de naturaleza militar y política expuestas en los dos primeros considerandos de la Ley Fundamental de Colombia, sin duda elaborada siguiendo el pensamiento de Simón Bolívar. La visión americana de este, que fue inicialmente sobre todo referencial y libresca; y luego teórica en el discurso pronunciado en el acto de instalación del Congreso en Santo Tomás de Angostura, el 15 de febrero de 1819, fue ratificada por su experiencia andina. Pero el de Bolívar era un espíritu formado en el racionalismo del siglo XVIII, y por lo tanto inclinado a las más amplias concepciones. La concepción nacional decimonónica, más limitada, no llegó a apoderarse de él, como sí lo hizo de mentalidades que iniciaron su formación nutriéndose de valores que integraron el nacionalismo, como la de José Antonio Páez.


  La inmediata reanudación de la fase sociopolítica de la disputa de la independencia entrabó la política internacional de Simón Bolívar


  Otro era el cuadro presentado por las sociedades. Instituida la República de Colombia, la guerra, como expresión de la disputa sociopolítica de la independencia, se alejó del territorio venezolano, si bien sus efectos, como hemos visto, continuaron sintiéndose, y aún quedaron reliquias de acción militar. Pero la cuestión central para los venezolanos fue darle vida a un cuerpo político cuya racionalidad, aunque apoyada en una normativa legal, suscitaba fundadas reservas y chocaba con el propósito de restablecer la estructura de poder interna de la sociedad colonial, pero ahora en una sociedad impulsada a ser republicana.


  La principal fuente de la resignada aceptación de la República de Colombia, si no del descontento que causaba, era el hecho de que en los congresos reunidos en Angostura y en Cúcuta no estuvo propiamente representada la clase dominante venezolana, concentrada en las provincias de Caracas, Barinas, Coro y Maracaibo, y sujetas entonces al nexo colonial, las dos primeras hasta 1821 y las demás hasta 1823.


  Los devastadores efectos de la prolongada guerra conformaban las bases menos propicias para montar en Venezuela la porción correspondiente de la gran concepción de integración que fue la República de Colombia, dominada por una Cundinamarca próspera y relativamente libre de los excesos bélicos. Recuérdese que ya en 1815 Simón Bolívar señaló en su Carta de Jamaica el contraste entre una Venezuela «reducida a la indigencia» y una Nueva Granada poseedora de «grandes recursos de todo género». Por eso algunos críticos pronto vieron la formación de la República de Colombia como la incorporación de Venezuela a la Nueva Granada, en virtud de la Constitución sancionada en el Congreso Constituyente reunido en la Villa del Rosario de Cúcuta el 30 de agosto de 1821, y mandada a publicar el 6 de octubre, más que por la Ley fundamental de Colombia aprobada en Santo Tomás de Angostura, por un congreso que presentaba la misma falla de representación ya anotada. En cambio, los términos pactados que llevaron a la ocupación de Caracas por el ejército vencedor en Carabobo de hecho convalidaron la obra de restablecimiento de la estructura de poder interna de la sociedad colonial, adelantada en la antigua Provincia de Venezuela, al amparo del nexo colonial restablecido. En suma, un conjunto de circunstancias propicias para el planteamiento de una crisis de representación, en una república que se proclamaba fundada en la igualdad y la representación, como reza el art. 1.º de la Ley Fundamental de la Unión de los Pueblos de Colombia, aprobada el 18 de julio de 1821 por el Congreso reunido en la Villa del Rosario de Cúcuta, y la cual expresamente ratificó la Ley fundamental de la República de Colombia, aprobada el 17 de diciembre de 1819 por el Congreso de la República de Venezuela, reunido en Santo Tomás de Angostura. La Municipalidad de Caracas hizo presente este fundado reparo el 29 de diciembre de 1821, al jurar, aunque reticente, la Constitución colombiana; o sea a los cuatro meses de aprobada.


  El proceso político vivido por Venezuela entre 1821 y 1830 es uno de los de más arduo tratamiento para el historiador crítico, pues en él se conjugó la floración de la conciencia nacional venezolana con una enconada reacción antibolivariana. Esta correlación gravita sobre el planteamiento autonómico nacional, porque lo exhibe como resultado de una conducta social y de maniobras personalistas, que contrastan desfavorablemente con la altura de miras y el desprendimiento personal del Libertador. Pero debe recordarse que varios de los hombres que asumieron la responsabilidad histórica de romper la República de Colombia habían probado su lealtad a la causa republicana, pero entendiéndola como una aspiración de libertad política que estuviese a salvo del despotismo, aun cuando este participase también de los mismos ideales republicanos.


  La república de Colombia fue presa del separatismo nacional, como la expresión potenciada del separatismo provincial que brotó al plantearse la crisis del nexo colonial


  El estudio desapasionado de las condiciones en que se planteó en Venezuela la crisis de participación política a la que he venido refiriéndome, es decir liberándolas de la carga representada por la visión bolivariana de los acontecimientos, ayuda a comprender sus orígenes y motivaciones, nada superficiales.


  He dicho que los argumentos esgrimidos abarcaron desde la cuestión de la capitalidad –se llegó a proponer que la capital estuviese en una ciudad equidistante, como lo sugirió Simón Bolívar en su Carta de Jamaica, y fue ratificado en el art. 10.º de la Ley Fundamental de la unión de los Pueblos de Colombia, bautizándola «con el nombre del Libertador Bolívar»–, hasta las diferencias en la economía –contraponiéndose los intereses de una Venezuela agropecuaria a los de una Nueva Granada minera– e incluyendo la consideración del problema de la distancia y los obstáculos geográficos en función de las comunicaciones y el transporte. En el orden político y estratégico se expresaron dudas acerca de la operatividad de una cooperación militar ante un eventual intento de reconquista colonial, desde la antigua metrópoli, que se pensaba habría de comenzar por Venezuela, como el realizado por Pablo Morillo en 1815. En suma, un conjunto de argumentos que agigantaban la realidad, pero que parecían no haber pesado tanto unos pocos años antes.


  Esta visión se aclara en función de la situación sociopolítica de Venezuela. Estaba determinada por el hecho fundamental de que la nueva política definida como teoría de la emancipación, iniciada en Angostura en 1819, incluyendo la condena de la esclavitud, fue formulada en la periferia de la región nuclear de la Provincia de Venezuela. Al establecerse definitivamente la república, esa población se vio bruscamente incorporada a un régimen político por completo diferente de aquel bajo el cual se había mantenido durante siete años, sin dar claras demostraciones de impaciencia; régimen político republicano además gestado e institucionalizado sin la participación de la mayor porción de la clase dominante criolla. Es decir, la que entonces fue motejada la Venezuela «goda», para significar su conservatismo, no solo había gozado de tiempo y paz para iniciar su recuperación, sino que recibía el refuerzo de los emigrados que retornaban ansiosos de paz y orden. Es lo que, vale subrayarlo, explica la decidida oposición al decreto «Sobre expulsión de los desafectos al Gobierno de la República», dado el 18 de setiembre de 1821; y también al dado el 4 de julio de 1823, «Autorizando al Poder Ejecutivo para expulsar del territorio de la República a los individuos, tanto españoles como americanos, cuya permanencia en Colombia sea peligrosa por su desafección al sistema». Estas medidas legales, usualmente mencionadas como los decretos de expulsión de los españoles, aunque eran justificables dado el estado de guerra que persistía también en parte del territorio venezolano, resultaban especialmente dañosas para la clase dominante, que empezaba a reconstituirse con el retorno de los exiliados –muchos de ellos adversarios o partidarios tibios de la república–, porque atentaban directamente contra la fuente principal de su poder social, pues contemplaban la aplicación a las propiedades de los encausados de la legislación sobre secuestro y confiscación.


  Globalmente, la organización constitucional aprobada por el Congreso reunido en la Villa del Rosario de Cúcuta alarmó a la debilitada clase dominante venezolana por sus proyecciones liberales, sin satisfacer tampoco plenamente las aspiraciones de esclavos y pardos en su lucha respectiva por la libertad y la igualdad. La legislación sobre manumisión alarmó a los esclavistas sin satisfacer a los esclavos, mientras la apertura liberalizadora de la sociedad dejaba fuera del ejercicio de los derechos políticos a la mayoría de los pardos, mediante la adopción del sistema electoral censitario y la negación del derecho al sufragio a los militares activos.


  Pero los temores de los sobrevivientes de la clase dominante criolla venezolana tomaron un sesgo decididamente antibolivariano al reaccionar contra el Proyecto de Constitución para Bolivia y el Mensaje al Congreso Constituyente de Bolivia. Si bien el debate con este motivo versó expresamente sobre la derivación semimonárquica que significaba la proposición de una Presidencia de la República vitalicia con la atribución de nombrar sucesor, no parece que pudiera haber sido esta la cuestión que más preocupara a la mayoría de los integrantes de esa clase, que había dado reiteradas y persistentes pruebas de lealtad, en diverso grado, a la Corona. Pero no los desalentó en su censura la categórica comprobación contenida en el Mensaje de «la naturaleza salvaje de este continente, que expele por sí sola el orden monárquico». Tampoco la sentencia tajante de que «No hay poder más difícil de mantener que el de un príncipe nuevo». El debate público sobre la restauración solapada de la monarquía fue un arma eficaz contra el abrumador prestigio de Simón Bolívar.


  A este respecto cabe recordar que conceptualmente, y más aún en aquellos momentos y circunstancias, la monarquía y la independencia no eran incompatibles, si bien en el art. 3.º de la Ley Fundamental de la unión de los pueblos de Colombia, luego de ser declarada de manera rotunda la independencia de la nueva república, se afirma que ella «no es ni será nunca el patrimonio de ninguna familia ni persona».


  Una valoración crítica del debate sobre la eventual restauración de la monarquía revela que este también sirvió, muy convenientemente, para encubrir la reacción ante la fuente real de alarma representada por el pronunciamiento sobre la esclavitud contenido en el Mensaje, y sobre todo por la redacción propuesta del art. 5.º del Proyecto de Constitución, que reza: Son bolivianos: «Todos los que hasta el día han sido esclavos; y por lo mismo quedarán, de hecho, libres en el acto de publicación de esta constitución: por una ley especial se determinará la indemnización que se debe hacer a sus antiguos dueños». La extensión a Venezuela de este mandato constitucional, en caso de ser aprobado por el Congreso Constituyente de Bolivia –el cual, por cierto, lo adaptó hasta volverlo inoperante– habría significado mermar hasta en 50% el valor ya hipotecado de la propiedad territorial agraria, en la que se apoyaba primordialmente el poder social que, en simbiosis con el poder político metropolitano, permitía a la clase dominante controlar la estructura de poder interna de la sociedad.


  La crisis política colombiana de 1828, que condujo al establecimiento de la dictadura comisoria de Simón Bolívar, tuvo consecuencias encontradas. Si, por una parte, pudo calmar un poco los ánimos de los conservadores, al suspender o revisar políticas liberalizadoras, por la otra perfeccionó el estado de alarma que ya ensombrecía el ánimo de quienes temían, por sobre todo, que la república se perdiese por causa de la determinación manifiesta de un gobernante despótico en preservar la que consideraba, con sobra de razones, su obra máxima: la República de Colombia.


  Se creó, de esta manera, un estado de conciencia colectivo acerca de tan desventajosa situación, que llevó a concluir la inviabilidad, si no la pérdida de utilidad, del nuevo Estado.


  Conclusiones


  No se habían apagado del todo los fuegos de la guerra en el territorio venezolano cuando rebrotó con renovado vigor la lucha política que estuvo planteada desde que se reunió el primer congreso venezolano, en 1811, y la cual constituyó el eje de la disputa de la independencia. La misma que con períodos de auge y de aparente calma había corrido a lo largo de la guerra, enfrentando a los partidarios de los genéricamente denominados federalismo y centralismo.


  Se formó, de esta manera, un escenario político en el cual el juego legítimo de concepciones contrapuestas, en cuanto al ordenamiento sociopolítico de la sociedad venezolana, significó tanto la renuencia a aceptar la nueva república como el desprestigio transitorio de Simón Bolívar, identificado para todos los efectos con la tendencia colombiana y centralista. Quedaba el hecho, no menos cierto, de que por medio de esa pugna se abría paso la nacionalidad venezolana, en el sentido de que se reactivaba la formulación del proyecto nacional primariamente compendiado en la Constitución federal de 1811.


  Pero el saldo histórico más significativo, desde el punto de vista que nos ocupa, es que la estrategia colombiana y peruana de Simón Bolívar echó las bases históricas de la hoy denominada integración latinoamericana. En primer lugar, consolidando la permanencia de un grupo de Estados independientes, entre ellos la República del Perú. En segundo lugar, sometiendo a la comprobación de la práctica el primer ensayo de integración. Ambos aspectos están orgánicamente vinculados entre sí. Por esto es importante tratar de entender la estrategia peruana de Simón Bolívar despojándola de atributos ahistóricos.


  Epílogo


  El simplismo de la historiografía patria venezolana redujo la desmembración de la República de Colombia a un pleito entre dos grandes hombres de Estado, Simón Bolívar y Francisco de Paula Santander; al mismo tiempo que hizo de la independencia una realización gloriosa, suficiente en sí misma para justificar los trabajos y la sangre invertidos en una empresa que, hasta entonces, parecía empeñarse en lucir como un mal paso, es decir la ruptura del nexo colonial. La historiografía nacional venezolana, como se correspondía con su misión de fundar históricamente el proyecto nacional, dio la razón a quienes fueron actores principales en la demolición de la entonces convertida en gran potencia continental, bautizada República de Colombia, aunque poniendo con ello en entredicho la viabilidad del proyecto americano concebido y adelantado por Simón Bolívar.


  Este balance inicial demostraría, igualmente, que Simón Bolívar, pese a sus luces, su sagacidad y su penetrante visión política, subestimó la fuerza, la tenacidad y la legitimidad histórico-social de sus adversarios internos en la disputa de la independencia[47]. Igualmente, y como ha sucedido, por lo general, a los grandes reformadores de sociedades, no alcanzó a prever el efecto potenciador que su propia obra tendría sobre quienes la adversaban en alguna forma y grado. La postrer comprensión de este duro resultado de sus esfuerzos emancipadores impregna el Mensaje que el Libertador Presidente dirigió a la Convención Nacional de Ocaña, el 29 de febrero de 1828.


  Gracias.


  Gainesville, Florida, marzo-abril de 2000


  «Libre por sus leyes, é independiente por medio de sus armas»[48] (Decreto Legislativo de la República de Colombia. 23 de junio de 1823)


  Introducción


  Agradezco esta invitación a conversar con ustedes acerca de una cuestión
que hoy reviste particular significación. Digo conversar, porque me
limitaré a hacer algunas puntualizaciones, que espero susciten interés y motiven
participación.


  Parte I


  La comprensión del título de esta charla requiere que se tengan presentes las siguientes consideraciones conceptuales:


  a.- Ni la independencia ni la República de Venezuela nacieron, definitivamente, con la Declaración de Independencia, formulada el 5 de julio de 1811:


  -La independencia nació, propiamente, con el triunfo en la llanura de Carabobo, el 24 de junio de 1821, del Ejército de la República de Colombia, bajo el mando del general colombiano, nacido venezolano, Simón Bolívar; prosperó con la invasión y desmembramiento del Virreinato del Perú por ese mismo ejército, bajo el mando supremo del mismo general; y fue consolidada en la batalla de Ayacucho, librada el 9 de diciembre de 1824, también por ese ejército, comandado por el general colombiano, nacido venezolano, Antonio José de Sucre.


  -La república nació al constituirse, definitivamente, en la Villa del Rosario de Cúcuta, mediante la promulgación, por el colombiano general presidente de la República de Colombia, nacido venezolano, Simón Bolívar, de la Constitución de la República de Colombia, el 6 de octubre de 1821.


  Para estos efectos conviene recordar dos cuestiones. Primero: la independencia fue un hecho de armas hasta la firma y ratificación del «Tratado de Paz y Reconocimiento», fechado en Madrid el 30 de marzo de 1845. Segundo: la república, hecho jurídico, quedó jurídica y políticamente establecida en función de la «Ley Fundamental de Colombia», promulgada por Simón Bolívar, desde ese día general colombiano, el 17 de diciembre de 1819. Ley cuyo art. 1.º reza: «Las Repúblicas de Venezuela y la Nueva Granada quedan desde este día [Subrayado por G.C.D.] reunidas en una sola bajo el título glorioso de República de Colombia».


  b.- Obviamente, para la comprensión crítica de estas consideraciones conceptuales es necesario revisar el mensaje inculcado por las historias patria y nacional; y consagrado por la oficial, al menos en dos sentidos fundamentales y correlacionados:


  -Es comprensible, en función de los tiempos, que la necesidad de legitimar políticamente el proyecto nacional separatista representado por la Constitución del Estado de Venezuela, promulgada por el general José Antonio Páez el 24 de septiembre de 1830, condujese a disminuir, hasta casi borrarla, la significación histórica de la República de Colombia.


  -Pero al proceder de esta manera, esas historiografías sacrificaron, circunstancialmente, la significación de la más alta obra histórica de los venezolanos, representada por la concepción y la realización de la República de Colombia; la que los causahabientes venezolanos del régimen sociopolítico colonial destruyeron en 1830. Recuérdese que la Ley fundamental de Colombia fue promovida por Simón Bolívar, y promulgada por él, en Angostura, el 17 de diciembre de 1819.


  Parte II


  Pero quizás convenga explorar otra posible explicación de la actitud asumida por las historiografías patria, nacional y oficial venezolanas ante la significación histórica de la República de Colombia. De ello me he ocupado en mi obra, recientemente publicada, titulada Colombia, 1821-1827: aprender a edificar una República moderna liberal. Siguiendo, para estos efectos, una orientación que he caracterizado en el subtítulo como Demolición selectiva de la monarquía, instauración de la República y reanudación política de la disputa de la independencia.

  

a.- Cabe subrayar que la República de Colombia se ubicó bajo el lema: Colombia, «libre por sus leyes é independiente por medio de sus armas». Este lema comprometía a la instauración de una república moderna liberal. Así fue reiterado por decreto legislativo de 23 de junio de 1823, que reza: «Haciendo extensivo á los Estados Unidos de América, el beneficio del artículo 12 de la Ley de 25 de setiembre del año 11º», el Congreso:


  
    «Oido el mensage del Poder Ejecutivo, su fecha 1.º de este mes, sobre la solicitud del agente de los Estados Unidos de América, para que á los buques procedentes de sus puertos se extienda el beneficio de rebaja del derecho de importacion que el artículo 12 de la Ley de 25 de setiembre del año 11º concedió á los buques que directamente procediesen de Europa; y teniendo en consideracion: 1.º Que la Nacion colombiana, libre por sus leyes, é independiente por medio de sus armas, se ha impuesto el deber de respetar el derecho sagrado de igualdad de las demas naciones civilizadas del mundo.- 2.º Que la República de Colombia desea cultivar cuanto sea posible, los sentimientos de paz y amistad que la unen con el virtuoso pueblo de los Estados Unidos; ya por la identidad de principios que rigen una y otra Nacion, y ya por la gratitud que le ha inspirado el reconocimiento solemne que hizo de su independencia y libertad.»

  


  b.- Se generó, de esta manera, la incongruencia entre la perduración institucional, en la Venezuela así emancipada de la más alta obra del que había sido proclamado su Libertador, de la estructura constitucional colombiana; al mismo tiempo que se instauraba la que llegó a conformarse como la república liberal autocrática, basada en el secuestro de la soberanía popular; con la consiguiente subordinación de los mecanismos de formación, ejercicio y finalidad del poder público a la conducta autoritaria del Poder Ejecutivo. Esta situación perduró desde 1830 hasta 1946, cuando, con base en el rescate de la soberanía popular, fue convocada y elegida democráticamente la Asamblea Nacional Constituyente que produjo la Constitución de 1947; y se generaron las condiciones para la primera elección presidencial genuinamente democrática.


  c.- Para salvar el escollo representado por el significado del legado de libertad e independencia de la República de Colombia, la república liberal autocrática venezolana recurrió a dos expedientes:


  -Uno, el más obvio, consistió en descalificar la República de Colombia, llegándose al extremo de considerar al general José Antonio Páez como el fundador de la república, ¿al emanciparnos, cabe repreguntárselo, de la República de Colombia, máxima obra del Libertador?


  -El otro expediente ha consistido en tramar la perversa confusión entre independencia y libertad. Esto lo hicieron no solo anteponiendo la independencia a la libertad, sino haciendo de la independencia un valor suficiente, lo que ha permitido manipular esos conceptos como si fueran sinónimos, con el propósito de preservar de miradas ajenas, e intromisiones políticas humanitarias, los sistemas de opresión de pueblos. Los más despóticos dictadores, a partir del general Cipriano Castro, se han proclamado celosos defensores de la independencia.


  Al respecto, parece oportuno señalar que la relación entre libertad e independencia fue claramente establecida por el Pennsylvania Evening Post, el mismo día en que se declaró la independencia de los Estados Unidos de América. Lo hizo en solo dos líneas: «Hoy el Congreso Continental declaró a las Colonias Unidas Estados libres e independientes». (Whitfield J. Bell, Jr., «Historical Introduction», The Declaration of Independence, four 1776 versions). A su vez, Simón Bolívar, en el llamado «Manifiesto a las naciones del mundo», fechado en el Cuartel General de Valencia, el 30 de setiembre de 1813, se refirió a «los fundamentos con que Venezuela proclamó su libertad, e independencia». Luego, ¿se reconocía que se podía ser independientes sin ser libres? ¿O, quizás, y sobre todo, que la independencia debía fundarse en la libertad? En cambio, ¿no hemos escuchado el vocerío de quienes pretenden salvaguardar sus designios antirrepublicanos alegando hoy que Venezuela es un país libre?


  Conclusión


  Creo que está planteada la necesidad de fortalecer críticamente la conciencia histórica del venezolana, vapuleado al extremo.


  Caracas, junio de 2011


  Primer mensaje histórico. En defensa de las bases históricas de la conciencia nacional[49]


  A mis estimados colegas historiadores


  Este no es el bosquejo de un manifiesto. Es solo una invitación a reflexionar libremente sobre cuestiones de vital importancia para quienes nos dedicamos al estudio profesional de la historia y compartimos la responsabilidad social del historiador. Por consiguiente, va dirigida al historiador que se sienta movido por su conciencia profesional a prestarle atención, y a él quedará confiada la decisión de extender esta invitación al colega, o colegas, que considere interesados.


  La subversión de las bases de la conciencia histórica


  Para el historiador el estudio de la historia, y más aún la conversión de los resultados de ese estudio en obra propia, acarrean un compromiso intelectual y espiritual, tanto más obligante cuanto más libremente contraído. Semejante compromiso nace de la convicción de que el conocimiento histórico, compendiado en la conciencia histórica, está vinculado orgánicamente con la conciencia nacional, y por ende con sus expresiones sociales y políticas. Esta convicción nos hace permanecer en guardia respecto del maltrato y la deliberada tergiversación del conocimiento que cultivamos y proponemos, y, por ello mismo, ante toda actitud de complacencia o cobardía intelectual que lo avale o simplemente lo tolere. Tales preocupaciones rigen y deben regir la labor de los historiadores. En consecuencia, nos ofenden las transgresiones del compromiso ético así establecido, especialmente si dan prueba de posturas cómplices u oportunistas ante circunstancias, sociales y políticas, que arremeten contra los principios fundamentales que gobiernan nuestro oficio. Tales principios son los que conciernen a la conciencia histórica en su orgánica naturaleza de resultado y agente del conocimiento histórico crítico, y de substrato de la conciencia nacional.


  Esta es, precisamente, la situación que atravesamos los historiadores venezolanos:


  Padecemos los efectos de una perversa demolición sistemática de la conciencia histórica de los venezolanos, que agrede la conciencia nacional hasta el punto de comprometer los fundamentos de nuestra existencia como sociedad nacional independiente.


  Importa subrayar la comprobación de que no estamos los historiadores solo ante una amenaza dirigida contra las bases profesionales, científicas y éticas de nuestro oficio. Están igualmente en situación de creciente riesgo nuestra labor investigadora, el espíritu crítico que la guía y aun nuestra libertad ciudadana.


  Señuelos para distraer la conciencia crítica del historiador


  Para facilitar su labor, y encubrir sus propósitos, los demoledores lanzan señuelos. Se incita a historiadores, políticos, periodistas e intelectuales a debatir sobre fantasmagóricas amenazas, tales como el neoliberalismo y la globalización, y se exhuma el imperialismo, buscando hacerles creer que con su determinación contribuirán los así convocados, decisivamente, a que se desvanezcan tales fantasmas.


  Estos señuelos procuran distraer el sentido crítico, apartándolo de la consideración de los verdaderos peligros que se fraguan mediante la perversión de nuestra conciencia histórica; y que, por lo mismo, minan la conciencia nacional. Es decir, la que es esencialmente expresión y factor de la conciencia histórica de los venezolanos; hasta el punto de que en su descomposición incuba el virus que ataca nuestra existencia como sociedad libre y democrática.


  El poder destructor del disparate seudohistoricista


  El minado de la conciencia histórica de los venezolanos ha venido adelantándose de manera constante y progresiva. Lo que inicialmente parecía ser disparate historicista se ha revelado como parte de una estrategia ideológica dirigida a despojarnos del orgullo derivado del haber creado, como pueblo, la porción más sentida y significativa de nuestro pasado inmediato, el régimen sociopolítico democrático, nuestra obra fundamental del siglo XX.


  Casi simultáneamente se han abierto operaciones contra el pasado colonial, so pretexto de exaltar al contribuyente indígena de lo criollo. Mientras esto ocurría, el culto a Bolívar ha sido zarandeado cambiándolo, como nunca antes, de ser un culto del pueblo en un culto para el pueblo; es decir para amarrar a los venezolanos ideológica y espiritualmente. En tiempos más recientes, se viene lanzando un ataque contra la realización que resume la nacionalidad, es decir la independencia heroicamente conquistada. Para este fin se nos quiere hacer creer que nada significativo ni perdurable produjo, y que, en cambio, venturoso habría sido el saldo si, como acaba de decirse en el Teatro Carlos Marx, de La Habana, Simón Bolívar hubiese vivido lo suficiente para hacerse socialista; y si Antonio José de Sucre no hubiese sido asesinado por una CIA primitiva, entre cuyos agentes sobresalió Francisco de Paula Santander.


  Esta marcha del disparate seudohistoricista refleja un grosero desprecio por la inteligencia de los venezolanos. Ante la sospecha de que las fantasmagóricas amenazas mencionadas no sean fácilmente comprensibles para la generalidad de la población, se recurre a la subversión de la conciencia histórica, cuyos personajes y actos son de fácil captación cuando se les usa como acicate sentimental y no como objeto de razón.


  El reto a la conciencia social del historiador


  Padecemos una empresa de desorientación de nuestra conciencia histórica que no tiene precedente en cuanto a perversidad y malignidad. Bien sabemos los historiadores que nuestros regímenes que han prometido reorientar el curso de la sociedad han procurado legitimidad recurriendo a la Historia. Pero, por descabellado que pudiera parecer tal intento, siempre partieron del valor reconocido de lo invocado.


  Antonio Guzmán Blanco intentó hacer de Simón Bolívar el patrono de su liberalismo autoritario, pero no negando el valor de su obra, sino presentándose como realizador de su porción inconclusa. Juan Vicente Gómez quiso hacer de la gloria de Simón Bolívar un regulador político de la sociedad que la volviese dócil, pero en medio de una casi enfermiza exaltación de su figura histórica y de su obra. Eleazar López Contreras hizo del culto a Bolívar un asunto de Estado, en el intento de convertirlo en muro de contención de las ideas disolventes que atentaban contra su obra gloriosa. El naciente régimen democrático se presentó inicialmente como la segunda independencia; ignorando, u olvidando estratégicamente, la ninguna inclinación democrática de Simón Bolívar; pero reconociéndole a su obra la más alta significación. En suma, en todos los casos mencionados no se intentó demoler el pasado histórico sino aprovecharlo con la pretensión de continuarlo, completarlo o enmendarlo.


  Es radicalmente diferente la naturaleza de la conspiración ideológica que hoy se adelanta. Se trabaja en la demolición de la conciencia histórica del venezolano para volverlo presa de una operación de lavado de cerebro como la practicada, en su más reciente versión, por la dictadura castrista. Allí también se comenzó por la descalificación del pasado republicano, y se ha desembocado en un pantano seudohistoricista en el que se obliga a chapotear a una sociedad que no solo pareciera no venir de ninguna parte sino que no se la conduce a parte alguna.


  Cabe recordar que no es un procedimiento reciente. Hitler, Stalin, Mao Tse-Tung, Kim Il Sung, Fidel Castro y Pol Pot abrieron y recorrieron este camino que según ellos conduciría a la formación del hombre nuevo. Para conseguirlo debían comenzar por atomizar la sociedad, desvertebrándola, de manera que el individuo quedase reducido a una conciencia amorfa, por lo mismo vulnerable al más embrutecedor adoctrinamiento; a la obsesión por la supervivencia, inhibidora del pensamiento crítico; y al autoamedrentamiento sostenido.


  En suma, la realización de esta alevosa trama requiere privar al individuo de los satisfactores primarios de sus necesidades de procedencia, pertenencia y permanencia; es decir de las expresiones elementales de la conciencia histórica, substituyéndolas por la inmediatez pretendidamente revolucionaria, la dependencia del Estado autocrático y la mera supervivencia bajo la arbitrariedad y el despotismo. Irónicamente, y advirtiéndolo o no, estos falsos renovadores del hombre no han hecho sino copiar, aplicándolo a sus propios pueblos, el fundamento del esquema colonialista europeo en África central, donde viejos estados y sociedades fueron despojados de su historicidad para mejor dominarlos.


  Los venezolanos tenemos una conciencia histórica que defender


  La sociedad venezolana puede congratularse por ser su propia autora. En su haber cuentan una colonización que fue obra fundamentalmente criolla; una república lograda tras catorce años de guerra, y enmarcada en la consolidación de la independencia de la mayor porción de América del Sur; la superación, por una sociedad exhausta, de los traumas que marcaron el trabajoso proceso de formulación del proyecto nacional; el establecimiento de la república liberal democrática y su funcionamiento durante medio siglo; y la tenaz lucha librada hoy por el rescate de la democracia y la libertad.


  En consecuencia, la sociedad venezolana posee una suma de realizaciones y de valores que legitiman la defensa de la resultante conciencia nacional. Muchos ayudaron en esta tarea, desde los heroicos mercenarios irlandeses e ingleses hasta los inmigrantes, forzados y voluntarios, de muy diversa procedencia. Pero es un hecho que el aporte de ellos se insertó en la obra de los venezolanos de todos los tiempos.


  Podemos decirlo con orgullo, y hasta con jactancia: nadie nos dio la independencia nacional, lograda en el marco de la alianza grancolombiana. Nadie complementó decisivamente, ni mucho menos lo superó, ese esfuerzo de hermanos. De ello deriva la incontrovertible autenticidad de nuestra conciencia nacional. Sin caer en los excesos de la historiografía patria, podemos sentirnos honrados por la circunstancia de que nuestra conciencia nacional refleja un legado muy rico, hecho de violencia, sufrimiento, heroísmo, hermandad de pueblos y de grandezas y miserias de todo género.


  Nadie, tampoco, tiene virtud para empañar lo que los venezolanos hemos logrado históricamente, si bien todos nosotros, y en particular los historiadores, tenemos el derecho y el deber de estudiar ese logro críticamente, porque al hacerlo decantamos y consolidamos la conciencia nacional.


  Caracas, enero de 2005
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